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DIVISIÓN PRIMERA 

De los medios pacíficos para realizar los 
derechos internacionales. 



CAPITULO PRIMERO 

.A.) MEDIOS AMISTOSOS 



§ 89. a) Negociaciones directas, h) Buenos 
oficios, c) Mediación*. — La libertad humana que 
generalmente se mueve en los naturales límites que 
el derecho le prescribe, puede de hecho traspasar- 
los ; al orden jurídico en general y á la entidad agra- 
viada en particular interesa el restablecer el alterado 
equilibrio. Esta vindicación del derecho es la materia 
de la parte formal en las materias jurídicas; esto es, 
le corresponde el determiHar los medios por los que se 
recobra y asegura el ejercicio del lesionado derecho ma- 
ierictl de la entidad agraviada. Como en la esfera in- 
nacional no existen tribunales encargados de la 
^tección y decisión del derecho como sucede en el 
ríl (véase § 133), han de buscarla las naciones en su 

J?. §143. 
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propia fuerza ó en el convencimiento de su falta por 
parte del ofensor, ya de conciencia propia y por la 
inteligencia directa, ya á merced de la intervención 
amistosa de un arbitro ó comúa amigo. Así mientras 
que en unos casos se llega al último extremo suspen- 
diendo las relaciones jurídicas normales entre las 
partes y haciendo jueces á las armas y sentencia á la 
victoria en tan tremendo litigio (estado de guerra), 
en otros se logra sin tanto estrépito, ya por actos ais- 
lados de justicia privada (medios violentos pero pací- 
ficos), ya en buena y sincera amistad, ya entendién- 
dose directamente los interesados, ya fiando la reso- 
lución á un tercero ó accediendo á sus consejos. Tan 
pronto como se origina cualquier dificultad acerca 
la apreciación de sus derechos respectivos entre dos 
Estados independientes, es deber común á ambos ilus- 
trarse mutuamente por medio de negociaciones amis- 
tosas y francas (1). Entonces, si se procede con hon- 
rada y justa buena fe, la voz de la conciencia, apoya- 
da y fortalecida por la opinión pública imparcial de 
los terceros Estados, ayudada por la consideración 
de que la guerra es un mal terrible al que únicamen- 
te deben exponerse las naciones independientes en 
los casos que peligren su existencia ó dignidad, lleva- 
rá unas veces á reconocer la justicia de las reclama- 
ciones del contrario y otras á sufrir con resignación 
y con las debidas protestas los atropellos del podero- 
so. Una transacción digna (2), ó un arreglo amistoso, 
(arrangement amiáble) (3)^ ó una renuncia expresa 
(si á tanto se debe llevar la abnegación y el sacrifi- 
cio) son los mejores medios para resolver las cuestio- 
nes internacionales. Pero lo mismo que los particula- 
res que cuando no pueden entenderse en sus dispu .s 
acuden á un buen amigo para que los componga, . s 
naciones que no pueden arreglarse directamente a i- 
den á las demás compañeras de la sociedad inter x- 
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cional para que concierten las voluntades, separadas 
muchas veces únicamente por la terquedad de los di- 
pteaáticos (a)j ó lo que es peor, por la ciega ó insen- 
sata patriotería del populacho inconsciente. Cumplen 
al hacerlo los terceros Estados uno de los más altos de- 
beres inherentes á la communitas gentiunij prestar su 
ayuda con los consejos de un imparcial criterio á los 
hermanos comunes indispuestos, evitando así se pro- 
duzca la guerra cuyas consecuencias habrían de su- 
frir en mayor ó menor escala todas las naciones. Ocu- 
pan el primer lugar en las formas de intervención tan 
generosa los buenos oficios, palabra con la que se de- 
signa el uso que de su influencia con ambos conten- 
dientes hacen los gobiernos amigos para encaminar 
la discusión á mejor término y proponiéndoles una so- 
lución á ambos provechosa (4). Cuando la iniciativa 
de la tercera potencia es manifiesta y recibe el en- 
cargo expreso de los contrincantes de indicarles ba- 
ses para el arreglo del asunto, es cuando tiene lugar 
la verdadera y formal mediación (5). Pueden ser úni- 
camente mediadores los Estados soberanos y objeto 
de ella cualquier diferencia entre dos naciones. Debe 
el mediador cumplir con lealtad el encargo que se le 
ha hecho, decidiendo conforme la equidad el punto 
litigioso. Do este modo responderá á la confianza que 
ambas partes han demostrado al elegirle. Tiene dere- 
cho, por otra parte, á que las negociaciones se verifi- 
quen por su conducto y á tomar parte en el tratado 
que al efecto se firme entre los dos Estados que han 
aceptado su propuesta. Si éstos no quieren respetar 

faj Téngase presente la acerba pero exacta receta para solemnizar la declara- 
ción de las guerras, propuesta por lord Dufferin, que citamos en la nota ^aj del 
S (tomo II, pág". 75). Inmensa es la responsabilidad de los diplomáticos y mi- 
li os que por no saber resistir con entereza y verdad á las pasiones ciegas del 
fi patriotismo, que ignora las más de las veces las fuerzas reales del país y los 
ti nos del debate han arrastrado á sus naciones á guerras desastrosas y san- 
« itas. Mayor aún la culpa cuando el amor propio del gobierno ó de sus conse- 
j( ha sido la única cansa de la formal ruptura. 
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SU fallo, ha cumplido el mediador dando á conocer i 
los interesados la decisión que su conciencia le dicüv 
re; pero no tiene facultades en modo alguno para im- 
ponérsela á ninguno de ellos por la fuerza; su mmén 
es de paz y no de guerra (6). De lo dicho se despren- 
de naturalmente que la propuesta del mediador no al- 
canza fuerza de obligar sino desde el momento qiíe 
en un tratado ó convención solemne la han aceptado 
y hecho suya los Estados interesados (?) (A\ El con- 
venio de El Haya de 1899, además do ratificar la 
doctrina común acerca las negociaciones directas^ los 
buenos oficios y la mediación propone una nueva íot- 
ma de la última, apadrinando dos potencias los inte- 
reses de los litigantes, representándoles recíproca- 
mente en la negociación del arreglo y señala un me- 
dio de evitar conflictos por la determinación hecha de 
común acuerdo de la realidad de los hechos, indican- 
do el modo de institución y funcionamiento de k& 
I comisiones internacionales de investigadón (3). 



(1) Tan pronto como se origina una cuestión internacionatr 
es deber de los gobiernos acudir á las negociaciones diplomá- 
ticas, ya sea transigiendo uno y otro en bos derechos si la nS'- 
¡, turaleza de los mismos lo permite, ya, si la poca importancia' 

^ del asunto lo consiente ó la débil condición del ofendido b 

[• exige, dejando de hacerlo valer en aquella ocasión, consigiiaii" 

|p do en una noble protesta que no se renuncia al der eolio delaü- 

f tido, sino que únicamente se cede á las circunstauciaa 6 4 Ifl^ 

, fortuna. Al suscitarse una dificultad entre dos naciones, df* 

I» ben una y otra, si es posible y prudente, exhibir suh tituloS|. 

r consultar á las personas entendidas en derecho internacional 

y ver si asi se logra convencer á la parte contraria, ó por b, 
menos, si ésta, pertinaz en sus pretensiones, da prueba evi- 
dente con ello que sirven las últimas sólo pura ocultar su al&B 
de indisponerse, bacer suya la opinión pública de loa Estado* 
civilizados, victoria que equivale más de una vez á la de loS 
más sangrientas batallas. 
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(2) Eiquelme (ob. cit., pág. 125): «Para poder comprender 
mejor la diferencia que media entre el atreglo amigable y la tran- 
sacción, nos referiremos á un heclio que está pasando en nues- 
tros días. Sabido es que el origen de la guerra que afligió á 
las repúblicas de los Estados Unidos y Méjico procedió de la 
incorporación de la provincia de Tejas. Si la república meji- 
<2ana, deseosa de transigir sus desavenencias con su vecina 
sin apelar ál recurso extremo de la guerra, hubiese cedido 
esta provincia á los Estados Unidos, habría usado de un arre- 
glo amistoso. Si se hubiese limitado á ceder una parte de Te- 
jas, conservando el resto bajo ciertas condiciones, habría ape- 
lado á la transacción, como medio de evitar la guerra.» 

(3) El tratado llamado de El Escorial, por el que se resolvió 
la cuestión del Nootlia Sound, es citado acertadamente por Ri- 
quelme conio ejemplo de arreglo amistoso. El derecho de Es- 
paña al Oregón era incuestionable, la legitimidad de la cap- 
tura de los buques ingleses ciertísima, y, sin embargo, nues- 
tra patria concedió por él á los ingleses todo lo que pedían 
(véase nota 1 al § 38), temiendo que la Gran Bretaña decla- 
rase la guerra con la que nos amenazaba. Tal solución fué pru- 
dente, dada la situación de España. 

(4) XiOS buenos ojiaos son las instancias que hace un ter- 
cer Estado á otros que están en controversia pendiente para 
que prosigan las negociaciones ó las reanuden si se hallan in- 
terrnmpidag. En el protocolo 2.^ del Congreso de Paris (14 
de Abril de 1856), los plenipotenciarios no vacilaron en ex- 
presar en nombre de sus gobiernos el deseo de que los Esta- 
dos entre los que surgiese una diferencia, avant d'en ajjpeler aux 
armes eussent recours, en tant que les circonstances Vadmettraient, 
Aux hons ofjices d'unepuissanee amie. MM, les plénipotentiaires es- 
pérent aussi que les gouvemements non representes au Congrés ¿asso- 
áerant á la pensée gui a inspirée le vosu, du p'ésent p'otocole (Mar- 
te 3 N. R. O*. XY, pág. 7,67). Al ir á estallar la guerra entre 
Pi ncia y Prizsia, Inglaterra ofreció á sus dos compañeras en 
la ibrma del transcrito protocolo sus buenos oficios, pero 
ib ncia se ne^ó á aceptarlos diciendo que herida en su digni- 
da debía hacer uso de la reserva en el mismo prevenida. 
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(5) La mediación es definida por Eiquelme, «el encargo qni^ 
toma sobre sí una tercera potencia para ver de avenir 4 okíis 
dos que están discordes en algún punto». La mediación t^ 
puede producir en todo tiempo: antes de la lacha para cortar- 
la, en la lucha para hacerla terminar, y concluida, para presi- 
dir á la firma del tratado de paz, suavizando las asperezas qji'^ 
el orgullo y el amor propio podrían oponer ¿ sn terminadón* 
Varias son las diferencias que separan el mediador del árlji- 
tro y la potencia encargada de la mediación de aquella que sij 
ha ofrecido á interponer sus buenos oficio» en la dificultaíll 
pendiente. La nación mediadora es el amigable componedor qua, 
aceptado de un modo expreso como á tal por las partes, inter- 
viene directamente en las negociaciones (que deben 
siempre por su conducto, siendo incompatibles con la mí 
ción, las directas entre las partes interesadas). Dar un c&H" 
sejo inspirado por la buena amistad es lo que suponen sólo 
buenos oficios, los cuales únicamente se ofrecen, y jamás 
aceptan, de un modo solemne. Cuando el coDgreao de Veroni 
pidieron los liberales españoles á Inglaterra sirviese de 
diadora con Francia, que les amenazaba con la guerra, Eatí 
rehusó la mediación, dijo, porque no se trataba de una cues- 
tión fija, jurídica, entre los dos Estados, susceptible de una 
solución concreta y determinada, sino del estado general de 
ambas naciones, ya que los efectos de los sucesos que estabaí^ 
pasando en España trascendían y causaban daño en loa domi- 
nios de S. M. Cristianísima (despacho de Mr. Canning. Stste 
Papers, X, pág. 25 y siguientes). 

(6) El mediador aconseja únicamente la solución que cre^ 
preferible (otra diferencia esencial con los buenos oficios, en 
los cuales él que los presta se limita á consultar los deseos de 
los interesados y á servirles de cortés intermediario ), no la 
impone, y asi no son raros en la Historia los ejemplos de pro- 
puestas de mediadores que han sido desechadas por las poten- 
cias interesadas. Hase hablado de Ig, mediación armada, j ríK, 
el decir: te sujetas á mi decisión ó te declaro la guerra, a,^ 
como observa Berner, una mal disimulada intervención. EL 
proceder de las potencias en el tratado de Londres acerca o 9 
asuntos de Grecia, en cuyo artículo secreto las potencia* m 
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obligaban é hacer concluir la guerra de un modo ú otro si no se 
aceptaba su mediación, fué una verdadera intervención, como 
lo demostró el decisivo éxito del combate naval de Navarino. 
Debe afirmarse, con Hubner, Pbillimore y Martens que no 
sólo uh deber moral, sino la misma conveniencia propia, acon- 
seja á los Estados neutros ofrecer á los beligerantes su me- 
diación (y sea dicho de paso que creemos con Twiss que es 
más ventajosa la colectiva de muchos Estados á la vez que la 
de uno solo) para terminar ó prevenir un estado de cosas cuya 
continuación á todos perjudica. 

(7) Llena está la historia europea de ejemplos de mediacio^ 
nes. Venecia y la Santa Sede fueron mediadoras en la paz de 
Westfalia, Austria en la de París de 1856, Francia en la de 
Praga de 1866, Alemania y Austria otra vez en el congreso 
de Berlín (1878). 

Eusia ofreció su mediación en 1808 á Inglaterra y los Esta- 
dos Unidos; los últimos aceptaron el ofrecimiento, pero Ingla- 
terra lo rehusó, teniendo lugar la guerra entre ambas nacio- 
nes, qne concluyó por la paz de Gante (1812); Inglaterra ofre- 
ció la suya en 1831 en la célebre cuestión entre los Estados 
Unidos y Francia acerca del cumplimiento del tratado de los 
veinticinco millones (véase nota 4 al § 55). España no acep- 
tó, como veremos luego (nota 2 al § 90), el arbitraje en 1844 
en sus cuestiones con Marruecos, pero sí la mediación de In- 
glaterra y Francia, que dio el más completo y satisfactorio 
resultado. Los Estados Unidos se ofrecieron en 1882, final- 
mente, como mediadores en la guerra entre Chile de un lado 
y BoHvia y el Perú del otro, y cumplieron después todos los 
deberes de verdaderos mediadores (Martens E., 11, pág. 457). 
No carece de precedentes la mediación papal en el asunto 
délas Carolinas. A más de los casos citados en otra posterior 
I nota (2 al párrafo 'siguiente), en los que no puede distinguirse 
bien si fueron Baediaciones ó arbitrajes, aunque la mayor parte 
tuvo el primer carácter, cita Moser un caso ocurrido á mitad 
del siglo xvm. El Papa usaba este derecho como supremo juez 
déla cristiandad, ya por medio de decretos en los concilios, en 
fks rué se restablecía la paz en el orbe cristiano, ya mandan- 
do 8 -^ legados á los combatientes para mediar en sus diferen- 
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cias, comisión que era unas veces espontáneo ofrecimiento del 
Sumo Pontífice, otras pedida directamente por las partes (Bial- 
merincq V.® Vermittlung en HolHendorff^ s Ue^htshxicon) ^ 

En el asunto de las Carolinas fué la mutilación del Papa 
propuesta por Alemania á España en 26 de Septiembre de 1385. 
El Sumo Pontífice pidió memorias á ambos gobiernos, evitó 
en lo que pudo que negociasen directamento y en 22 de Octu- 
bre del mismo año dio su decisión (firmada por el cardenal 
Jacobini) proponiendo á las partes cuatro bases de arreglo. 
Con fecha de 17 de Diciembre de 1885 el embajador español 
y el ministro prusiano cerca la Santa Sedo firmaron el pro- 
tocolo, en cuyos artículos, sont convenus , conformément mi^ jpro- 
pontions de Vauguste mediateur (véase nota S al § 51), 

Esta mediación ha sido un hecho importantísimo en la kU- 
toria del derecho internacional: 1 .® Porque en ella el Papado 
ha realizado una de sus más importantes misiones» la de re- 
presentante de Aquel que vino á la tierra anunciando la pas 
entre los hombres de buena voluntad. — 2.'* Porque se ha efec- 
tuado entre dos naciones, una de las cuales no está sometida, 
como Estado, á su potestad espiritual. — 3.^ Porque siendo 
doctrina inconcusa en el derecho internacional que únicamente 
pueden ser mediadores (véase nota 1 al § 90) á diferencia ñm\ 
arbitros, los Estados soberanos, han reconocido la soberanía y 
personalidad internacional del Sumo PontíRco dos importan- 
tes naciones de Europa, y siendo una de ellas ^ precisamente 
la que propuso la mediación, preponderante directora en la di- 
plomacia europea. 

Conviene también tener presente que el tratado do Paria 
de 1856 dispone en su art. 8.^ que si sobreviniera alguna di- 
ferencia entre las potencias signatarias y la Sublime Puerta» 
ésta y aquélla deben, antes de acudir á las armas, poner en si- 
tuación á las demás contratantes de prevenir este peligro por 
su acción mediatriz: 

S'il survenait, entre la Sublime Porte et Vune ou phsieurs deg ■ 
autres puissances signataires, un dissentiment qm menacüt le me^^^ 
tien de leurs relations, la Sublime Porte et chacuTie de ees puim 
ccSf avant de reeourir á Vemploi de la forcé, mettront les aui 
parties contractantes en mesure de prevenir cetie eztrémité par 
4cHon médiatrice. 
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(A) Casos de mediación desde 1887: 

1888. De España entre Italia y Colombia en el asunto del 
subdito de la última Cerruti, expulsado y perjudicado por las 
autoridades colombinas [véase § 65 nota (b)]. La proposición 
de nuestro gobierno, notable por su imparcialidad y ciencia 
(T., IX, 293), fué aceptada por ambos Estados; pero no recayen- 
do acuerdo en la comisión arbitral indicada en el compromiso 
para el caso de que el fallo fuera, como fué, condenatorio, dio 
lugar este negocio al nuevo arbitraje del presidente de los Es» 
tados Unidos, quien falló en 1897 [§ 91 nota (A)]. 

1893. De la Santa Sede (por su representante Mgr. Macchi) 
entre el Perú y el Ecuador por cuestiones fronterizas. 

1896. De Portugal entre el Brasil é Inglaterra sobre la isla 
de Ja Trinidad, resuelta á favor del primero. 

También deben considerarse como ejemplos de mediaciones 
fructuosas la ejercida desde 1895 por las grandes potencias en 
los asuntos de Creta; la de las mismas, que logró la paz en- 
tre Turquía y Grecia (1897), y la de Francia, cuyo embajador, 
M. Cambon, sirvió de intermediario para conseguir á España y 
los Estados Unidos el protocolo de 12 Agosto 1898 (§ 129) (b). 

(B) La conferencia de El Haya, en su Convenio para el arre- 
glo pacifico de los conflictos internacionales, ha desarrollado mi- 
nuciosamente la teoría de la mediación. Después del titulo 1, 2>e2 
mantenimiento de la paz general, donde se declara que, aá fín 
de evitar en lo posible el recurrir á la fuerza en las relaciones 
entre Estados, las potencias signatarias convienen en emplear 
todos sus esfuerzos para lograr la solución pacífica de las dife- 
rencias internacionales» (art. 1.°), se trata en el II de los bue- 
nos oficios y de la mediación. En los artículos 2.® y 3.** se afir- 
ma el derecho de ofrecer los primeros, aun durante las hostili- 
dades, lo cual nunca puede considerarse como acto poco amis- 
toso, y se define en el 4.^ la misión del mediador diciendo que 
consiste en conciliar las pretensiones opuestas y apaciguar los 
resentimientos quizá, producidos entre los Estados en conflicto. 
Después de los artículos 5.® á 7.®, en los cuales se prescribe muy 
justamente qnei cesan las funciones del mediador cuando se ha 
hecho constar, ya por él, ya por una de las partes, que sus in- 

I Análoga, si bien más laboriosa j accidentada á la misión de M. Cambon en 
na la guerra, lia sido la de Hr. Bowen, ministro de los Estados Unidos en Vene- 
xa \ para el arrearlo de las cuestiones entre ésta y las potencias aliadas Alema- 
nii lian Bretaña é Italia. Como luego diremos [s 94 -nota ^b^] suscribió en su 
QO -e en WáBhiuffton los protocolos de 18 de Febrero de 1908 con los tres países . 
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dicaciones no son oídas y que éstas no interrumpen ni antes de 
la guerra los preparativos ni durante ella las operaciones, sal- 
vo en uno y otro caso acuerdo en contrario, que reviste siem- 
pre el carácter de consejo y que no tiene fuerza oblig'atDria, en 
el 8.® se indica una nueva forma de mediación ^ propuesta por 
los Estados Unidos, que parecen ahora muy celosos en evitar 
los conflictos internacionales y las guerras injustas. Consiste 
que, en caso de conflictos graves que amenacen la paz^ escojan 
cada uno de los contendientes otra potencia para que los repre^ 
senté. Mientras dure este mandato, que, salvo convención con - 
traria, no podrá exceder de treinta días, los Estados en litigio 
cesarán en toda comunicación directa sobre el conflicto, el cual 
se considerará exclusivamente atribuido á las potencias media- 
doras, que deberán hacer todo lo posible para resolverlo. Si no 
lo logran quedan aún encargadas de la misión común de apro- 
vechar todas las ocasiones para lograr el restablecimiento ] 
la paz. Veremos cómo estrenan tan curioso procedimiento ^,U:, 
inventores cuando se les presente oportunidad para ima nueva 
anexión. 

No es menos interesante la ptra innovación que contiene el 
título III sobre las comisiones internacionales de inve$t¿gacíón 
como medio de fijar la verdad de los hechos, con los cuales, so- 
bre todo en las cuestiones de responsabilidades ú indemnizacio- 
nes, se evitan muchos conflictos internacionales, recurso al qne 
se ha acudido ya varias veces, entre otras, si bien apenas tras- 
cendió al público, en nuestras diferencias con los Estados Uni- 
dos para averiguar las causas de la muerte del dentista Rniz^ 
designando los dos gobiernos delegados, que ten lan que proce- 
der á la investigación en común, con el deber de hacer constar 
los hechos en que estuvieren de acuerdo. Lástima que en el 
primer artículo, por la oposición de Rumania, se atenúa tanto 
por la Conferencia la posibilidad de su aplicaciónj que qued^ 
casi ilusoria. Dice así el art. 9.**: «En los litigios ¡jiternaciona 
les en los que no relacionen el honor ni los intereses esencicUes¿ 
sino que provengan de una divergencia de apreciación sobi 
puntos de hecho, las potencias signatarias juzgan útil que 1í 
partes que no hubiesen logrado ponerse de acuerdo por las vf 
diplomáticas instituyan, en cuanto lo permitan las circitnstaT 
das, una comisión internacional de investigación encarga 
de facilitar la solución de estos litigios, aclarando, por un e» 
men imparcial y concienzudo, las cuestiones de hecho.» 
constituyen por convenio especial, el cual determina los I 
chos que se han de examinar y los poderes de los comisar!, 



r 



DERECHO FORMAL.— MEDIOS PACÍFICOS 11 



La informacióii se verifica contradictoriamente y sn forma y 
los plazos, si no son determinados por la convención, lo serán 
por los mismos delegados (art. 10). Estos se nombran, salvo es- 
tipulación en contrario, de la manera fijada por el art. 32 [el 
relativo á la designación de los arbitros (véase § 91)] (art. 11). 
Las potencias interesadas se obligan á facilitar á los comisarios 
todos los medios y facilidades necesarias para lograr un cono- 
cimiento comple'to y una apreciación exacta de los hechos en 
cuestión (art. 12). La comisión internacional debe presentarles 
un informe firmado por todos sus miembros (art. 13), el cual, 
limitado á ser una constancia de los hechos, no tiene el carác- 
ter de sentencia arbitral, dejando, por lo tanto, á los litigantes 
en plena libertad para obrar como bien les parezca después de 
recibirlo (art. 14). 

§ 90. Arbitraje, a) Noción teórica*. — El ar- 

Utraje internacional existe cuando dos ó más naciones 
encargan libremente á un tribunal^ por ellas escogido 
¡/aceptado^ la solución, con arreglo á derecho, de una 
cuestión jurídica pendiente entre las mismas, Distín- 
; guese el arbitraje de la mediación en que, como ve- 
f remos luego, mientras que pueden ser objeto de me- 
I diacíón todos los derechos internacionales, no sucede 
\ así en el arbitraje, y que puede ser nombrado arbitro 
cualquiera, mientras que mediador lo puede ser sólo 
; un Estado soberano (l). La recuperatio de los romanos 
¡y el tribunal anfictiónico de los griegos son los prece- 
Identes que tienen en la historia antigua los arbitrajes 
internacionales. No son propiamente arbitrajes en el 
[Sentido internacional de la palabra las atribuciones 
I de los poderes federales para resolver las cuestiones 
I que entre los miembros de la confederación acaso se 
[susciten; ejemplos de ello constituyen los antiguos tri- 
bunales austregales de la Confederación germánica. 
Ko pueden ser objeto de arbitraje los derechos prima- 
rios y naturales de los Estados; ¿quién confía á la de- 
tísi(^n de otro su honra, dignidad ó independencia (2)? 

(*) ' § 143. 
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Distingüese entre arbitros y arbitradores (arhüHum, 
arbitratio), entendiéndose comúnmente por los prime- 
ros los encargados de resolver una cuestión de dere- 
cho y por arbitradores aquellos á quienes se confía 
únicamente el averiguar los hechos ó el cómputo en 
el terreno pecuniario de los deberes respectivos de 
indemnización entre las partes (3). Pueden constituir- 
se en arbitros una persona ó muchas, lo mismo un Es- 
tado independiente que corporaciones particulares, 
tanto los soberanos coíno cualquier subdito, aun los de 
los mismos contendientes. En la rectitud y conciencia 
del arbitro está únicamente la garantía del buen acier- 
to en la resolución (4). Constituyese jurídicamente el 
arbitraje en el llamado tratado de compromiso, en el 
cual las naciones litigantes nombran de un modo di- 
recto ó indirecto el tribunal arbitral, exponen concre- 
tamente los puntos de hecho ó de derecho que ha de 
juzgar, el término dentro del cual deben dar su sen- 
tencia, y, finalmente, se obligan á cumplir esta última 
una vez oficialmente pronunciada. Muchas veces se 
determina en el texto mismo del compromiso, que pue- 
de ser general para todas las cuestiones que entre los 
Estados contratantes se susciten, las reglas de proce- 
dimiento que deberá observar el tribunal arbitral (&>, 
procedimiento del cual ha ofrecido á las naciones mo- 
delo plenamente ajustado á los principios del derecho 
de gentes y á las prácticas modernas el Instituto en 
su sesión celebrada en El Haya en 1876 (6). Llámase 
receptum, en analogía al derecho civil, el acto por el 
que los nombrados arbitros aceptan el encargo que se " 
les ha confiado (7). En el compromiso se nombra ya el 
tercero para el caso de que siendo varios los arbitros 
haya discordia entre ellos ó se deja á los mismos < & 
otras entidades el cuidado de nombrarlo (S). Pue ie ! 
rehusarse la aceptación por motivos graves y peri o- 
nales, pero los soberanos tienen (interesados todos 3ii 
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la conservación de la paz), obligación moral de ejer- 
cer las funciones de arbitro cuando para ello fuesen 
nombrados. La muerte, la demencia ú otra cualquiera 
enfermedad física que imposibilite el ejercicio de las 
funciones de arbitro son causa naturalmente de la in- 
validación del compromiso, como lo sería de recusa- 
ción el que se pudiese probar un interés directo en la 
cuestión ó una enemistad personal en los elegidos jue- 
ces (®). Designan los mismos arbitros el lugar donde 
debe reunirse el tribunal y la lengua en que se harán 
sus deliberaciones, si no los ha determinado previa- 
mente el compromiso. Pueden las partes hacerse re- 
presentar y defender por procuradores y abogados 
ante el tribunal (10). Es dudoso puedan los arbitros 
proponer una transacción amigable aunque en reali- 
dad de verdad carece la cuestión de importancia prác- 
tica (U). Fija también el compromiso el término den- 
tro del cual deben los arbitros dar su sentencia, plazo 
que suele prorrogarse cuando los mismos se hayan vis- 
to imposibilitados materialmente de pronunciarla en 
el tiempo antes convenido. El tribunal arbitral debe 
I resolver la cuestión conforme á las reglas determina- 
I das previamente por las partes; así se hizo en la céle- 
I bre cuestión del Alábama, y si no con arreglo á dere- 
cho, no entendiéndose, sin embargo, estas palabras en 
el sentido que excluyan por completo toda considera- 
' ción á la equidad (12). La decisión debe tomarse por 
mayoría ; no es necesario sea la unánime de todos sus 
miembros (l^); La sentencia debe contener la resolu- 
ción de todos los puntos litigiosos tal como se les fió en 
el compromiso é ir firmada por todos los miembros del 
tribunal, y si la minoría no quiere hacerlo lo consigna 
formalmente la mayoría (14). La fuerza de obligar de 
la publicada y notificada sentencia no está ni en sí 
misma ni en la autoridad personal de los arbitros que 
ten ^inan su oficial ingerencia en el asunto desde el 
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momento que la suscriben (16). La obligación de It 
parte en ella condenada existe en virtud del tratado 
de compromiso; retrotráese el laudo á aquella fecha, 
como si estuviese incluido en aquel convenio; por esto 
observa con razón Bulmerincq que ni siquera es pre- 
cisa la ratificación de la misma por las partes intere- 
i •, sadas (16). Digna de encomio fué la resi{?nada conduc- 

ía . ta de Inglaterra al pagar sin menor protesta la íe- 

F- demnización á que la condenara el tribunal de Gine- 

^ bra. Conviene limitar en lo posible, sí es que se quiere 

L que los arbitrajes produzcan algún efecto para resol 

p. ver las dificultades entre las naciones , las causas de 

1^' , nulidad de los laudos arbitrales. Por esto el Instituto 

> en su reglamento sólo consiente la nulidad del com- 
l premiso por corrupción de los arbitros ó extralimita- 
IL ción de los mismos en sus poderes, ó error esencial en 
f la sentencia (17). Nos parece, síjq embargo, que no fal- 
taría á sus deberes un Estado que se negase á cuo»- 

L plir la sentencia dictada con desprecio de los princl 

pios fundamentales del derecho internacional ó aque-^ 

i lia en la que se hubiese infringido el natural principia 

[^ que nadie puede ser condenado sin previamente oírse! 

► le (18) (A). 



(1) Pueden señalarse importantes diferencias entre el arí 
traje y la mediación. Esta última basta que sea aceptada ofici 
aunque separadamente por las partes; el primero exige un oonj 
venio especial de compromiso. Pueden únicamente mediar 
Estados como compañeros que son de los querellantes en ' 
sociedad internacional, ser arbitros tanto las nacionea cor 
sus representantes y los meros particulares. El arbitro déla 
resolver por sí mismo y con arreglo á doreclioi inspira al m€ 
diador principalmente la equidad. 

(2) Es doctrina casi común en todos? los autores, y unoa 
graves como PhiUimore, Hall, Goldsclimidt, Martens r í»j 
Bulmerincq y nuestro Riquelme la sostienen, que no pur l^ 
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fiarse al juicio de arbitro aquellas cuestiones que por su natu- 
raleza política interesan directamente á la dignidad y honra 
del Estado, y en las que por ser tan graye ó intencionada la 
ofensa, no existe contestación jurídica ni punto obscuro de de- 
recho que tenga necesidad de resolver arbitro alguno. Espa- 
ña, en la cnestión con Marruecos antes citada, rehusó el arbi- 
traje de Francia é Inglaterra, «porque no tratándose de cues- 
tiones dudosas sino de puntos claros, no entendió que debía 
someter al fallo de ninguna nación extranjera los agravios he- 
chos á su propia dignidad y decoro» (Riquelme, pág. 127). Por 
este motivo sueñan los entusiastas que proclaman al arbitra- 
je como universal remedio para resolver las cuestiones inter- 
nacionales; muchas hay que será siempre imposible se some- 
tan á este modo de resolución (véanse el § siguiente y el 133). 

(3) El arbitraje se ha querido distinguir como en el dere- 
cho civil de la arbitr ación (arbitrium de arhitratio). Unos auto- 
res han dicho que tiene lugar ésta cuando se trata únicamen- 
te de determinar el modo cómo se ha de cumplir un tratado 
intervenido entre aquellos que á él acuden (Groldschmidt), 
otros que se refiere el arbitrio á las cuestiones de derecho y la 
arbitración á las de hecho (Bluntschli), y finalmente Mar- 
tens (F.) llama arbitración el acuerdo en que las partes han 
fijado en el compromiso las reglas de derecho que debe seguir 
el arbitrador al dar su sentencia (en este caso el tribunal de 
Ginebra sería un caso de arhitratio) y arbitraje cuando los ar- 
bitros deben y pueden sentenciar libremente según los princi- 
f pios del derecho internacional. 

(4) «Pueden ser nombrados arbitros los soberanos y jefes de 
gobierno sin restricción alguna y todas las personas que tengan 
opacidad para ejercer las funciones de arbitro según las leyes 
comunes del pais» (E-eglamento Instituto, § 4). No faltan casos 
en los que se han nombrado particulares para la decisión de 
conflictos internacionales, los doctores de Bolonia en la Edad 
me a; recientemente, en 1873, fué elegido como tercero en una 
cu< áón de límites entre Francia y Suiza el ministro america- 
no a Roma Maxsh y en el año siguiente dio con igual carácter 
sai ntencia Mr. E. Thornton en las reclamaciones de los Esta- 
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dos Unidos contra Méjico [véase párrafo siguiente nota (i 

No han faltado autores (Bluntschli y Lieber) qoe han 
surado la elección ^e los monarcas, porque éstos delegan 
encargo en funcionarios de inferior categoría, que por no tener 
los suficientes conocimientos pueden hacer quedar mal á aqué- 
llos ante alguna de las partes y entonces originarse del arbi- 
traje resentimientos entre ambas naciones, objeción desprovis- 
ta de fundamento, ya que empeñado el buen nombre del jefe del 
Estado tiene siempre cuidado de delegar el estudio de la GUee* 
tión en personas entendidas y nada estorba á que se imponga 
la obligación al arbitro de hacer conocer la persona en la qne 
delega sus facultades. El proceder seguido en la cuestión del 
Alabama concilla perfectamente ambas opiniones* 

Aunque á primera vista la calidad de subdito de tino de loa 
litigantes puede poner en conflicto el amor ¿ la justicia con el 
patrio, hay casos en que la confianza en la probidad del elegi- 
do arbitro es tal, que no se para en mientes en su nacionali' 
dad ni obediencia. En el conflicto de Ze Phare entre Francia y 
Nicaragua fué elegido por arbitra la Cour de CassaHon de 
rís, la cual dio su decisión favorable á Pra-ncia en 1879 
^ tens n, tr. al. pág. 459). 

I (5) El compromiso debe contener: 

J 1.^ El nombre del arbitro ó arbitros ó, por lo menoa, la0| 

i glas según las cuales deberán elegirse (en el tratado de ^ 

■ hington no se designaron directamente, sino que se cono 

el encargo de nombrarlos entre sus respectivos subditos 4 ] 
L lia, Brasil y Suiza, unidos á otros dos designados por loa I 

I tados Unidos é Inglaterra). 

P 2.^ El objeto del arbitraje y las pretensiones respectiva» í 

los interesados. 
i 3.^ La designación del criterio que han de seguir los 

r . tros para dar su resolución, si según la equidad ó por el ( 

f cho estricto. 

, ' 4.^ El lugar donde deben tener lugar ka deliberaoione 

¥ deba reunirse el tribunal, así como el procedimiento au*| 

mismo. 

5.^ El término dentro del cual deben los arbitros d& 

sentencia (véase Bulmerincq, § 87, 4). 
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En el proyecto de Eeglamento del Instituto |se admite qtie 
sea previo para toda clase de dlfícnltades en general ó de una 
clase determinada que se susciten entre los Estados contra- 
tantes (art. 1.^). Convenio de El Haya, art, 31 [véase nota (O) 
del párrafo siguiente]. 

(6) Anuario, t. I, pág. 126 y siguientes. 

(7) El arbitro nombrado debe aceptar su encargo de un \ 
modo expreso; el Reglamento del Instituto quiere que se haga 
por escrito (art. 6.^). Convenio de El Haya, artículos 32 y 34 
[véase nota (C) del párrafo siguiente]. 

(8) El art. 2.^ del Reglamento del Instituto admite que el 
tercero sea nombrado por una persona que designen de común 
acuerdo ambas partes. Convenio de El Haya, art. 32 [véase 
nota (C) del párrafo siguiente] (a), 

(9) Reglamento del Instituto, art. 5.*^: Siles parties ont vala- 
llement compromis sur des arbitres individuellemenú determines, 
r incapacité ou la récusation mlahle, fU ce d\n seul de ees arbitres, 
infirme le compromis entier, pour autant que les parties ne peuvent 
se mettre d'accord sur un autre arbitre capable. 

Si le compromis ne porte pas détermination individuelle de T arbi- 
tre en questiofiy il faut^ en cas d' incapacité ou de récusation valable, 
more la marche prescrite pour le choix originaire, 

Art. 7.^: Si un arbitre refuse V office arbitral, ou sHl se deporte 
aprés Vavoir accepté, ou sHl meurt^ ou sHl tombe en état de démen^ 
ce, ou sHl est valablement recusé pour cause dHncapacité aux termes 
de Varticle 4.^ (véase nota 4), ily a lieu á Vapplication des dispo- 
sitions de Varticle 5.^. Convenio de El Haya, art. 35 [véase 
nota (C) del párrafo siguiente]. 

(10) Reglamento del Instituto, art. 8.^: Si le siége du, tribu- 
ía) El reciente tratado de 24 de Enero de 1903 para decidir el conflicto entre 

In ^terra y los :Bstados Unidos sobre los limites en Alaska (véase el párrafo si- 
go ate) pírece la particularidad de que no se nombra tercero, sino que se esti- 
pa expresamente habrá un número igual de tres arbitros por parte. Es eviden- 
te le si no hay alguno que vote contra el resto de los de su nación no existirá 
mi >rla y si por el contrario dos informes separados. De aquí que algún perió- 
di( sostenga no se trata aquí de un vx^rdadero arbitraje. 

Tomo III. 2 
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nal arbitral nest designé ni par le compromis ñipar une conütnÜG% 
subséguente des parties, la désignationa lieu par Varbüre úu laim- 
jorité des arbitres. 

Le tribunal arbitral vüest autorisé á changer de sié^e qu*a% ca3 o% 
Vaccomplissement de ses fonctions au lieu commu es i impossibk a% 
manifestement périlleux. 

Art. 9.^: Le tribunal arbitral, sHl est compasé de plusieurs mem^ 
hres, nomme un président, pris dans son sein, et s'adjoíui u}t ouph* 
■murs secr ¿taires. 

Le tribunal arbitral decide en quelle langue ou quedes ¿tingues de- 
vront avoir lieu ses délibérations et les déhats desparties, ou devrmt 
Hre presentes les actes et les autres moyens de preuve; ti tie?i¿ procis 
serbal de ses délibérations. 

Art. 13: Ckacune des parties pourra constUuer ^n ou plusieurs 
représentants avpr^s du tribunal arbitral. Canvenio de El Hay&i 
artículos 36 á 40 [véase nota (C) del párrafo siguiente]. 

(11) Si las partes se avienen directamente bajo la base d© 
la fórmula propuesta por los arbitros, entonces ya no ea nece- 
saria la sentencia. 



(12) ¿Puede el tribunal arbitral decidir de su propia com- 
1 petencia? 

í Geffcken cree que no, porque una autoridad no puede jamáa 

(p interpretar de una manera auténtica el acto que ha precedido 

f < á su existencia creándole. Si hubiese dudas, eíi preciso que laa 

partes se entiendan directamente sobre la cuestión antes de 

pronunciarse el fallo (nota 5 al § 109 de Heffter). Sin enibar' 

go, el tribunal de Ginebra se juzgó incompetente para jtLKgar ' 

^ d© los indirects claims de los Estados unidos. 

► El convenio de El Haya (art. 48) admite que el tribunal ar- 

fbitral resuelva acerca su competencia, interpretando el com- 
promiso. 



(13) Si un arbitro no asiste á las deliberaciones ¿serÁ -- 
eso válida la sentencia? Philümore opina que puede paseu 
adelante. Nosotros creemos que es necesaria en absolatd 
presencia de todos los arbitros. (Le tríhu7iai arbUral delil 
tous membres présent. Reglamento del Instituto arfe. 10.) 



r 
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(14) No es necesaria, como- pretendió Inglaterra en el arbi- 
traje sobre las pesquerías de . Halüfax, la unanimidad de los 
arbitros, no contentándose con la mayoría de dos contra uno. 

No importa que la minoría no quiera votar ó firmar, la son- 
ancia es del tribunal; no fué por eso menos ejecutada por In- 
glaterra la sentencia del tribunal de Ginebra porque su arbi- 
tro Cockburn se negara á rubricarla con su nombre. Conve- 
nio de El Haya, art. 51 [véase nota (C) del párrafo siguiente]. 

(15) ¿Está obligado el arbitro (siendo un Estado ó sobera- 
no) á imponer por la fuerza su sentencia á los interesados ó á 
aquel que se niega á cumplirla? No sólo no tiene obligación, 
sino ni siquiera derecho. 

Tal es la opinión casi unánime de todos los autores; al fir- 
mar la sentencia concluye la misión de los arbitros. 

(16) No son aplicables, pues, las disposiciones del derecho 
«ivil por las que pagando la cantidad estipulada puede el per- 
judicado negarse á cumplir la sentencia. ¿Cómo pueden los 
Estados calcular al firmar el compromiso la cuantía de los per- 
juicios que resultarán á la otra parte si no se cumple una sen- 
tencia que aun se ha de dar?, observa con razón Bulmerincq. 
• 

(17) una comisión arbitral instituida por los Estados Uni- 
dos y Méjico en 1868 había en 1874 condenado á éste al pago 
de unas indemnizaciones é, la Abra Silvcr Mining Company y á 
un tal Benjamín Weil. Eesultó después que éstos habían pro- 
bado su derecho con documentos falsos, y Méjico pidió se hi- 
ciese una nueva convención anulando el compromiso, la cual, 
iabiéndose pactado realmente, fué rechazada dos veces por 
^l Senado en 1882 y 1886 (Wharton, § 220) (b), 

(18) Aunque no debe aceptarse la nulidad del fallo arbitral 

(bj ^ 1S02 el Congreso votó una ley confirieudo á la Courl of ClaÍTru la mlsióii 
til dstígar el eran ó no fundadas las sospechas de fraude. Por sentencia de 24 
íro de diclio año este tribunal decidió por la afirmativa, y, por lo tanto, 
a del derecho de reclamarla suma entregada por Mójico á dicha compa- 
i obra de Mooro /^Jnternational arbítrations of the Umted States, Wáshlng- 
08, t. III, páff- 1.348) dice que de este fallo se interpuso apelación al Tribu- 
fi ^mo cuya resolución definitiva ignoramos. 
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porque se diga es contrario á la equidad, como veremos en la 
siguiente nota, es muy digno de tenerse en cuenta el caso qne^ 
propone Riquelme: «Cuando la sentencia es tan notoriamente 
injusta que envuelve más gravamen para una de las partea 
que el que pretendía^ imponerle la otra, puede resistirse el 
cumplimiento, porque nunca debe entenderse que al confiarse 
un negocio al arbitrio de otro se ha querido seguir peor suer- 
te que la que exigía el contrario.» 

Bluntschli dice que la decisión del tribunal arbitral puede 
considerarse nula cuando es contraria al derecho internacio- 
nal, pero él mismo confiesa que no puede ser atacada bajo el 
pretexto de que es errónea ó contraria á la equidad (§ 495). 
Hall y Geffcken combaten con razón estas vagas indicaciones 
del sabio alemán, temiendo que la opinión nacional irritada 
vea una decisión injusta en todo laudo desfavorable. Por esto 
conviene limitar todo lo posible las razones de nulidad de lo& 
laudos internacionales. 

' Como veremos luego, el convenio de El Haya admite se 
pacte en el compromiso la revisión de la sentencia arbitral en 
el caso del descubrimiento de un hecho nuevo, ignorado por laa 
partes al terminar los debates por el tribunal y la parte que 
solicita la revisión. [Véase nota (C) del párrafo siguiente], 

§ 91. Historia de los principales arbitra- 
jes en el presente sigilo. Ag^itación ¿ favor 
del arbitraje como medio de resolver los con- 
flictos internacionales. Sala permanente da 
El Haya. — Mientras que en la Edad media fué fre- 
cuente el uso del arbitraje (i) para resolver los con- 
flictos internacionales, invocándose unas veces el del 
Papa, que era más bien mediador que verdadero ar- 
bitro (2), ya otras veces el de jurisconsultos célebres, 
parlamentos ó universidades (3), en los siglos xvii 
y XVIII cayó en completo desuso, intentándose só^o, 
en las numerosas guerras que llenan por coinpl :0' 
su historia, alguna que otra mediación, más de í r- 
muía que no realmente deseada y de verdaderos eí c- 
tos. En cambio, en el siglo xix han siíJo Infin? is-i 
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Im diño^lt'í^'iGB internacionales que se han resuelto 
por este medio (4) (a). Como observa muy bien el 
<jonde Kl amaro wsky, pueden dividirse los arbitrajes 
verifica dos en el presente siglo en cuatro grupos 
! priiicipa;l^s> aegán el carácter de las causas interna- 
eionales resueltas por los mismos: a) violación de los 
l^ei^echos de subditos extranjeros^ deteniéndoles ó mal- 
, tratándoles injustamente (del rey de Bélgica entre 
[ Inglaterra y el Brasil por el arresto de los oficiales 
de La Forte; de M. Wade sobre el asesinato de un 
japonés en China); h) contestaciones sobre daños y per- 
juicios causados por un gobierno á los subditos de otro 
faltando al derecho internacional é infringiendo los de- 
beres que éste impone (del emperador de Rusia acerca 
los koiilis de la María Luz entre el Japón y el Perú 
(V.** n- 13 al § 63); del rey de Holanda sobre las pre- 
sas Velo^ Mañana^ Victoria y La Vigié hechas duran- 
te la intervención francesa en España); c) por cuestio- 
nes terr noriales Hobre límites; la mayor parte de las 
veces en loa nuevos continentes (del emperador de 
AleiTiania. entre Inglaterra y los Estados Unidos en el 
estrecho de San Juan de Fuca; del presidente de la 
Kepúblíca francosa, general Mac-Mahon, sobre la 
bahía de Delagoa entre Inglaterra y Portugal); d) por 
molacíén. de los deberes de la neutralidad durante una 
guerra pendiente [del príncipe Luis Napoleón entre 

^aj Lo. FoDtfl.ííií5 preicnta en el prólogo de su Pasicrisie internationale (Ber- 
hA l&^y Ift fll^uJíií^t^ estad tatlca de los progresos del arbitraje: 

I>^ I7íí4áia20 r 15 casos. 

I>e ia2láia4ü„, 8 — 

De iS^lá 18C0,. 20 ^ 

De ism é^im.} 44 — 

pelSSlálSüO 90 — 

177 



áe^ qiio desale 1820 en cada veintena de años se ha doblado el número de 
:rtjefl y íl'i^ ^^^ ^ última ha habido tantos como en las otr^s cuatro. Y tén- 
, an ouento- qu^^ f&ltan muchoB en la obra del senador belga. 
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los Estados Unidos y Portugal, por los atropellos co- 
metidos por un barco inglés en el puerto de Fayal (ei^ 
las Azores, colonia del segundo) al buque del primer- 
General Armstrong; del rey de Prusia entre Inglaten;i 
y Francia por los perjuicios causados á subdito de 
la primera por el bloqueo no notificado de Porten- 
dik] (5); pero el ejemplo más notable, no sólo de cstr. 
última clase de arbitrajes, sino de todos los que cono- 
*ce la Historia es el del tribunail de Ginebra^ constituid' f 
en virtud de las reglas convenidas en el tratado di- 
Washington. Por haber evitado una guerra^ que Lu 
biera sido terriblemente funesta, entre dos naciones 
poderosísimas, y haberse discutido y resucito en é] 
una de las más delicadas y controvertidas doctrinas 
del derecho de la neutralidad y, finalmente, por la 
solemnidad con que sé llevó á cabo y el interéa con 
que asistió Europa á las deliberaciones de arbitros 
tan eminentes en las ciencias públicas, será el fallo 
del tribunal de Ginebra modelo y ejemplo de los de- 
más que le sucedan y la primera causa célebre del de 
recho internacional en el pasado siglo. Al tratar de lo¿i 
deberes de la neutralidad tendremos ocasión de dedi- 
carle la atención que por su notoria importancia me 
rece (§ 109) (A). Desde entonces ha principiado^ visto 
un tan prodigioso efecto, la agitación universal á fa* 
vor del arbitraje, como medio único de terminar las 
dificultades internacionales, y un sinnúmero de so- 
ciedades, en infinitos congresos de seriedad más ó me- 
nos dudosa, han hecho de él la panacea infalible para 
todas las posibles guerras, como volveremos á consi- 
derar al ocuparnos de los distintos proyectos de paz 
perpetua y de tribunales internacionales , en los aue 
se eleva el arbitraje á institución permanente (§ 1^ O- 
Contal movimiento, no sólo se ha logrado que las ' lí 
maras de muchos países aceptasen proposiciones f 
comendando en forma vaga y enfática el arbitraje la 
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inglesa y la americana, por ejemplo), limitadas aun en 
sus efectos por la manera como las han obedecido, ins- 
pirados por sentimientos más positivos de prudencia, 
los gobiernos responsables, sino que en otras naciones, 
en Italia, por ejemplo, se ha acordado que la cláusu- 
la de arbitraje se incluyese en todos los futuros trata- 
dos que las mismas celebrasen en el porvenir, como 
así se ha hecho realmente en muchos (véase § 133). 
Siguiendo esta corriente simpática para todos los que 
se precien de amigos de la paz y ,de la justicia, nues- 
tra Espafia ha introducido la cláusula de arbitraje no 
sólo en algunos de sus tratados de comercio con na- 
ciones europeas (véase § B9) y en los adicionales de 
paz y amistad con el Ecuador (1888), Colombia (1894), 
Honduras (1894) y Perú (1897), sino que aprovechan- 
do la reunión del Congreso panamericano de Méjico 
ha ajustado en Enero de 1902 convenios especiales 
con Méjico, Salvador, Guatemala y Uruguay (B) y se 
ha adherido como nación culta y cristiana al conve- 
nio de El Haya de 1899 para el arreglo pacífico de 
las controversias internacionales. El establecimiento 
por éste de una Sala permanente de arbitraje, cuyos 
magistrados son designados por los Estados signata- 
rios, de entre los cuales, designado uno por cada liti- 
gante y el tercero por acuerdo de ambos se forma el 
tribunal para cada caso, determinándose además las 
reglas de procedimiento, señalándose las aplicables 
también á los arbitrajes, constituidas especialmente 
por directo acuerdo, fundándose además^ una Oficina 
permanente en dicho punto encargada de la convo- 
cación del tribunal, significa en teoría un paso decisi- 
vo en la organización del procedimiento jurídico para 
L 'ealización del derecho entre las naciones. Aunque 
e ribunal de El Haya ha inaugurado en un modesto 
c iflicto entre los Estados Unidos y Méjico sus fun- 
c nes y tenga sometidas á su fallo otras divergen- 
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cias internacionales de alguna importancia mayor,^ 
es innegable el desvío indiferente que hacia él sien- 
ten las naciones poderosas que díiigen la politieaj 
internacional y de él es la más notoria y recién^- 
te prueba el modo condicional y secundario con ef 
que se admite la posibilidad de su intervención en loa! 
protocolos que han puesto término á la cuestión entr&l 
Venezuela y las tres aliadas Alemania^ Gran Breta*| 
fta é Italia. Si es cierto que esta existencia de un trij 
bunal internacional y la solución verificada ó próxi- 
ma de graves conflictos internacionales obtenida porj 
otros arbitrajes especiales, de los cuales son ejemploi 
la de las cuestiones sobre fronteras entre la Argenti^i 
na y Chile, Venezuela y Gran Bretaña y la última y| 
los Estados Unidos, la tan sangrienta como prevista 
solución que contra todo derecho y justicia han ten 
do los problemas de Cuba y del Transwaal rehuyend 
las potencias que habían decidido su suerte todo arre 
glo por mediación ó arbitraje prueban, desgraciada-^ 
mente, cuan inútiles son las leyes cuando éstas prece 
den á las costumbres, y que, por seíisibie que sea i 
las almas generosas, es aún lejano el día en que h^ 
fuertes renuncien para siempre el hall ar su derecho í 
su voluntad y los débiles puedan esperar oti^a defen 
distinta de la del heroísmo de sus hijos. Únicamente 
la realidad del imperio de la moral cristiana entre lo 
pueblos ha de conseguir el resultado de la abolicióB 
de la guerra y de la aplicación absohita del arbitraje 
Mientras no se logre las excepciones al mismo en lo 
casos de claras ofensas al honor y á la existencia ; 
dependiente y digna, innegables en teoría^ continua 
rán sirviendo para encubrir invocaciones á la f uerz 
de respuesta tan aleve como' segura (C), 

(1) He aquí algunos casos de arbitraje en loa siglos xn 
XIV: 
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1263. Xixiis IX (el Santo) arbitro entre Enrique III y sus 
barones. 

1268. El mismo entre los condes de Luxemburgo y Barr. 

1334. !Pelipe de Valois (él mismo se llama nommé et élu juge, 
traiteur et amiahle cowpodteur) entre el rey de Bohemia, algunos 
príncipes alemanes y el duque de Brabante (Kamarowsky, Le 
Tribunal intemationaly trad. franc. — París 1887, pág. 139). 

(2) Felipe el Hermoso y Eicardo Corazón de León (1298) 
nombraron arbitro á Bonifacio VHI; el emperador Maximilia- 
no y el dux de Veneoia á León X. Conocidísimas son las dos 
sentencias arbitrales de Alejandro VI, entre España y Portu- 
gal, acerca sus descubrimientos en el Nuevo Mundo. 

Véase también sobre el arbitraje del Papa el § 133. 

(3) Lios doctores de Perusa, Bolonia y Padua fueron con- 
sultados acerca los derechos de la casa de Earnesio al trono 
portugués. En 1570 un consejero de Dijon, Juan Begat, fué 
designado por el rey de España y los suizos para resolver 
acerca sus respectivos límites en el Franco -Condado (Cal- 
vo, n, § 1.486). 

(4-) Kamarowsky (ob. cit., pág. 184) cita, sin embargo, va- 
rios casos de arbitraje en el siglo xvn, que extracta del Du- 
mont; el de los Estados generales entre Francia y España por 
ciertas dificultades suscitadas acerca algunos territorios cedi- 
dos por la paz de Nimega de 1678. El elector de Brandeburgo 
y los holandeses convinieron en 1665 que el conflicto de la 
deuda de Hofyser lo resolviese el gran Consejo de la villa de 
IktaUxias. En una cuestión de derechos sucesorios entre el elec- 
tor palatino Juan Guillermo y la duquesa Elisabeth fueron 
nombrados arbitros en la paz de Riswick (1697) el emperador 
Leopoldo y el rey de Francia Luis XIV. Pero siendo ambos 
de opinión diferente, Clemente XI, como tercero, resolvió la 
^^^atión en. 1702. 

5) Ij08 casos más importantes de arbitrajes internacionales 
jridos ©^ ®^ ®^^^ XTX se hallan citados en las obras de Cal- 
^jj g 1.488-1.510), Bulmerincq (V.^ Schiedspruch en el 




26 PAUTB ESPECIAL 

Bechtslexicon de Holtzendorff), Laveleye (De ks causes ací 
lies de la guerre, pág. 188) y en un artículo de Lawrence ( W, B.) 
en la R. D. I. tomo VI, comentando otra nota de M. Bellaire 
en la Sociedad de los Amigos de la paz (h). Hacemos la enu- 
meración de los principales siguiendo el orden de la fecha en 
que se dio la sentencia y en los pendí entea ó que no conoce- 
mos aquélla la del compromiso: 

I) 1831. Del rey de Holanda entre los Estados Unidos é 
Inglaterra sobre una cuestión de limites en el Maiue, suscita- 
da en 1827. Su sentencia fué recha/^ada (ya que proponía un 
trazado arbitrario) por las partes, que se convinieron después 
directamente en 842. 

n) 1843. Del éy de Prusia entibe Inglaterra y Francia so- 
bre las medidas vejatorias á varios súbditoa ingleses tomadas 
por la última en Portendick (Senegal). Di6 la sentencia en 1 84& 
á favor de Inglaterra, condenando á Francia al pag:o de una 
indemnización (por no haberse notificado debidamente el blo- 
queo) que se fijó en 41.770 francos ^"^ es. 

m) 1852. Del rey de Holanda entre España y Prancia. 
rante los acontecimientos de 1823 se Licieron mutuamente \ 
bas naciones varias presas, cuya suerte fué regulada por 
convenio celebrado en Madrid á 5 de Enero de 1824 (Cant 
pág. 831); en él se pactó que las presas legalmente hechas ; 
juzgadas serían reconocidas de propiedad de los gobiernos qn 
las hubiesen capturado, encargándose después cada uno 
indemnizar debidamente á sus respectivos sdbditos. Pero hub 
después cuestiones acerca tres buques, dos espauoles y vm^ 
francés. Las hostilidades se habían roto en 8 do Abrü de 1823 
y concluyeron en 1.^ de Octubre del mismo año. La Veloi^ Ma* 
riana había sido capturada en 22 de Fel^rero de 1823, La Ví^íSm 
en 12 de Enero de 1823, la Viciúria en 15 de Julio de 18S 
mientras la escuadra francesa estaba frente á CádLa, Por cou 
premiso de 15 de Febrero de 1851 (T. II, 69) se sometió el 
asunto al arbitraje del rey de los Países Bajos, que dio su 

/^> El Ubro de LaFontaine que hemos citadlo en la uota aiitsrlor /oy quiei 
una-colección completa de los compromisos > í<onleiicíttí5 arbitrales del aigio : 
Aunque faltan muchos realiza por de pronto uu Tfirdadero servicio qn© eap- 
moa complete con más detención y abundatieia el Hecueü íi'arMíragejí inte. 
tionaux que se proponen publicar Polilis y Líipradolle (véos^ nota faj al ¡ 
tomo I| pág. 105). 
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fallo en 13 de Abril de 1852 (T. H, 218) declarando que sólo 
la última era buena presa, debiendo el gobierno español in- 
demnizar á. los propietarios de La, Vigíe, y el francés á los de 
la YictoHa, En 15 de Febrero de 1862 (T. lU, 310) celebróse 
un tratado entre España y Francia, por el que, prescindiendo 
de la resolución arbitral, ambos gobiernos renunciaron á toda 
reclamación é indemnización, encargándose cada uno de sa- 
tisfacer á sus nacionales. En el art. 4.^ el gobierno español 
se encargaba de pagar á los buques franceses capturados du- 
rante la gnerra y cuyas reclamaciones se hallasen aún pen- 
dientes. En el mismo tratado se dispone que resolverá de las 
reclamaciones una comisión mixta y en caso que en ella no 
hubiese acuerdo, lo hará un arbitro nombrado por ambos go- 
biernos. 

IV) 1852. Del presidente Luis Napoleón entre los Estados 
Unidos y Portugal, por la destrucción por los ingleses en el 
puerto de Fayal del ^ma^^^r americano General Armstrong, La 
sentencia fué declarando exento de responsabilidad á Por- 
tugal. 

V) 1863. Del rey de Bélgica entre Inglaterra y el Brasil á 
causa de la prisión de los oficiales ingleses 'del la Forte ancla- 
do en Río Janeiro. El arbitro deóidió que la detención era justa 
y que no había lugar á dar satisfacción al gobierno inglés. 

VI) 1868. De cinco arbitros, dos nombrados por el gobier- 
no español y otros dos por el inglés (de entre funcionarios del 
cuerpo diplomático y de la armada) y un quinto elegido por 
los mismos arbitros de común acuerdo para juzgar de la pre- 
tensión del gobierno británico de una indemnización para los 
propietarios de un buque inglés, que según los últimos había 
ido é, pique á consecuencia de un cañonazo disparado por las 
baterías españolas de Ceuta el 16 de Octubre de 1864. Este 
arbitraje fué constituido por tratado celebrado en Madrid á 4 
de Marzo de 1868 (T. IV, 416), que es de los más curiosos en 
la naateria. Debían reunirse en Ceuta ó Cádiz los comisiona- 
d-i, y firmar una solemne declaración de que su decisión se- 
r imparcial y justa. Si los comisionados no se hubiesen pues- 
t ie acuerdo sobre la elección del tercero, cada parte debía 
B nbrar una persona y sacarse por la suerte de entre ambos 
q '^-a debía ser el quinto. 
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Vil) 1870. De Inglaterra entre España y E^pto, La vele- 
ye, de quien tomamos la noticia, no dice nada más. 

VLLL) 1871-83. De dos arbitros nombrados por España y los 
Estados unidos (por medio del Secretar ¡j of State de loa último» 
y el ministro en Washington de la primera n ación , quienes á 
su vez nombraron el tercero) para juzgar de las reclamaciones 
hechas por subditos americanos á causa de atropellos cometi- 
dos contra los mismos, ó sus causantes» por las autoridades 
españolas en Cuba. Constituido en los acuerdos de 11-12 d« 
Enero de 1871 y de 23 de Febrero de 1881 y 6 de Mayo 
de 1882 (T. VI, 273) (Martens N. E. a. II, i, pág, 17). M 
tribunal debía reunirse al Inés del nombramiento, aus resolu- 
ciones tener el carácter de definitivas, y sus gastos de insta- 
lación, etc., ser sufragados por un descuento de las sumas que 
el mismo adjudicase. En 10 de Junio de 1871 la comisión pu- 
blicó un reglamento determinando el modo que pro ce darla en 
el ejercicio de sus funciones. Se nombró otra subcomisión en- 
cargada de recoger datos en Cuba que hizo asimismo un recia- 
mente en 11 de Febrero de 1873 (^cj. 

IX) 1872. Del emperador de Alemas ia entre Inglaterra y 
los Estados Unidos sobre los límites eii San Juan de Pnca. El 
compromiso fué constituido por el tratado de Wásliiugiion, y 
el emperador en su sentencia partió el canal de Haro por mi- 
tad entre ambos contendientes. [Véase nota (7) al § 51 ,] 

X) 1875. De M. Wade, ministro de Inglaterra en Pekín, 
entre China y Japón, de unos japonesas maltratados por unos 
chinos en Eormosa, condenando á la primera á pagar una in- 
demnización. 

fe) Fueron los arbitros de España el marqués ele Potestad, que fué sustituido 
por el Sr. Brunetti durante algunos meses en 1&80 y SI, y por loa Estados Unidoe 
el juez Otto, hasta 1877; en dicho año, Mr. Raincr; de l'^'l á 1880, Mr. Segaj; 
de 1880 á 1882, Mr. Stewart, y en este año, Mr. Lowndea. IjOs terceros ftieroii, 
de 1871 á 1874, el barón Leder, ministro de A^;st ría-Hungría; de 1874 4 1S77, 
Mr. Bartholdi, ministro de Francia; de 1878 á ISSÜ, el barón BlanCj ministro vie 
Italia, y de 1880 hasta el fin del arbitraje el conde Leweiihaupt, ministro de S\i\-. - 
cia y Noruega. 

Se presentaron 140 reclamaciones, importantes S0.31S.5S1,3;2 dollars. I>e e ■ 
sólo se aceptaron como justas 35, importantes LXf^AhOfñb dolLars, y lo fiier^u | . 
por la concisión y 24 por los terceros. El último fallo se dio eu 22 de Fobi » , 
de 1883. Para los detalles de este arbitraje puede consultarse U obra de Mtn » 
International arbitratwns, t. II (páginas 1.018 ¿ 1.053) y III (páginaa 2.iet> y 
guiantes). 
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XI) 1876. Del presidente de la República" francesa entre 
Inglaterra y Portugal sobre los límites de las posesiones afri- 
canas respectivas. 

XII) 1876. Del presidente de los Estados Unidos de Amé- 
rica entre Inglaterra y Portugal sobre la propiedad do la isla 
Bulama. La sentencia fué favorable á Portugal. 

xni) 1880. De una comisión de tres miembros nombrados 
por los Estados Unidos de América y Francia (los dos gobier- 
nos interesados) y por el emperador del Brasil para juzgar de 
las reclamaciones recíprocas de sus respectivos subditos á cau- 
sa de las guerras y disturbios de 1870-71, de la Commnne en 
Francia y de la guerra de secesión en 1861-66 en América, por 
el tratado celebrado en Washington en 15 de Enero de 1880. 
La susodicha comisión debía reunirse en Washington á los seis 
meses del canje de las ratificaciones, firmándose también una 
solemne declaración. Las reclamaciones debieron presentarse 
á los seis meses de haberse constituido la comisión, pudiendo 
prorrogarse por otros tres mediante justa causa, debiendo la 
comisión concluir sus trabajos á los dos años de haberlos co- 
! menzado. Toda reclamación que al concluir los arbitros sus tra- 
¡ bajos no hubiese sido presentada ó expuesta, deberá tenerse 
[ como juzgada, decidida y extinta. En otro tratado de 19 de Ju- 
lio de 1882 (Mart. E. G. IX, pág. 700) se prorrogó el término 
hasta 1.^ de Julio de J883, y en otro, finalmente, hasta el 1.^ 
de Abril de 1884 (M3.rt. lib. cit., pág. 702), sin qiie por esto 
haya querido prorrogarse el plazo fijado en la primera conven- 
ción para la presentación de reclamaciones y demandas (dj, 
[ XIV) 1881. Del emperador de Austria entre Nicaragua é 
I Inglaterra sobre el cumplimiente del tratado de 28 de Enero 
de 1 860 entre ambas naciones, dada en 2 de JuHo de 1881 . Por 
^ ella declara Francisco José que Nicaragua tiene derecho á usar 
i los atributos de soberanía (bandera, pabellón, etc.) en el terri- 
torio de los Mosquitos, á cuyos habitantes se les había conce- 
I dido el self goToeniment únicamente, como también á mandar un 
i comisionado como representante de sus derechos, pero no á 
I p( rcibir gabelas de aduana de ningún género (Martens N. R. 
G n, X, pág. 609.) 

< \) En 31 de Marzo de 1884 dio la comisión un fallo final fijando en 625.566,35 
do ars la suma íicreditada por Francia y en 13.659, 1-t francos la que debía ésta á. 
lof astados Unidos. 
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XV) 1882. De tres arbitros nombrados, uno por el rey áe 
Italia, otro por el presidente de la República cMlenai otro po* 
el emperador del Brasil, ya directamente, ya por medio de su 
representante en Santiago, para juzgar de los perjuicios oca- 
sionados á los subditos italianos neutrales en los territorios dá 
Perú y Bolivia por las fuerzas chilenas durante su lucha con 
estas dos últimas naciones (ej, 

(A) De una manera prodigiosa, respondiendo al progreso dfi 
la opinión, cada día más opuesta á la guerra j más fayoraMe 
¿ la solución jurídica de los conflictos intex^nacíonaleSj hai. 
aumentado los casos de arbitraje en los últÍTrioa doce años, fiáji- 
dose ya sólo á las armas la realización de con^iaista de otrd 
modo irrealizables. 

He aquí una clasificación de los principales, dispuesta por el 
mismo orden que lo hacemos en el texto. La focha indica la áú 
fallo; en aquellas que está entre paréntesis la del compromisOj 
por no conocerse aún aquél: 

a) Violación de los derechos de subditos exfranje?*0Jt, — 1896. 
Del ministro inglés en Quito; Estados Unidos y lEcuador, por 
prisión ilegal de un norteamericano, condenando al último i 
pagar 40.000 pesos de indemnización. — 1897. Del presidente dfi 
los Estados Unidos; Italia y Colombia en el asunto Cerrutij re- 
suelto ya en principio por la mediación de España [véase el pá* 
rrafo 89, nota (A)]. Por comprender en su fallo la obligación ¿b 
pagar á todos los acreedores de Cerruti, no prevista en el com- 
promiso, VLÓ la segunda un motivo de nulidad, pnro despac» hft 
tenido que acatarlo. — 1898. De M. de Martens, por delega<:i6ii 
del emperador de Rusia, en el asunto de Costa Rica Packtt¡ 
entre Gran Bretaña y Portugal (véase § 65^ pág. 462 del tomo 1). 
1898. De M. Desjardins; Bélgica y Gran Bretaña^ detención ilft» 
gal en Amberes de Ben Tillett absolviendo á la primera, 

b) Daños y perjuicios por revoluciones^ abuso de los derecJtos 
de la guerra, etc, — (1895). De una comisión mixta, siendo el 
tercero un jurista que no sea subdito de un Estado atnericano, 
escogido por ambas partes, y si no por el presidente de la Con- 
federación suiza; Gran Bretaña y Nicaragua. Perjuicios causa- 

^ej En 7 de Enero de 1888 los dos gobiernos de Italia y Chllü arreglaron par 
transacción directa este asunto conviniendo que el segrundo ptigarta al prlmopo 
la snma de 207.000 pesos fuertes. El tribunal arbitral Iti habim condenado á { gar 
además 70.326,31 de capital y 21.942,36 de intereses. Liis rE^damaclonea aecor \ss^ 
á 7.676.030,24 de capital con 1.894.007,60 de intereses. 
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dos á dos subditos ingleses durante la guerra de la última con 
Honduras en 1893. — 1894-96. Comisión mixta, siendo el tercero 
nombrado por el rey de Bélgica á falta de acuerdo directo de los 
arbitros; Gran Bretaña y Chile por perjuicios sufridos durante 
la guerra civil de 1891. Estos fueron apreciados en 7.548 libras 
esterlinas; se habían pedido 191.928. 

c) Cuestiones dé fronteras. — 1891. De la reina de España en- 
tre Colombia y Venezuela; laudo en 16 de Marzo resolviendo á 
favor de la primera, habiendo opuesto la otra algunas dificul- 
tades á su ejecución (T. X, 7)— (1891). Del Papa sobre los lí- 
mites en Angola entre Portugal y el Estado libre del Con- 
go. — 1887- 1894. De la reina de España entre Ecuador y Perú, 
acerca del territorio de las Amazonas, aceptado en 1894 por Co- 
lombia (f), — (1895). Del Papa entre Haití y Santo Domin- 
go.— 1896-1902. De la reina de Inglaterra entre la República 
Argentina y Chile, acerca de los límites en el San Francisco. 
La comisión nombrada por S. M. B. principió sus trabajos el 27 
de Marzo de 1899 (gj, — 1896-1900. Del presidente de la Repú- 

ffj Intervino Colombia porque pretende también parte del territorio disputado . 
m las cuencas de los ríos Ñapo y Marañen, basándose en que se extendía á ella 
la jarisdicción eclesiástica española de su provincia cuando la dominación espa- 
ñola. £n 1890 se intentó un arreglo directo entre el Ecuador y el Perú, pero des- 
aprobado por el Congreso del último, la mediación de Colombia y la Santa Sede 
dio lugar al nuevo tratado de 15 de Diciembre de 1894, por el cual, como decimos, 
■aoeptarou las tres potencias el arbitraje de S. M. Ésta admitió el encargo en 1888, 
pero no ha dado hasta ahora su fallo, que sepamos. 

fgj Por tratarse de las dos naciones más importantes de la América del Sur y 
por la gravedad que en ciertos momentos ha revestido este conflicto, se precisa 
una breve reseña del mismo hasta su recientísima terminación. Como tod«as las 
repúblicas de aquel continente, aceptaron Chile y la Argentina, como regla de 
tm límites, el uti possidetis que resultase de la demarcación de las antiguas colo- 
nias españolas, es decir, lo que se llama allí el uti posHdetis de 1810. Un tratado 
4e 1S56 aceptaba este principio, pero como dice muy bien Moulin ^Le litige ckilO' 
Argentin, París, 1902), la Patagonla apenas había sido explorada por nosotros y 
i-de aquí que Chile pretendiera las dos vertientes de la cordillera Nevsda. En 1881 
(28 de Julio) se firmó el primer tratado de limitación y de arbitraje, cuyo artícu- 
lo 1.®, después de decir que hasta el paralelo 52 de latitud sería el límite la cor- 
¿UUera de los Andes, añadía «que la linea fronteriza correrá en esa extensión por 
bs cimbres más elevadas de dichas cordilleras, que dividan las aguas y pasará 
por entre las vertientes que se desprendan de un lado ú otro». En el art. 6.^ ya se 
indicaba la posibilidad del arbitraje de una. potencia amiga. Como se ve, el tra- 
tado -dmitía á la vez los dos principios, el de las aguas, diverthim aqttarum, de- 
lendi lo por Chile, y el de las crestas,, sostenidas por la Argentina; ambas no coin- 
ridoE ín modo algruno; en el paralelo 47, cerca del lago Buenos Aires, se separan 
¡a ie 200 kilómetros. En 1890 principió la delimitación por los peritos, pero 
ipeoi \ empezada estalló el desacuerdo, al cual se quiso poner término por un 
fttíto iío de 1.** de Mayo de 1833. .Verificado conforme á este tratado y al de 1881 
tía "^o de los límites hasta el grado 26, 52® 45" y del 52 hasta el cabo Hornos, 
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blica francesa entre Costa Rica y Colombia (h), —1897-1 

quedaba el trozo Intermecllo, que se sometió al íallo de S. M. Britáaica, la cual 
aceptó el encargo en 23 de Noviembre do 1898, nombrando para ello un tribunal 
de tres miembros. Pero mientras éste procedía á sus trabajos, una y otra parte se 
acusaron de haber interrumpido el ataiu qva por haber Chile abierto caminot ' 
estratégicos y ocupado su rival el territorio llamado de Última Esperanza. Ealo» 
últimos meses de 1901 se hizo inminente la guerra entre ambos países; los apres- 
tos militares de una y otra potencias demostraban su proximidad, hasta qne en 
protocolo de 25 de Diciembre de dicho año se convino respetarían ambos él 
Uatv. quo, renunciando Chile á valerse de sus caminos y la Argentina á la ocupa- 
ción del territorio litigioso. Reanudada en Pobrero de 1902 la delimitación poi la 
comisión inglesa, en 20 de Mayo, nuevos acuerdos concertarou la paz entre ambos 
países; el primero un tratado general de arbitraje, en el cual se nombraba como 
a tal al gobierno de B. M. Británica, y en caso en guerra con él uno de los dea 
países, al de la Confederación Suiza; el segundo desistiendo de la adquisición y 
término de las naves de guerra encargadas, comprometiéndose á no aumentaren 
cinco años sus construcciones navales y disminuir al contrario las existentes has- 
ta lograr una discreta equivalencia. 

En 25 de Noviembre pasado (1902) el ministro de Negocios extranjeros del rey 
de Inglaterra entregó el fallo de éste á los representantes, de las dos naciones. 
Suscrito por los miembros del tribunal lord Macnaghten, slr John Ardagh y 8ir 
Thomas Holdich no sigue en rigor ni una ni otra regla, sino que divide buena- 
mente el territorio litigioso, dando de las 94.000 millas cuadradas que compren- 
de 54.000 á Chile y 40.000 á la Argentina. Aunque la parte de ésta es maior es» 
sin embargo, la más buena, razón por la cual ambas partes han aceptado la sen- 
tencia, si no con entusiasmo con resignación manifiesta. 

^J Este arbitraje había sido confiado primero por el tratado de San José tó- 
25 de Diciembre de 1880 á D. Alfonso XII. A la muerte de S. M. quisieron las doi^ 
naciones reiterar el encargo á la reina regente, como habían hecho otras repá-i 
blicas americanas que tenían fiada igual comisión al difunto soberano, y así )» 
hicieron constar en un acuerdo adicional de 20 de Enero de 1886; pero, segúii 
dice La Fontaine, el Gobierno español se negó á resolver hasta después d« feUa- 
db el asunto entre Colombia y Venezuela. Terminado éste en 1891 Colombia pre- 
tendía, según el mismo autor, que había caducado el tratado de 1880, y en 4 di 
Noviembre de 1896 se firmó otro, por el cual se nombraba arbitro al presidoité 
de la República francesa, y en caso de su no aceptación al presidente de Méjioo» 
y si éste tampoco querta serlo al presidente de la Confederación Suiza, hacieoM 
constar que si no revalidaban la anterior designación era «por la dificultad qtrt 
experimenta Colombia en exigir de dicho gobierno (el español) tantos servioW 
seguidos, habiendo ha poco suscrito con el Ecuador y él Perú un tratado de llmi* 
tes en qué se nombra arbitro á S. M. Católica, después del laborioso juicio de II 
frontera colombiana- venezolana». 

El art. 2.® del convenio de 1886 determinaba el territorio Utigiosó. Costa Riel 
pretendía era suyo hasta la isla del Escudo de Veragua y río Chiriqui ó Calobfli« 
bora por el Atlántico y por la parte del Pacífico hasta el río Chirlqtft Viejo iffl 
clusive, al Este de Punta Burica. Colombia, en caiábio, pedía en el Pacífico hasll 
la desembocadura del río Golfito, en el golfo Dulce, y en el Atlántico hasta í 
confluencia del río Sarapiqui con el río Sau Juan ó Desaguadero, pues si bienflí 
dicho artículo y en todos los alegatos da Colombia se fijaba el cabo Qraciasl 
Dios como la frontera de derecho del Ducado de Veragua, como en el art. 3.* i 
advertía, que este arbitraje no podía perjudicar á tercero y el t9rritorio desde i 
cabo de, Gracias á Dios hasta el San Juan estaba ya en pos3sión de Nlcar» -üa, í 
por lo tanto, no pocUa reclamarse. 
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De Tin tríbimal arbitral compuesto de cinco miembros, dos 
nombrados por cada una y el quinto de común acnerdo, y si no 
por el rey de Snecía, entre la ^kxaai Sretaña y Yenezaela, so- 
bre la frontera de la Guyana inglesa. Reunido en París el tri- 
bunal que ba juzgado este debate, que hizo célebre la interven* 
ción que en él tomaron los Estados Unidos (§46), falló en 3 de 
Octubre de 1899, por unanimidad, á favor de la última. — 
1886-1897. De la reina de España entre Solivia y el Perú (i). — 
(1897-1900). Del presidente de la Confederación suiza entré 
Francia y el Brasil relativo á la Guyana francesa. Ajustado 
en 1897, no se ratiñcó el acuerdo basta el 6 de Agosto de 1898 (j). 

Primero en Madrid y después en Paris derrocharon ambas partes cándales de 
erudición y aatUeza. Peralta, defendiendo á Costa Bica, publicó varios volúme- 
nes; Colombia presentó informes suscritos por los señores Silvela y Maura (dignos 
ambos de 8u renombre forense), por el Colegio de Abogados de Sevilla y el abogad 
do y hombre político francés R. Polncaré. El principal titulo que alegaba Costa 
Rica era una capitulación ó concesión de tierras hecha por Felipe II en 1573 á 
Diego de Artieda, en la cual el monarca le ordenaba poblar la provincia de Cos* 
ta Rica desde el Desaguadero hasui. lo^ oo.ifi.i ^s de Veragua en el mar del Norte 
y bcsta los valles del Chiriqul en el mar del Sur. Colombia, en cambio, se basaba 
en multitud de cédulas reales, y especialmente en las leyes de Indias (4.*, 6.* y 9.* 
del titulo XV, libro II), que comprendían todo el Ducado de Veragua, llegando 
éste el cabo Oracias á Dios, en la Audiencia de Panamá, atribuida en el siglo xvni 
al virreinato de Santa Fe. Daba también especial importancia á una Real orden 
de 1803, tan inmediata al año del uti po8»ideiÍ8 de 1810, por la cual se decía ex- 
presamente que las islas de San Andrés y de la costa de Mosquitos desde el cabo 
de Gracias á Dios inclusive hacia el rio Chagres continúan separadas de la capi- 
tanía general de Guatemala y dependientes del virreinato de Santa Fe. 

En 11 de Septiembre de 1900 dio su fallo el presidente de la República francesa. 
Sin ítindarlo y citando únicamente las publicaciones de las partes y los textos 
alegados determinó que la frontera debía formarse por el contrafuerte de la cor- 
dillera que parte del cabo Mona en el Atlántico y cierra al Norte el valle del rio 
Tanire ó rio Sixola, de allí la división de las aguas entre el Atlántico y el Pacífico 
hasta el &• de latitud, y después la divisoria de aguas entre el Chiriqul Viejo y las 
afinentes del golfo Dulce para llegar á la punta Burica en el Pacífico. En cnanto 
á las islas de las próximas al continente, las situadas al Este y al Sudeste de la 
punta Mona para Colombia; las del Oeste y del Sudeste, de Costa Rica; las más 
lejanas comprendidas entre la costa de Mosquitos y el itsmo de Panamá se adju- 
dicaron todas á Colombia. En el Océano Pacífico se dan á la última las islas Bu- 
rica y las situadas al Este del cabo de este nombre, las del Oeste á Costa Rica. 

Aunqae no en la integridad de sus pretensiones, y considerando que este terri- 
torio adjudicado se hallaba detentado por Costa Rica, puede decirse salió triun- 
fante Colombia, que creemos lo merecía, según nos permite juzgar el breve exa- 
BU^nr^ue hemos hecho do los vastos materiales acumulados por una y otra parte. 

/ Mo sabemos si eo ha suscitado realmente este arbitraje, constituido por ve» 
pri tra en el protocolo de 24 de Abril de 1886 para el caso de discordia entre las 
COI Iones nombradas directamente en virtud del tratado de 20 del mismo mes 
ya. Se^jún Evans ílnUmational arbitraümisj se encargó á 8. M. el 12 de Mayo 
cte 7. 
/5 la discutía la Interpretación del art S.*» del tratado de Utrecht de 171.^, eft 
Tomo III. 3 
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Dos importantes arbitrajes sobre cuestiones de pesca han te- 
nido lagar también en estos últimos año$. El referente á las . 
pesquerías francesas en las islas de Terranova, con el derecho 
de secar en la costa entre el cabo Saint Jean y el cabo Baye, 
fundado en varios tratados, principiando por el de Utrecht en- 
tre Inglaterra y Francia, fiado por acuerdo de 1891 á una co- 
misión arbitral compuesta de tres jurisconsultos designados 
por los dos gobiernos (Martens, Rivier y Gram) y cuatro dele- 
gados, dos por parte, sobre cuyo cumplimiento han surgido úl- 
timamente varias dificultades (k), y el de la pesca de focas 
en el mar de Behring, entre la Gran Bretaña y los Estados 
Unidos, el más importante quizá de todos los arbitrajes re- 
feridos en esta nota. Renovóse en él una vieja cuestión inter- 
nacional, pretendiendo los últimos contra los principios indis 
cutidos de la libertad del alta mar un dominio exclusivo en 
ésta. Acordado por tratado de 29 de Febrero de 1892 estaba 
compuesto el. tribunal por siete miembros, represei;^tando- el 
presidente, barón de Courcel, á Francia; lord Hannen y sir 
Thompson, á la Gran Bretaña; el juez Harían y Mr. Morgan, 

el cual se daba como Limite en la costa entre Portugal y Francia el rio de Japoc 
ó de Vicente Pinzón. Francia quería fuese éste el rio llamado hoy Araguary, el 
Brasil el Oyapoc. Otra dificultad existía respecto \fi. frontera terrestre ó interior, 
pues mientras el Brasil quería se basara en el paralelo 2*24, Francia sostenía de- 
bía ser una linea que, partiendo del brazo principal del Araguary contiiiuara 
paralelamente por el Oeste hasta encontrar la orilla izquierda del rio Branco, 
siguiera después á éste hasta encontrar el paralelo que pasa por el extremo de 
los montes de Acaray. El tratado de arbitraje autorizaba al arbitro aceptar cual- 
quiera de las dos soluciones ú optar por otra intermedia, que seria tomar el brazo 
principal del rio que se decidiera era el Japoc como frontera, tomando entonces 
la divisoria de las aguas de la cuenca de las Amazonas, constituida en su totali- 
dad por la cresta de los montes Tumuc Humac. 

Por su sentencia de 1.® de Diciembre de 1900 dio su fallo el presidente deia 
Confederación suiza declarando en cuanto á la frontera marítima que el rio dis- 
cutido era como quería el Brasil, el Oyapoc (deduciéndolo de las negociaciones 
anteriores de 1700, en las cuales ya s 3 le daba este nombre). En la segunda cues' 
tión, declarando improcedentes las interpretaciones de una y otra parte, se de- 
claró obligado á aceptar la llamada solución intermedia. 

^kj Véase § 63, nota t'aj, t. I, pág. 368. El tribunal arbitral no ha llegado á 
reunirse por no haberlo convocado las naciones interesadas. La dificultad prin- 
cipal proviene de los establecimientos fijos que para la pesca de la langosta han 
establecido franceses é ingleses. En 1890 se convino un viodus vivendi, por el 
cual se toleraban por un año las pesquerias de langosta existentes y las que de 
común acuerdo autorizasen los iefes de las estaciones navales de los dos pai i» 
modua vivendi que se renueva de año en año y lo ha sido también en 1902. En ; O 
había 15 pesquerias francesas frente á 59 inglesas. Francia también se queja, >r 
juzgarla atentoria á su derecho, del Acta de Cebo iBait Aet) de 1888, que prol e 
la venta del mismo á sus pescadores. En Agosto de 1901 se trató en vano de i- 
Uar en unas conferencias celebradas en Londres solución definitiva á este asr ). 
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á los Estados Unidos; el marqués Visconti Venosta á Italia, y 
Mr. de Gram, á Suecia y Noruega. Dio su sentencia favorable 
ala Gran Bretaña el 15 de Agosto de 1893. Las partes conce- 
dieron además facultades á los arbitros para redactar un regla- 
mento para la pesca, con el fin de proteger y conservar las fo- 
cas, al cual se han adherido varias potencias marítimas, entre 
ellas nuestra patria [18 de Febrero y 6 de Marzo de 1895. (T. XI, 
205)] (IJ. 

fl) He aquí los principales sentencias arbitrales pronunciadas de 1900 á 1902 
lefeientes á causas no referidas en las anteriores notas [sin comprender los casos 
sometidos al tribunal de FJ. Haya, citados en la nota foj ] : 
l'JOO, 20 de Marzo. — De tres jurisconsultos nombrados por el Consejo Federal 
suizo determinando la cuantía de la compensación que debía satisfa- 
cer el gobierno de Portugal á los derechohabientes de la Compañía del 
Jtrrocarril de Delagoa ó Lorenzo Márquez, cuyo contrato había sido 
rescindido apoderándose de sua propiedades el Estado, constituido en 
virtud de compromiso eutre Portugal, Grau Bretaña y los Estados Uni- 
dos de 13 de Junio de 1891. Se condenó al primero al pago de 612.600 
libras e-terlinaa de capital con los intereses al 5 por 100 desde 25 de Ju- 
nio de 1880, á más do las 28.000 que satisfizo ya á cuenta en 1890. 
IMl, 2 de Abril/20 de Marzo. — De los embajadores de las grandes potencias en 
Constantinopla formulando el texto de la Convcndón cotisular entre 
Ghrecia y Turquía conservando la jurisdicción de los cónsules helénicos 
en el imperio otomano, aunque co.u algunas rectiflcacionos para evitar 
abusos, pactado en el art. XI de los preliminares de paz de 6/18 de Sep- 
tiembre de 1897^véase 9 54, nota f^gj, 1. 1, pág. 383]. 
30 de Septiembre. — Del ministro plenipotenciario de España en Lima 
decidiendo las reclamaciones por perjuicios sufridos en el Perú durante 
la gruerra civil de 1894-95 por subditos de Italia, convenido por pro- 
tocolo de 25 de Noviembre de 189;^ Las reclamaciones ascendían á 
432.829,19 soles y la cantidad reconocida fué de 83.080,01. 
1902, 16 de Julio.— Del barón Lambermont, ministro de Negocios extranjeros 
del rey de los belgas, condenando á Francia á pagar á Inglaterra á 
las victimas del encuentro ocurrido eu Waima en 1896 entre un desta- 
camento francés y unas tropas inglesas la cantidad de 9.000 libras es- 
terlinas, y á Inglaterra á satisfacer á Francia por los incidentes ocurrí 
dos en el paso do una misión francesa en las cuencas del Nlger y del 
Benode en 1893 y el embargo del buque Sergent Malamine y su car- 
gamento [ véa?e nota ^bj al § 40, 1. 1, pág. £02] la suma de 6.5Ü0 libras, 
arbitrajes pactados por compromiso de 3 de Abril de 1901. 
14 de Octubre,— Del rey de Suecia declarando que la acción militar reali- 
zada en Marzo de 1899 en 8amoa por la Qran Bretaña y los Estados 
Unidos ayudando al partido de Malíetoa Tanumafili, volviéndolo á la 
lucha, dándole armas y municiones, bombardeando en su obsequio ¿ 
Apia y verificando varias operaciones hostiles, fué un acto completa- 
mente Ilegítimo, contrario á las prescripciones del tratado de 1889, que 
-disponía que ninguna de las tres potencias, Alemania, Gran Bretaña 
y los Estados Unidos, pudiesen ejercer acto alguno separado do domi- 
nio en el Archipiélago, dejando para otra decisión determinar la ex- 
tensión y cuantía de las responsabilidades que de él nacen para las 
4os últimas naciónos. Dicha sentencia, que reviste una notoria impor- 
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(B) No es extraño, después de tan notorio adelanto en el te 
rreno de los hechos, que los entusiastas del arbitraje hayacl 
recrudecido sus esfuerzos para elevarlo á regla general y perl 
manente, como preliminar de la organización de tina justicisT 
internacional. No sólo los congresos y conferencias interparla-1 
mentarias y de la paz han multiplicado sus proyectos de trata- f 
dos gencírales [siendo notables los propuestos por las dos últi- 
mas de 1895 y 1897 (§ 133)], sino que han estado cerca de lograr 
su propósito en dos famosos tratados que abarcaban, el nnol 



tancia en la teoría de la intervención en las guerras civiles, ha sido] 
d&da en virtud del compromiso de 7 de Noviembre de 1S99 entre AIe-| 
manía, Gran Bretaña y Estado ünidcs [véase sobre Samoa notas (C 
y (hj áQl § 35, t. I, páginas 171-72]. 
20 de Noviembre.— De Mr. Asaer decidiendo sobre la validez de coatí 
presas hechas en el mar áo. Behring por varios cruceros ru808 en nave! 
de los Estados lívidos. En dos de ellas declara el arbitro que reconod-l 
d^L por Rusia la ilegitimidad de las capturas tenia desde luego que ps-l 
gar por ellas 38.750 y 1.488 dollars con intereses del 6 por 100 al ano[ 
desde el 1.^ de Septiembre de 1892. En los otros dos casos, teniendo e 
cuenta que no es lícito perseguir y apresar en alta mar á barcos ex-| 
tranjeros, aunque sean responsables del delito de haber pescado llegal-| 
mente en las aguas territoriales del Estado al cual pertenece la iiav< 
de guerra que realiza el acto de la captura, condena también al go-| 
biemo ruso á satisfacer la suma de 28.688 y 32.444 dollars 'con el ( 
por 100 de intereses pendientes desde 1892 y 1893. 
Entre los compromisos recientes de arbitraje, cuyo fallo no se ha pronunciadd 
aún, dejando para después (§ 04) hablar de los protocolos que acaban de dar t¿r-| 
mino á la cuestión de Venezuela, debemos citar: 1 ° El protocolo de 19 de Febre| 
ro de 1902, por el cual JFYancia y Venezuela someten á la decisión de dos árbitr 
nombrado uno por parte y siendo el tercero el Sr. Marqués del Mnni, embaja¿ol 
de España en París, las demandas dé indemnización presentadas por súbditcf 
fiancef'es en ocasión de la guerra civil de 1892. — 2.<» El acuerdo de 24 de Enerj 
de 1903 entre la Gran Bretaña y los Estados Unidos defiriendo á una comiBÍí.i| 
compuesta de tres delegados por parte el definir cuál sea la verdadera interpr^ 
tación del tratado de 1825 entre Inglaterra y Rusia, cuyos derechos poseen ho| 
los Estados Unidos por la venta hecha en 1867. La cuestión, importantísima en iJ 
doctrina del derecho internacional, nace de que en dicho tratado se pacta servirí 
de fronteras las crestas de las montañas, pero cuando la distancia de ellas sea mal 
yor de treinta millas será el limite una linea paralela á las sinuosidades de la co»\ 
ta, á una distancia que no será mayor de dichas treinta millas. Entre la tierra fir| 
me de Alaska y el Océano hay una serie de islas ó islotes que se interponen entxT 
el continente y el mar, ¿desde dónde debe contarse dicha faja? El Canadá, cu.v«l 
derechos representa Inglaterra, quiere sea desde el mar; los norteamericanos pr3| 
tenden se principie desde la costa propiamente dicha, y, por lo tanto, piden udj 
faja de ^einta millas en el territorio que juzga suyo el Canadá, el cual se que 
así sin acceso á la costa. La composición de la comisión, prevista por el tratado [JJ 
cual se ha aprobado ya por las Cámaras americanas, habiéndose verificado en c 
tos días (Marzo 1903) el nombramiento de los delegados], en la cual, contra 1o(iQ| 
antes pretendía la Gran Bretaña, no hay tercero, hace temer no resulte de a a 
verdadero fallo, sino dos dictámenes suscritos poi igual número de yotc 
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todos los Estados amoricanos (Washington 28 de Abril de 1890) 
y el otro las dos grandes naciones anglo sajonas (Washington 
10 de Enero de 1897); pero uno y otro quedaron sin ratificación 
por los Estados interesados. En este sentido ha logrado sólo 
bnen puerto el celebrado por la República Argentina con Italia 
el 23 de Julio de 1898 (II), 

El tratado de España con el Perú de 16 de Julio de 1897, dice 
así: <Toda controversia ó diferencias que ocurrieren entre Es- 
paña y el Perú acerca de la interpretación de los tratados vi- 
gentes ó que en lo sucesivo lo estén, serán resueltas por el in- 
apelable fallo de un arbitro, propuesto y aceptado de común 
acuerdo. Las desavenencias que pudieren surgir sobre otros 
puntos no previstos en dichos tratados ó pactos serán igual- 
mente sometidas al arbitraje; pero si no hubiese conformidad 
en- cuanto á la adopción de este procedimiento por tratarse de 
asuntos que afecten la soberanía nacional ó que, de otro modo, 
sean por su naturaleza incompatibles con el arbitraje, ambos 
gobiernos estarán obligados, en todo caso, á aceptar la media- 
ción ó buenos oficios de un gobierno amigo para la solución 
pacífica de toda controversia. En todos los casos de arbitraje 
las altas partes contratantes establecerán, de común acuerdo, 
los trámites, términos y formalidades que el juez y las partes 
deberán observar en el curso y terminación del juicio arbi- 
tral.» Igual el art. 1.** del colombiano de 1894 y limitados á 
la primera cláusula, para el arbitraje de una potencia amiga, 
el ecuatoriano de 1888 y el hondureno de 1894. También hay 
que recordar que los tratados generales sobre el Congo (1885) 
(nota (13) al § 84 c], trata de negros (1890) [nota (A) al § 63], 
Uniones postal universal (1897) y para los transportes por fe- 
rrocarriles (1890) [notas (1 y 11) al § 85], instituyen jurisdiccio- 
nes arbitrales para decidir las dudas acerca de la interpreta- 
ción y cumplimiento de algunas de sus cláusulas. 

(C) Todas estas escaramuzas aisladas han perdido su interés 
é importancia después de la batalla general que amigos y adver- 
sarios del arbitraje acaban de librar en SI Haya. Es cierto que 
por la oposición de Alemania no se ha logrado en dicha con- 

^>' A pesar de lo que decíamos en esta nota en 1899, creemos que este tratado 

no fgró ratificación, puesto que no aparece insorto en las colecciones oficiales 

de :talia ni de la República Argentina. La Fontaine cita también otros dos de 

ésl república con el Uruguay (6 Agosto 18'.)3) y Pajagoay (6 Noviembre 18»0), 

peí ' por La misma razón creemos no pasaron en su caso de proyectos. No hemos 

tai ^oco podido comprobar la existencia do otro acuerdo de arbitraje general que 

taz -*4u menciona entre Chile y el Brasil de 18 de Mayo de 181>9, 
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ferencia, como pudo creerse al principio, el triunfo de hacerla 
obligatorio en determinadas clases de conflictos (§ 133); pfro 
aun voluntario y todo el acudir al tribunal permanente, el Le 
cho de su creación y el establecimiento de reglas uniformes 
para el procedimiento son dos pasos decisivos para llegar á la 
meta en otra etapa: ésta era la más difícil (m). 

Hemos analizado ya antes las disposiciones referentes á los 
buenos oficios y á la mediación (§ 89); las referentes al arbitra- 
je ocupan el resto de la Convención (tít. IV, artículos 15 á 57 \ 
En el primer capítulo, de la justicia arbitral, se principia defi- 
niendo el arbitraje «el arreglo de los litigios entre Estados por 
jueces de su elección y sobre la base del respeto al derecho» 
(art. 15) y se dice luego que las potencias signatarias «recono- 
cen que en las cuestiones de orden jurídico, y singularmente 
en aquellas en las que se trata de la aplicación é interpreta- 
ción de los convenios internacionales, es el arbitraje el medio 
más eficaz y equitativo de arreglar los litigios que no han po- 
dido ser resueltos por la vía diplomática» (art. 16), La acepta- 
ción del arbitraje implica la de someterse de buena fe á la sen- 
tencia (art. 18) y las partes independientemente de sus tratados 
anteriores que ya lo pacten se reservan el derecho de concluir 
antes ó después de la ratificación otros especiales ó generales, 
sometiéndose al arbitraje en las cuestiones en que lo juzguen 
posible (art. 19). 

En el capítulo segundo se trata de la Sala permanente de ar- 
bitraje (cour permanente d'arbitrage) (nj. Este será competente 
en todos los casos en que hallándose convenido el arbitraje no 
se determine una jurisdicción especial (art. 21). Se establece una 
oficina internacional en El Ha3^a, cuyo fin es de constituir el 
centro para las comunicaciones relativas á las reuniones de la 
Sala, á la cual servirá de secretaría (greffe), de cuyos archi- 
vos será depositaría, debiendo recibir de las potencias firman- 
tes copias de todas sus convenciones de arbitraje y sentencias 

^mj En el § 183, al ocupamos de la historia de la conferencia de £1 HAya y eus 
resultados, mencionaremos los nombres de los Estados adheridos á los convenios 
y declaraciones que en ella se pactaron. 

fn/ Aunque en la traducción española del convenio, al verter á nuestra lengua 
la palabra cour, se llama á la institución Tribwnál permanente de arbitraje, no se 
trata como podría hacer creer este nombre de un cuerpo constituido como tal de 
un modo permanente. En virtud de los artículos 23, 24 y 32 el tribunal existe ólo 
temporal, y especialmente para cada caso y con carácter permanente y cent luo 
sólo hay la Oficina internacional y la lista hecha en- virtud de las prescri] -io- 
nes del art. 23. Por esto creemos más acertado llamar al conjunto de magii r&- 
dos inscritos en la última Sala permanente de arbitraje, reservando el nc bre 
de Tribimal al convocado para cada caso. 
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que recaigan^ asi como los documentos relativos á la ejecución 
de las mismas (art 22). Un Consejo permanente, compuesto de 
ios representantes acreditados en El Haya y del ministro de Ne- 
gocios extranjeros de los Países Bajos, cuidarán de la instala- 
ción y funcionamiento de esta Oficina, cuyos gastos serán su- 
fragados por todas las potencias en igual forma que los de la 
Unión postal universal (artículos 28-29): Para el nombramien- 
to de esta Sala cada potencia signataria, dentro de los tres 
[ meses que sigan á la ratificación, designará cuatro personas ó 
más, de competencia reconocida en las cuestiones de derecho 
internacional, adornadas de la más alta consideración moral 
y que estén dispuestas á desempeñar las funciones de arbi- 
tros (art. 23). Cuando las potencias signatarias quieran que la 
Sala permanente arregle sus diferencias, se pondrán de acuer- 
do para nombrar del seno de la misma dos arbitros, y éstos de 
consuno el tercero. En caso de empate lo designará una ter- 
cera potencia escogida por las partes, y si no convinieren en 
la elección de ésta, cada una nombrará otra, y estas dos últi- 
mas harán la elección del tercero. Los miembros del tribunal 
en el ejercicio de sus funciones y fuera de su país disfrutan de 
las inmxmidades y privilegios diplomáticos (art. 24). El tri- 
bunal arbitral residirá de ordinario en El Haya, y, salvo el 
caso de fuerza mayor, no puede cambiarla sin el asentimien- 
to de las partes (art. 26). La jurisdicción del tribunal pue- 
de extenderse á los confiictos entre potencias signatarias y no 
signatarias, y hasta de no signatarias exclusivamente, si las 
partes la aceptan (art. 26). El artículo más importante es el 27, 
ya que por él queda concretado el alcance práctico que hoy por 
hoy habrá de tener esta institución. «Las potencias signata- 
rias consideran como un deber, en el caso de amenaza de sus- 
citarse entre dos ó más de éstas un conflicto grave faigu), el 
recordar á las mismas que tienen abierto el tribunal perma- 
nente. En consecuencia, declaran que el hecho de recordar á 
las partes en discordia la existencia de esta convención y el 
consejo dado en el interés supremo de la paz de dirigirse á la 
Sala permanente no podrán significar otra cosa que actos de 
buenos oficios.» 

El capítulo tercero trata del procedimiento arbitral, que se 
ap ca también á los arbitrajes que no se confían al tribunal 
pe nanente [por cuyo motivo se repiten algunas de las ante- 
Ti< es. disposiciones, las referentes al modo de nombramiento 
de os vocales y del tercero (art. 32) sede del tribunal (art. 36)] 
d¿ iose reglas que se cumplirán en tanto no hayan convenido 
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las partes otaras (art. 90). Las potencias que recurran al arbi 
traje firmarán nn acta especial (compromiso) ^ en el cual estaríi 
claramente determinado el objeto del litigio j la extensvdn de 
los poderes de los arbitros. Este acto implica la ob^g acción de 
las partes de someterse de buena fe á la sentencra arlitTa\ (ar- 
ticalo 31). Hay que advertir que en el art. 33 se dispone que 
cuando el arbitro es un soberano ó jefe de Estado, éste es el que 
determina el modo de proceder. El tercer arbitro es presidente 
de derecho del tribunal, pero si no lo hay, éste lo nombra (ar 
tículo 34). En caso de fallecimiento, renuncia 6 imposibilidad 
de cualquiera de los arbitros, se procederá á la sastitncióo enl» 
misma forma prescrita para el nombramiento (art. S5), Las par- 
tes podrán nombrar delegados ó agentes que los represión ten en 
el tribunal y les sirvan de intermediarios con e! miemo y abo- 
gados ó consejeros (la traducción española dice consejos) para 
defender sus derechos ó intereses (art. 37). El tribunal decidiíA 
la elección de los idiomas que deban usarse y aquellos cuyo em- 
pleo ante él sea autorizado (art. 38). Distingue dos psriodos: h 
instrucción y el juicio (débats) (art. 39). En la primera pueda pe- 
dir el tribunal todos los documentos que jusgne necesarios, de- 
biendo comunicarse á cada parte todos los que haya presentada 
la otra (art. 40). Los debates no son públicos^ sino por acuerdo 
del tribunal con el consentimiento de los in tere eados, y se c&a^ 
signan en las actas llevadas por los secretarios (art. 41), Des- 
pués de terminar la instrucción no podrá preeentarsa ningún 
documento nuevo sin asentimiento del contrario (art. 42); pero 
puede el tribunal por su autoridad solicitar loy por indicación 
de los agentes y abogados (art. 43) ó exigirles su presentaci/in 
(art. 44), pero reconociéndose el derecho de los misnios á hacer 
al tribunal todas las observaciones y defensas que juzgaen ne- 
cesarias (art. 45) y á promover excepciones é incidentes (artícti' 
lo 46), Los miembros del tribunal pueden pedir nuevos daJ^s y 
aclaraciones sin que esto signifique expresión de su juicio ó del 
del tribunal (art. 47). El tribunal puede determinar su propi* 
competencia, interpretando el compromiso^ así como los trate- 
dos que al mismo se refieran, según las reglas del d erecto in* 
ternacional (art. 48), y decidir acerca de los detalles del proee* 
dimiento (art. 49). Presentadas todas las pruebas y aclaracio- 
nes, el tribunal declara el término de los debates (art. 50). I*tf 
deliberaciones del mismo tienen lugar á puerta cerrada, ^ 
decisión se toma por mayoría (art. 51). La sentencia debí le* 
motivada, y los miembros de la minoría tienen derecho á L cw 
constar en el acta su disentimiento (art. 52), La sentencia eii 
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leída en sesión pública (art. 53), y una vez notificada, resuelve 
el punto litigioso defiiiitivamente y sin apelación (art. 64). A 
instancia^ de los Estados Unidos se añadió el art. 55, que dis- 
pone pneden reservarse las partes en el compromiso el derecho 
i solicitar la revisión, en cuyo caso, y salvo acuerdo en contra- 
rio, debe solicitarse ante el mismo tribunal y sólo cuando se 
haya descubierto un hecho nuevo desconocido al dictarse el 
fallo y en virtud de declaración del tribunal confesando su 
existencia. El fallo es sólo obligatorio para las partes que fir- 
maron el compromiso; pero si se trata de la interpretación de 
nn tratado, deberá comunicarse la existencia del litigio á las 
demás firmantes por si quieren ser parte en el juicio, y si 
acceden, la decisión será también obligatoria para ellos (articu- 
lo 66). Cada parte paga sus gastos y una igual de las del tribu- 
nal (art. 57). Los artículos 58 á 61 tratan de la forma de las ra- 
tificaciones, adhesión y denuncia. Con respecto á la segunda, se 
previene que las potencias presentes á la Conferencia podrán 
hacerla notificándolo por escrito al gobierno de los Países Ba- 
jos; pero las condiciones con que podrán adherirse las áemás (se 
tenia presente los casos del Papa y del Transwaal, que se rece- 
laba lograsen por este medio figurar entre los Estados contra- 
tantes, y por esto fué tan laboriosa la transacción de este ar- 
tícnlo 60) serán objeto de una inteligencia ulterior entre las 
I signatarias. Por el art. 61 se dispone que la denuncia tendrá 
efecto un año después de notificada al gobierno de los Países 
Bajos y sólo con respecto á aquella potencia que la haya decla- 
rado (o). 



(o) Celebrado ol Convenio de El Haya, los esfUensos de los defensores del arbi- 
tájese han concretado, por ana parte, ¿ procurarle el mayor número de adhe- 
siones ó cuando menps la fundación de compromisos análogos entre grupos de 
ISrtados determinados y, por otra, á obtener fuese un hecho el uso de los tribu- 
nales por aquél creados entre las naciones. 

SI más importante paso dado en el primer sentido fué el Congreso panamerl- 
eno de Mélico de Octubre de 1901 á Enero de 1902, del cual ya hemos hablado 
en otro sitio [§ 80, nota ^), tomo II, pág. 102], firmándose en él dos tratados, 
toe no sabemos si han sido ratificados por los distintos gobiernos. En el primero 
de eQos, suscrito por todas las naciones representadas (Estados unidos de Amé- 
licft, Argentina, Bollvia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, Dominicana, Ecua- 
to, Salvador, Guatemala, Haití, Honduras, Méjico, Nicaragua, Paraguay, Perú, 
Uruguay y Venezuela), se convino someter á arbitraje todas las reclamaciones 
<tae se susciten entre ellas por peijuiclos pecuniarios que no puedan resolverse 
por negociaciones amistosas por la via diplomática, en el caso de que sean bM- 
tettte importantes para Justíflcar los gastos del mismo y usando la facultad con- 
Mdlda en el art. 26 del convenio de El Haya, convienen sea el tribunal el do El 
B»y», á no ser que profieran organizar una jurisdicción especial, segrún el art. 21. 
Ptoo quita buena parte de importancia práctica á este acuerdo el art. 3.^ que 
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dice sólo será obligatorio para los Estados firmantes del convenio de 1899 (Méji- 
co y Estados unidos) y para los qne convinieran definitivamente la adhesión al 
mismo. De ella trató el otro acnerdo, qne sólo suscribieron la Argentina, Boli- 
via, Dominicana, Guatemala, Salvador, Méjico, Paraguay y Perú, atando, por 
lo tanto, los Estados unidos, el Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile (cabeza tra- 
dicional de la resistencia), Ecuador, Haiti, Honduras, Nicaragua, Uruguay y 
Venezuela. Principia declarando que las partes contratantes someterán á arbi- 
traje todos los litigios exií'tentes ó que existan en lo sucesivo que no pueden 
resolverse por la vía diplomática y en el caso que, siguiendo la apreciación de- 
una de las partes, no interesen á la independencia ni al honor nacional, no de- 
biendo comprenderse en esta excepción las cuestiones referentes á privilegior 
diplomáticos, límites, navegación é interpretación y cumplimiento de trataóoe 
(artículos 1.® y 2."). Después de establecerse en los artículos 8.® á 6.« que para 
estos arbitrajes so acudirá á la Sala permanente de £1 Haya, á no ser que se con- 
venga una Jurisdicción especial, los artículos 6.<* á 18 reproducen casi llterahnen- 
te los artículos 2.® á 14 del convenio de El Haya sobre la mediación y las comi- 
siones de información, siendo la única novedad el 19, que permite se constituyan 
las últimas en los compromisos de arbitraie como procedimiento previo para 
fijar los hechos que deban servir de base al Callo. En el 20 y último se dice, final- 
mente , que este tratado no altera los convenios parciales entre los fíimuites 
que den mayor extensión al axbitraje obligatorio ni los relativos á cuestiones 
pendientes. El protocolo anejo, que suscribieron sólo los países referidos, se decla- 
ra respecto al arbitraje que los gobierno d¿ los Estados Unidos y Méjico emplea- 
ran sus buenos oficios para lograr se acepte por las otras naciones signataria» 
del convenio de El Haya la adhesión de laa naciones americanas que lo deseen. 
Bu último párrafo demuestra el resultado positivo escaso de todos estos acuer- 
dos, encarga al gobierno de Méjico «tantear la voluntad de todos los países re- 
presentados en la conferencia partí ver si seria posible una convención general 
firmada por todos los Estados amerieanos». 

No fué, á pesar de ello, del todo perdida la reimión de Méjico para la causa dd 
arbitraje. A su influencia se debe que cuatro de las repúblicas de la América 
central, el Salvador, Costa Rica, Nicaragua y Honduras, hayan inaugurado en 
Diciembre de 1902 un tribunal arbitral permanente establecido en la primera, y 
que el Perú y Solivia firmaran también el 21 de Noviembre de 1901 un tratado 
general. En él se someten á esta forma de solución todas las cuestiones que sur- 
jan entre ambos países y no puedan resolverse por negociaciones directas, sin 
excepción alguna. Será el arbitro el tribunal que acuerde la conferencia pan- 
americana, pero si no llega á constituirlo ó se suscita antes un conflicto, él go- 
bierno de la República Argentina, el de España ó el de los Estados Unidos m( 
canos por este orden. Para las cuestiones de limites se establece como norma el 
utí po8sidetis de 1810, y en las que revistan carácter científico se pedirá Informft 
al Instituto Geodésico ó á la Sociedad Geográfica de Londres. Ignoramos si lia 
sido ratificada estipulación tan importante. 

Pero por tratarse de convenios en parte de los cuales se ha cumplido esta fo^ 
malidad, y ser una afortunada iniciativa de nuestra diplomacia, que supo apro- 
vechar hallarse reunidos por ocasión del Congreso en Méjico representantes de 
todas las repúblicas hermanas nuestras en lengua y rasa, merecen especial men- 
ción los convenios de arbitraje suscritos durante los meses de Enero y Febrero 
de 1902 por España con nueve de ellas, es, á saber: Argentina, Solivia, O m- 
bia, Paraguay, Dominicana, Guatemala, Méjico, Salvador y Uruguay. Ix» ste- 
brados con las cuatro últimas han sido ya ratificados y publicados en la € «*» 
de Madrid. De ellos dos, el del Uruguay y el Salvador de 28 de Enero fian al Id*^ 
arbitral todas las cuestiones que se susciten en cuanto no afecten á los preí >U» 
de la constítucióQ de uno de los países contratantes y no puedan ser resnelt poc 
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neigodacíonefi directas, no pndiendo renovarse por este convenio las cuestiones 
qué hayan sido objeto de arreglos definitivos, en cayo caso el arbitraje se limita- 
lá exclusivamente á las cuestiones que se susciten sobre validez, interpretación y 
complímiento de aquéllos (Uruguay 1.** y 2.*^, Salvador 1.** y 2.*'). Una fórmula más 
daia, aunque más larga, emplean los otros dos con Méjico de li de Enero y con 
Guatemala de 28 de Febrero. Se exceptúan sólo del arbitraje las controversias 
iine afecten al honor ó la independencia nacionales, pero luego se determina va' 
dos casos en los cuales no será lícita esta excusa. Lo son: 1.** Los daños ó peijui- 
úoe pecuniarios sufridos por un Estado contratante ó sus subditos por actos llega- 
es ú omisiones del otro ó de sus subditos. — 2.<> La aplicación é interpretación 
le tratados sobre protección de la propiedad artística, literaria é industrial, pri- 
lleglos, patentes de invención, marcas de fábrica, firmas comerciales, monee: a, 
lesas y medidas, precauciodes sanitarias, veterinarias ó i^ara evitar la filoxera.— 
' La interpretación y aplicación de convenciones sobre suceslenes, ayuda y 
oirespondencia Judidal. —4.^ La aplicación é interpretación de tratados en vi- 
DT ó que se celebren en lo futuro para poner en práctica los principios del de- 
echo internacional público ó privado y del orden civil ó del penal. — 5.® La apli- 
iciÓQ é interpretación de los convenios de amistad, comercio ó navegación 
Méjico 1.* y 2.0, Guatemala I.*» y 2.*»). En lo relativo á la designación del arbitro 
periodo de validez son iguales los cuatro convenios. Las ñinciones de arbitro, 
ice el art. 3.*^, de todos serán conferidas con preferencia á un jefe de Estado de 
na de las repúblicas americanas ó á un tribunal formado por jueces y peritos 
(pañoles ó uruguayos, mejicanos, salvadoreños ó costarriqueños (según los ca 
>8) ó hispuio-americanos. En caso de no recaer acuerdo sobre esta forma de 
esignación, las partes signatarias acudirán al tribunal permanente de El Haya, 
itahlecido por la conferencia de 1899 de dicho punto, siguiéndose en el procedi- 
iento las reglas prescritas en el cap. 3.*' do aquélla. Todos dichos tratados se 
ictan por diez años, y después, si no fuesen denunciados con un año de anti- 
pación , hasta otro período de tiempo igual después de su denuncia (art. 4.^). 
e modo que añadiendo á estos nueve países el Perú, Colombia, el Ecuador y 
onduias, euyos tratados hemos mencionado en la nota (B), y Venezuela en 
itnddelart. 14 del tratado de comercio de. 1882, una vez ratificados los cinco 
invenios de Méjico, que carecen de esta suprema solemnidad, sólo habrá seis 
lises americanos que no tengan el compromiso de resolver por medios jurídi. 
ft sos dificultades con España, Brasil, Estado Unidos, Halti, Chile, Nicaragua 
Costa Bica» de las cuales las tres primeras no son, por otra parte, hermanas 
lestras de lengua y raza. 

Réstanos, para terminar esta tan interesante materia, decir algunas palabras 
! cómo se han estrenado los tribunales de El Haya. Nombrados por los Estados 
iniatarios los magistrados de la corte suprema de la paz (en la Gaceta de Ma- 
id de 21 de Abril de 1901 se publicó la lista), constituida la Oficina intemacio- 
i en un modesto hoteUto del Prinzengradt de El Haya, por el cual paga unos 
dnientos duros anuales, había estado esperando inútilmente que las naciones 
le tKQ entusiásHeamento la crearon se acordaran de su existencia llamando á 
B puertas. La rotunda negativa de la Gran Bretaña á acudir á ella en su con- 
eto con el Transwaal, ella que en las deliberaciones de la conferencia habla' 
lo tan ardiente apóstol del arbitraje gensral y obligatorio, hacia más daño 
prestigio del tribunal de los pueblos que la oposición clara y siempre sos- 
lida del emperador germánico que lo tuvo y sigue teniendo como un ensue- 
inútíL Calcúlese, pues, el entusiasmo con el cual los fervientes que á la noti- 
L de cualquier conflicto entre pueblos en estos tres años ocurridos clamaban* 
vano^ á El Haya supieron en la primavera de 1902 que al fin hablan decidido 
lili en busca de justicia dos naciones, una de ellas los Estados Unidos, de las 
der-^as, cuyo ejemplo vaUa el esperado en vano de la Gran Bretaña; lástima' 
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gae pira el v&lor del mismo era la demandante. Por protocolo de 22 de Hayo 
de 1¡K)2, los gobierno! de Washington y de Méjico hablan convenido someter á 
la decisión de un tribunal de £1 Haya la cuestión llamada de la Obra FiadeOa- 
lifontia. Dicha brevemente, consistía ésta en que los obispos católicos de este Es- 
tado, apoyados por su gobierno, reclamaban la parte que les correspondía de 
unas rentas, producto de la desamortización de bienes eclesiásticos que satisfacis 
á la Iglesia el gobierno mejicano. Al partirse la California entre Méjico y los Es- 
tados Unidos en ISiS, y á pesar de que el tratado de Quadalnpe Hidalgo decís 
que los Estados Unidos se encargarían de todas las reclamaciones que sus súbdi- 
toa pudiesen hacer contra Méjico mediante el pago de 3.250.000 dollars. £1 ano- 
bispo de 8au Francisco y el Obispo de Monterey, diócesis de la cedida Alta Cali- 
fornia, pidieron ante la comisión mixta, instituida después por las dos naclo- 
nee, el abouo do la parte que les correspondía de la renta en cuestión, y el terce- 
ro do aquélla, s5r Edward Thomton, decidió en 1875 que tenían razón por no 
estar comprendido su caso en la novación hecha en el tratado, y, por lo tanto, 
condenó á Méjico á pagarles en oro los intereses devengados desde 1848 á 186), ó 
sean veintiún años. Satisfechos estos atrasos Mélico no habla pagado más, y estas 
nuevas treinta y tres anualidades eran lo que reclamaban los prelados americanot 
y su gobierno. El protocolo fijaba como puntos de debate: 1.*^ Si la reclamación, 
existiendo como existia una sentencia, debía resolverse por el principio del» 
rísittdícaía.— 2.® En caso contrario, si ora ó no justa.— Los arbitros debían sercns' 
tro, dos por parte, aunque no pudlendo escogerlos eütre sus subditos, y un tercero, 
ó mojor un quinto, designado por los mismos arbitros. Usando las facultades dadas 
por el Couvenlo, en este compromiso se dan reglas de procedimiento que varian 
ó amplían las de éste. 8c dispone que los Estados Unidos presenten su memoriai 
los sesenta días de la firma del protocolo y Méjico responda ¿ loa cuarenta. Como 
lugar se fijó El Haya, pero pudlendo el tribunal trasladarse á Bruselas si le paze- 
cla oportuno. El tribunal debía constituirse el 1.** de Septiembre, nombrando el 
tercero, principiáudose los debates el 15, que podían durartreinta días, y en igual 
plazo, á contar de su término, debía dictarse la sentencia, la cual, si era conba- 
ria á Méjico, debía señalar en qué moneda habla de hacerse el pago, el casi u 
rerificarla dentro los ocho meses. Cada parte pagará sus gastos y los comunei 
por mitad, entrando en ellos los honorarios de los arbitros, pero sin constar éstoi 
én la senteucia. Se admite la posibilidad de la revisión en los términos del art. 55 
del convenio, pero solicitándolo dentro los ocho días. El último fallo será defini- 
tivo y terminará el asunto propuesto á la consideración. Veamos ahora cómo se 
oumplió este compromiso, fiando al lector que quiera más detalles al interesantí* 
simo folleto de nuestro colega Mr. Renault, Un premier lüige devant la Oow d'or- 
büragt de La Haye, París, 1903, que critica este acuerdo y el fallo con su habitual 
perspicacia. 

Los Estados Unidos nombraron por arbitros al inglés slr Fry y al ruso Mr. de 
Martens (á quien por su fi^cuente intervención en los arbitrajes le llama mon- 
sieur Stead el juez supremo de la cristiandad), Méjico á los holandeses Assery 
Savorian Loman y los cuatro eligieron como tercero al danés Mr. Matzen. Oada 
parto tuvo su agente y varios abogados; Méjico tenia entre éstos al ministro de 
Estado de Bélgica Mr. Bemaert y los Estados Unidos al senador Desc&mps. Dato 
cnrioso que apunta el director de la Beview o/Revieuts, á pesar de tratarse de una 
ouestión religiosa en el fondo, discutiéndose los intereses de prelados católicoi» 
pues lo que S3 diera á los obispos yankees tenía que quitarlo el gobierno de 
Méjico á los suyos; ninguno de los cinco arbitros era católico: un cismático^ 
un Judio y tres protestantes. Abierto el juicio el 15 de Septiembre, el tribunal 
ordenó que la lengua usada por el tribunal seria la francesa, pero pudlendo ba* 
blar en inglés las partes, y aquí se patentizó uno de los lunares más ^aves del 
acuerdo de El Haya. Fué aquello la tono de Babel; Mr. Matzen, hablanf muf 
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poco el firancés y lego del to<ío eu el inglés, uo pudo entender una palabra de los 
alegatos de los norteamericanos; en una sesión, Mr. Fcnnfield hizo un discurso 
qoe no pudo comprender bastante Mr. Bemaert, abofado de Méjico, que habla 
de oontestarle/Éste pidió entonces se aplazara la sesión hasta el dia siguiente 
que habría podido leer el extracto taquigráfico; opúsose Mr. Martens f,.. hasta 
en la suprema corte délos pueblos hubo rumores y silbidos de parte del público 
que, como siempre, triunfó, concediendo el tribunal lo solicitado. En 1.® de Oc- 
tubre se dieron por terminadas las sesiones y el 15 se publicó ^el fallo. Bastó, 
pues, con la mitad de los términos señalados en el compromiso. El fallo dio la 
plena razón á los Estados unidos y fué por unanimidad, mencionándose asi, lo 
cual no sin harta prudencia critica Mr. Renault. Por él se contesta afirmativamen- 
te á lapiimera pregunta del compromiso, es decir, que existiendo plena identidad 
departes en el litigio y en la materia con la sentencia de Mr. Thomton dada 
en 1875, enmendada en 1876, habiéndola cumplido Méjico, no siendo alegable en- 
tre Estados ^prescripción, debía estarse á dicho fallo y, por lo tanto, que Méjico 
había de pagar á los Estados Unidos la suma de 1.420.682,67 dollars, importe de 
lu anualidades vencidas y no satisfechas, y después todos los años la de 43.050,99. 
En cuanto á la forma en que debía verificarse el pago debía ser en moneda de 
curso legal en Méjico, pues el que se hiciera en oro sólo podría exigirse en virtud 
de estipulación expresa que aquí no existía. Sólo en esto último ha salido vic- 
torioso Méjico, que ha aceptado resignado la sentencia. Creemos, con Mr. Renault, 
que ésta fué justa en cuanto á la aplicación del principio de la res judicata más 
útil aún en las cuestiones entre Estados que entre particulares; pero, como él, 
hay que hacer alguna reserva s»bre la primera sentencia de slr Thomtou, muy 
discutible dada la cláusula del tratado de Guadalupe Hidalgo, y también acerca 
la negativa á admitir la prescripción ya que no se trataba de derechos públicos, 
sino de reclamaciones particulares, protegidas sólo por su gobierno. La opinión, 
que atiendo sólo á los hechos, considerará sólo que se ha condenado al pequeño 
y por esto creemos que este primer caso únicamente tendrá el valor de tal, es de- 
dr, demostrar que nc es una mera institución honoraria la Corte de El Haya; 
en si no reúne, ni por la naturaleza de la cuestión juridica debatida, evidente por 
si misma, ni por la materia del asunto, ni por la profundidad de su resolución, la 
importancia de la de Ginebra, y con un fallo á ésta semejante habla de haberse 
inaugurado para bien de la paz de los pueblos el tribunal fundado en 18J9. £1 
tribunal, antes de separarse acordó, según parece, dirigir algunas observaciones 
á las potencias signatarias acerca las mejoras de que es susceptible el convenio y 
de cuya conveniencia le aleccionaron los hechos. Una de ellas se refiere á la ne- 
cesidad de la lengua única en todo el juicio, y otra de que no sean inseparables 
los cargos de tercero y presidente. Refiriéndose á lo primero, eu las negociacio- 
nes al efecto entabladas^ dice un periódico, que Francia y Bélgica proponen el 
aso exclusivo del francés, y que Holanda, Italia y Rusia les apoyan. 

Como era de esperar, Méjico y los Estados Unidos han tenido ya imitadores. 
Alemania, Gsan Bretaña y Francia, obrando como una nola parte, han resuelto 
con el Japón llevar también á'El Haya la cuestión que tienen con el ultimo acer- 
ca la Interpretación de sus tratados de comercio en lo relativo al impuesto de 
edificios (protocolo de 28 de Agosto de 1002), é igual consulta van á hacer las 
grandes potencias y China acerca la moneda en que tienen que pagarse las In- 
di~^nizaciones convenidas en el protocolo de 1901. 

cierto que en el conflicto venezolano no han podido lograr los Estados üni- 
d« que aceptaran pura y simplemente las tres aliadas esta solución y que, como 
It o veremos (§ 94), sólo de un modo subsidiario, á falta de acuerdo directo y 
H endose al punto concreto de la partición de la recaudación de las aduanas, 
h¡ ;on.«ient!clo Alemania, Gran Bretaña é Italia en sus protocclos haya de acu- 
dí -í la Sala permanente, pero relacionados ya más directamente estos tres 
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litigios con U politica intemacioD&l qne el á^ la Obra pía, <^& Gaüfomia» pued^ 
oonfiarae qae los fallos de los mismos aumenten de nn modo considerable I& ^- 
polaridad é inflnencia de la institación visible de la paz. Foro oo hay que oLtí- 
dar lo que dice Crackanthorpe (verbo ArbürcLtüm intemaiianal ca el suplemento 
de la Etíbiclopeáia BrUánUaJ. «Para que pueda ser un kecho el arbitraje intena 
cional, BO basta fundar un tribunal permanente en El Hayia ú otra p&rte ctial 
quiera y proveerla de numerosas reglas de procedimiento; trfbutiHles y le^U- 
montos son sólo después de todo maquinarla. Para que esta maqaimuia aude 
bien hemos de mejorar el resorte, el cual tiene su base en l&a pasiones y «euri 
mientes de los hombres. Aunque hayan desaparecido entre 1&6 naolciues crisúa- 
ñas las animosidades religiosas de otros tiempos; aunque hoy caigan y ee levtin- 
teu las dinastías sin llevar á las armas á media Europa, las empresa» ^errerat 
encuentran aún impulso en las envidias comerciales, en la» itimbi clones impeila^ 
listas y en la doctrina de la sobrevivencia del más fuerte y diestro ^f*e mrviml 
o/theJUtestJ, que da una base científica á ambas. Todas y cojIh, nna de las treí 
deben ser barridas del mundo antes de que podamos entrar en la era de paz íini 
versal, en busca de la cual deben dirigirse los esfuerzos de todos loa gobiemíB^ 
según declaró el Czar en su célebre circular de 1898*. 
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CAPITULO SEGUNDO 



b) medios violentos distintos 
de la ouerra 

§92. Medios violentos, a) Represalias^ — 

Desgraciadamente es muy cierto que la justicia pri- 
vada se presenta en toda su fuerza en la realización 
del derecho internacional. Si el que agravia nuestro 
derecho no consiente en reparar su ofensa, ya de 
conciencia propia, ya convencido por la amigable in- 
tervención de otro Estado, ¿qué otro recurso nos que- 
da sino defendernos y tomar de nuestra mano la jus- 
ticia, ya que no hay nadie en la tierra que pueda 
"dárnosla? Pero, como hemos dicho antes, esto puede 
tener lugar ya yendo á una verdadera guerra ó limi- 
tándose á realizar los actos de justicia privada que 
la necesidad de la defensa de nuestro derecho exige. 
Ocupan el primer lugar de ellas las represalias, cuya 
etimología más cierta de re-prehendere (tomar de nue- 
vo) (aj significa la reacción no contradicha del dere- 
cho de un Estado lesionado por la acción de otro (l). 
lío puede negarse que sean lícitas en sí las represalias 
•cuando lo es la guerra, y como son mucho menores que 
los de ésta los perjuicios que ocasiona , son siempre 
^preferibles cuando por ellas puede lograrse el recobro 
del ofendido derecho. Es la primera condición de su 
leg imidad que exista una lesión propia de los dere- 
*chc del Estado que va á ejercerlas cometida por el 

(♦) .«144. 

faj H un documento aragonés de 1326 se encuentara la palabra R&preysalliae, 
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Estado extranjero contra el cual se emplean; en 8^ 
gundo lugar, que se trate de un verdadero derecho y 
que se haya solicitado inútilmente la reparación ant^ 
de tomarla por su propia mano. Por esto mereció uni- 
versal censura, hasta de sus mismos compatriotas, 
la conducta de Inglaterra contra Grecia en la cele- 
^ • bre cuestión de Don Pacífico W. Para evitarlo en mu- 

} chos de los antiguos tratados se convenía que, antes 

de precederse á ejercer represalias^ se avisaría coa 
L un cierto plazo de anticipación (3). Las represalias se 

y acostumbran á dividir en positivas y negativas^ ec- 

• ^ tendiendo por las últimas las que consisten en rehusar 

un Estado el cumplir algún deber strícti juris con el 
ofensor; las positivas son cuando ae dispone la captu- 
ra ó la violencia de y en personas ó cosas pertenecieu 
tes al otro Estado. Las últimas pueden ser generales 4 
especiales, según que se ordene el apresamiento d« 
todas las personas y cosas del contrario que se bailen 
á mano ó únicamente de determinadas cosas y obj© 
1 . / tos. Las represalias generales no son lo mismo que 

I guerra, como han creído equivoca adámente algunoSi 

Los Estados que pueden ordenar las represalias sol 
únicamente los soberanos , y en su nombre los pode 
¡ res públicos , que podrían declarar en igual calidas 

la guerra. Deben realizarlas en nombre del Estada 
los funcionarios públicos. La civilización moderna 
. consiente la expedición de letras de marca, tan 

cuentes en la Edad media y en los primeros tiem] 
de la moderna (4)^ por las que se autorizaba al súl 
to ofendido ó á todos los nacionales para apodera 
i de todos los bienes del contrario ó de sus subditos qi 

; encontrasen. Hoy día e jórcense frecuenteraente 

I represalias secuestrando los bienes del Estado ofi 

^ sor que se encuentren en el territorio del ofcndido<| 

expulsando sus subditos residentes en el país ó ; 
^ lando los privilegios que se les hubiesen conc" 1ii 




\ 



r 



DEIBBCHO FORMAL.— MBDIQS TIOLBNTOS 49 



Ó dejando de cumplir los pactos internacionales hasta 
entonces vigentes. Como represalias deben tenerse to- 
dos los actos de violencia y de fuerza realizados sin 
constituir guerra; ésta sólo existe cuando y desde que 
la víctima de ellos los contesta con otros, ó las terce- 
ras naciones exigen su declaración, á quien quiere 
imponerles los deberes de la neutralidad (b). El más 
notorio caso de este anómalo obrar en los recientes 
tiempos lo constituye la acción de las potencias euro- 
peas en China en 1900, las cuales declararon repeti- 
. damente que no se encontraban en guerra con el Im- 
perio que invadieron á su voluntad y redujeron por la 
fuerza (c). Hay que tener en cuenta que las captura» 
hechas en virtud de las represalias no confieren en 
modo alguno la propiedad de las mismas; únicamente 
en el caso de que se declare después la guerra se re- 
trotrae el ánimo hostil para validar la presa ante- 
riormente verificada (6) (A). 

(1) La etimología de la palabra represalias es re-prehendere 
[volver á tomar lo suyo (y no reprimerej], ya que por ellas en 
los antiguos tiempos el Estado ofendido y sus subditos se ha- 
cían justicia por su propia mano, apoderándose de cosas pro- 

ib) Bsta teoría ha sido empleada con lamentable frecuencia en los actaales 
tiempos por las potencias poderosas para realisar sus imposiciones á los débUes 
á mansalva y sin la perturbación que la declaración de guerra causa en sus intere- 
; 166 y en los de las terceras naciones. Efectiyamente (si bien es todo una alevosa 
latileza), aplicándose la Yulgar regla de que cuando uno no quiere dos uo riñen, si 
él Estado agredido no responde á la fuerza con la fuerza, existirá un atentado in- 
ternacional, un crimen contra la ley de las gentes, pero nunca la guerra, que lleva 
«n si necesariamente la idea del uso de la fuerza por una j otra parte. I^o que su- 
l^ede es que si la violencia no es momentánea y seguida inmediatamente de la su- 
iinisióndel atacado, los terceros Estados á los cuales se obliga á la observancia de 
1(16 deberes de ki neutralidad reclaman los derechos de ésta y entonces el agresor 
16 tiene otro remedio que declarar la existencia de la guerra ó el término del con- 
victo 

; fcj Véase S 46, nota Aip, 1. 1, pág. 259. Es indudable también que las medidas 
Imofidas en un principio por las potencias aliadas en Venezuela, el secuestro de 
|At buques y ^a demostración naval ( 10 Diciembre de 1902), querían tener sólo este 
¡luácter; la resistencia de la república agredida fué la que obligó á Alemania y 
nALn Bretaña á confeear que existia guerra, y operación de tal fué el bloqueo que 
biigii'A después (véajie pátrafo siguiente). 
I orno III. 4 
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pías del otro ó de sus subditos. La diferencia entre la retor- 
sión y las represalias es que mientras que aquélla es el uso 
de un derecho para resarcirse de una faUa de equidad, las re- 
presalias consisten en responder á una injusticia con otro agra- 
vio al Estado que la comete. • 

Entre los griegos había la costumbre de que cuando se co- 
metía un homicidio en un Estado limítrofe tenían derecho los 
parientes del muerto de apoderarse de tres compatriotas del 
asesino, guardándolos en rehenes hasta que se diese por aquél 
la debida satisfacción. 

(2) Como casos célebres de represalias citaremos: 1.*^ El del 
llamado empréstito silesiano, á cuyos tenedores ingleses confiscó 
sus rentas el rey de Prusia en 1757 á causa de haber captura- 
do ilegalmente (según él) la G-ran Bretaña algunas naves pro- 
pias de sus subditos. Desde Montesquieú y Vattel hasta Calvo 
y Phillimore han censurado todos los publicistas el rapaz pro- 
ceder del monarca prusiano. — 2.^ Las represalias ejercidas por 
Inglaterra á causa de las célebres reclamaciones de Don Pacífi- 
co (1850). Este comerciante, establecido en Grecia y cuya ver- 
dadera nacionalidad era más que dudosa, reclamaba del go- 
bierno helénico cerca de veintidós mil libras esterlinas por los 
atropellos que había sufrido del populacho griego un día de dis- 
turbios. 

Liglaterra hizo suya su causa, y á pesar de las protestas 
de la pobre Grecia, bloqueó todos sus puertos y embargó las 
naves helénicas que le fué posible. Causó tal indignación en 
Europa el proceder de Inglaterra, que hubieron, de contentar- 
se ella y Don Pacífico con que éste recibiese 150 libras ester- 
linas en vez de las 21.925 que tenía solicitadas. 

(3) Por esto, tanto en las ordenanzas de presas (v. gr., la de 
Erancia de 1681) como en varios tratados, se estipulaba stnti- 
guamente que no se concederían letras dé marca sino después 
de pasado cierto tiempo de la ruptura. En el tratado de 1714 
entre España y los Países Bajos se pacta que no se conc< >- 
rán patentes de represalia sino en el caso de manifiesta de t- 
gación de justicia y pasados seis meses de reclamada rapa k- 
ción (art. 7.^), y en el de 1725, con Austria, que tenían aTi o 
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! que haber gestionado inátilmente la satisfacción durante dos 
I años el interesado y seis el gobierno de su nación. 

i 

I (4) Conocido es el ejemplo de aquel comerciante inglés á 
I qmen, habiendo capturado un buque los franceses, CromweU 
' le dio una carta para Richelieu, advirtiéndole que si no se le 
I pagaba en París volviese á Londres, que ya pondría remedio. 
I Bavió entonces el protector á dos buques de guerra para que 
capturasen todos los buques franceses que hallaran en el Es- 
trecho, hizo después vender las presas que hicieron, pagó al 
I comerciante y devolvió el sobrante al embajador francés. 

(6) Varios ejemplos pueden citarse en la moderna historia 
I de haberse hecho uso de tal derecho. Inglaterra en 1839 pre- 
tendía que el monopolio en los azufres concedido á una compa- 
I ñia francesa en las Dos Sicilias estaba en contradicción con los 
I derechos que se le concedían por un tratado de 1816. Negóse á 
; comprenderlo así el gobierno de Ñapóles y mandó entonces el 
inglés á su almirante capturar todos los buques sicilianos que 
; üe hallasen anclados en Malta, sin perjuicio de todos los que 
I pudiera hallar en alta mar. Después se arregló el asunto por 
i la mediación de Francia y los buques capturados fueron de- 
1 Tueltos á sus propietarios (Hall, § 120). 

(6) Lord StoweU, el célebre juez de presas inglés, ha des- 
; arrollado esta teoría, algo sutü, acerca del carácter de las pre- 
! sas hechas por represalias. Si no se declara la guerra, se trata 
I de un mero embargo civil que concluye con la dificultad inter- 
; nacional que la produjo, devolviéndose los buques y demás 
I objetos capturados á sus propietarios. Pero si se declara la 
^ guerra, entonces se supone hecha ya la captura animo hostili 
y, por lo tanto, es el buque entonces verdadera presa de gue- 
rra (caso del Boedes Luts, Robinson Reports, V, 246). 

( ) En Abril de 1896 Inglaterra, para obligar á Nicaragua 

le ] agase una indemnización que le reclamaba por la detención 

ilej il de varios subditos británicos , ocupó violentamente el 

pu< to de Corinto, con lo cual consiguió su propósito. Mas si 

! la í feliz República se hubiera resistido, ¿no habría sido aque- 
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lia agresión primet acto de tina verdadera gaerra, como suce- 
dió en el bloqueo de las costas de Cuba por los Estados Unidos? 
(Véase el párrafo siguiente). 

§ 93. 1) Retorsión y ruptura de relaciones di- 
plomáticas ó comerciales, c) Embargo, d) Del 
llamado bloqueo pacifico"^. — La retorsión es el 
acto por el que se contesta á una falta de equidad, 
aunque no de estricta justicia, con igual ó semejante 
manera de obrar. Diferenciase, pues, de las represa- 
lias (entendidas en tenor estricto, porque en el amplio 
también comprenden éstas la retorsión) en que en 
aquéllas se contesta á un acto injusto con otro de igual 
carácter en sí mismo, mientras que en las ültinias se 
responde á la omisión de un deber imperfecto, tratán- 
dose con desigualdad notoria al Estado extranjero ó á- 
sus subditos, con igual proceder, pero sin faltar á los 
principios absolutos é intrínsecos de justicia. Es prin- 
cipio fundamental del derecho internacional moderna 
que el extranjero disfrute de los mismos derechos que 
el indígena, excepto los políticos; el hecho de negarlos^ 
á los naturales de una nación dada permitiría al go- 
bierno de éstos mandar iguales restricciones con res- 
pecto á los subditos de aquel Estado, mucho más en el 
caso de que postergando á los suyos se concediese por 
el otro tan justa posición á los de otras naciones. Pero- 
siendo como es la retorsión usar en perjuicio de otro 
Estado ó de sus subditos de las facultades que el de- 
recho en absoluto concede, es imposible que se llegue 
hasta imitar al agresor cuando éste faltare á los prin- 
cipios del derecho internacional. Las confiscacionea. 
decretadas por muchos gobiernos monárquicos en los. 
bienes de franceses residentes en su territorio, resp< - 
diendo así á las inicuas órdenes de los Convencioi - 
les, los decretos de Berlín y Milán y las correspc ^-J 

(•)C. «144. 
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dientes Orders in council^ no pueden considerarse 
como justas retorsiones, sino que fueron nefandas y 
i abominables represalias (véase § 112). Al igual que 
I las represalias, únicamente puede declararlas la auto- 
I ridad suprema del Estado, no los particulares, y ni si- 
I quiera de su propia autoridad los tribunales. No pue- 
den usarse ni en favor ni en contra de un tercer Esta- 
' do, ni tampoco por los actos aislados de un subdito, 
I ni aun por los de una autoridad administrativa ó ju- 
; dicial cualquiera. Únicamente cuando el Estado hace 
suya la falta, aprobándola ó no reparándola, es cuan- 
do puede darse lugar á una retorsión lícita. Como el 
fln de la misma no es castigar y vengarse de un atro- 
I pello, sino oponer á una medida inicua y vejatoria 
i otra de igual carácter, debe cesar tan pronto como la 
primera deje de tener su efecto (l). Siendo como áon 
las relaciones permanentes, diplomáticas y consulares 
y aun con. mayor motivo los favores concedidos en 
' materia de comercio y aun el hecho mismo de éste 
I actos voluntarios y no exigidos obligatoriamente por 
\ el derecho (véase § 48), clase de retorsión Bignifica- 
' da es la ruptura de las mismas para dar lugar á la 
nación que las motiva á reflexionar la conveniencia 
de la vuelta al amistoso trato, dando las oportunas sa- 
tisfacciones (a). Otros actos de justicia privada más 



fi^J Innamerables son los casos de raptara de relaciones comerciales; en la re. 
«tente historia de nuestras relaciones mercantiles mencionaremos las notas de 21 
y 25 de Mayo de 1894 (T. XI, 71), por las cuales los gobiernos de Madrid y Berlín 
le anmiciaban reciprocamente la aplicación de sns tarifas máximas, situación 
^ne terminó por el acuerdo de 15 de Julio de 1896 (T. XI, 325), por el cual España 
I prometió aplicar á las procedencias alemanas la segunda columna de su arancel 
y el gobierno imperial suprimir los recargos. Ejemplo de interrupción de las re- 
lidoaes axiomáticas hubo uno en el pasado año de 1902 en las de Italia y la 
Confederación Suiza. Un periódico anarquista de esta república, Le R&veil, habla 
fablicado un artículo en el cual se insultaba gravemente la memoria del rey 
'Humberto. El ministro italiano en Berna, Mr. Silvestrelll, en 5 de Febrero solicitó 
í«l itstigo, y ante la respuesta del Consejo Federal de que esto era sólo posible, se- 
iún el art. 42 del Código penal federal, haciéndose en virtud de demanda oficial 
|4el gobierno ofendido y existiendo reciprocidad, mandó una nota en 8 de Marzo 
jfBe fb^ el origen del incidente. En ella declaraba que su gobierno no tenia inten 
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frecuentes, en el fondo verdaderas represalias y c\: 
modo alguno retorsiones, merecen especial mención 
el secuestro de la cosa ó derecho litigioso; saben muy bit n 
las naciones la verdad de la antigua y prudente máii 
ma de bienaventurado el que posee, y que en todi 
cuestión melior est conditio possidentis (3) y el emharp 
de los buques de la nacionalidad del contrario anclíi 
dos en los propios puertos, captura que se convierte 
en hostil, según el célebre lord Stowell, en el caso de 
declararse después la guerra entre las dos naeioiie: 
Hoy, sin embargo, como en su lugar veremos^ en ve/. 
de atemorizar al contrario por el secuestro antes de Li 
declaración de guerra de los buques de é>us nacionales, 
se acostumbra á concederles en ésta un plazo para salir 
sin peligro de las aguas de su actual enemigo. (3). En los 
recientes tiempos hase usado, finalmente, por las gr^ü^ 
des potencias, para imponer su voluntad á los Estados 
débiles, el llamado bloqueo pacifico , que consiste enei 
acto de impedir en tiempo de paz y por medio de una 
fuerza naval la comunicación con un puerto ó costa 

don alguna de hacer la petición oficial indicada, pero que protestaba en pi non- 
bre contra la impunidad otorgada á semejantes publicaciones, creyendo b&tü» 
hecho bastante en recordar al de Suiza la observancia de loe cltjberes intemficít^ 
nales, haciendo al Consejo Federal responsable de las consecuencias de m proce- 
der. Ofendida Suiza pidió la destitución del diplomático Italiano, pero el pK^ 
sidente del Consejo de Italia, Mr. Frinetti, declaró que en ^l fondo apróbítb» sti 
conducta. El 7 de Abril el ministro suizo en Roma comunicó U dcterminnciáit flet 
Consejo Federal de poner término á sus relaciones con Italia, pariiclpánclose é 10 
este acuerdo á Mr. SilvestreUI, que salió de Berna inmediatamente. Duró el <^n' 
flicto hasta el 30 de Julio, en cuya fecha una nota oficio£& daba á entender ^^^ 
por los buenos oficios del gobierno alemán habían decidido los dog pais^ Uajíiií 
simultáneamente á sus dos ministros, representándoles provisional y recíproca- 
mente los primeros secretarios de ambas legaciones hast^ la elección de loa ^"^^ 
cesores que se verificaría en seguida, como así sucedió. En lus tres mes&a que dtué 
la interrupción, llevaban los asuntos de los dos países las legaciones de Bl^I^i^ 
en Berna y Boma. Aunque en el fondo la razón era toda úd gobíeruo italiuio iio 
puede negarse que la forma de la comunicación de su agoute fué demadado á\iit, 
7 CL^e» po^ 0^1^ parte, no se descubren las razones por que él y eu gobierno o t6 
decidieron á usar por de pronto el remedio legal que se lea proponía, sin i c3uí' 
cío de hacer después ver amistosamente á tiuiza la conveniencia de dar d: í ^' 
pontánea protección en sus leyes al prestigio y honra de los soberanos ext luc- 
ros. Véase sobre esta cuestión el artículo de Kebedgy en la J£, U. J. p,^ igoa lá^i- 
;ia 710 y otro en La Minerva de 20 Abril de 1902. 
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de un Estado con el cual no está en guerra. Sójo 
tienen el deber de respetarlo los buques de la nación 
que lo declara, ya que los de las terceras naciones 
que intentasen violarlo no podrían ser castigados por 
un hecho que sólo la existencia de una solemne lucha 
puede hacer ilícito. Si bien algunos autores lo aplau- 
den, porque al cabo con él se evita el derramamiento 
de sangre, otros en mayor número, y á ellos nos ad- 
herimos nosotros, lo consideran un absurdo altamen- 
te perjudicial, inútil, porque tarde ó temprano lleva á 
la guerra si no se somete la víctima, y altamente da- 
ñino para las demás naciones, sujetas á una de las 
más penosas privaciones que la neutralidad impone, 
sin gozar, porque la guerra realmente no existe, nin- 
guno de los derechos que aquélla concede W. 

(1) Las soluciones violentas son en rigor pacificas en cuan- 
to no se alteran las relaciones normales entre la nación que 
las usa y aquella que las sufre. Usanse cuando el hecho no tie- 
ne en sí suficiente importancia para recurrir al terrible mal de 
la guerra ó no se haUa el ofendido con suficiente faerza para 
medir las suyas con el Estado agresor. 

La retorsión supone el uso de un derecho, pero de un modo 
no equitativo (iniguum, unUllig en latín y alemán) con el que se 
falta á uno de los deberes imperfectos. En la mayor parte de 
los casos se trata de una desigualdad irritante cometida contra 
los subditos de la nación extranjera precisamente por ser tales. 
Cita Riquelme un caso de retorsión muy frecuente y es el de 
los derechos diferenciales de bandera; si los establece un prin- 
cipe en su legislación fiscal, tiene perfecto derecho el soberano 
de aquellos á quienes se cobran á establecerlos por retorsión 
con respecto de los del primero. 

El principio de la retorsión está en aquel adagio romano 
qu 2 quisque in alteruu statuerit ut ipse eodem jv/re utatur. 

^ero téngase en cuenta que la retorsión nunca debe llegar á 
co sistir en una injusticia. 

ama» puede llegar la retorsión á legitimar un crimen por- 
qu haya cometido otro el Estado ofensor; el tahón no se justi- 
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fica en derecho internacional. En último extremo , un acto de 
este género sólo seria admisible como represalia. 

(2) Eefíere Calvo que en 1859, dnrante la cuestión con In 
glaterra acerca del golfo de San Joan, los Estados Unidos se 
apoderaron de la isla del mismo nombre en la bahia de Nootks; 
la Gran Bretaña no consideró tal acto como hostil (§ 1.567), 

(3) El embargo de los baques de una nación dada que se en 
cuentran en el puerto ó mares territoriales de la nación ofoi 
dida es una medida altamente perjudicial é injusta; entraron 
inocentes, convencidos de que aUi encontrarían abrigo contra 
la furia de los elementos, ó nuevos lucros para su fortuna, pro- 
tegidos por el Estado , y sin pensar ni temer que -éste respon- 
da á su confianza impidiéndoles la salida para hacerles pagar 
las ajenas culpas de su gobierno. Tal medida se usaba casi 
siempre como preparatoria de la guerra; en su lugar veremos 
(§ 99) cómo en las luchas modernas han abdicado casi todos 
los beligerantes del uso de tan bárbara medida. 

(4) Los principales casos del bloqueo pacifico, inventado en 
el pasado siglo, son el de Grecia en 1827 por los aliados que 
llevó á la batalla de Návarino, el de la Eepública Argentina 
por Francia y después Inglaterra que duró diez años (de 1838 
á 1848), el de la isla Formosa en 1884 por los franceses, que 
dio lugar á las protestas de la Gran Bretaña, la cual, ado* 
más de quejarse de que no era efectivo, hizo observar á Fran- 
cia que si quería hacerlo respetar por los neutrales, éstos, 
considerándose tales, cerrarían como corresponde en tiempo 
de guerra sus estaciones de carbón á los beligerantes. Vino 
después el de Grecia en 1886 por las grandes potencias (Ale- 
mania, Austria, Italia, Busia y Gran Bretaña) para evitar 
declarara la guerra á Turquía (b). BluntschU, Heffber y Calvo 

/^y En él se prohibió únicamente la entrada y salida á los bnjqaes con bandera 
tielénica, á diferencia del de Creta en 1897, que, como veremos luego, se referi* 
también á las nayes de subditos de terceros países. En el de 1886 se exceptoftb» 
aún de captura el buque griego que llevara carga de subditos de otros paiaes qn* 
no fueran Grecia ó Rusia, Italia, Francia j Gran Bretaña, que hubies&sido em- 
barcada antes de la notificación del bloqueo y si después, que se hubiera otoig*- 
do antes de eUa su fletamento. 



r 
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aceptan este sistema de represalias en cuanto por él se evita 
la guerra y la eftisión de sangre, pero Hall, Martens (F. de), 
Woolsey, Barclay, y nuestro Negrln han demostrado perfec- 
tamente el absurdo jurídico que envuelve tal medida. Gomo 
dice Woolsey, la nación injuriada y los neutrales atestiguan 
que hay guerra porque se haUan sometidos á sus molestias y 
flacri£cios; únicamente el Estado que ejerce esta violencia añr- 
ma que no existe. Es verdad que Bluntschli replica que en los 
bloqueos pacíficos se debe permitir la entrada y salida de los 
neutros (reconociendo lo nulo que es suponerles una obligación 
en la que sólo incurren por la existencia de un estado de gue- 

; rra debidamente notifícado), pero le contesta muy bien Hall 
(jjLB no se ha hecho así en los casos ocurridos, lo que se expli- 

I ca, pues únicamente con la incomunicación absoluta puede 

i dar restdtados el bloqueo (A). 

' (A) Dos nuevas aplicaciones ha tenido este singular medio de 
: coacción internacional. En 1888, la Gran Bretaña, Alemania, 
\ Italia y Portugal bloquearon á Zanzíbar, «pero esta medida no 
' 86 dirigía contra la autoridad del país, sino contra un tráfico de 
¡esclavos que no pudo evitarse de otro modo». (Bonfils-Fauchi- 
lle). En 1897, las grandes potencias realizaron el de la isla de 
Creta, ocupada por el cuerpo expedicionario griego del coronel 
Yassos. Era ^eii.eral únicamente para todos los buques griegos, 
pudiendo entraír los de las potencias bloqueadoras y de las de- 
más neutrales, mientras se dirigiesen ¿ los puertos ocupados 
por las primeras, con derecho de desembarcar sus mercancías 
si éstas no iban consignadas á las tropas griegas ó al interior 
de la isla (e). 

' Promulgada por el presidente de los Estados Unidos la reso- 
lución del 19 de Abril de 1898, que le autorizaba y mandaba em- 
jplear las fuerzas de mar y tierra para ohligar á España á aban* 
Sonar la isla de Cuba (§33), el 22 del mismo mes dispuso y pu- 
blicó el bloqueo dé la costa Norte de dicha isla entre Cárdenas y 
Bahía Honda, y el de Cienfuegos en la costa Sur. Si España no 
hubiera resuelto considerar aquella determinación como una de- 
iMaración de guerra y oponer la fuerza á la fuerza, sino que des- 
pués de algunos días, seguido ó no el bloqueo de bombardeos y 

I /V Eq las instmcciones paia el cumplimiento de dicho bloqueo Be daba á loA 
taundaates de los cruceros la facultad de visitar las nares de los subditos de 
■i Kifl otencias bloqaeadoias y las de los neutrales. 



58 PABTB B8PBCIAL 

asaltos, tras de una enérgica protesta ante el muDdo civilizado, 
se hubiera resignado á la violencia (lo qne, diclio sea de pas^, 
habría sido lo m¿s prudente, evitándonos una guerra bochorno 
sa é inútil), ¿habría sido aquel bloqueo nuevo ejemplo délos 
pacíficos ó un acto de violenta represalia, como la ocn paluda 
del puerto de Corinto, que antes citábamos ? Creemos más bien 
lo último, ya que la noción de esta clase de bloqueos lleva poi so. 
mismo nombre la idea de no negar, en tesis^ la. soberanía de k 
nación, de cuyo territorio se restringe la libertad y es incom- 
patible con la previsión, contenida en la proclam^a y en la reso- 
lución antes citada, de un uso positivo de las fuerzas militare» 
y navales. Además, en la Proclama se amenaza con la visita ? 
captura á los barcos neutrales, lo cual es absolutaineote incom- 
patible con la noción del bloqueo pacífico. 

El Instituto, en su sesión de Heidelberg ( 1887 ), admitió h 
legitimidad de esta clase de bloqueos mientras se reduzcan süs 
efectos á los buques de la potencia sometida 4 ellos y consista 
la pena de su quebrantamiento á un mero embargo que termi- 
ne con el bloqueo, aunque sin dar derecho á indemnización al- 
guna por el mismo. 
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DIVISIÓN SEGUNDA 
De la guerra. 

CAPITULO PRIMERO 

i:>£:jj estado de ouerra 



SECCIÓN PRIMERA 

su NOCIÓN Y PRINCIPIO 

§ 94. De la guerra, su noción, motivos, cau- 
sas y especies*.— La palabra guerra tiene su eti- 
mología eñ la germánica War, defensa (l), y en todas 
las lenguas significa de un modo ú otro un estado de 
defensa del propio derecho mantenido por la fuerza. 
Creemos nosotros puede definirse el litigio entre las 
naciones qn^e defienden sus derechos, en el cuál es el juez 
la fuerza y sirve de sentencia la victoria W. Los uto- 
pistas amigos de la paz perpetua y del arbitraje uni- 
versal niegan que pueda existir un derecho á la gue- 
rra y no comprenden, en el estado sensible y nervioso 
de sus cabezas, haya de establecerse jamás relación 
alguna entre el derecho y la guerra. Y no es que á 
ést-^ por otra parte le hayan faltado y le falten aún 

(♦; '^- §9 146-7. 
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defensores que la sostengan contra los embates de los 
filántropos reclutados entre egoístas burgueses que no 
pueden conformarse nunca á que sus negocios sean in- 
molados ante el bien público en una lucha nacional 
en Is^ que el Estado del que forman parte defiende su 
dignidad y su existencia; de tal misión se encargan 
los moralistas que ven en el mundo algo más que ma- 
nadas de seres humanos que engordan y se enflaque- 
cen según las leyes ciegas é inmutables de una evo- 
lución eterna, sino que contemplan en las victorias 
la obra de la justicia divina que á la corta ó á la lar- 
ga castiga los pecados de las naciones, y los milita- 
res que observan por su parte que la guerra, elevan- 
do el sentimiento patriótico, uniendo en apretado haz 
á los ciudadanos para defensa y gloria de sus lares y 
sus aras, eleva el nivel de los pueblos, fomenta la 
austeridad de las costumbres y procura el engrande- 
cimiento de la patria, creyendo que todo esto bien 
vale la pena de que se pierdan unas cuantas vidas 
que al fin y al cabo devasta con menor gloria y en 
mayor número la abyecta molicie, resultado casi se- 
guro de una paz corrompida y anémica (3). Lá gue- 
rra no es como pintan los indianos enriquecidos en 
repugnantes tráficos y los apóstoles modernos de una 
paz predicada con el pufial y la dinamita, el derecho 
de la fuerza, sino que representa, por el contrario, la 
fuerza y realidad del derecho y su garantía y última 
defensa. No queremos desconocer con eso que la paz 
entre las naciones sea un bien que deban todas ellas 
conservar y apetecer; como dice un eminente publi- 
cista de la nación vecina (De Parieu), la paz perpe- 
tua es un término al cual no pueden jamás llegar los 
pueblos, pero al cual deben indefinidamente apro: i^ 
marse (véase § 133). De esto mismo se deduce €^; e 
siendo la guerra la última razón de las naciones, s<! o 
debe acudirse á ella en determinadas circunstanci & 
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j en la debida forma. Por esto en primer lugar debe 
ser pública, es decir de Estado á Estado; no admite 
la civilización moderna las guerras privadas y aplica 
sólo las consideraciones de verdadera relación hostil 
á las producidas por una lucha intestina tanto si es ó 
no separatista cuando ha traspasado los límites de 
una vulgar y punible rebelión. Si ésta ocupa un terri- 
torio fijo con un gobierno que de hecho la dirija, en 
cuyo nombre efectúan la lucha tropas disciplinadas 
7 que respetan las leyes de la guerra, pueden las ter- 
ceras naciones verificar el reconocimiento de la beli- 
gerancia de la misma, constituyéndose con él en la si- 
tuación de neutralidad (A) (a). En segundo lugar debe 
ser la guerra justa, esto es, con una causa que la le- 
gitime á los ojos de la moral internacional. Pero como 
tiene, por otra parte, que creerse que todo Estado al 
declarar la guerra y al provocarla obra en defensa de 
un derecho, las terceras naciones y mucho menos los 
propios subditos no pueden negarse á cumplir sus res- 
pectivos deberes bajo el pretexto de que no tiene el 
Estado razón verdadera que justifique su bélica con- 
ducta (4). Mas como la certeza del propio derecho in- 
fluye en el valor de los combatientes, como la santidad 
de la causa lleva consigo y necesariamente el apoyo 
de la opinión universal y hace adquirir la convicción 
de que tarde ó temprano la Providencia castigará á 
los pueblos que persiguen al débil inocente, es de im- 
portancia estudiar las causas que legitiman las gue- . 



íaj En ocasión dd la guerra de Inglaterra con el Transwaal y Orange, se ha 
nscitado la cuestión si las lachas entre protector y protegido y entre un estado 
medio soberano y aquel de quien dependen son guerras internacionales ó ciyiles» 
tiendo la opinióni más aceptable la primera; pero en el caso que se discutió no tó- 
ala importancia, pues nadie podía dudar de la independencia de uno de los bell- 
facantes, la república de Orange. La Gran Bretaña, por lo demás, aunque al prin- 
cipio yacüó y quiso tratar á los sudafricanos como meros rebeldes á fines de 
Xóriembre de 1899, comunicó oficialmente á todos los gobiernos extranjeros que 

hollaba en una guerra internacional, y, por lo tanto, que les requería el cum- 
fUmir-^U) dtí los deberes de la neutralidad. 
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rras internacionales (*). En la violación de un dere- 
cho primario ó absoluto y el inminente peligro de que 
se realice quedan comprendidos todos los motivos que 
autorizan á un pueblo á defenderse con las armas en 
la mano (•). Por esto la antigua división (7) de las gue- 
rras en ofensivas y defensivas carece de importan- 
cia, ya que con ella sólo puede significarse el método 
estratégico en la lucha ó únicamente quién ha sido el 
beligerante que cometió el primer acto de hostilidad. 
En rigor, todas las guerras son y deben ser defen- 
sivas (8). La conquista no puede ser jamás el fin de 
una lucha; es únicamente, como en su lugar veremos 
(§ 131), resultado posible de indemnización necesaria 
por los sacrificios que ha ocasionado una guerra jus- 
ta W. Jamás la religión verdadera ha exigido se lo- 
grase por las. armas su propagación y triunfo; esto no 
quiere decir carezcan de derecho los pueblos cristia- 
nos á defender la libertad de sus hermanos en la fe 
en los países infieles perseguidos á causa de la misma 
(véase § 45). I^o mismo que las creencias ha servido 
la civilización de pretexto para conquistas más ó me- ' 
nos justas y legítimas, pero como abusus non toUU 
U8um, es ciertísimo que hay derecho á combatir á un ■ 
pueblo que, negándose á participar de sus beneficios, 
ultraje los principios fundamentales en que las socie- 
dades cultas reposan y se fundamentan. Materia aun 
de solución más difícil es la de examinar la justi- 
cia de las guerras civiles y de independencia; estriba 
siempre la cuestión en la realidad del hecho de la 
opresión injusta y de la verdad del derecho de los su- 
blevados subditos (10). Es muy cierto que las recla- 
maciones pecuniarias, por perjuicios sufridos por loa 
nacionales en sus personas y bienes, no deben consi- 
derarse en principio como motivo de guerra; pero; 
¿qué otro recurso queda sino acudir á hostilidadeá 
más ó menos amplias cuando por el estado de a^ar^ 
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quia del país culpable no hay otro medio para lograr 
el respeto y cumplimiento de los principios del dere- 
cho internacional? En tales consideraciones se ha ex- 
cusado la acción común de Alemania, Gran Breta- 
ña ó Italia contra Venezuela en Diciembre y Enero 
de 1902, terminada por los protocolos de 13 de Fe- 
brero de 1903 (6). Hay que distinguir entre las ver- 

fbj La caasa originarla j principal de la Bltuaclón de Venezuela y que haya 
«ido en aquella dosgzaciada República de nuestra sangre donde se ha desarro- 
llado el último conflicto armado que registra la crónica contemporánea, se en- 
cuentra en el estado de anarquía constante en que ylye casi desde la consuma- 
ción de su independencia. Segrún ha dicho lord Lansdowne en el Parlamento 
inglés, en setenta años se han sucedido 104 reyoluciones; aunque sean sólo 50, 
«orno se enumera en otra estadística, puede comprenderse lo que habrán sufrido 
en dicho pala los intereses de los extranjeros y lo natural que es que todas las po- 
tencias tengan una listar más ó menos larga de reclamaciones contra el gobierno 
, de Caracas. A la cabeza de las mismas figuraban la Gran Bretaña y Alemania, 
las coalas pretendían asimismo satisfacción por agravios de más grave natura- 
lesa; la última añadía á los créditos de la Growm VenemeUx EiseribahngesettacJia/t 
la demanda de reparación por el asesinato de su subdito, el apoderado de la Ham- 
inrger-Gesell8cha/t, Busel, y la Gran Bretaña á su vez unía á sus requerimientos 
de indemnizaciones por pérdidas sufridas por sus nacionales la exigencia de una 
; r^Muadón por la captura Ilícita de varios buques ingleses y malos tratos dados 
I á sos tripulaciones, así como por la conducta del cónsul venezolano en Trinidad. 
I fttos eran los llamados >Ir«f elaiToa por la Gran Bretaña, para los cuales requería 
i Mhición inmediata; los relativos á pérdidas en la propiedad de ingleses durante 
I la presidencia de Castro formaban la segunda categoría y los derechos de los te- 
I ledores de la denda venezolana la tercera y última. En Noviembre de 1902 se pu- 
! rieron de acuerdo los dos gobiernos para una acción común, y el 7 de Diciembre 
I presentaron sus ultimátums; Inglaterra pedia una satisfacción inmediata en las 
i^ejas de las dos primeras clases y que una comisión mixta decidiese en las de 
la última el Importe y forma de pago de la indemnización. Preveníase también 
¡406 la cantidad, pagada al contado, no debía ser menor que la que recibiera Ale- 
I sania. Esta, por su parte, reclamaba la satisfacción inmediata de los créditOf 
i-wiglnados en las revoluciones de 1898 y 1»00, importantes 1.718.815 bolívares 0f 
i/Béntimos, dejcuido los relativos á la actual guerra civil, á la demanda por el mik' 
jtiderD de Caracas y á la de la Compañía del ferrocarril venezolano á una ct^nai- 
|iión mixta, qne determine los detalles de ejecución, una vez reconocido por 
¡Venezuela el principio de la Justicia de las reclamaciones. El conjunto de éftas 
ilnportaban más de 60.000 libras esterlinas; las de Inglaterra sólo unas 1O.O0P. 
' Entregados estos documentos en el domicilio particular del ministro d9 Mego- 
icioB extranjeros de Venezuela salieron el 8 ambos diplomáticos y el 10 Im tropas 
Miadas apresaban casi toda la flota venezolana, echando á pique part» Ae ella. 
¡De sa parte, el presidente Castro mandaba detener todos los subditos Ingleses y 
nes» aunqne después, á instancias de los diplomáticos neutrales, otorgó su 
, AñAdida Italia á las potencias aliadas se siguió luego el bombardeo de 
> Cabello, después él bloqueo el día 13: y el 19 y el 20 de Diciembre los pe- 
( oficiales de Londres y Berlín prevenían seria efectivo dei4e la última 
. El último párrafo de ambos avisos demostraba claramente f 9 trataba de tm 
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daderas cansas de la guerra y los pretextos qae i 
ven para declararla: cuando una nación ha recitj 

TerdAdero bloqueo hofltU y no de uno de IO0 IlAmAdoB pacíficos, en ledndrl 
uno de loe oiudee qnlsá se pensó en un principio: «Los bnqnes qne intenten 
jotflo quedarán sujetos á las reglas establecidas por el derecho internacional 
las eetlpnlaciones con las potencias neutraUa.» Otro acto de yerdadeía gnexia 
el bombardeo del fuerte de San Carlos, oeorrido el 22 de Enero. 

Queriendo aproyechar la ocasión para demostrar su protectorado y la 
don de su (kmosa doctrina de Honroe, los ^Estados Unidos intervinieron 
el arreglo entre Venezuela y las tres potencias aliadas, procurando recabar de] 
mismas la declaración de que no aspiraban A ninguna adquisición tendí 
No menos avisadas éstas contestaron á las súplicas de arbitraje de su eni 
que estaban prestas á admitir el del presidente de la República m 
Mr. Rooseyélt, en 23 de Didraibre; pero éste, temeroso del compromiso, asiei 
sólo á que Mr. Bowen, su ministro en Caracas, fuese el mediador, trasladando 
Washington, y propone que se lleve él conflicto á la resolución del tribunal 
El Haya. Prindpiadas las negodadones á fines de Enero exigieron los tres 
biemoB como condición previa el inmediato pago de los créditos que consi« 
ban de primera dase, reservándose el 30 por 100 de los productos de las adi 
para d pago de las otras, previo y separado dd de los de las demás nado 
acreedoras de Venezuela, dn lo cual no levantarían d bloqueo. El 13 de F< 
logró Mr. Bowen firmar los tres protocolos. 

Bu tenor es análogo. Frindpia Venezuela reconodendo en prindpio la 
de todas las reclamaciones hechas, oftece pagar al contado á Inglaterra 6.500.| 
libras esterlinas por las naves secuestradas y los malos tratos y detendones il< 
les de subditos británicos y satisfacer á Alemania los 1.718.815,67 bolívares de] 
redamadones procedentes de las guerras de 1898 y 1900, de las cuales, 
inmediatamente 137.000 bolívares (equivalentes á 5.500 libras esterlinas) y d 
en letras mensuales, garantidas con los ingresos de las aduanas. ItaUa 
redbe la misma suma. Las demás redamaciones serán resueltas por comlsii 
mixtas de ddegados de Venezuela y de cada potencia en las cuales noi 
tercero d presidente de los Estados Unidos, comidones que sólo tendrán (ped 
cidir si tu^o lugar ó no el daño y cuál sea su importe. Para el pago de las ( 
demnizaciones que ordene el fiülo de estas comidones desde el 1.° de 
de 1908, se entregará al representante del Banco inglés en Caracas el 90 por ] 
de los ingresos de las aduanas de La Guaira y de Puerto Cabello, y en caso qi 
se cumpliera esta promesa se fiará la administradón de dichas aduanas á em] 
dos belgas. Las dudas relativas á la distribución de esta reserva, ad como lasf 
ferentes al derecho de las tres potendas aliadas á que sus créditos sean 
chos separadamente de los de las demás naciones que las tengan también 
Venezuela serán resudtas, d no acordarse otra forma de solución, por la Sala 
manente de arbitraje de El Haya, ante la cual podrán comparecer como foi 
un solo opodtor frente las tres nadónos, las restantes interesadas. En d prol 
inglés 8p dice únicamente que éstas podrán comparecer allí, si les place. Ven< 
la se obliga además á resolver la cuestión de su deuda pública y especialmi 
la del empréstito de 1898, cuyos tenedores son en su mayoría alemanes, fíján< 
las rentas que estarán afectas á su pago. £1 bloqueo será levantado inmedial 
te y devueltas las naves apresadas, en el estado que se encuentren, sin haber 
dio á reclamar indemnización alguna. En el protocolo de la Gran Bretai^ se 
expresamente que habiendo existido por el bloqueo un estado de guerra 
las dos naciones, y, por lo tanto, quedados nulos y sin valor los anteriore 
tados, se renuevan éstos provisionalmente, hasta que se concluyan otros. F 
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do ofensas de otra que no puede perdonar jamás, 
«guarda durante más ó menos tiempo la ocasión para 
rengarlas; cuando un poderoso príncipe ha puesto sus 
ambiciosos ojos en las posesiones del débil que no po- 
drá resistir á su cínica agresión, espera ó inventa si 
es preciso una ofensa de éste, por pequeña que sea, 
para dar comienzo á su brutal rapiña. En ambos ca- 
sos están prestos los combustibles en tjuyo incendio 
ha de consumirse la dicha de los pueblos; bastan un 
soplo y una frágil pajuela para que se alumbre la te- 
rrible hoguera de la. discordia. Por esto sucede mu- 
chas veces que guerras injustificables por los pretex- 
ten que se lian alegado al comenzarlas, tienen, sin 
embargo, una causa interna que perfectamente las 

I legitima (H). Ya hemos dicho al tratar de la existen- 
cia de la comunidad jurídica entre los pueblos, que 
siendo éstos personas morales, todas las relaciones 

; entre las mismas son jurídicas y que, por lo tanto, es 
la guerra un verdadero estado de derecho, no de he- 

I che y de violencia sin tasa, como querían los anti- 

I guos y fingen creer aún sus sistemáticos enemigos. De 

I 

lad de las estipulaciones de estos protocolos las potencias aUadas leyantaron tu 
Moqueo el día 15. 

Tienninado asi el periodo agudo de esta crisis han proseguido en estos últimos 
Üas las negociaciones acerca la forma de presentar en el tribunal de El Haya la« 
cuestiones que ante el mismo hayan de ser debatidas y con las otras naciones que 
I no se unieron á l€Ui aliadas so ha ajustado la conclusión de protocolos proveyen- 
: do al establecimiento de comisiones arbitrales. El de España ha sido suscripto 
k «Q 3 de Abril de 1903 y dispone que el tercero en ella sea designado por el preai- 
! dente de los Estados Unidos. 

i Varias enseñanzas pueden deducirse de éste conflicto. Es la primera, el fracas* 
I de la doctrina de Honroe, huyendo los Estados Unidos de la responsabilidad por 
los actos de las naciones americanas que en Justa lógica de la hegemonía que pre- 
tenden envuelve su aplicación. Debe notarse asimismo el reducido triunfo obte- 
nido por los proi>agandistas de la Corte permanente de El Haya, acudiéndose á 
\ tUa de un moclo condicional y sólo para una cuestión de segunda importancia. 
I Kesulta, finalmente, probado el triste éxito que tiene para los pueblos el estado 
I de anarquía constante, haciéndoles imposible la vida internacional y no dejando 
¡ á los Estados que con ellos tengan derechos que hacer efectivos otro recurso qm« 
! el empleo de la fuerza, siempre lamentable y de pernicioso ejemplo. Puede dlt- 
Imtíne ti la paciencia de los aliados tenia que ser mayor y menos violento mi 
itérmino, pero uü dia ú otro hubiera debido acabar en la niiinia forma. 
I Tomo III. 6 
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gran ventaja para la causa de la ciTilización sería U 
codificación de las leyes de la guerra: hoy que el rat- 
peto de la naturaleza humana, conseguido por los prin- 
cipios del cristianismo y gracüís á los esfuerzos de la 
Iglesia católica en hacerlos prácticos, la formación de 
los grandes Estados al concluir la Edad media que haE 
hecho imposibles las guerras privadas, y finalmente 
la institución de los ejércitos permanentes que desde los 
tiempos del gran Federico ha sustituido á las baudafl 
crueles de mercenarios de las antiguas guerras han 
establecido una normalidad en el sentido jurídico f 
moral de la lucha entre las naciones cultas y cristia- 
nas. De tal codificación son preciosos materiales las 
instrucciones de Lieber y el Código de Bluntsehli, en- 
sayos de incalculable precio el proyecto de Declara^ 
ción de Bruselas y el Manual del Instituto y es hoy- 
ya no sólo base, sino promesa de la uniforme regla- 
mentación del derecho de la guerra terrestre en los 
países adheridos el Convenio api obado por la Confe- 
rencia de El Haya. Mientras tal acuerdo univeraaT^ 
logra su cumplimiento, bueno es que procuren los g^o- 
biernos infiltrar á sus soldados el conocimiento de loa; 
principios del derecho internacional; entre ellos me- 
recen un aplauso el nuestro por los artículos que A; 
las leyes de la guerra dedica el Reglamento de loa 
ejércitos en campaña publicado en 1882 ^ y el francéá 
por su Manual para el uso de los oficiales del ejército 
de tierra (W) (B). 



(1) Nuestro Diccionario acierta al dar á la palabra guerra j 
etimología del antiguo alemán werra, lucha, pero da la deí 
ción más triste que concebirse pueda: s: Des avenencia y rr* 
pimiento de paz entre dos potencias,» Si supiéramos lo qnc 
paz, podría aceptarse, aunque el rodeo fuera un poco inca 
do; pero hallamos que es paz «pública tranquilidad y quiet 
de los Estados, en contraposición á la guerra». De modo ^ 
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Ltui^de dos, 6 es la guerra la ausencia de pública tranquili- 
1 dad y quietud entre, dos Estados (aunque no exista ningún gé- 
aero de lucha positiva y armada) ó entra lo definido en la de- 
' ínición. 

(a) Innumerablea son las definiciones que se han dado de la 
¡guerra, desde Grocio á Liszt y Bonfils (c), pero en ellas la 
[mayor parte de los autores ó se limitan á describir sus efectos 
¿ justificar sus razones. La guerra en sí no es más que el 
i¿i^o internacional (intemational litigation^ como la llama Phi- 
Linore), y por eso indicamos como las más exactas las de Ei- 
[quelme» Bello, TapareUi y Belime. El primero la llama el es- 
litado en qne las naciones sostienen ó conquistan sus derechos 
>or la faerza y el segundo (á quien copia, por supuesto, Pando) 
my concisamente «la vindicación de nuestros derechos por la 
lerza» . El ilustre jesuíta «una contienda entre Estados igua- 
les para, sostener con la fuerza el derecho» (ob. cit., t. UI, 
1.319 ) y el jurisconsulto francés «el arte de forzar al enemigo 
Kacer una paz justa» (Philos, du Droit, 4.^ edición, I, pági- 

313>. 
Bajo nn punto de vista técnico y de hecho definía la guerra 
^1 proyecto ruso en la Conferencia de Bruselas: «El estado de 
tnclist abierta entre dos Estados independientes (obrando aisla- 
imente 6 con aliados) y entre dos fuerzas armadas y organi- 
idas.» 
TjBk ríizón jurídica de la guerra está en que no existiendo otro 
|uez qne Dios entre los pueblos, deben acudir al innegable de- 
medio de la defensa propia para sostener sus prerrogativas y 
leí orden internacional contra aquellos pueblos que pretendan 
(«Iterarlo. «La guerra es la justicia legítima de los pueblos. El 
Brecho de la guerra es tan indispensable para la policía ex- 
erior de las naciones como el derecho de hacer justicia es in- 
ensable para la policía interior de cada Estado» (Cauohy 
lo poT NegrÍTLi pág. 127). La guerra es de derecho natural 
' 8U carácter odioso ha sido introducido por las pasiones de lo» 
'^hrea Que han desnaturalizado su origen y objeto. 

La iraerra; he aquí una palabra cuyo sólo nombre causa 

mt Ao8 -últtBios la definen con poca dif e r cncia en los mismos sencillísimos 
^'Vi itictia sostenida con la ñierza de 1 n armas por dos ó más Estados. 
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espanto á las personas nerviosas y sentimentales y que 
de tema á cualquier hijo del siglo de l&paZj del derecho j del 
ávilización para borronear sus primeras cuartillas en el «i 
docto del periodismo ; resto de las épocas de barbarie, es inco: 
patible con la civilización que va á solventar en lo futuro 
las cuestiones internacionales por medio del arbitraje, 
universal de éxito infalible. Podrá una nación cualquiera 
trajar á las demás, pisotear los derechos adquiridos por elll 
j sus subditos; jamás deberá temer que los ofendidos vengai 
en sus hijos y mal adquiridas riquezas Sus rapacidades, ni f 
los pueblos despojados de las provincias que son carne de 
carne y sangre de su sangre quieran reivindicarlas librán( 
las de las cadenas de una infame é inicua conquista; con a] 
lar al tribunal permanente constituido ad hoc para solveni 
todas las cuestiones internacionales, ó con exigir al 
ofendido se ponga con él de acuerdo para el nombramiento 
arbitros, habrá cumplido con todo lo que exige el moderM 
recho internacional de los piteblos cultos. 

Mas como dice Neumann, la lástima es que no es verdad ai 
tanta belleza; que hay autores de talento y fama que ven en 
guerra, no los soldados muertos ni las cosechas devasi 
sino en orden de ideas más elevado, las etapas que ha s( 
la humanidad en su trabajoso curso sobre la tierra, las 
en las que las civilizaciones y los imperios se han ido tri 
formando y sucediendo para realizar el fin que Dios en la 
toria les fijara. El apóstol del absolutismo, De Maistre i 
Landa, ob. cit., pág. 5), saluda á la guerra llamándola en 
rapto de entusiasmo gran ley del mundo espiritual, y el a] 
tol del socialismo, Froudhon, la reconoce como la más subí 
la más incorruptible de las formas de la justicia. No ya sólo 
escritores militares que la santifican, sino juristas de 
nombre como Woolsey, Martens (Federico de) y sobre todo| 
incomparable Negrín demuestran la importancia moral, j 
dica y social de la guerra y su necesidad mientras no caml 
por completo las condiciones de la humanidad. El resistir á 
injurias, el obtener justicia, son los fines de la guerra y 
rrogativas otorgadas por el Bey Divino á los Estados 
que siendo saludable advertencia para los malvados se coltij 
el sentimiento moral de los pueblos y se levante el crit'^Tio 
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lo justo en la humanidad. La guerra ha sido más de una vez el 
renacimiento de las virtudes nacionales que estaban próximas 
i perecer bajo la influencia de una paz egoísta y lujuriosa 
{Woolsey, § 116). Negrín demuestra en admirables páginas 
cvÁn lejos está de poder pretender el siglo xix el nombre de 
tiglo de la paz y de la justicia, y de buena gana extractaría- 
nos sus argumentos si el espacio no nos faltara. 

(4) La cuestión no tiene á primera vista la importancia que 
parece. Ya Victoria sostenía que los dos Estados pueden con- 
siderar á la vez como justa la guerra que sostienen. Podta igno- 
rantia probabiUs facía aut juris potest esse ex ea parte qua vera jut- 
tiUa esí, bellnm j'ustumper se, ex altera antem parte bellnm justum, 
id est excusaium a peccato bona fide; quia ignorantia invencibilis ex- 
^wítá toto. ítem saltem ex parte subditorum saepe potest continge ' 
re. Dato enim quod Princeps, qui gerit hellum injustum, sciat injus- 
UHam belli, lamen (ut dictum est) subditi bona Jíde possunt sequi 
Principem suum; et sic ex utraque parte subditi licite pugnant (Re- 
lección VI, 32. En nuestro Manual, pág. 590). 

A no ser en un caso de flagrante violación del derecho in- 
ternacional (v. gr., una cínica guerra de conquista), supuesto 
'Tarisimo, ya que siempre la ambición halla ó unge un especio- 
Jo título de derecho ó de necesidad en que apoyarse, no hay 
joez en la tierra que pueda definir quién posee la razón y el 
derecho en una guerra. 

Esta distinción tiene únicamente importancia en los casos 
Ide garantía (véase § 57), ó entre aliados (véase § 107), pues 
láe la justicia de la guerra depende que haya llegado ó no el 
pasus fosderis. Debe adoptarse el principio que en tal caso debe 
Haminar la nación interesada en conciencia y desapasionada- 
mente la justicia ó injusticia de la emprendida guerra para la 
Jnal se le pide el auxilio. En regla general, y tanto con respec- 
á los neutrales como con los otros beligerantes, basta que la 
[tierra sea declarada por un Estado para que disfrute durante 
de todos los derechos hostiles y esté sujeto á todos los de- 
«res que nacen del hecho de la lucha. 

(6) Es una cuestión muy enlazada con la presente la de si 
ttanc"^ la guerra es ofensiva deben los subditos ayudar á su 
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príncipe sin reparar ó no la justicia de la causa. Un católieo 
inglés, Monteith, camarero de capa y espada de S. S. escribid 
en 1885 nn folleto titulado A Discours on the sheeding of bUod 
and the Latos of War^ cuyo principal objeto es demostrar que un 
católico no puede derramar sangre humana sino en una guerra 
que entienda justa. 

Es inmensa la erudición y la dialéctica que para el apoyo de 
su tesis utiliza, pero lo único que hay de cierto en ella es el 
caritativo deseo del autor de evitar las guerras; la idea en si 
es anárquica é inmoral. Tres siglos antes había resuelto ya la 
dificultad Victoria, de cuya ortodoxia no cabe duda; los con 
seieros del principe pueden y deben examinar la justicia de 
la guerra, pero los meros subditos, que no tienen intervención 
en la cosa pública, pueden combatir lícitamente, credente majo- 
rihus. Quia nec Jieri potest nec expediret reddere rationem neffoiionm 
publicorum ómnibus de plebe, Y añade después Victoria refirién- 
dose á la guerra defensiva: «Si los subditos no pudiesen com 
batir hasta después que hubiesen examinado la justicia de la 
guerra, la república quedaría mientras tanto en peligro, y su- 
friría la derrota de los enemigos; como, pues, es más grave ha- 
cer traición á la patria que combatir dudando á los enemigo^ 
de la misma, deben por de pronto obedecer á su rey.» (Releetíi 
citada, 31, Manual, pág. 589). Apóyase también en la autoñ- 
dad de San Agustín (d). 

(6) Ya decía Victoria: Única est et sola causa j%sta if^feretut 
bellum, injuria accepta, ítem bellum offensivum est ad vindicandi 



(dj otro testimonio más venerable aún podemos añadir al del padre Victtwii 
£b el del Beato Diego José de Cádiz, en su interesantísimo opúsculo EL aoM0 
áo calólico m^ guerra de religión (Madrid, 1814), tierna y eruditísima exlii 
ción que dirigió á un sobrino suyo que militaba en el ejército, cuando la gw 
de 1793 contra los Convencionales regicidas de Francia, y del cual nos ocuj 
mos con la extensión que merece, al demostrar que la guerra legitima y justa 
sólo no es condenada sino bendecida por la religión cristiana. Dice asi en la 
gunda parte (pág. 21 ): «Es la justicia una virtud común que enseña á todos á 
á cada uno lo que le corresponde, y se le debe, á conservar lo que legitim.1 
es propio y á recuperar lo injustamente usurpado ó lo que le es violentan 
retenido. La de un soldado católico, con respecto su milicia, consiste en c 
cer á su soberano peleando en toda guerra justa, 6 de cuya grave injusticia 
fiestamerUt. no le c(yn8tet hasta dar la vida, si fuere necesario, en la defensa • 
derechos, ó en la justa vindicación de sus agravios, para mantener la tranq 
pública y conservar en ella el Estado.» 
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injuriaiti et animadvertendum in hostes ut dictum est. Sed vindicta 
este non potest ubi non jpracessit culpa (De Jure belli, 13, Man,, pá- 
gina 583). 

Creemos nosotros que generalizando puede decirse que es 
una gnerra justa cuando se hace en defensa de uno de los de- 
rechos fandanientales y exigibles que reconoce á los pueblos 
el dereclio internacional, y cuya violación ha realizado ó va á 
realizar el astado al cual se declara la guerra. 

Merecen leerse las siguientes líneas de Bello (ü, pág. 14): 
<E1 soberano que emprenda una guerra injusta comete el más 
grave, el más atroz de los crímenes, y se hace responsable de 
todos los males y horrores consiguientes; la sangre derrama- 
da, la desolación de las familias, las rapiñas, violencias, de- 
vastaciones, incendios, son obra suya. 

»E1 es reo para con la nación enemiga, cuyos ciudadanos 
ataca, oprime y mata despiadadamente; reo para con su pro- 
pio pueblo, arrastrándolo á la injusticia y exponiéndole sin 
necesidad á toda clase de peligros; reo, en fin, para con el gé- 
nero liiimano, cuyo reposo turba y á quien da ejemplo tan per- 
nicioso.» 

B.egl. de Camp. Esp., art. 836. «Entre las causas que oca- 
, siona una guerra, se consideran como justas: 

»Ija defensa de los intereses generales del Estado ó de sus 
derechos esenciales. 

» Rechazar con la fuerza una agresión injusta. 

^Recobrar lo que se le ha arrebatado y cuya devolución se 
le niega. 

>Obtener reparación de un daño ó perjuicio y garantías de 
qne no se vuelva á repetir. 

» Satisfacer el sentimiento de dignidad cuando se recibe al- 
guna ofensa, un agravio, un insulto, y el ofensor niega expli- 
caciones. 

» Obligar á otro Estado á cumplir deberes estipulados y obli- 
gaciones formabnente contraídas.» 
No encontramos justa la primera de dichas causas, cuya in- 

ición revela ser el autor militar y no jurisconsulto; el inte- 

del Estado no puede nunca ser la causa de una guerra. Por 
comprendemos tampoco que un autor de tan claro jui- 

como Ft- d® Martens defina la guerra «la lucha armada 
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entre Estados independientes para la defensa de sua derechoa 
é interesen^ (ob. cit., t. II, pág. 477; yéase nota 11). 

(7) Todas las divisiones de la guerra carecen de importancia 
práctica; basta que la lucha sea entre Estados independientes 
para que sea á ella aplicable el derecho internacional: en este 
sentido toda guorra es legitima y justa. Todas se reñeren ja 
á la causa que les sirve de motivo ó á la manera en. que se 
llevan á cabo, ó al territorio en el que se realizan (v. gr.f la de 
guerra terrestre y marítima) ó las personas que en ella inter- 
vienen (guerra regular 6 de guerrillas). El tratarlas con algu- 
na detención nos llevaría á exponer aquí el derecho de la gue- 
rra en su conjunto. 

(8) Esta división puede entenderse en dos sentidos: el po- 
lítico y el militar. En el primero es defensiva la guerra cuan- 
do su objeto es responder á un ataque ó injuria; en el se^^tmdo 
lo es cuando su objeto es rechazar una invasión en el propio 
territorio. Así si una nación amenaza á otra con su conquista, 
la guerra que esta última le declare invadiendo su territorio 
será politicamente defensiva, pero ofensiva en el sentado mi*, 
litar y táctico. Esto hizo en 1899 el Transwaal. Hase preten- 
dido que únicamente son justas las guerras defensivas, cuan- 
do lo acertado es decir que únicamente son justas las guerras 
que se emprenden en defensa del derecho. 

(9) Si reprobables son las guerras políticas, más aún. lo son 
las de conquista, cuando el mero afán de adquirir territorios, 
arrancar coronas y sacriñcar independencias es el único moü- 
vo que las promueve. No es esto anatematizar la conquista, 
hecho tan jurídico y legítimo como la guerra y de la cuál es 
natural resultado (véase § 130). Injustas y reprobables fue- 
ron las guerras sostenidas por Napoleón; legítima y justa la 
conquista de Portugal por Felipe ü, que no hacía más que 
reivindicar un derecho que indudablemente le pertenecía. 

(10) Las guerras que. Francia sostuvo contra Exuropa l«< 
tera al pretender la Convención, en su humanitaria jUan^ro^ i,\ 
hacer felices á su pesar á todos los pueblos comunicando m 
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ga régimen poUtico, es un recuerdo digno de mención, no sólo 
por lo caxacteristico del caso, sino porque enseña la injusticia 
opresora que en sí tales guerras enyuelven y el poco resultado 
práctico que á la postre producen. 

(11) Así en la guerra de sucesión de España el pretexto fué 
la defensa de los derechos sucesorios del Archiduque; el verda- 
dero fin ó motiyo, el abatir el predominio de Luis XIV. ¿Pue- 
de nadie creer que Francia declarase la guerra á Alemania 
en 1870 por Varridrepensée qud podía suponer las negativas 
de Guillermo de Prusia, menagante pour la France comme pour 
f equilibre general des f orces en Europe? (Véase nota 1 al § 17.) 
£1 interés no puede jamás legitimar guerra alguna que no 
tenga en si una causa justa que la exija; únicamente influye, 
lo mismo que sucede entre particulares, en hacer valer con 
más insistencia derechos que en otta circunstancia se abando- 
narían ó cuyo ultraje se sufriría con dignidad, pero sin recu- 
rrir á una lucha de peores consecuencias que la misma ofensa. 



(12) El derecho de la guerra ha progresado notablemente 
desde el advenimiento del cristianismo, por el cual se recono- 
cieron los derechos de la personalidad humana que no desapa- 
recen por el carácter de enemigo, cayendo por su base el 
«niel principio de las Doce Tablas: Adversus hostem aternam 
I fmtoritas esto, Al concluir la Edad media, la institución cen- 
; tralizadora de los Estados modernos, que hizo imposibles las 
I guerras privadas y el establecimiento de los ejércitos perma- 
i nentes, sometidos á una regular y fuerte disciplina, cambia- 
i ron completamente la faz de los usos dé la guerra (Kriegsma- 
\ Mer). [Qué diferencia entre las luchas de los siglos xvi y xvu 
I j las de la Revolución y el Imperio I jY entre éstas y la de 
1854-56 y la franco-prusiana! 

[ Varias tentativas se han hecho con desigual fortuna para co- 
idificar las leyes de las guerras. Ha alcanzado un positivo éxi- 
I to la prohibición de usar balas^xplosivas de un cierto calibre 
jpor la Convención de San Petersburgo de 1868 (§ 96). En 1864 
I le había firmado ya la de Ginebra para la protección de los 
Jierídos (§ 98). Lieber escribió sus instrucciones para los ejér- 
mtos -ya campaña, que fueron adoptadas oficialmente en 1863 
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por el gobierno de los Estados Unidos; en 1 874 el gobierno i 
convocó en Bruselas una conferencia para determinar las leyel 
de la guerra continental, la cual elaboró un proyecto que an 
que no haya sido por consideraciones políticas ratiñcado ] 
los gobiernos en ella representados, representa la conciencij 
jurídica del mundo civilizado en esta importantísima 
del derecho de gentes (la citaremos D. B.), y finalmente con 
pletó la obra de la conferencia expresando la concepción cié] 
tífica del derecho de la guerra terrestre el Manual votado ] 
el Instituto en su sesión de Oxford en 1880 (lo citaremos M. ] 

En 1882, siendo ministro de la Ghierra Martínez Campo 
se publicó en 5 de Enero de dicho año un reglamento para I 
servicio de campaña cuyo título VITE, cap. 27, consiste en ni 
cienes del derecho de gentes y leyes de la guerra. Comprenf 
los artículos desde el 823 al 957 (lo citaremos R* E.) Aunqi 
admita como indisputables principios aun controvertibles! 
tenga un carácter demasiado teórico y dubitativo, no exponie; 
do al soldado reglas fijas y categóricas, indica un gran prl 
greso y su publicación honra al capitán insigne que lo suscrib 

No tiene el Manuel du droit intemational á Vusage des offi 
de Varmée de terre una autoridad legal, cierta y definida, 
se da de texto en las escuelas militares de la nación vecina,| 
lo merece ciertamente por la singular claridad de su re 
ción, la elegancia de sus frases y el buen sentido de todas si 
reglas. Recientemente se ha traducido al castellano en 
de las repúblicas americanas (lo citaremos, M. E.) 



(A) El largo debate sostenido durante tres años en las 
maras norteamericanas sobre si procedía ó no el reconociinic| 
to de la beligerancia de los insurrectos cubanos, acabóse ; 
ir á la guerra con España sin haberse atrevido á efectuarlo | 
ellas ni el presidente, forzados por la inexpugnable verdad < 
hecho de que carecían aquéllos de todas las condiciones 
hacen posible y justa tal medida, resultando de ello, no en | 
prestigio de los revolucionarios antillanos, que su libertad \ 
lativa ha sido fruto del obsequio ajeno y no de habérsela sa 
do conquistar por sí mismos, marca indeleble que distingu 
la República de Cuba de todas sus hermanas en América. 

Pero de todos modos esta discusión ha servido, al me 
para concretar mejor la teoría de las condiciones y ef ec^'^s \ 
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reconocimiento. Por iniciativa nuestra, ¿ la cnal se adhirió el 
eminente publicista Mr, Desjardins, que tan gallardamente 
sostuvo la causa de hispana y del derecho durante todo el con- 
flicto cubano, el Instituto, en su sesión de Copenhague (1897), 
resolvió ocuparse de los derechos y deberes de las potencias ex- 
tranjeras y sus subditos con los gobiernos extraños y por las 
mismas reconocidos en caso de una insurrección en el seno de 
esto9 últimos. En el proyecto de resoluciones que en nombre de 
la Comisión presentamos ambos, elegidos ponentes, en la sesión 
de El Haya, se trata en los artículos 4 á 11 del reconocimiento 
de bdi^ferancia [y los 1.° á 3.° se refieren á los deberes de las 
potencias extranjeras con el gobierno que combate á una insu- 
rrección (véase § 109)]. Dicho informe fué aprobado, salvo li- 
g:eras modificaciones, en la sesión de Neuíchatel de 1900. En lo 
esencial se hallan absolutamente de acuerdo con las conclu- 
siones del Informe que por Real orden del Ministerio de Estado 
escribimos nosotros en 1895 (cuya esencia dio á conocer Mr. Fe- 
raud Giran d en un artículo publicado en 1896 en la Revue gené- 
rale de Droit internacional public) (e). El gobierno de un país 
en el cual ha estallado la guerra civil puede reconocer la beli- 

(tj He aquí el texto de las mismas: 1.* Un gobierno en cuyo territorio ocurre 
, un moTJmlento que se ve forzado á reprimir por la fuerza de las armas, tiene 
•beoluto derecho á su discreción y voluntad, y durante el tiempo que quiera, á 
tratar como rebeldes, y, por lo tanto, sujetos á las leyes comunes á sus adversa- 
rios, ú otorgar á todos ó á algunos de ellos, durante ó después de la lucha, las 
«onsideraciones con que se tratan los enemigos en las 'guerras internacionales; 
\ yeibigracia, celebrando canjes, pactando armisticios, admitiendo capitulacio- 
nes, etc. Los gobiernos extranjeros, mientras no se les pida á ellos y á sus subdi- 
tos otra cosa que el cumplimiento de los deberes de buena amistad y no inter- 
"Vendón, no tienen derecho á deducir determinación suya de uno ú otro trato y 
eondacta (§ 2.*^). — 2.* Cuando una revolución existente en un país extranjero 
tiene todas las condiciones exteriores de Estado, territorio fijo y con comunica- 
ción libre con los demás pueblos, gobierno organizado y fin político ético y con- 
lonae á los grandes principios de la libertad y derecho cristianos y además la 
defienden ejércitos regulares y organizados que están en guerra con los del go- 
bierno, puede ser reconocida su beligerancia por los terceros Estados, en cuanto á 
tenerse por obligados éstos á observar la neutralidad mientras dure la lucha 
^(S ^% siempre que á hacerlo les obligue el tratarse de una lucha marítima ó 
^4a territorio fronterizo y el gobierno legitimo ó las fuerzas de los revoluciona - 
[iilos hubiesen querido usar los derechos de la guerra con respecto á los subditos 
del Estado de cuyo reconocimiento se trata (§ 3.«). — 8.* Sería grave ofensa á los 
deberes de solidaridad universal que unen á los pueblos cultos y cristianos el 
leeonocimicnto como beligerantes de los partidos que, aunque reúnan todas las 
teondidones de la conclusión 2.*, violen por sistema las leyes de la guerra y 
-qolcian imponerse por el terror, la violencia y el crimen (§ 4.*). — 4.» Igual - 
iwnte serla poco serio y digno de una nación que se estimara el reconocer la be- 
Bi^ nda de una revolución cuyo término se considerase por todos como inme- 
liatí indiscutible (8 4,*'). — 5.» El reconodmiento hecho fuera de las condido- 
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gerancia délos insurrectos, ya explícitamente mediante nna de' 
claración categórica, ya implícitamente por ana serie de actos 
que no permitan la dada sobre sas intenciones; pero no puede 
considerarse tal el beclio de aplicar por sentimiento de humani- 
dad algunas de las leyes de la guerra. El gobierno que de udo¿ 
otro modo ba reconocido la beligerancia de sus rebeldes, no 
tiene derecho á criticar que lo baga después una tercera poten- 
cia (art. 4.®, conclusión 1.^). En cambio ésta no viene obligada 
á proclamarlo por esto, y mientras no lo efectúe no tiene deber 
alguno de respetar los bloqueos que intenten los insurrectos en 
el litoral ocupado por el gobierno legítimo (art. 5.°, concl. 2.*). 
Pero el gobierno que ha reconocido la beligerancia de sus revo- 
lucionarios no tiene derecho á quejarse porque una tercera po- 
tencia acoja en su territorio, , desarmándolos y teniéndolos in- 
ternados hasta el fín de la lucha, á los soldados de los últimos 

nes marcadae en las cnatro anteriores conclnslones y sin los motivos de intoés 
propio indicados en la 2.^ es nna ofensa gratuita é Innecesaria á la nación en la 
coal existe la llamada guerra^ no porque en si sea ilícito él reconocimiento, sbo 
por la falsedad y dañina intención qne en si envuelve tal conducta (§ 6.^\— 6.*0o< 
rresponde efectuar el reconocimiento á la autoridad que dirige en el Estado lae 
relaciones internacionales, nunca á loe poderes legislativo y Judicial, y menoe 
aún á los particulares. Mientras no lo haga aquél, los demás sólo pueden admi- 
tir la existencia de un solo gobierno, el legítimo (§ 5.**). — ?.• El hecho de haber 
sido reconocidos unos revolucionarios como beligerantes por una nación extxaa- 
Jera no tiene influencia ni relación alguna en su situación criminal y politici 
ftente al gobierno legitimo, el cual puede seguir castigándolos como rebeldes 7 
negarles todo derecho á las consideraciones de la guerra internacional (§ 1* 
y 6.®). — ».• El gobierno legitimo tiene derecho en su territorio, y fuera de é!, i 
ejercer las mismas facultades que antes del reconocimiento, con la única excep- 
ción de aquellos actos que se refieren á los derechos del neutro reconoce^or yi 
los deberes del mismo con el otro beligerante, y adquiere también nuevas fiacnl- 
tades, las que le otorga esta confesión de guerra con respecto al neutro y á sos 
subditos (art. 6.®). — 0.» El reconocimiento de beligerancia no puede modificarlos 
tratados que tuviera celebrados previamente la ntu^ón que por él se declara neor 
tral con el gobierno legitimo, el cual puede exigir el riguroso cumplimiento dtf 
tales disposiciones (§ 6.**). — 10.* Los reconocidos como beligerantes únicamente 
pueden solicitar con las únicas sanciones morales de la opinión que el gobierno 
neutro que les ha reconocido cumpla sus deberes de tal (en lo que uo obste ¿ 1» 
conclusión anterior) y respete el uso que ellos hagan de los de beligrexante, pero 
no puede pedir ni el otro concederle acto ni ejercicio que significara la existen- 
cia de un Estado internacional independiente; verbigracia, admisión y envío de 
embajadores y cónsules, negociaciones diplomáticas, ajustes de tratados de cual' 
quier clase, etc. (§ 6.®). — 11.' Es igual ofensa que un reconocimiento prematr^tí 
no revocarlo desapareciendo cualquiera de las condiciones de la conclaai<^ 2.*, 
ó cuando toma la conducta del rebelde el carácter previsto en la 3.*^ (§ ^ ).— 
12,* CJomo el reconocimiento es siempre una habilitación graciosa y gratuJ a, y 
dispensa de la ley ordinaria de las naciones, debe interpretarse siempre real ictt" 
vamente en sus efectos, y en caso de duda, á favor del soberano legitimo, leea 
el que goza personalidad internacional indifcutible (§ l.*> y 6.<>). 
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que á él se acojan, y por lo mismo tampoco puede reclamar por- 
que se haga lo propio con los suyos; únicamente, con respecto 
i los cuales, está obligado á indemnizar los gastos de su manu- 
tención (art. 6.°). Las terceras potencias no pueden recpnocer al 
partido rebelde la calidad de beligerante: 1.^, si carece de una 
existencia territorial determinada, que consista en la posesión 
desuna parte fija del territorio nacional; 2.**, si no reúne los 
elementos de un gobierno regular que ejerza de hecbo en di- 
cha porción los derechos visibles de la soberanía; 8.**, si la lu- 
cha no es conducida en nombre del mismo por tropas organi- 
zadas sometidas á la disciplina militar y conformándose á las 
leyes y costumbres de la guerra (art. 8.®, conclusiones 2.a y 6.*). 
£1 reconocimiento es revocable aunque no haya cambiado la 
situación de los partidos en lucha, pero esta retractación no 
puede tener efecto retroactivo (art. 9.", cpncl. 11). Una vez ve- 
rificado el reconocimiento produce todos los efectos ordinarios 
de la neutralidad (art. 7.**, concl. 10). 

(B) Importante contribución para la codificación de las leyes 
de la guerra significan los acuerdos del Congreso militar hispa- 
no-portugués celebrado en Madrid en 1892. pero el paso decisivo 
consiste en la adopción por la Conferencia de El Haya del texto 
casi íntegro de la declaración de Bruselas de 1874, completado 
además en diversos puntos. Pero hay que tener presente que 
puesto que en el convenio sobre las leyes de la guerra no lo es 
propiamente, los plenipotenciarios se reducen á declarar «que 
J8US gobiernos se obligan á comunicar á sus fuerzas terrestres 
las instrucciones oportunas en conformidad á las disposiciones 
del mismo». Además de este convenio y del otro sobre el arreglo 
pacífico de las cuestiones internacionales (§ 89 y 91), se firma- 
ron en dicha ciudad y conio resultado de la Conferencia (pá- 
rrafo 133) otro tercero sobre la extensión de la Convención de 
Ginebra á las guerras marítimas (§ 98) y tres declaraciones re- 
ferentes á varios medios ilícitos de guerra (§96). 

§85. Declaración de guerra, ¿ quién co- 
rresponde hacerla"^. — Llámase declaración de gue- 
rra el acto por el que un Estado independiente signi- 
'flc á otro su firme voluntad de reivindicar sus dere- 
ch por la fuerza. Corresponde propiamente al de- 
re< .0 internacional y no al político determinar qué 
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poderes públicos, dentro de cada Estado, pueden de 
cidir la guerra: en la mayor parte de las constitucio 
nes modernas se concede este derecho al soberano lol 
mismo que el de negociación; y en muchos paísesJ 
entre ellos nuestra patria, sin condición ninguna del 
asentimiento previo de los Cuerpos ColegisladorcsJ 
atendiendo á la razón poderosa de que la gravedadj 
de las circunstancias, por el casus belli ocasionadasj 
no consiente la tardanza que produciría, naturalmen-[ 
te, el aguardar el beneplácito de las representacione 
nacionales. En un sentido más estricto se entiende poil 
declaración la manifestación expresa y solemne de 
hallarse en estado de hostilidad con otro pueblo, he-| 
cha directa é inmediatamente á la nación enemiga ( 
á sus funcionarios (i). Para ese objeto iban al territoj 
rio enemigo los feciales para significar solemnement 
al enemigo de Roma la voluntad de ésta de hacerla 
la guerra (2). En la Edad media era muy común entrJ 
los príncipes expedirse letras mutuas de desafío, y eij 
varios códigos de aquella época expresamente se pre 
viene que no podrá empezarse lucha alguna sin escr 
bir, avisándole, al contrario. En los siglos xvi y x^ 
mandábanse heraldos que publicaban solemnementl 
la guerra en la corte del soberano y de su enemigo] 
costumbre que aun hoy en parte se sigue en la trad 
cional Inglaterra (3). En los tiempos modernos hansl 
ido abandonando tales irritantes ceremonias , y hoj 
una buena parte de publicistas, entre ellos Phillimorí 
Twiss, Hall, Martens (F. de), Lawrence, Wheatoil 
sostienen que no es en modo alguno indispensable qu 
se dé formal aviso al adversario, citando un sinn^ 
mero de guerras en los siglos posteriores al xvi, 
las cuales se han principiado las hostilidades sin di 
claración(4). En cambio, los que afirman la necesidaT 
de una declaración formal, citan como ejemplos ol 
trarios las dos últimas guerras de Oriente en el )r 
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■ente siglo y la franco-alemana, en las que se hizo 
expresa si no solemne declaración (*). Tal opinión, 
que cuenta con la autoridad de Q-rocio y Alberico Gen- 
tilia, es seguida entre los contemporáneos por Berner, 
Biuntschli, Pando, Negrín, y con cierta timidez por 
Bello y con decisión enérgica por Riquelme. Otros, 
entre ellos Calvo, Holtzendorf f y Woolsey, siguen una 
opinión media, á la cual nosotros nos adherimos como 

\ la más justa: no es indispensable una formal y solemne 
declaración á la antigua usanza, aunque sea siempre 

I útil y conveniente, pero es de necesidad imprescindi- 

; ble para los intereses de los neutros y de los mismos 
subditos de los beligerantes que pueda precisarse en 
un acto deternoinado y concreto el principio de la lu- 
cha. Entre ellos pueden contarse la solemne y formal 
expulsión ó retirada, según el caso, de los agentes di- 
plomáticos (estipulándose en muchos tratados de amis- 
tad y comercio, que tal hecho servirá de sefial de 
haber comenzado la guerra entre las dos naciones 
contratantes) (6). Es el ultimátum otro medio de decla- 
rar la guerra, entendiéndose por tal documento el avi- 
so, tan mesurado en la forma como enérgico en el fon- 
do, que da una nación á otra de que si dentro un plazo 
dado no otorga satisfacción á sus reclamaciones, las 
defenderá con las armas en la mano; el no concederla 

«quivale á una declaración (7). Como veremos en su 
tagar (§ 108), á más de la declaración existe una cos- 
tumbre que casi forma una verdadera obligación jurí- 
fica: la de dirigir un manifiesto á las potencias neu- 
comunicándoles la firme voluntad de declarar la 
rra, explicando las causas que han motivado tal re- 
lución (8). A los manifiestos que sirven además para 
e pueda, comparándolos, la opinión pública prime- 
ro y la Historia después, juzgar con cierto fundamen- 
D la conducta de ambos combatientes en acudir á la 
fuer~n, para defender y sostener sus derechos, suele 
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acompafiar ó seguir la ptMiaición de la guerra, hecha 
i. los subditos por el poder público en forma de le- 
tras inhibitorias, exhortatorias y advocatorias (véase 
§ 99). (A). 

(I) El derecho de declarar la guerra corresponde, como los 
demás referentes á las relaciones internacionales, al más i 
poder del Estado, ó sea al rey en los pueblos monárquicos. Sin 
embargo, como las circunstancias precipitan los acontecimien 
tos y á veces en momentos tan difíciles, al peligrar la honra 6 
la integridad del Estado, la dilación en tomar las armas po- 
dría ser causa de perjuicios irreparables, la mayor parte de 
las constituciones conceden al príncipe tacultades más amplia! 
que con respecto á los demás actos internacionales, enloscua' 
les se exige una ley, y, por lo tanto, una votación de las Ok- 
maras. Asi nuestra Constitución en su art. 54 (véase § 69| 
autoriza al rey para declarar la guerra y hacer la paz, danáft 
de ello cuenta documentada á las Cámaras. 

Disposiciones análogas contienen las constituciones italiani 
y germánica. En cambio en los Estados unidos y en Erancdl 
es preciso se vote una ley estableciendo el estado de gnern 
antes de principiarla. 

«El derecho de declarar la guerra, atributo inseparable 
la soberanía ejercida por los jefes del Estado, deriva del pri» 
cipio de independencia, de justicia, de igualdad, de libertad 
de conservación de los Estados, y, por lo tanto, no puede d» 
legarse» R. E. art. 840. 

Tales palabras demuestran lo flojo que andaba en deredl 
internacional el autor de este reglamento. No era necesario cí 
tar tantos derechos para decir que corresponde al jefe delB 
tado declarar la guerra. Confunde aquí el derecho de dedal* 
la guerra, es decir, sus justas causas, con la cuestión de 
quién corresponde en un Estado dado definir que han Uegadí 
•y I por lo tanto, decidir el comiendo de las hostilidades. Tan 
poco es cierto que no pueda delegarse esta facultad. Los viíí 
yes de provincias lejanas y los regentes durante las m'iorii 
é interinidades lo han usado siempre. 

En lo que está muy acertado el Reglamento es en la istfl 
ción que hace en el art. 841: 
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fOonviene hacer distinción entre decidir, resolver, preparar 
I ima guerra y declararla oficialmente. 

I iLo primero, por las nuevas cargas ó tributos que impone, 
I 68 áempre objeto de una ley, y corresponde al Poder legisla- 
tivo. Lo segundo, como primer acto de ejecución de esta ley, 

i compete al Poder ejecutivo.» 

I 

I (2) «Cuando los romanos se disponían á luchar contra un 
I pueblo, mandaban al ^«í^r-j?tf¿r«<tfí para que alcanzara satisfac- 
ción de la ofensa cometida. Si después de tres días el ofensor 
io daba el desagravio pedidoj el heraldo invocaba el testimo- 
aio de los dioses y declaraba que Eoma tomaría en su vista 
ha medidas necesarias. Entonces se presentaba la cuestión al 
Senado, y cuando se resolvía la guerra, se volvía á mandar un 
kraldo á la frontera para que hiciera la declaración en debida 
fcrma, según los usos admitidos y consagrados»' (Calvo en el 
Manual, §218). 

No es del todo cierta la relación de Calvo en este párrafo: 
los días de plazo no eran tres sino treinta y tres, y aun si el 
Nrritorío enemigo estaba demasiado lejano se hacía la ceremo- 
lia junto al templo de Bollona en dirección del país enemigo. 
Ia solemnidad consistía en clavar en el suelo que se suponía 
M adversario una lanza, proclamando al mismo tiempo la 
JK&stencia de la guerra. 

(3) Así como en la época antigua se consideraba la deolara- 
¿ón de guerra como formalidad sagrada, imprescindible [Ci- 
íeron: Nullum bellum esse justum nisi quod aut rehus repetitis gera- 
', aut denuntiatum ante sit et indictum; (De off. I, 2)], en la 
:ad media se cumplía como caballerosa prueba de que no se 
edía traidora ni arteramente (Ward, Neumann). La Land- 
de Barbarroja (1187) y la bula de Oro de Carlos IV 
1356 prohiben principiar guerra alguna sin avisar con tres 
de anterioridad al adversario. Refiriéndose á las leyes de 
:ón, dice su mejor comentarista: Difjídainento non p'(Bcedente 
mo et forali, regulanternulhas potest in Aragonia alium damni- 
Wírtf, capere aut occidere vel castrum ejus per vim et forsam occu- 
W; alias incwnrit paenam traditionis (Migael de Molinos, reper- 
lio), T5n 1636. apareció en la plaza-mercado de Bruselas un 
orno m. 6 
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keraldo para declarar la gnerra á los españoles. Aun en Ingla- 
terra actualmente y en Londres mismo, un heraldo real pu- 
blica la guerra del modo más solemne (Neumann, § 42, pági- 
na 105). 

(4) En el siglo xvn ya principió este desuso que se gene- 
ralizó en el siglo xym, aviniéndose muy bien con la política 
artera y de dos caras propia de aquel siglo. Los escritores 
ingleses han puesto un especial empeño en inventariar estos 
casos ( Ward, el historiador del derecho de gentes, y reciente- 
mente el coronel Maurice han escrito sobre este punto cnríosas 
monografías); en Hall, Woolsey, Twiss y PhiUimore se citan 
todos muy al por menudo. Entre ellos recordamos la guerra 
de sucesión: principió en 1701, la declaración del empera. 
dor lleva la fecha de Mayo de 1702 y la del rey de Francia de 
Julio siguiente. Los prusianos invadieron en 1740 Silesia j 
en 1756 Sajonia iain declaración alguna. En las guerras del mis 
mo siglo entre Inglaterra y España el uso de las hostilidades 
tuvo lugar mucho antes de la formal declaración; en 1718, 
cuando Alberoni, la batalla de Pésaro precedió á la guerra en 
cuatro meses; en 1726 el almirante Hosier atacó la libre na* 
vegación de nuestros buques en América y los españoles en- 
traron en Qibraltar sin llegarse á declarar formalmente la gne- 
rra, cuya paz se firmó en Viena en 1727; finalmente, en li 
guerra de 1778 á 1782 Francia é Inglaterra se hacían mu 
tuamente el cargo de haber principiado la guerra sin una pr» 
via declaración. 

Refiriéndose á estos casos dice acertadamente Riquelme (pé 
gina 133): «Los ejemplos de las guerras hechas á Francia po 
Inglaterra en los años 1755 y 1772 sin previa declaración; 
sobre todo las presas hechas por esta misma potencia á Espi 
ña en los años de 1804 y 1805, estando en plena paz, son ejeia 
píos tan lamentables, que por si solos serían suficientes pal 
justificar la doctrina que dejamos establecida de que la dech 
ración previa de la guerra es una solemnidad imprescindild 
entre las naciones cultas para principiar las hostilidades 

(6) Es verdad que en el siglo que acaba de finar no . • 1 
usado con rigor la declaración solemne de guerra, pero 1 (p 
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60 lo mismo se ha comunicado la resolucióii de emprenderla 
al despedir los agentes diplomáticos. Así en 19 de Julio de 1870 
entregó el encargado de negocios de Francia en Berlín una 
nota en la que participaba al gobierno prusiano que Francia 
consideraba necesario tomar medidas hostiles contra Prusia. 
Cuando la guerra ruso- turca, mandó en 11 (23) Abril 1877 el 

[)ieriio del czar á sus agentes diplomáticos y consulares de- 
jasen el territorio turco y se despidió al residente otomano en 

1 Petersburgo al día siguiente, participándole que había 
principiado la guerra y que , por lo tanto , podía solicitar los 
)asaportes. 

(6) Los autores antiguos, Qrocio, Gentilis, Zouch, Aya- 
a, etc., consideraron unánimes como imprescindible lafoimal 
leclaración de guerra. Vattel puede referirse también á esta 
scuela, Binkershoek que vacila algo acerca este particular y 
ambién los españoles Bello, Pando, Biquelme (que trata magis- 
rahnente esta cuestión) y Negrín (que quizá exagera al con- 
iderarla tan necesaria como en los juicios civiles la citación), 
mdados en que «un rompimiento no precedido de la aserción 

nuestros derechos y de la demanda de satisfacción es una 
arpresa» (Bello, pág. 22), y, por lo tanto, contrario á la mo- 
ilidad. Berner, Bulmerincq, Martens (Gr. F.), Heffter pueden 
msiderars^ también como sustentadores de esta opinión. 

oolsey reconoce que es preciso que se indique de un modo 
erto á la parte con la' cual se cuestione el cambio de relacio- 
is y conducta (§122). Recientemente el ruso Martens (F.) se 
i adherido á la opinión contraria y ridiculizando el formalis- 

de las litiera dif^fidentia cree que es inútil la declaración y 
tóta perjudicial, pues no conviene prevenir al enemigo di- 
indole que se le va á atacar. «La guerra tiene su punto de 
xtida desde el primer acto de hostilidad, muy fácil de saber, 
das la facilidad de comunicaciones y la tensión en la que se 
Han los espíritus en tales casos.» 

Hoy la opinión más sensata es la que pide, prescindiendo de 
n lidades inútiles, un aote solennel guelconque que constate in- 
Hi )lement la guerre et que la rende publique, como dice Calvo 
s obra extensa (§ 1.663). Es indispensable conocer el día 
a '^>ra si es posible en los que comenzó la guerra con todos 
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BUS derechos y deberes; poco importa la forma, basta que exis- 
ta un hecbo que por lo daro y patente no dé logar á dudas. A 
esta opinión se adhieren Woolsey, como hemos visto, Holt- 
Bendoríf, Ge£fcken (y Bello quizá, que no habla tan decidido 
como Pando y Riquelme). 

Se pueden comprender los perjuicios inmensos que tanto 
para los beligerantes como para los neutrales resultan de acep- 
tar la teoría inglesa, apuntando que Woolsey, testigo no sos- 
pechoso en la materia, confiesa que las guerras del siglo xvniy 
principiadas sin los requisitos que el derecho internacional re- 
quiere, no dicen mucho en pro del honor de aquellos que la» 
emprendieron. Asi se comprenderá la razón que tiene Eáquel- 
me en afirmar que precisamente el ejemplo lamentable de aque- 
llas guerras, principiadas con alevosía y por sorpresa, prue- 
ban la necesidad de una formal declaración en vez de servir di 
precedente para absolver de tal formalidad. La necesidad de 
una declaración se ha demostrado en la última guerra franco- 
china, en la que el gobierno francés, burlándose del derecbO' 
internacional, quería aprovecharse á la vez de los derechos de 
la paz y la neutralidad, pretendiendo que Francia se encontra- 
ba únicamente con China en el estado de represalias generales 
(véase Geffcken Die Vóíkerrechtliche Fragen in dem Framosüch»' 
CMnesischen Streit en el Arch, /. o(^f. Recht, II, 1). 

f El uso común es hacer, pública y oficialmente, la declaracióff 
de guerra antes de romper las hostilidades, por la publicacita 
de un manifiesto ó memoria justificativa, por la ruptura de laí 
relaciones diploma ticgis, por la retirada del embajador cerca d( 
la corte enemiga ó, en fin, por la expiración de un plazo que « 
haya fijado en la presentación del ulUmátum» (R. E. art 839) 

En varios tratados de España con las repúblicas americanai 
se estipula expresamente que no podrá autorizar ninguna pO' 
tencia contratante ningún acto de represalia ú hostilidad poí 
mar ó por tierra sin haber presentado antes á la otra úname 
moria justificativa de los motivos en que fnnde la injuria ó é 
agravio, y denegádose la correspondiente satisfacción (Tr* 
tado con Costa Rica de 1850, art. 16; con Guatemala de 1863i 
art. 11; con Nicaragua de 1850, art. 16). 

En algunos tratados de comercio de Portugal y del Braa 
se encuentra el siguiente párrafo: 
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\ fSi sobreviniese cualquier desavenencia, ruptura de amistad 
i relaciones entre ambas coronas (lo que Dios impida), no se 
considerará existente la ruptura hasta después del despido 6 
llamamiento de los agentes diplomáticos respectivos »• (citado, 

; por Calvo, ob. cit., DI, § 1.635). 

(7) El ulHmátum debe ser más fuerte en el fondo que en la 
forma: en el campo de batalla y con la espada deben mostrarse 
el valor y la fiereza, no en el papel y con la pluma (véase nota 
i 4fflteríor). 

La nación provocada no necesita declarar la guerra, el esta- 
', do de hostilidad nace ya del solo hecho que un Estado declare 
hallarse con otro en tal situación. Pero es falsa, como muchas 
de sus máximas, por la obscuridad que encierra la regla de 
i Bluntschli. «En caso de guerra defensiva no es necesario que 
laxista una declaración de guerra previa de parte de aquel que 
I »e defiende cuando el ataque del enemigo ha comenzado ya. 
^Bechazar al enemigo armado es siempre lícito» (ob. cit., § 524). 
Como observa Hall, todo Estado pretende que no hace más que 
henderse al recurrir á las armas. 

¡ (8) Si con respecto á la necesidad de una declaración directa 
pde guerra al adversario hay discordia entre los autores , por 
rttna inconsecuencia extraña en otra ciencia que no fuese la del 
¡áerecho internacional , es completa la unanimidad en juzgar 
Btócesaria esta previa advertencia á los gobiernos neutrales, 
pall lo considera tan obligatorio como puede llegar á serlo un 
*cto de cortesía , y añade que sólo desde su fecha (ya que es 
«ntpnces la guerra indubitada) principian los deberes de los 
beutrales (véase también infra, § 109). 
I 
(A) En las guerras chino-japonesa y greco-turca existieron 
ales declaraciones, pero en ambas hubo actos de hostilidad 
írdadera precediéndolas. Así, declarada la primera por elJa- 
b en 1.® de Agosto de 1894, el 25 de Julio había ya echado á 
tíque un transporte inglés que llevaba tropas para Chinaj en 
otra, horas antes de verificarse la proclamación, el 18 de 
►ril de 1897, un buque griego había sido cañoneado por el 
iert( "^revesa. . v 

Igu 3 dificultades se presentaron en la nuestra con los Es- 
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tados Unidos. El día 19 de Abril de 1898 se votó la resolnción, 
y el 21. nuestro representante en Washington y el ministro de 
Estado en Madrid, considerándola equivalente á una declara- 
don de guerra (error gravísimo, pues una ofensa internacional, 
' por tremenda que sea, puede ser causa de la declaración, pero 
nunca es esta misma) suspendieron las relaciones diplomáticas 
entre los dos países. Es evidente, pues, que al confesarse en es- 
tado de hostilidad nuestro gobierno, haciéndolo supuesto ík 
una determinación que era legítima sin él (§^79), declaró eíe^ 
tivamento la guerra en dicho día, en el cual, por otra parte, 
apresaban ya los cruceros norteamericanos varias naves nues- 
tras (véase § 99). Los Estados Unidos la declararon formalmen- 
te el 26, pero definiendo con un singular desenfado que ésta 
existia ya y debía principiar á contarse desde el día 21, ésteia- 
olusive; abuso no menos censurable, pues si entendieron, como 
podían en vista de nuestras notas, significaba el despido de di- 
plomáticos, el principio de la lucha, no había ninguna razón 
para dejar trancurrir cinco días para darle este efecto, acndien* 
do después á una retroactividad á todas luces absurda. 

España envió el 23 un memorándum, (muy bien escrito por 
cierto) á todas las potencias demostrando de quién partía 1» 
agresión y el atropello, y publicó en la misma fecha un Real de- 
creto determinando los efectos que el estado de guerra, existen- 
te ya, tenía que producir respecto del enemigo y sus subditos, ' 
y singularmente con respecto al derecho marítimo, del cual nos, 
ocuparemos en los lugares oportunos (a). 



faj En la gaeiia del TrazíBwaal, esta Bepública hizo dedfMAción de goen» es- 
presa por BU uUimatum de 10 de Octubre de 1809. «... El gobierno del Transwttl 
Insiste en pedir una respuesta inmediata y 8atisí¡B,ctoria á estas cuatro piegontH 
7 pide con insistencia al gobierno de S. M. que le mande su contestación «{ 7i# 
Octubre de 1899 antea de las dneo de la tarde. El gobierno tiene que añadir ad^ 
más, que en el caso inesperado que no recibiera contestación alguna áatis&ctodi! 
en el plazo señalado, se verá obligado con gran pena suya á considerar él modÉ 
de obrar del gobierno de S. M. como una declaración formal de guerra y no 
tendrá por responsable de las consecuencias. Asimismo declara que si toTÍefl| 
lugar algún nuevo movimiento de tropas durante el término señalado en diie^ 
ción á sus fronteras, lo tendría asimismo que considerar como una dedaiacMi 
de guerra.» £1 13 mandaba simplemente él gobierno británico al general IfilM 
respondiese en su nombre que le era imposible discutir semejantes propaeitM< 
Desde el día 11 hablan invadido las repúblicas aliadas el territorio de Natal, oo 
lonia inglesa. 

Ck>nsuela en algún modo el ver que en las dos más recientes guerras y ea 1i 
cuales estaba previsto él resultado, hayan sido las mismas víctimaB las que* 
apresuraron á declarar la guerra á sus prepotentes adversarios. Acreditaron oel 
ello su ánimo y la excusable confianza en su derecho y heroísmo; dezt' pndtf 
impedia á los conquistadores arrojar la primera piedra. 
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SECCIÓN SEGUNDA 

DE LA LUCHA 

§96. Del enemigo. Hedios lícitos de gue- 
rra*. — Si se entiende por enemigo el que toma parte 
en ía lucha, es verdad el moderno axioma de que la 
guerra se hace entre Estados y no entre particulares. 
Si con ello quiere recordarse que la guerra moderna 
no es como la antigua, que permitía usar de la vio- 
lencia de los derechos de la lucha contra todo subdi- 
to enemigo (l), se comprende perfectamente; pero si 
quiere dársele el sentido que los subditos de ambos 
Estados han de asistir indiferentes á la guerra en la 
que se juega la suerte de su hogar, de su patria y sus 
hijos, es tal frase un absurdo, incompatible con uno de 
los más innatos sentimientos del corazón humano, y 
que ideada para proteger los intereses de un comer- 

> eio tan egoísta como corto en sus previsiones, lleva- 
ría á convertir en santos á los felones y cobardes W. 
La calidad de combatiente tiene en la guerra moder- 

I na asignados ciertos derechos é impuestas otras obli- 
gaciones; por esto es importante el determinar quié- 

[ nes son los que tienen este carácter. Carecen de él: 
1.® Los corsarios que no lleven letras patentes en de- 
bida forma ea las guerras marítimas (véase § 103). — 
2.* Las partidas de latro-f acciosos ó merodeadores en 
las ten'estres. — 3.** Los que combaten por cuenta pro- 
pia y ocultan su calidad en el momento de la pelea, 
quienes no merecen confianza alguna, sino castigo de 

► los beligerantes honrados (3). Son considerados indu- 
^ dablemente como beligerantes la fuerza armada y 

(•] .1160. 
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ejércitos regulares, aunque sean mercenarios toma- . 
dos á sueldo, cosa muy rara en los modernos tiem- 
pos (4). Ya durante la guerra franco -prusiana, en 
la cual la patriótica desesperación de los franceses 
molestaba harto á los generales alemanes, que veían 
en todo franc-tireur un criminal, y después en la Con- 
ferencia de Bruselas, se discutió ampliamente las con- 
diciones que debían reunir los cuerpos de voluntarios, 
reservas y alzamientos en tnasa para ser reconocidos 
comT) verdaderos beligerantes; es indudable que toda 
guerrilla ó partida que esté debidamente organizada, 
que lleve las armas de un modo descubierto, y si es 
posible un distintivo cualquiera (y, naturalmente, re- 
unen estas condiciones los somatenes, los Landsturm 
y Landwehr de otros países), y el alzamiento ea masa 
de las poblaciones al acercarse el enemigo, tienen de- 
recho á ser respetados como verdaderos combatien- 
tes. Aceptar otras reglas es dejar inermes á las pe- 
queñas naciones que cuentan sólo para su defensa con , 
el heroísmo de sus hijos y ponerlas á merced de los 
grandes ejércitos de las más fuertes (*). Es criminal 
é indigno de naciones civilizadas emplear en sus ejér- 
citos á salvajes y bárbaros que no comprendan la ma- 
nera caballeresca como se portan en sus luchas los 
pueblos cristianos (6). Hay ciertas personas qíie, si 
bien no son combatientes, acompañan á los ejércitos 
en sus marchas, ya para utilidad de los mismos, ya 
con otro fin lícito é inofensivo: tales son los capaila 
nes, médicos, empleados de administración, aprovi- 1 
sionadores, corresponsales de periódicos, etc.; todos ^ 
ellos tienen, por lo menos, derecho ¿ la oonsideracióa • 
que se tributa al soldado enemigo (véase § 97). Gra 
cias á los principios del cristianismo, que no perinit iu , 
se olvide hay un hermano en el enemigo que se co^ a* 
bate, y al mejor concepto que del fin de la guerra t. o- ! 
nen los pueblos modernos, que no es otra cosa que < e* 
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bílitar las fuerzas del enemigo no haciéndole más qne 
el daño precisamente necesario para la consecución 
de la paz (7), se condena en la guerra toda crueldad 
inútil é injustificada y toda perfidia que no consienta 
lalealtady primera virtud del enemigo honrado. Son 
ilícitos, pues, en tal concepto el envenenamiento (B)y 
et asesinato (®). Una conferencia celebrada en San 
Petersburgo en 1868, en la cual tomaron parte ó se 
han adherido posteriormente casi todos los Estados 
civilizados, declara ilícito el uso de proyectiles explo- 
sibles inferiores á 400 gramos (10). Es controvertida 
entre los autores la legitimidad del empleo de las 
grandes máquinas de destrucción que cada día inven- 
ta más mortíferas la industria moderna. No hay que 
perder de vista para resolver tan difícil problema 
^e cuanto más temibles y destructivos sean los me- 
dios de acción menos frecuentes y más cortas serán 
las guerras (U). Autorizan las leyes de la guerra, si 
á tanto llega la aviesa conducta del adversario, el 
P80 de severas represalias. Sin embargo, nunca con- 
tente la moral el que, con excusa de ejercer estos de- 
rechos, se violen los fundamentales de la persona hu- 
mana y los cardinales principios de las leyes de la 
pierra (12). Las mismas dificultades se hallan al tra- 
!ar de los medios morales de perjudicar al enemigo. 
hn licitas las estratagemas y el engañar al adversa- 
So, pero de esto á consentir la perfidia hay una dis- 
íancia inmensa; la dificultad está en determinar dón- 
le principia ésta y concluye aquélla. Lo que jamás 
Wede honrar á ningún capitán pundonoroso es la vio- 
ación de la prometida palabra. Es lícito propagar 
leticias falsas (1®), pero no combatir con mentido pa- 
•ellón ó uniforme, aunque pueda perfectamente pro- 
ürarse por tal medio sorprender al enemigo (14). Poco 
écoroso es buscar espías y traidores en el contrario 
ampo, pero no puede comprenderse en tal anatema 
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el utilizar los servicios del soldado enemigo que to 
luntariamente los ofrece (1*) y mucho menos el ser 
virse de lo que se llama inteligencias dobles; si el 
enemigo trata de sobornar á uno de los propios servi- 
dores, ¿no puede hacérsele fingir que acepta la pre- 
puesta para así averiguar fácilmente los secretos pía 
nes é intenciones de aquél? (W). La convención de Bl 
Haya ha aceptado en toda esta materia los prindpiots 
de la declaración de Bruselas que hemos expuesto^ y 
por tres declaraciones que la acompañan se compro 
meten los firmantes en la primera, y durante cinco 
años, á prohibir el lanzamiento de proyectiles y explo- 
sivos de lo alto de globos ú otros medios nuevos aná- 
logos; en la segunda á no emplear proyectiles que 
tengan por objeto esparcir gases deletéreos ó asfixias 
tes, y en la última prohiben el uso de balas que se en- 
sanchan ó se aplastan fácilmente en el cuerpo huiM 
no. La Gran Bretaña, que veía condenadas en la últi- 
ma sus balas Dum-Dum^ se negó á suscribir estas de- 
claraciones y los Estados Unidos lo hicieron sólo i 
la primera (a) (A). 

(1) Antiguamente expedían los soberanos proclamáis en ] 

(UJ He aqui el texto de las tres declaraciones, en cuycMi pr^mbulos se dlceqn 
proceden á ellas las potencias signatarias inspirándose en loe sentlmleotóa < 
presados en la declaración de San Petersbnrgo de 29/11 úe Diciembre de WSt 

De la 1.* «Las potencias contratantes consienten durante cinco años on la f 
hibición de lanzar proyectiles y ezploeiyos desde lo alto de globos ó por 
medios análogos nnevos.» 

De la 2.* «Las potencias contratantes se prohiben el empleo de proyectUe« vHr 
tengan por único objeto el esparcir gases asfixiantes ó deletéreos. » 

De la 8.* «Las potencias contratantes se prohiben el empleo de balas que sea 
sanchan ó se aplastan fácilmente en el cuerpo hnmano, tales como laa b&lu dft 
envoltura dura, la cual no cubriese enteramente el núcleo ó estuviera provMl 
de incisiones.» 

En las tres se advierte que sólo son obligatorias en las goettaB entre íñA poli- 
cías contratantes, pero no cuando á una de ellas se uniera otra que no lo fosit. 
Se admite la adhesión de las últimas mediante nótíficacíén eai^ta ed gobfei^'' 
de los Países Bajos, el cual lo comunicará á los demás flimantes. Podrán deatm 
ciarse con un año de anticipación, pero sólo con efectos para la poteneti [ue Kt 
haga. 
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' que permitían y autorizaban á todos sns subditos para que to- 
masen las armas contra el enemigo, por mar y por tierra (courir 
tmu a Vennemi). Vattel ya<)onfiesa en el siglo xyiu qne estas 
palabras no significaban otra cosa qne el derecho de detener 
las personas y cosas pertenecientes al enemigo, si caían en 
manos de aquellos á quienes la orden se dirigía, mau il ne les 
mitepoint á entreprendre aucwie ea^édition offensvae sans commi- 
non <m sans ordre parHculter (IQ, § 227). 

(2) Guando principió á desarrollarse la noción del Estado 
moderno, al investirse los soberanos con el derecho exclusivo 
de declarar la guerra, comprendieron, naturalmente, el de re- 
glamentarla una vez comenzada , rehusando á sus subditos el 
poder de atacar al enemigo cómo y cuando les pareciera (Hall, 
§l78,pág.475). 

Acertadas son las observaciones de Fiore sobre este particu- 
lar (ob. cit., ed. it., t. m, pág. 79): cAl aceptar el bellum Ofn- 
mm contra omites antiguo no sabría el enemigo si so encuentra 
delante de un honrado combatiente ó de un pacífico labriego, 
\ volviendo las guerras á la feroz indisciplina de los pasados si- 
\ glos; pero el querer reducir las guerras á un &ío y reposado 
\ duelo de los dos Estados beligerantes, e che tutti i citadini do- 
i temro essere obligati ad assistere impasibile ed inerti e á soffocare 
fMhnque slancio spontaneo che li spangesse ad armarsi par defen- 
1 <ferf la patria, es imposible, pues quita de una parte á las gue- 
iras modernas il carattere que devono avere, quello doe di lutta na- 
wmále per defenderé un diritto nazionale attaeato y sancionaría 
por otra wn sistema restritivo molió commodo per i grandi Stati, 
€ iannoso per i piccoli Staii dei quali paralizerehhe la de f esa. 

>En el fondo, los soldados mismoa no deben considerarse 
I individualmente enemigos los unos de los otros; lo que repre- 
Bentan en conjunto es la fuerza del Estado y son el instrumen- 
XII) de que se vale el uno para vencer la resistencia del otro» 
^(B. E., art. 857). Tales palabras, escritas por un militar y di- 
rigidas á hombres de guerra, ó son una cruel ironía de las 
teorías modernas pseudo -humanitarias ó deniuestran en su 
antor una candidez á toda prueba. 

(8 Tienen los beligerantes un legitimo interés en que re- 
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snlte bien marcada la distinción entre los combatientes y los 
ciudadanos pacíficos que no lo son; á los primeros se les con- 
cede por el derecho de la guerra la honrosa situación de pri- 
sioneros, ya que combatieron franca y abiertamente; á los no 
combatientes se les tiene como inviolables en su persona y 
bienes porque no toman parte alguna en las hostiKdades; el 
amor á la patria no puede excusar la traidora conducta del que 
es hoy combatiente para ser mañana pacifico campesino, apro- 
vechándose, según el caso, de las garantías que la caballeres- 
ca manera moderna de guerrear concede. Por esto todas las 
leyes militares castigan severamente á los merodeadores que, 
cual repugnantes cuervos, se aprovechan de las desgracias 
para pillar y robar al vecino. «Los partidarios sueltos... que 
un día se presentan como militares y otro como ciudadanos pa- 
cíficos, utilizando este doble papel para satisfacer sus pasiones 
en la guerra tramposa y «desleal están fuera del dereclio de 
gentes y deben ser tratados en este concepto» (B.. E., articu- 
lo 868). Completamente idénticos en su espíritu los artícu- 
los 82, 83 y 84 de las Instrucciones americanas (h), 

(4) El mercenario es un hombre que mediante un sueldo 
determinado se obliga á servir en el ejército de un Estado. Si 
es subdito propio, sus derechos y deberes están ya determi- . 
nados por el derecho nacional; si es extranjero, se halla pre- 
cisamente su nación en una de esas tres posiciones, aliada, 
neutra ó enemiga (ó, lo que es lo mismo, aliada del enemigo). 
En el primer caso, en el tratado de alianza se determinan las 
obligaciones de las tropas auxiliares. Los subditos de los as- 
tados neutros no pueden por regla general (por lo menos ¿ 
ciencia y paciencia de su gobierno) alistarse en las filas de los 
beligerantes (véase § 109). El que va á combatir en las filas 
del enemigo de su patria falta á uno de los más sagrados de- 
beres del hombre; si llega á ser hecho prisionero, puede ser 

fhj Ejemplo notable de este Infame modo de procoder lo constitoia el de Ins 
llamados pacijlcos dorante la última insurrección cnbana. Las pobres colmni. 
españolas eran todos los días diezmadas por trabajadores, aparentemente ocop 
dos en las tranquilas faenas de la tierra, que en cuanto les daban la espali 
aquéllas las acribillaban ferozmente. Tal proceder si no excusaba atenuaba 
menos las represalias que tuvieran que tomar algunos Jefes y que ftieron moti 
de tan hipócritas reproches de parte de los rebeldes y de los yanquis. 
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castigado con las severisimas pqnas con las que se castiga á 
los traidores; peor aún si pertenecía además á los cuadros del 
ejército; puede ser condenado como desertor. El Código penal 
militar español castiga con las penas de degradación y muerte 
al militar que abandonare sus banderas para ir á alistarse 
en las del enemigo (art. 94). Las Instrucciones americanas 
también condenan á muerte al soldado de la Unión que se pasa 
al enemigo, y añaden que si éste condena á la misma pena al 
suyo que desertó á los ejércitos americanos, tal hecho no es 
contrario al derecho de gentes, y, por lo tanto, no puede dar 
lugar á represalias. 

, (5) Las guerras de la época de la Revolución y del Lnperio 
eran, como observa con razón Hall, luchas más bien de Esta- 
dos que nacionales (sobre todo en su primera época), pero las 
del siglo actual (las de Italia, Francia y Alemania, etc.) han 
ffldo nacionales, y, por lo tanto, ha tomado en ellas una parte 
directa el pueblo. ¿Qué autor de derecho de gentes, qué trata- 
do pueden prohibir al subdito que encendido en el sagrado fue- 
go del amor á la patria, quiera ayudar á su soberano contra 

' los enemigos de su país y de sus lares? ¡Jamás I Por esto es 
imposible tratar como excluido de los privilegios del derecho 
de gentes al voluntario y al individuo que en los momentos de 

I peligro para la patria toma las armas para defenderla. Duran- 
te la guerra franco-alemana exigieron los generales prusianos 
que losyVíZíicí tireurs poseyesen una autorización expresa é in- 
dividual del gobierno francés. Bluntschli exige el mismo re- 
quisito, lo que se explica dada su nacionalidad y naturales 
aficiones, pero ni la Conferencia de Bruselas, ni las Instruc- 
ciones americanas exigen tan innecesario requisito. La auto- 
rización del soberano puede ser presunta y en este sentido to- 
dos los que se levantan para defender honradamente á su pa- 
tria la tienen. Por esto nuestro reglamento da el mismo efec- 
to que á la autorización expresa del gobierno constituido á la 
de las juntas y corporaciones que en los momentos de peligro 
(en caso de disolución de aquel) le sustituyen (art. 867). 

Tanto el levantamiento en masa como. los cuerpos francos 
fueron uno de los puntos más discutidos en la Conferencia de 
Bn selas. Los pequeños Estados que no tienen su fuerza como 
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las grandes potencias en esas inmensas moles de los cuerpos 
de ejército, pueden únicamente contrarrestarlos con el esfuer- 
90 de sus habitantes que en el momento de inYasión suplan 
con sn amor patrio y conocimiento del país la diferencia en el 
número é instrucción militar. Al ün logróse el acuerdo, pr es- 
cindiéndose de la autorización expresa y previa que pretendió 
Alemania en su guerra con Francia, congiderándose coxno 
Terdaderos enemigos, en el sentido legal dn la palabra, á lo9 
cuerpos que reúnan las condiciones siguientes: 

1.* Tener á su cabeza una persona responsable de sus su- 
bordinados. 

2.* Ostentar un signo distintivo fijo y que se reconozca 4 
distancia. 

3.^ Llevar abiertamente las armas. 

Y 4.* Conformarse en sus actos con las leyes y oostumbreB 
de la guerra. 

En los países en los que las milicias nacionales constitny^i 
el ejército ó forman parte de él, están comprendidas en La do- 
mominación «ejército» (D. B. art. 9.^). 

Las Instrucciones americanas parece que axigen ún.ic amen- 
té el uniforme (art. 8.^); el Listituto del Derecko internado- 
mal acepta sin variaciones de importancia las prescripciones 
de la Declaración (art. 2.*^): Cette regle impiique une Mstinc 
entre les individus dont se compose ^la forcé armde* et les auír^t^ 
rettortissants d*un Etat. Une défimtion est done nécessaire pour Mem 
éiahlir ce quHlfaut entendre par ^force armée.* 

La forcé armée d'un Etal comprend: 

1.' V armée proprement dite, y compris les milices; 

2.® Les gardes naUonales, landsturm, corps fmncs et mutre§ 
corps qui réwnissent les trois eonditions suivantes: 

a) Btre sous la direction d'un chef responsable; 

b) Aooir un uniforme ou un signe disUncHf, Jixe et Teoonnaisahk^ 
i distance, porté par les personnes qui font partie du corps; 

c) Porter les armes owoertement; 
3.® Les équipages des navires et autres en^araiHons de guerra; 
4.® Les habitants du territoire non occupé quif á Vapproche ' t 

fennemi, prennent les armes spontanément et ouí>ertement pour a 
hattre les troupes d^invasion, mAne sHls n^ont pus eu le tempt f 
iorganiser. 
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Reglamento español, art. 867: «En general, todos los qne 
toman parte en la guerra sin autorización expresa y oficial del 
gobierno constituido, ó de juntas y corporaciones que en caso 
de disolución le sustituyen, so¡n considerados y tratados como 
bandidos y malhechores; pero los cuerpos francos, las parti- 
das guerrilleras, las milicias nacionales movilizadas y toda 
tropa irregular levantada en la región aun no ocupada por el 
enemigo, deben asimilarse á las fuerzas regulares y ser trata- 
dos como ellas.» 

Cuando la partida de hombres no uniformados no pertenece 
al ejército activo, una de dos, ó forma parte de la leva nacio- 
nal (Landsturm), á la cual por la penuria del Estado no puede 
proveerse de trajes, pero que se halla debidamente organiza- 
da por oficiales del Estado, etc., y en este caso se halla ya 
comprendida en el art. 9.^ de la Declaración de Bruselas, ó 
es la población vinl en masa, que se levanta á- rechazar el 
enemigó de la patria, y entonces no hay ninguna ley humana 
qne pueda negar el derecho de beligerante á tan legítima ex- 
plosión de patriotismo. Como decía el barón de Lambermont 
en la Conferencia de Bruselas, el ciudadano que ha ofrecido 
«n sangre para la defensa.de su nación no debe jamás encon- 
trar en el cadalso con el que le castigue el invasor el artículo 
de un tratado suscrito por su propio soberano en el que se con- 
dene su noble sacrificio. 

No estando el territorio ocupado por el enemigo^ la pobla- 
ción levantada en masa, aunque no esté organizada ni lleve 
armas ostensibles, ni vista uniforme, mientras respete las le- 
yes de la guerra tiene innegable derecho á que se le apliquen 
las mismas. 

Decl. Brus. art. 10. «La población de un territorio no ocu- 
pado que, al aproximarse el enemigo, toma espontáneamente 
las armas para combatir al ejército invasor sin haber tenido 
tiempo para org£^nizarse, conforme con el art. 9.^ será conside- 
rada como beligerante si respeta las leyes y costumbres de la 
guerra» (Conforme M. I. art. 2.^, núm. 4.^). 

«"Sn el levantamiento en masa las tropas que se organicen 
no lecesitan uniforme ni distintivo, puesto que acreditan su 
leg iimidad la organización y el número» (R. E. art. 869). 

C Lando el territorio está ya ocupado, es la solución más du- 
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dosa: en la Conferencia de Bruselas se dejó sin decidir (q 
por las mismas razones antes apuntadas por el barón de '. 
bermont), pues si los derechos y deberes del patriotismo y ' 
del gobierno legitimo subsisten del mismo modo, el ocnpani 
ha adquirido de hecho la posesión del territorio y ejerce en < 
mientras tanto de facía la soberanía, pudiendo exigir, ya qncj 
garantiza el orden, que los naturales del país le respet 
(véase § 104) r<?;. 

(6) BluntsohU, art. 559. En la guerra de la Independenc 
americana faltaron á esta regla tanto Inglaterra como PranJ 
cia y los Estados unidos; en la de 1854-56 Rusia; en las de 
estos últimos tiempos Turquia, empleando circasianos y baJ 
kibuzucos; en la de 1870 Napoleón lU, censurándole ^rove-l 
mente sus nimios é irreprochables enemigos de haberse servidq 
de turcos, mahometanos y (africanos (sic) (d). 

(7) En el preámbulo de la declaración de San Petersbnrg 
(véase nota 10) se sienta el principio teórico, que puede ser 
de piedra de toque para apreciar la legitimidad de un 
de guerra; el fín de la guerra debe ser únicamente debilit 



fcj El CongreBO militar de 1892 (art. 1.®) define asi los beligerantes: < aj 
fuerzas armadas de mar y tierra que constituyen los ejércitos de un Estado*-^ 
Las milicias, la gnardia nacional, las reseryas, los cuerpos francos ó caalesqi 
ra otros movilizados por los gobiernos ó qne hagan abiertamente uso de 
armas por tierra ó por mar.— cy Las tripulaciones de los bnqnes y convoyes qi 
transporten fuerzas beligerantes, asi como estas mismas fuerzas á bordo de h 
buques.— dy Las tripulaciones de los buques mercantes auxiliares de 1& marixml 
de guerra destinados á la defensa naval y á la persecución del comercio maríti- 
mo enemigo.— «> Las juntas de defensa donde quiera que se formen y sns delega- 
dos y auxiliares.— /y Los habitantes de todo país invadido que tomen las armas 
•spontátaea y abiertamente para combatir al invasor aun cuando no hayan teni> 
do tiempo de organizarse.— j/y Los habitantes de un pais invadido quo coadyu- 
ven al éxito de las operaciones contra el invasor de acuerdo con la dirección de 
las mismas operaciones.» Si esta fórmula nos parece demasiado amplia y sobre 
todo en sus tres últimas letras, en cambio Juzgamos acertadísima la del art. 2.* 
relativa á las iusurreccioues. «Los insurrectos no son beligerantes, pero serán con- 
siderados como combatientes si hacen uso de las armas conforme las leyes de la 
guerra.» 

fdj Si con respecto la guerra en Cuba era natural y excusable que los Estf ~ » 
unidos se apoyasen en los bandos más ó menos cultos del partido en cuyo fe r 
intervinieron, no era lo mismo en Filipinas, donde no entraron á libertar sil i 
conquistar. De aquí que fuera injusta é ilícita la cooperación que buscaron d< » 
tagalos más ó menos salvajes para acabar alli con el poder de Bspaña. Pc~ 
puesto, que después han hallado en el pecado la penitencia. 
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las ínerzas militares del contrario, y para ello dejar fnera de 
combate el mayor número posible de enemigos. 

El Manual del Instituto dice, aprobando y citando esta re- 
gla, que deben los beligerantes abstenerse de todo rigor inútil 
fart. 4.<>). 

Inst. amer. art. 16: Lei üecessités milüaires n^autorüent pas 
i commettre des actes de cruauté, c'est-á-dire á vnjíiger des soi^fran- 
cetpaur le Seúl plaisir de /aire souffrir ou pour exercer une ven- 
§eance; ni á estropier ou blesser un ennemi en dehors du combat, ni á 
hi faire subir des tortures pour en extorquer des renseignements, 
BUes ne permettenty dans aucun cas, de faire usage dupoison ni de 
iémster de gaieté de coewr un district ennemi, Elles admettent la 
ruse, mais condamnent la perfidie; en general, la guerre nHmplique 
itucun acte d^hostilité de nature á rendre, sans necessité, le retour « 
¡apaixplus diffidle. 

RegL esp., art. 849: «La destrucción del ejército enemigo 
es el fin principal; la ocupación 6 destrucción de lo que pueda 
servirle es secundario. Por destruir al enemigo no debe en- 
[ tenderse exterminarle ó aniquilarle materialmente, sino po- 
nerle fuera de combate, quebrantar, paralizar, anular, inuti- 
lizar sus fuerzas combatientes.» 

Art. 850. «Por eso el derecho internacional, si bien autoriza 
la destrucción, reprueba todo medio que no conduzca directa- 
mente al ñn de la guerra, como la matanza inútil, el estrago 
y ruina de objetos que no sirvan de utilidad inmediata al ad- 
versario.» 

El Manual francés de 1884 contiene, sin embargo, una obser- 
vación importante. «Las leyes de la guerra, dice, prohiben car- 
gar con metralla menuda, cascos de vidrio, lingotes, etc.; pero 
es ¿ los ejércitos regulares á quienes tal obligación se impone, 
no reza con los improvisados combatientes que á falta de fusi- 
les y bayonetas cargan sus armas con perdigones ó pedazos de 
liierro y hacen desempeñar el papel de la espada á la hoz con 
la que volvían de segar sus campos.» 

Esto es un ejemplo de lo difícil que es establecer con preci- 
8iói exacta las armas que son lícitas y las que no lo son. Lo 
que hoy parece cruel y cobarde se tenía ayer por altamente 
lier< ico y caballeresco; los honderos están desterrados de los 
ejér "**03; en cambio Montluc y Bayardo consideraban como 

Tomo Hl. 7 
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vergonzosa invención la de la pólvora. Los sentimientos mo- 
rales de la época se ajustan al principio qne debe evitarse todo 
daño inútil i la consecución del fin de la guerra, pero el quid 
está en qué consiste la utilidad, qué proporción debe existir 
entre esta y la carnicería heclia ^ara lograrla. 

El ñn que se persigue en la guerra, según la concepción ju- 
rídica que de ella forma el derecho internacional moderno, es 
dañar al enemigo lo necesario para que reconozca nuestro de- 
recho. 

R. E., art. 848: «El objeto de la guerra es alcanzar la victo- 
ria completa y con ella una paz beneficiosa, obligando al ene* 
migo á reconocer los derechos atropellados y satisfacer daños 
y perjuicios.» 

Abundantes ejemplos tan controvertidos como importantes 
de infracciones á las leyes de la guerra nos proporcionan las 
napoleónicas (especialmente la de España) y más que ninguna 
la franco-germana de 1870-71 por el empeño que han puesto 
ambas naciones (y con tanto fundamento por desgracia), de 
echarse reciprocamente en cara la mancha de haber violado 
abiertamente el derecho internacional. 

(8) Ya prohibió una decretal él uso de las saetas envenena- 
das entre cristianos, adelantándose asi á la convención de San 
Petersburgo. 

Man. Inst., art. 8.^: Za luUe d&oant étre loyale il est interdit a) 
de faire usage du poison sous quelque forme que ce soit 

Inst. amer., art. 70: «Está excluido déla guerra moderna el 
uso del veneno en cualquier forma que se emplee, tanto en las 
aguas como en los alimentos y las armas. El que lo usa se co- 
loca por este hecho fuera de las leyes y los usos de la guerra, » 

Decl. Brus., art. 13, a): «Son especialmente prohibidos el 
empleo del veneno ó de armas envenenadas.» 

¿Es lícito, sin embargo, cortar los acueductos por los que se 
abastece de aguas el enemigo ó hacerles perder, mezclándoles 
substancias extrañas, la calidad de potables? El Manual f^«»\- 
cés, justamente á nuestro parecer, resuelve afirmativam e 
esta cuestión. 

(9) El asesinato del general enemigo, tan frecuente ^ & 
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Matoria antigua (Jadith, Debora, etc., etc.K 
do de -aii modo más ó menos clásico en VatV 
Bello, que liacia con el primero lo que despi] 
de Pando, otro liberal como él, acepta sin escrí^ 
de aberración tan indigna. Dice que no es costumlb 
fuego liacia la parte donde está el general enemigo, pero que 
esta cortesía caballeresca no es obligatoria y nada tendría de 
razonable con un usurpador ó tirano que para contentar su 
ambición asóla y extermina los pueblos. Según Bello, intro- 
ducirse en el campo enemigo por la noche, penetrar á (sic y 
adviértase que el tomo que estamos extractando pertenece á 
una Colección de escritores castellanos) la tienda del príncipe ó ge- 
neral y matarle, no es criminal en una guerra legítima. Lo que 
es verdadero asesinato es el homicidio cometido alevosamente 
valiéndose de traidores ó de emisarios que se introducen como 
desertores (ob. cit., t. II, páginas 55 y 56). 

Ya los mismos romanos reprobaban tan villano proceder y 
Tácito cuenta (y decimos cuenta porque la historia militar de 
los romanos prueba que Roma debió más triunfos al puñal y 
al veneno que á la espada.) que el Senado romano contestó 
á uno de sus aliados que le proponía el asesinato del común 
enemigo: si patranda neci venenum mitteretur, <ínon fraude ñeque 
occultCy sed palam et armatum populum Romanum hostes suos ul- 
^¿sci» (Anales, libro 11, capítulo 88). A principios de este siglo, 
en 1806, ofreció un extranjero á M. Fox, secretario de Estado 
inglés; asesinar al emperador francés. El ministro inglés no 
sólo rehusó tan infame estratagema sino que avisó á M. Ta- 
lleyrand, ministro de Napoleón, de la trama regicida, dete- 
niendo á su autor todo el tiempo posible y necesario para que 
aq^nélla abortara. Y, en cambio, ya que poner una cabeza á 
precio es subastar el asesinato, ¡ cuan poco tiempo ha trans- 
oixrrido desde que la misma Inglaterra mandó pregonar la de 
Ajrabi Bey y la del Mahdi ! Ni la Declaración de Bruselas ni 
el Manual del Instituto especifican el mencionado caso de ase- 
sinato del jefe enemigo; condenan únicamente en general el 
1 micidio á traición de individuos pertenecientes al ejército 
€ ©migo (D. B., art. 13 í^. Está prohibido el homicidio á trai- 
c >ii- ^® individuos pertenecientes al ejército enemigo (M. I., 
S ^}, attenter traUreusement á la vie d^un ennemi, par exemple en 
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soudoyant des assassins ou en feigmnt de se tendré. Las Instruc- 
ciones americanas dicen expresamente en su art. 149: 

Les lois de la guerre ne permettent pas de proclamer qu^un indivi- 
du/aisantpartie de Varmée heUigérante, ni un particvMery ni unci- 
toyen de VÉtat ennemi est mis hors la loi et peut etre tiié sans juge- 
ment par le 'premier individv, que sen empare,-pas plus que les Iw 
modernes ne permetient, en temps de pdix, cette sorte de mise hors U 
loi intemationale; elles reprouvent au contraire ce mode de proceder. 
Les plus sévéres represailles suivraient un meurtre commis en vertu 
íune procUmation de ce guerre, de quelque autoHíé qu'elle puisse 
¿maner. Les naHons civilisées voient avec horreur les recompenses 
of feries en v<bu de pousser á Vassassinat d*uu ennemi, et les condam- 
nent comme un retour vers la barbarie, 

Eegl. esp., art. 859: «En ningún caso es permitido poner á 
un enemigo fuera de la ley, ni menos pregonar su cabeza.» 

« 
(10) He aquí el texto integro de esta convención: 

Sur le proposition du cabinet imperial de Russie, une commission 
militaire intemationale ayant ¿té reunie á St. Petersbovurg^ ajm de 
examiner la convenance d'interdire Vusage de certains projectiles en 
temps de guerre entre les natiom civilisées , et cette commission ayant 
finé d'un commun accord les limites techniques ou les necees sites de la 
guerre doivent s*arréter devant les.ewigences de l'humanité, les sous- 
signes sont atUorisés par les ordres de lewrs gouvemements á declarer 
ee qui suit: 

Considérant que les progrés de Ul civilisation doivent avoir pour 
effet d'attenuer autant que possible les calamites de la guerre; que le 
seul hut legitime que les Etats doivent se proposer durant la guerre 
est t affaiblissement des f orces militaires de V ennemi; qu'á cet effet 
il suffit de mettre hors de comhat le plus grand nombre d'hommes 
possible; que le but serait dépassé par Vemploi d'arm^s qu^agorave- 
raient inutilement les souffrances des hornos hors de combat ou ren- 
draient leur mort inevitable; qui Vemploi de pareilles armes serait 
déS'lors contraire aux lois de Vhumxbnité: 

Lesparties contractantes s^engagent á renoncer mutuellementj en 
cas de guare entr^elleSy á Vemploi par leurs troupes de ierre e le 
mer de tous projectiles d^un poids iviférieur á 400 grammeSy n 
serait ou explosibles ou chargés de matiéres fulminantes ou inflar^ j- 
bles. 
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Blles inviieront úous ¿es Etats qui iC ont pas participé, par Venvai 
de delegues aux déliherations de la commission militaire inteímaíiona- 
le reunie á St. I^etersbourg, á acceder on présent engagement. 

Cet engagement n^est ohligatoire que pour les parties contratantes 
ou accédantes en cas de guerre entre deuw ou plusieurs d^ entre elles; 
il fCest pas applicable vis-á-vis de parties non contractmies ou qui 
íCauraient pas accede, 

H cesserait également d'étre ohligatoire dans une guerre e^iíre par- 
ties contractantes ou accédantes, une partie non contractaníe ou qui 
Waurait pas accede ^ se joindrait á Vun des hillegérants. 

Les parties contractantes ou accédantes se réseroent de s^entendre 
ultérieurement toutes lesfois qu^une proposition precise seraitformu- 
Ue en vue des perfectionnements á venir que la science pourrait appor- 
ier dans Parmement des troupes, afln de maintenir les principes qu^ el- 
les ont poses ct de concilier les necessités de la guerre avec les lois 
de Vhumanité, 

Fait á St. Petershourg, le vingt neuf Novemhre (once Décemhre) 
ml'huit- cents - soixante-huit . . 

Firmaron los representantes de Austria, Baviera, Bélgica, 
Dinamarca, Francia, Gran Bretaña, Grrecia, Italia, Países Ba- 
jos, Persia, Portugal, Prusia, Rusia, Suecia y Noruega, Sui- 
2a, Tnrqtda, "Wurtemberg. A esta Convención se han adherido 
la mayor parte de las naciones civilizadas, pero no nos consta 
«uándo se verificó la de España: en el Reglamento, sin embar- 
go, se dice (art. 865) que «el convenio de San Petersburgq 
prohibió el uso de proyectiles de menos de 400 gramos explo- 
sivos ó incendiarios y en general de los que produzcan dolores 
inútiles ó heridas de difícil curación», no siendo cierta, como 
hemos visto, la última afirmación. La prescripción está repro- 
ducida en el art. 9.^, a) del Manual del Instituto. (II est ínter- 
dit a) D*employer des armes des projectiles ou des matidres propres 
d eauser des sovj^f ranees superjlues ou d'aggraver les hlessures), y 
en la Declaración de Bruselas, art. 13, c^ (el empleo de armas 
•de proyectiles ó de materias propias para causar males super- 
finos, así como el uso de proyectiles prohibidos por la Decla- 
ración de San Petersburgo de 1868). Durante la guerra fran- 
■co-alemana se acusaron mutuamente ambos combatientes de 
haber infringi<io este acuerdo internacional, sin qué haya po- 
dido lacarse otra cosa en claro que realmente se hallaron pro- 
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yec tiles de calibre prohibido en el campo de batalla. Calvo se 
consuela, sin embargo, pensando que las dos naciones mani- 
festaron su firme voluntad de dar plena ejecución en lo sucesi- 
vo á la convención de San Petersburgo (ob. cit., m, § 1 .833). 

Regí, esp., art. 865: «Es dudoso el límite en que puede 
usarse la bala roja, el petróleo, la dinamita para incendiar y 
destruir habitaciones.^ 

Acertadísimas son las siguientes consideraciones de Landa 
(ob. oit., pág. 156): 

«Los exuberantes progresos de la balística no permiten hoy 
fijar reglas acertadas acerca de las armas cuyo uso deba con- 
siderarse ilícito, pues como las más crueles de los antiguos han 
sido ya reemplazadas por otras mucho más mortíferas, nos ex- 
pondríamos á producir la misma extrañeza que hoy causa el 
ver en un libro alemán del siglo xvi (De hastiludiis per Gferma- 
niam) que son armas lícitas para el duelo los palos, las pie- 
dras, los puñales y ato las saetas, mientras que las díe fuego 
se cuentan aUí como indignas de caballeros. 

»Esto sucede ya con la enumeración de armas prohibidas 
que de Martens hemos transcrito. En efecto, ¡qué inocentes 
son las balas figuradas ó deformes si se comparan con las hexá- 
gonas y las cilindro -ojivales, con las de acero y las fulminan- 
tes que hoy usamos 1 { Qué sencillez la de tirar dos balas á un 
tiempo, cuando se adopta la ametralladora G-atling, que tira 
una corriente continua de balas ! | Cuánto más benigna es la 
metralla de cascote y vidrio que las granadas explosivas ! ¡ Qué 
poco daño hacen dos balas encadenadas, en parangón con el de 
las enormes masas de aceró que vomitan los cañones Blakely I 
¡Qué valen las camisas embreadas, ni las balas rojas, ni la 
misma máquina infernal, junto á los monitores, los espolones- 
y los torpedos ! Y, sin embargo, todos estos refinamientos del 
arte de matar son buscados, premiados, aplaudidos y efisalza- 
dos, sin que á nadie le ocurra el menor escrúpulo acerca de la 
legitimidad de su uso; antes por el contrario, feliz y venturoso- 
se contempla todo gobierno cuando en sus arsenales guard? --^ 
guno de esos benéficos secretos que con mayor rapidez y se 
ridad le promete triunfar de sus vecinos.» 

(11) Nos referimos principalmente en este pasaje á los to? 
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dos y bombas explosibles de dinamita á cuyo lado son infanti- 
les entretenimientos las balas rojas y de cadena de los pasados 
siglos. Calvo (véase en el Manual § 236) resuelve negativa- 
mente la cuestión. Hall dice lo siguiente, que merece reflexión: 
f La cuantía de la destrucción ó de los sufrimientos que pueda 
cansar no debe tenerse en cuenta si el resultado logrado guar- 
da con eUo la debida proporción. Así, no ha existido jamás es- 
crúpulo alguno en echar á pique una nave con todo lo que á su 
bordo se encontrase y, finalmente, los torpedos han sido reci- 
bidos sin protesta entre los modernos ingenios de guerra» 
(ob. dt., pág. 489). Fiore es también de la misma opinión, 
ya que, «destruyéndose con los torpedos y bombas explosivas 
naves y cuerpos de ejército enteros, se busca, no la muerte 
del soldado aislado, sino la disminución de una gran parte de 
la fuerza material del enemigo» (ob. cit., § 1.596). La idea és 
dura y cruel, pero cuanto más destructores sean los instru- 
mentos que se empleen en la lucha ésta será más corta y más 
terrible y, por lo tanto, evitarán más las naciones el venir á 
las manos. Machísimo mal puede hacer la dinamita en un día, 
pero ¿qué comparación tiene con los daños que á combatien- 
tes y no combatientes causan muchos años de guerra, de pi- 
llaje y exterminio? [Véase nota (A).] 

(12) Demasiado reciente era la memoria de las represalias 
usadas durante la guerra franco-prusiana para que pudiera 
hallarse en la Conferencia de Bruselas una fórmula de avenen- 
cia referente á esta terrible necesidad de la guerra. En el pro- 
yecto ruso se admitían únicamente en el caso de haber violado 
ostensiblemente el enemigo las leyes y costumbres de la gue- 
rra (art. 69). Los medios para usarlas deben ser proporciona- 
dos á la infracción del derecho internacional cometida por el 
enemigo y nunca ser desmedidamente severas y contrarias al 
derepho de gentes (art. 70). Deberá ordenarlas el comandante 
én jrfCy quien decidirá también su duración (art. 71). Oomple- 
i" 'Tiente acordes con el mismo están los artículos 85 y 86 del 
D nual del Instituto, prohibiendo el primero el uso de las íe- 
f )salias cuando el agravio que las motivaba ha sido repara- 
d . Las Instrucciones americanas las admiten, pero hacen ob- 
a 'var. Con razón, que las represalias injustas é inconsidera- 
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das desvian á los beligerantes de la guerra regalar y les Ue- 
Tan por una rápida pendiente á las guerras de exterminio de 
los salvajes (art. 29). El Reglamento español, conforme en su 
esencia con estas últimas, permite las represalias como medio 
coercitivo y previsor para evitar la repetición (de los atentados 
al derecho de gentes por parte del enemigo), nunca en concep- 
to de venganza (art. 861). Lauda, haciendo la critica de \m 
libro de Villamartin, cita una hermosa frase de este ilustre 
escritor militar: cNo hay mejor represaUa que la victoria 
honrada.! 

A pesar de la civilización de nuestro siglo, no carece de 
manchas in&mes la historia militar de las grandes naciones; 
Inglaterra y Francia incendiaron en 1 860 el Palacio de Vera- 
no del emperador de China por represalias (la primera habla 
cometido ya un igual bárbaro atentado en Washington á prin- 
cipios de este siglo). Prusia hizo responsables á los pueblos 
(amenazándoles con bombardeo y contribuciones) de los actos 
de los francS'Hreurs, que tanto la molestaban, llegando la cruel- 
dad horrible de los alemanes á fusilar los padres de veintis^ 
jóvenes que habían cometido el delito de tomar las armas para 
defender su patria (Fawer, ob. cit., pág. 116). 

(13) El engaño del enemigo por despachos falsos, periódicos 
apócrifos ó mintiendo á los espías enemigos es una cosa muj 
lícita; el apoderarse de las lineas telegráficas enemigas trans- 
mitiendo por ellas despachos falsos y órdenes supuestas ha 
sido empleado muchas veces con gran éxito. Durante la guerra 
de América se engañó varias veces al contrario pidiendo por 
telégrafo numerosos convoyes, que caían luego en manos del 
ejército que telegrafiaba. También en Egipto en 1882 fueron 
mandados despachos engañosos á las autoridades del país des- 
pués de la batalla de Tel-el-Kebir y el éxito fué completo. Lord 
Wolseley recomienda (pág. 249) engañar al enemigo difun- 
diendo noticias falsas á los periodistas que hoy dia acompañan 
á todos los ejércitos en los países civilizados (Tovey, ob. cit.. 
pág. 31). 

(14) El uso de los uniformes, bandera y pabellón enemi^ 
es lícito mientras antes do comenzar la batalla se enarbo 
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los propios, ó si esto no es posible, se dé á conocer de un modo 
franco y no solapado el verdadero carácter. Lo que no es líci- 
to usar, al objeto de engañar al enemigó, los distintivos de la 
convención de Ginebra ó la bandera blanca señal de parla- 
mentario, etc.; esto no es astucia, sino superchería y perfidia 
indignas del militar honrado. 

Rqgl. esp., art. 864:. «También se puede interrogar sin vio- 
lencia á los prisioneros y desertores, engañar al enemigo sir- 
I viéndose de sus contraseñas, de sus toques, para introducir el 
recelo, la inquietud ó la confusión en sus filas, pero con la dis« 
i tinción leal de no emplear estos ardides algo ocasionados en 
I el acto del combate. . . 

tEn el campo de batalla todos deben luchar lealmente, sin 
I servirse de banderas, emblemas, colores ni máscara alguna 
I de amigos. 

í »Es tanibién indecoroso y reprobado amparar ó abrigar bajo 
¡ la enseña de la Cruz Roja tropas, equipajes y material de cual- 
I qoier clase que no estén comprendidos taxativamente entre 
; los que protege el Convenio de Ginebra.» 

Inst. amer., art. 65: Vusage du drapeau, du pavillon, ou de 
tout autre embUme naHonal de Vennemi, dans le ¡mt dHnduir á ce- 
kU-ci en erreur au milieu d^un comhat, est %m acte de perjídie qui 
fmtperdre á celui qui le commet tout droit á la protection des lois 
ieguerre, 

Art. 114: SHl est reconnu et bien prouvíquHl n*a été fait v,sajge 
^ drapeaw parlamentaire que pour obtemr subrepticement des ren- 
i^eignemenús militaires, le porteur de ce drapeau sera consideré com- 
^un^espion. 

Le caractire du drapeau parlamentaire est si sacre, et il est si 
pécessaire qu*il en soit ainsi, que, malgré tout ce quHl y a éCodieux 
^ians Vahus qui peut étre fait de ce caractire, il faut proceder avee 
ÍMe grande prudence quand il s^agit de convaincre d^espionnage le 
fíhrteur, (ftm drapeau parlamentaire, 

' Manual del Instituto, 8: U est interdit c) d^attaquer Vennemi 
h dissimulant les signes distinctifs de la forcé armée. 

td) D^user ind^ment du pavillon national, des insignes militaires 
m de V uniforme de Vennemi, du pavillon parlamentaire ^ ainsi que 
tes Hgnes tutelaites prescrits par la Convention de Genéve. 
De V Brus., art. 13 /^: «El abuso del pabellón parlamen- 
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tario, del pabellón nacional ó de las insignias milítarea 7 d¿ 
uniforme del enemigo, asi como de los signos distlotivog de k 
Convención de Ginebra.! 

En el año 1800, estando en guerra España con Inglaterra, 
se apoderaron una fragata y dos buques ingleses de nn ga- 
leote sueco, la Hoffnung; cerca de Barcelona, embarcaron en él 
oficiales de su nación y un número considerable de soldados, 
y entrando en dicho puerto durante la noche^ sorpreüdieron 
vilmente á dos fragatas españolas, que no hicieron resistenem 
alguna, dada la bandera neutral que ostentaba el buque, Nu«s 
tro gobierno reclamó al de Suecia exigiese la debida repara- 
ción del gobierno británico, pero el segundo contesté con ñiaJ- 
dad suma á las enérgicas reclamaciones españolas (Ortolán 
t. n, pág. 31 y apéndice B), (B) 

(15) ¿Es licito comprar ó sobornar los generales del enemi- 
go para tomar sus plazas ó copar sus ejércitos ? He aqui la* 
acertadas observaciones de Vattel (ob. cit.j lib, m, g 181)^ 
Autre chose est éCaccepter seulement les offres d*un traítre. Onuh 
seduit point, et Ton peut proJUer de son crime en le detestant. i« 
tran^uges, les deserteurs^ commetewt un crime contre leur souvermt 
on les, recoit cependantpar le droit de la guerre^ comme le disentUt 
Jurisconsultes romams. Si un gouvemeur se vend lui méme, el ofjn 
de livrer sa place pour de Vargent, se fera-t-on urupiile deprojtif 
de son crime pour obtenir sarhs péril ce qu^on est en droit de prenifé 
par forcé? Mais quand on se sent en état de renmr sans le secüurt 
des trattreSj il est beau de temoigner, en rejetaní leurs offres^ tóilf 
Vhorreur qu'ils inspirent. 

En tiempo de guerra cada beligerante debe estar muy 
guardia en todo momento y convencerse de que á cada instan- 
te puede ser víctima de artera sorpresa. Sxi única con ñau» 
debe ser que su enemigo cumplirá las escritas promesas y I 
deberes que le imponen las leyes de la guerra. 

(16) Un curioso ejemplo de doble inteligencia refiere OalvOi 
Cuando en 1588 el duque de Parma sitiaba Berg op Zoom dd 
prisioneros españoles intentaban sobornar á un soldado íe jM 
y á un paisano para entregar la villa á sus compatriotas. A [i 
líos aparentaron acceder, firmaron el trato, pero dando - 
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ftl gobernador de lo ocurrido. El sitiador, Ueno de confianza, 

entró del modo convenido en el faerte, pero estando prepara- 
dos sus defensores, fué rechazado con una pérdida de tres mil 
hombres (ob. cit., t. HE, § 1.838). 

He aquí los artículos del Reglamento español, "referentes á 
las estratagemas, 862 y 863. Su doctrina es completamente 
aceptable: «Los ardides y estratagemas, el empleo de la astu- 
cia y el artificio son permitidos, pero siempre sin rebasar cier- 
tos Hmites que el honor y la lealtad establecen entre la astu- 
cia y la perfidia ni faltar á los tratados ó convenios ó á la pa- 
labra solemnemente empeñada. 

»Las leyes de la guerra permiten las emboscadas! las sor- 
presas, los ataques nocturnos, los movimientos simulados, la 
retirada ficticia para atraer á un lazo, la intimidación, la di- 
fasión de noticias falsas.» 

Inst. amer., 101: Bien que la ruse soit admise en gwerre comme 
%n moyen legitime et nécessaire, et bien qu'elle n'ait rien de contraire 
á thnnev/r militaire, le droit commun de la guerrepermet d^appliquer 
méne la peine de mort aua auteurs d*attentat8 Wun caractére clan- 
desHn et déloyal contre Vennemi parce quHls sont (Tautantplus dan- 
gereux quHl est plus d%ffldle de s*en garder, 

Decl, Brus., art, 14: «Los ardides de la guerra y el empleo 
de los medios necesarios para procurarse noticias acerca del 
enemigo y del terreno (salvo las disposiciones del art. 36) se 
consideran como medios lícitos.» 

Dice el marqués de Santa Cruz (citado por Landa, pág. 104): 
«ün jefe de mala fe hace creer que fia del engaño lo que no se 
ttreve á esperar del valor; con que sobre la mancha de pérfi- 
do adquiere la nota de cobarde.» 

(A) El artículo 1.® de la convención de El Haya dice así: 
<Las leyes, derechos y deberes de la guerra se aplican, no sólo 
al ejército, sino á las milicias y cuerpos de voluntarios que 
reúnan las condiciones siguientes: 1.^ Tener á su cabeza una 
persona que responda por sus subordinados. — 2.® Ostentar un 
signo distintivo fijo que pueda ser reconocido á distancia. — 3.** 
llevar las armas abiertamente. — Y 4.® Conformarse en sus ac- 
tos las leyes y costumbres de la guerra. En los países donde 
2a t talidad ó parte del ejército está constituido por milicias ó 
ene: ios de voluntarios, éstas quedan comprendidas en el nom- 
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bre de aqnél.» Es igual al art. 9.^ de la Declaración de Bruselas, 
y lo mismo sucede con el 2.® respecto al 10 de ésta, por los cua- 
les se admite que la población de un territorio no ocupado que 
al acercarse el enemigo toma espontáneamente las armas para 
combatir á las tropas invasoras sin haber tenido tiempo de or- 
ganizarse según previene el articulo anterior, tiene derecho ¿ 
ser considerada como beligerante si respeta las leyes y costum- 
bres de la guerra. El art. 8.® divide las fuerzas armadas de los 
beligerantes entre combatientes y no combatientes, añadiendo 
que en caso de captura por el enemigo , unos y otros tienen de- 
recho al trato de prisioneros de guerra. En su virtud acepta el 
85 de la Declaración, que dispone tengan dereoho á la conside- 
ración de prisioneros los no combatientes que siguen al ejérci- 
to, como son los corresponsales, vivanderos, abastecedores, etc.^ 
mientras posean una autorización de la autoridad militar del 
cuerpo que acompañan. 

El art. 22 (Decl. 12) declara que las leyes de la guerra no con- 
sideran ilimitado el poder de escoger los medios para dañar al 
enemigo.. Por lo tanto, según el art. 28, además de las prohibi- 
ciones establecidas por Convenios especiales, quedan particu- 
larmente prohibidos: el empleo de veneno ó de armas envene- 
nadas, matar ó herir traidoramente á individuos pertenecien- 
tes al ejército enemigo ó á aquellos que habiendo depuesto las ' 
armas ó no teniendo medios de defensa se han entregado á dis- 
creción; declarar que no se dará cuartel, emplear armas, pro- 
yectiles ú otros objetos que causen daño innecesario; el uso in- 
adecuado del pabellón parlamentario, de la bandera nacional 6 
de las insignias ó uniformes del enemigo y de los brazales de 
la convención de Grinebra, y, finalmente, toda destrucción ó 
despojo de propiedades enemigas que no sea imperiosamente 
exigido por las necesidades de la guerra (art. 18 de la DecL). 
En el art. 24 (14 de la Decl.) se consideran lícitas las estratage- 
mas que no caigan dentro de las prescripciones del artículo 
anterior. 

La aspiración tercera del acta final dice así: <3:La conferencia 
expresa la opinión que las cuestiones relativas al tipo y al ca--! 
libre de los rifle^ y de la artillería naval, tal como ha sido por* 
ella examinada, debe ser objeto de estudio por los distintos 50-^ 
biemos, con el fin de llegar en su caso á una solución acere . elj 
uso de nuevos tipos y calibres.» Dicha resolución se refiere kla 
proposición presentada limitando por cierto tiempo las tri as- 
formaciones de los fusiles, y es también el resultado de 1 po- 
nencia del coronel Soltyk sobre la marina que evidenc* 3ra 
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imposible establecer un acuerdo acerca las proposiciones rela- 
tivas á la modifícación de los cañones, el uso de explosivos, el 
empleo de torpederos y submarinos y el compromiso de no 
construir en lo sucesivo barcos de guerra con espolón (e). 

(B) Durante la guerra hispano-americana, uno de los tres 
motivos graves de queja contenidos en la circular del Ministe- 
rio de £stado de 6 de Junio de 1898 es el hecho de haberse 
servido algunos buques americanos de la bandera española 
para entrar en el puerto de Guantánamo, «proceder que, siquie- 
ra haya sido empleado en épocas pasadas y en casos muy ex- 
tremos para huir de un enemigo mucho más poderoso, es con- 
siderado en nuestros días contrario al honor militar y á la leal- 
tad que debe presidir en la lucha entre ejércitos regulares». 

§ 97. Prisioneros de guerra*. — Recuerda la 
Instituía el origen de la palabra siervo, diciendo que 

féj En la guerra sudafricana faé una de las principales quejas de los boers el 
I B80 de las baléis £>iim-Dum, como hemos visto, prohibidas por la Conferencia de 
JBI Haya. Esto clase de proyectiles, principiados á usar por la Gran Bretaña en 
lüs campañas en la India (tomando su nombre de la fábrica cerca de Calcuta, 
': donde se inventaron), están cubiertos por la camisa.de níquel sólo en su parte 
i-cflíndrlca, quedando libre el plomo de la nuez en toda la punta, el cual, ¿1 pe- 
inetrar en el cuerpo del herido, se ensancha en forma de seta, produciendo lesio- 
Jies anchas é irradiadas, absolutamente iguales a las causadas por las balas ex- 
plosibles. Al principio Inglaterra excusó su conducta fundándose en que no se 
iiabia adherido á la prohibición convenida en 1899 y que no era cierto fuesen de 
.efectos tan funestos, luego, ante las acusaciones de su enemigo, formalmente 
enunciadas en la protesta de 18 de Octubre de 1899 á los cónsules en Pretoria, 
iiiometió en 13 de Enero de 1900, en consideración á la ConferAcia, renunciar al 
empleo de dichos proyectiles y demás beJas que estallan por el choque. Pero la 
promesa quedó en el papel y varias veces los boers citaron después casos de he- 
tiáoB suyos víctimas do las Dum-Dum. Quedóles entonces el recurso de acusar 
4 los últimos de hacer lo propio, olvidando que era esto imposible, pues no ser- 
jrian para los fusiles que éstos usaban y ocultando que las encontradas en su 
poder eran precisamente las quitadas á sus enemigos. La infracción moral del 
derecho internacional fqé, pues, evidente. Menos fundado era el reproche de usar 
ébuses con lidita, pues los gases asfixiantes que se producen en su disparo son 
lólo una consecuencia natural d§ la misma, pero no su fin principal, que es lo 
pie veda la Declaración. Tuvieron razón los boerS de quejarse de la ayuda que 
Roscaron los ingleses en las tribus salvajes indígenas. En Enero de Í9Ó0 los ca- 
lces de X.inch we, con su jefe Khama, atacaron Derdepoort, hiriendo á cuatro per- 
Nmas, entre eUas una señora..., mandados por oficiales ingleses. En los casos 
esta dlreccíión vergonzosa no era notoria, la excusa era de que los salvajes 
íiocedian por su iniciativa y en represalia de las tropelías de los boers. Acerca 
Üa^ll80 de la bandera de parlamentos fueron recíprocas las acusaciones de 
mo y otro bel'geranta. 
(*) § 161. 
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viene de servare, porque se introdujo la humana cos- 
tumbre de conservar la vida al enemigo, prueba evi- 
dente de que era regla general entre los antiguos dar 
muerte al enemigo que deponía sus armas (i). En el 
derecho moderno es inconcusa la máxima contraria; 
desde el momento que el soldado enemigo da por ter- 
minada su resistencia entregando las armas, conclu- 
ye la lucha que con él individualmente se sostenía, y 
lo único á que autorizan las vigentes leyes de la gue- 
rra es á privarle temporalmente de la libertad mien- 
tras la guerra dure (2). El.negar cuartel es horrenda 
crueldad que en principio debe vedarse en absoluto; 
únicamente en casos de necesidad gravísima puede 
permitirse como rara represalia para inducir al ene- 
migo que ha adoptado primero tan bárbaro proceder 
á que lo abandone, ó cuando la conservación de loB 
prisioneros haría imposible la misma existencia del 
destacamento que los guarda (3). Todas las personas 
que se encuentran en el ejército enemigo pueden ser 
hechas prisioneras; ni de tal regla se exceptúan 1 
personas reales (reciente ejemplo fué la captura de 
Napoleón III en Sedán) (4), ni los mismos no comba 
tientes, por lo menos en principio (recuérdese que es. 
el objeto de la prisión de guerra debilitar las fuerzas 
hostiles del contrario) (5), En las guerras modernas^ 
el prisionero lo es del Estado y no del individuo que 
lo apresa. Por esto debe ser tratado con especial con- 
sideración. Los derechos del Estado en los jpHsioné- 
ros de guerra que tiene en su poder consisten simple- 
mente en la privación de la libertad mientras dure el 
cautiverio. A este efecto es lícito encerrarles en de- 
terminadas fortalezas ó especiales depósitos é inter 
narles dentro del propio territorio. Algunas vece se 
les concede libertad relativa bajo la palabra d< no 
evadirse de un determinado radio (6). Es lícito ha er- 
les trabajar, ya que se les mantiene, en ocupac^' les 
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propias de su calidad y profesión, y quizá hasta em- 
plearles en construir y reparar fortificaciones, pero 
nunca obligarles á combatir directamente contra su 
pabia y hermanos (7). Prescindiendo de las armas (y 
aun la espada se acostumbra á devolver á los oficia- 
les), los demás efectos personales quedan en su poder; 
sólo algunos reglamentos permiten se les secuestren 
el metálico y efectos de valor que encima lleven para 
r&spoüder y ayudar al pago de los gastos que su mis- 
ma manutención ocasione (8). A estos derechos añá- 
dese el deber de respetarles en su desgracia; no siendo 
criminales j sino francos y honrados enemigos, no hay 
derecho á infligirles castigo corporal alguno. Si inten- 
> tan huiTj es licito impedirles la fuga por todos los me- 
I dios posibles, y hasta después de las debidas intima- 
ciones, dispararles mientras escapan. Pero si han lo- 
I grado su intento, como el amor á la libertad es un 
sentimiento innato, no puede castigárseles en modo 
[ alguno si vuelven á sei* hechos prisioneros por la an- 
teriormente realizada fuga, aunque hay derecho á 
guardarlos más severamente para evitar que por se- 
gunda vez la repitan, y castigar del mismo modo todo 
• complot entre los mismos para evadirse (8). Debe 
' también el Estado cuidar de la manutención y sus- 
tento del prisionero (por regla general bajo el mismo 
sueldo que paga á sus propios ejércitos), aunque ten- 
ga la intención de indemnizarse después, ya de los 
frutos del trabajo del mismo, ya reclamando su im- 
porte al firmar la paz con el gobierno al cual aquél 
servía (lo). Es deber de todo prisionero de guerra de- 
clarar, desde luego, su nombre y verdadero grado (H), 
y despuéSj durante su cautiverio, obedecer, en todo lo 
[que sea compatible con su honor y dignidad, á las le- 
yes y órdenes del Estado en cuyo poder se halla. Por 
epto, si durante él comete algún delito, puede ser pro- 
ees-" do como cualquier otro extranjero que en el terri- 
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torio resida (W), Los efectos del cautiverio se suspmdm 
por un tiempo indeñnido si el prisionero y el gobier 
no que lo capturó convienen espontáneamente en dar 
el primero la formal palabra de no combatir durante 
la guerra y el segundo se la acepta. Negocio de honor, 
complicado y difícil, se niega por lo común el derecho 
de ofrecer su palabra á los meros soldados. Una ves 
dada y aceptada, puede el prisionero volver libremen- 
te á los suyos, pero si el gobierno de su patria se niega 
á consentir la cumpla, no puede impedir al meno? 
vuelva al enemigo para constituirse de nuevo en pri- 
sión, ni tampoco emplearle en ocupaciones que á la 
lucha en algo directamente se refieran. El que inflin- 
ge la palabra dada, por perjuro que no merece el trato 
de enemigo honrado, puede ser castigado si vuelve á 
capturársele con las más rigurosas penas; general- 
mente se le fusila (13). Concluye el cautiverio: 1.° ^or 
canje, convenio por el cual los beligerantes convienen 
en entregarse mutuamente loa prisioneros que se han 
hecho. Acostúmbrase en tales casos á proceder bajóla 
base de la igualdad más completa, hombre por hom- 
bre, herido por herido y grado por grado . Cuando por 
un motivo ú otro existe alguna diferenciaj se acostum- 
bra á compensarla dando un cierto número de hom- 
bres de grado inferior por otro individuo de superior 
categoría. Algunas veces, aunque pocas^ se compen- 
sa la desigualdad en metálico (14). — 2,*" También te^ 
minaba antiguamente el cautiverio por rescate í^^\ 
convirtiéndose así en materia de lucro y de ganancia 
para soldados y príncipes; hoy sólo lo exigen las na- 
ciones cultas á las tribus no civilizadas. — 3. "^ Claro ^ 
que también termina si el captor devuelve la libertad 
sin condición alguna al contrario preso.— 4.'' Si íste 
prefiere para obtenerla hacer traición á su p iriífc 
ofreciendo sus servicios al enemigo de ósta^ el cu 1 so 
los admite.— 5.^ Naturalmente que teniendo por '' ica 
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razón de ser la guerra el cautiverio, concluye y ter- 
mina con ella en el mismo momento de la paz (véa- 
se § 129). El Convenio de El Haya de 1899, después de 
ratificar las prescripciones de la Declaración de Bru- 
selas, introduce varias importantes novedades desti- 
nadas á mejorar la condición de los prisioneros. Dis- 
pone el establecimiento de oficinas de información que 
cuidarán de proporcionar datos sobre ellos y de trans- 
mitirles los objetos que se les envíen, la protección 
de las Asociaciones constituidas en su auxilio y el de- 
recho de las mismas de comunicarse con los cautivos 
y favorecerles con sus socorros, para los cuales se 
promete la exención de todo derecho fiscal. Garan- 
rtíza á estos desgraciados el libre ejercicio de su cul- 
% el respeto á sus disposiciones testamentarias, un 
decoroso entierro en caso de muerte y, finalmente, 
la más pronta posible repatriación al efectuarse la 
l^paz(A)(B), 

(1) Aai se hÍ2¡o ain duda en un principio en la Edad media (a) 
leduciéndoae á la esclavitud al enemigo vencido, hasta que 
enamorados reyes y soldados del lucro del rescate, permitie- 
ron se liberasen así los prisioneros, logrando de tal modo dar 
I positivo y suatancioso fruto á su victoria [véase más abajo 
nota (15)], 

I (2) El concepto moderno del prisionero de guerra es en la 
fcscuela y en loa campamentos el de un enemigo púbHca desar- 
rmado que retiene en su poder el Estado mientras dura la gue- 
I rrapara disminuir así la fuerza militar del enemigo. Acerta- 

dfiineiLte dice Fliülimore: «Una vez rendidos ó entregados,. 
I íjuedan los prisioneros sin fuerza ni voluntad para resistir ;. 
I maltratarles ó asesinarles es brutal, insensato é imposible de 
FjíLatificar* (ob_ cit., t. III, pág. 156), y Heffter: «Concluida la 

foe: a justa desde el momento que el enemigo ha quedado in- 

IfíK a tercer concilio de liOtrán en 1179 prohibía solemnemente reducir á la es- 
«1*7: i ¿ lojj prisioneros en las guerras entre príncipes cristianos. 
Tomo III. 8 

I 
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defenso, sólo hay derecho de tomar con él las indispensables 
medidas para asegurarlo» (ob. cit., § 12T}, 

Dice el Manual del Instituto: «Art. 61: Zes pnsojmiin dt 
guerre sont aupouvoir du gouvemement ennemi^ mais non dcí íná- 
vidus ou des corps qui les ont captures, 

lArt. 63 lis doivent étre traites avec humanilé,k 

Decl. Brus., art. 23 (Convenio Haya, art, 4.^*): t Loa pri- 
sioneros de guerra son enemigos legales de a armados* 

» Están en poder del gobierno enemigo, pero no de loa indi- 
viduos ó de los cuerpos que los han capturado, 

1 Deben ser tratados con humanidad. 

» Cualquier acto de insubordinación autoriza respecto á éflbs 
las medidas de rigor necesarias. 

iTodo lo que personalmente les pertenece queda de sn pro- 
piedad, á excepción de las armas (caballos y papelea nulitaTes 
añade el convenio).» 

Instr. amer., 49: Est considere' commeprtsonnier de guerre tm- 
nemi puhlic, armé ou attachéá Varmée adverse pour un serme adift 
et qui est tombé dans les mains de Vautre armée, soü en cúmhait^ü, 
soit hlessé; soit sur le champ de hataille, soit dans un Mpital; mt^ 
se rendant personnellement, soit d la suite d'une mpitit^laiion eolkdm, 

Tous les soldats ct quelqu^arme quHls appartiennenty toM les hm- 
mes qui fontpartie alune levée en masse dans le pays erntcnü, ¡mt 
ceux qui sont attachés aux différents services de Varmée et qd Cüñ' 
courent directement au hut de la guerre, a VexcepHon de ceux dant «i 
sera question ci-aprés; tous les hommes etoffidern rendus inapUs s% 
service sur le champ de hataille ou ailleúrs, sHls sont captures; eni^ 
tous les ennemis quijettent leurs armes et demandent qiiartier, íí»*f 
prisonniers de guerre, et comme tels sont exposés aux mconvéideítts, íí 
jouissent des priviléges inhérents d la qualité de prisonf^ier dsgurn, 

Regí, esp., art, 905: «Como en nuestros tiempos la guerri 
no tiene por objeto la exterminación material del enemigo, M 
esfuerzos de un ejército se dirigen á coger el mayor número 
de prisioneros.» 

Esto último es demasiado decir; la guerra tiene un objeto 
algo más complejo que coger soldados enemigos. 

Art. 906, «El enemigo que se rinde, aunque esté con l^a 
armas en la mano, no debe ser maltratado, sino hecho prÜlí 
ñero de guerra. 
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í Aisn en guorra sin cuartel, ó en el caso extremo de no po- 
der conducir con seguridad ó guardar los prisioneros, no es 
, permitido dar muerte á enemigos incapaces de resistir, ni mu- 
' úo menoa pabar á cuchillo á los que estén fuera de comba- 
tes (h). 

f (3) íío es la cuestión tan sencilla como á primera vista, le- 
yendo el generoso texto de Calvo en el Manual (§ 243), podría 
ereerae. Las Instrucciones americanas y Bluntschü admiten 
Joa aigiiientes casos como posibles de legitimar el uso de tan 
crnel derecho: 1.^ Cuando el enemigo no da cuartel ó en gene- 
ralo á determinadas tropas (I. A., 62. Bluntschli, art. 580), es 
dedr, como represalias. — 2.^ Contra los cuerpos que han com- 
líatido cubriéndose con el uniforme enemigo, sin ningún signo 
aparente que los distinga (I. A., 63). — 3.^ En caso de necesi- 
dad absoluta; especialmente cuando es imposible llevar prisio- 
neros sin comprometer su propia salvación (Bluntschli, § 580. 
LA., 60). Este último caso es el más grave. ¿Por ventura 
no autoriza la moral que en un barco que va á naufragar por 
esceso de peso se echen al mar cierto número de tripulantes 
para que puedan salvarse los demás? Y ¿por qué se ha de te- 
ler más consideración á los enemigos que á unos compañeros, 
qniaá parientes y hermanos? Una fuerza corta en número, ocho 
ó diez hombres, que ha capturado por sorpresa un importante 
áeátacamento enemigo de dos ó tres centenares, que se en- 
cuentra incomunicada con los suyos, siéndole imposible reunir- 
se con ellos para entregarles el copado pelotón, ¿no tendrá de- 
recho á negar el cuartel á aquellas infelices, víctimas sólo de 
la dirá necessUas de la guerra? Creemos que sí, y Riquelme es 
de nuestra mii^ma opinión. Dice este autor: «Si por desgracia 
l^nrriese que la salvación de un ejército dependiese de una 
Tüanera evidente de la muerte de los prisioneros, al jefe del 
ejército, como responsable de la vida de sus soldados y del 

(hi Código de Justicia militar, art. 232: «Sufrirá la pena de prisión correccional 
i prisión mayor el militar que en tiempo de guerra cometa cualquiera de los 
daíltog aignlontea: 

3*** Obligar á loa prisioneros de guerra á combatir contra sus banderas, maltra- 
tiflofl (le obxa, injuriarlos gravemente ó privarlos de la curación ó el alimento 
nscesftrlo. * 

Vóaí«i también tirt. 235 en la nota («) del párrafo siguiente. 



116 PARTE ESPECIAL 

éxito de sus operaciones, tocaría pesar la urgencia de ks cir- 
cunstancias y decidir en tan dura alternativa si había de pro- 
ceder ó no á una extremidad que apenas se comprende excu- 
sable en ningún caso fcj». 

(4) Conocidas son las consideraciones con que fueron trata- 
dos Francisco I en Madrid y Napoleón IH cuando por la capi^ 
tulación de Sedán fué capturado por los alGmanea: flEsteM 
conducido á Wilhemshohe en Hesse y en su cautiverio se h 
tributó todo el respeto debido á su rango, eximiéndole de toda- 
medida vejatoria á su libertad personal» (Oalvo^ IIIi § ISáúj 

Instr. amer., § 50: ,,,Ze monarque et les membres ée hfamJk 
régnante ennemie, hommes ou femmes, le che/ et ¿^^ princi^av^fnc- 
tionnaires du gouvemement ennemi, ses agents dip¿oma¿íqy>eSj íf 
toutes les personnes dont les seroices sont d^une utüité parücy^lun i 
Varmée ennemie ou á son gouvemement, sont pHsonniers de gusm^ 
sHls sont pris sur le théatre de la guerre, sans iíre munis de sétf 
conduits par les chefs des troupes qui les ont c&ptuT^és. 

Regí, esp., art. 856: «Los soberanos é individuos de fami- 
lias reinantes podrán ser hechos prisioneros^ pero nunca mal- 
tratados.» 

(5) No se entregan en los canjes los dea er toree y tránsfu- 
gas, los propios porque, como dice muy bien Calvo, se los re 
servan los generales para imponerles el castigo que sTicrim&a 
merece, los del enemigo porque ya es sabida la auerte fatal que 
les aguardaría cayendo en sus manos. 

Regí, esp.: «Art. 928. Los desertores ó pasadas del enana- 
go deben considerarse en principio como prisioneros, pero ahí 
confundirse con ellos. 

» Generalmente no son admitidos después de la retreta. Ai 
presentarse en cualquier punto, si son muchos, ¡¿¡e les conducíl' 

/^cy Los autores más recientes, Bonfils, PiUet y Fiore, ca su Cúdí^jo, opinan poi 
la negativa. El segundo observa que si no es lícito arrasar lá ciudíiíl c^jnquIstíM^ 
que se tiene que abandonar, menos justo ha de ser matar á aaügre fría iafcliial 
prisioneros y que las piedras no han de ser de mejor condición que lo?! hciLiljrefc 
Los sentimientos de humanidad nos obligan casi á dejarnos convencer por esM 
argumento y á arrepentimos de la doctrina consignada en la uota» ^OjaM üd Ii 
práctica los atiendan también los capitanes que se hallon cu tan difícil alttri 
tiyal 
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con la correspondiente escolta al cuartel general de la división 
ó del ejército procurando evitar comunicación, tanto con las 
tropas como con los habitantes del país. 

í Se lea recogen las armas, pasándolas al parque de la arti- 
lleríaj y se venden sus caballos, según disponga el jefe de es- 
tado mayor general, ó se eligen antes los más útiles, fijando 
su precio y entregándolo de todas maneras por medio de la in- 
tendencia al desertor á quien haya pertenecido. 

sAjt, 929. Si los desertores ó pasados solicitasen servir en 
laa fiks del ejército, el general en jefe resolverá por sí ó pedi- 
rá instrucción al gobierno, asignando entre tanto á cada indi- 
Tidtio los auxilios que juzgue proporcionados á su clase. 
I fArt. 930. Los que no lo soliciten, se dirigirán, desde lue- 
go j á los depósitos prefijados, y si no los hubiere, permanece- 
rán en el cuartel general convenientemente vigilados, hasta 
que se resuelva su ulterior destino.» 

Instr, amer., 48: Les déserteurs de Varmée américaine, entres 
aut sermce de Vennemi, sont passibles de la peine de mort, quHls 
soient repris ptir Carmmée américaine ou qu'ils soient Uvrespar Ven- 
umi. Si un deserte lír de Varmée ennemie, entré au service de Varmée 
améncaine, esí capturé par Vennemi et quHl soit puni de mort ou de 
tmte aiil re peine, cefait rCestpas consideré comme une iufraction 
mz luis et usages de la guerre, il n exige done pas une réparation et 
n^autorise pas de represantes. 

En rigor de derecho, pueden ser hechos prisioneros todas 
las personas que se encuentran en el campo enemigo, emplea- 
dos civiles j diplomáticos, médicos, capellanes castrenses, ofi- 
ciales de administración militar, cantineros, etc., ya que sien- 
do todas ellas personas, si no necesarias, útiles para los ejér- 
citos, so logra, apresándolas, debilitar la fuerza del contrario. 
Con respecto á los médicos y capellanes, hay que tener en 
cuenta, sin embargo, los acuerdos de la convención de Gi- 
nebra (véase párrafo siguiente) . 

Dice así el principio del art. 50 de las Instrucciones ameri- 
ea.Daa: Bu outre, les citoyens qui accompagnent Varmée dans un hut 
^elconquej comfne les éditeurs ou correspondants de joumaux, les 
/oumisseurs^ etc., peuvent sHls sont captures, étre declares prison- 
mrs de giierre et détenus comme tels. El art. 13 del Convenio, 
conformo con el 34 de la Declaración, otorga á esa clase de 

I 
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personas la consideración de prisioneros «si están provistoi 
de cartas de legitimación de la autoridad militar del ejército 
que acompañan.» 

Manual del Instituto, art. 22: Zfí personnes ^td suiveni me 
armée sans en /aire partie, telles que les corresponda nts- de Joumam, 
les vivandiers, les foumisseurs, etc., nejwurent étre detentes quhu^ 
longtemps que les nécessités militaires rexigemt^ 

Esta solución es muy justa. La verdad es que, con Hall, do 
vemos razón alguna para detener como prisioneros á los co- 
rresponsales de periódicos. Si es que molestan á los ejércitos^ 
no admitirlos en ninguno ó expulsarlos, pero nunca hacerlos- 
prisioneros, y sobre todo los pertenecientes á naciones neu- 
tras. Esto no dice que no puedan ser internados castigándole» 
por las ofensas que infirieron anteriormente al ejército que 
les apresó. El príncipe Federico Guillermo mandó poner en 
libertad á los corresponsales del Fígaro y GatiMs cogidos en 
Soulz-le-Foret, tan pronto como no pudiesen dañar, 

(6) Los prisioneros pueden ser internados en una ciudad» 
fortaleza, campo, con obligación de no salir de ciertos limiten 
determinados, etc., pero no pueden S6r encerrados sino cuan- 
do sea indispensable como medida de seguridad (Man., artícu- 
lo 66). Declaración de Bruselas, art, 24. ííLos prisioneros de 
guerra pueden ser internados en una ciudad, fortaleza, cam 
pamento ó localidad cualquiera, con obligación de no alej uhí 
de ella fuera de ciertos limites determinados; pero no pueden 
ser encerrados más que por una medida indispensable de se- 
guridad.» Convenio de El Haya, art. b.^ Beglamento espa- 
ñol, 910 y 11 [véase nota (7)]. 



(7) Teniendo el Estado la obligación de aumentarles, claro» 
es que tiene dereclio á exigirles trabajen para compensar tal 
gasto, y por esto pueden ser empleados en trabajos públicos 
que no tengan relación directa con las operaciones del te&troi 
de la guerra, que no sean extenuantes ni humillantes pars 
grado militar si pertenecen al ejército ó para su situación fi< 
cial ó social si no forman parte de él. Si so les autoriza p 
tomar parte en los trabajos de la industria privada, su sal" 
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podrá ser percibido por la autoridad que los tiene en su poder, 
que lo empleará para mejorar su posición, ó se lo entregará el 
día que los ponga en libertad, deducidos, si hay lugar, los gas- 
tos de su manutención (Man. Inst., 71 y 72, Decl. Brus., 25. 
Coavenio de El Haya, art. 6.^). 

Regí, esp., art. 908: «Los prisioneros que nada poseen de- 
ben ser alimentados por el Estado, que podrá emplearlos en 
trabajos no muy penosos para que puedan mejorar su situa- 
ción, y basta su educación y sus conocimientos.» 

¿Si tendrá también la prisión de guerra el carácter de pena.., 
con ú.fin correccional? 

Art. 911: «Los prisioneros se distribuyen en cantones ó en 
campamento iguales á los de las tropas que los custodian, y re- 
ciben también la ración ordinaria. 

»Por lo común á los oficiales se les deja en libertad en las 
plazas ó ciudades bajo palabra de honor, alojándolos y soco- 
rriéndolos según su graduación.» 

Inst. amer., 76: Les pisonniers de guerre devront dans la me- 
sure du possidle recevoir une nourriture convenable et saine, et itre 
traites avec Jmmanité, On pourra les /aire tramiller au projit du 
gouvemement des troupes qui les ont captures, selon leur grade et leur 
eondition. 

No está autorizado el beligerante á exigir del prisionero 
tome parte alguna en las operaciones de la guerra ni obligarles 
á hacer revelaciones de cualquier género sobre su país ó ejér- 
cito (Man. Inst., art. 70). La primera prohibición (pero no la 
segunda) figura también en la Declaración de Bruselas y está 
contenida en el art. 26: «No puede obligarse de ningún modo 
á los prisioneros de guerra á tomar una parte cualquiera en la 
prosecución de las operaciones de guerra.» 

El Reglamento en este punto se expresa tan claro como bien 
(art. 909): «No es licito arrancarles á la fuerza, con amenazas 
6 malos tratamientos, noticias sobre las fuerzas militares ó los 
asuntos políticos de su país. 

»Art. 910. Tampoco se les puede forzar á batirse contra su 
propio ejercito ni contra otro. Mucho menos para cubrirse con 
ellos del fuego de sus compatriotas. 

» Al contrario, se les debe proteger contra la animosidad de 
los soldados y de las poblaciones, custodiándolos en plazas 
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» 

fuertes ó en el interior del país, en lugar no muy apartado y 
de clima salubre. 

» Nunca deben ser encerrados en prisiones ni aserrados 
con grillos.» 

(8) El prisionero conserva todo lo que le pertenece, excep- 
tuando las armas. [Man., 64. Decl. Brus,» art. 23, véase 
nota (2)]. Las Instrucciones americanas difieren de este modo 
de ver. Art. 72. Vargent et les autres vaieurs oii objects de prix 
trouvés sur la personne (Tun prisonnier, íels que montres tm Ujo}iW^ 
ainsi bien que ceux de ses vétements qui ne sont pas d*ordena7ice^ soní 
consideres par les armées américaines comme la proprieie prinée d% 
prisonnier, et Ven spolier est interdit comme im ocie deshonorante 

Neanmoins, si des sommes considerables mn troupes sur la per- 
sonne des prisonniers ou en Uur possession, eííes leur sont enlevéeij 
et le surplus de la somme nécessaire á leur entretien sera^ sur Vq\ 
d% eommandant, consacré á Vusage de Varmee^ á moins quHl n^en sait' 
autrement ordonné par le gouvemement. Les prisonniers ne peuvent 
reclamer, comme leur appartenant, de grosses sommes irauvés etpri- 
ses dans les /ourgons, lors méme qu^elles auraient été placees parmi 
les bagages particuliers des prisonniers. 

Eegl. esp., 907: «Está prohibido bajo rigurosa pena maltra- 
tar ó despojar á los prisioneros. Los que posean metálico ú 
objetos preciosos pueden conservarlos; pero si la autoridad 
militar recela qu© los valores que tengan puedan servir para 
evadirse ó para otro objeto, podrá retenerlos en depósito para 
devolvérselos al ser puestos en libertad. » 

Solución más justa y lacónica nos parece la del Manual fran- 
cés. «La propiedad privada de los prisioneros, de la cual se les 
privó durante el cautiverio, les será devuelta en el momento 
que se les suelte.» 

(9) Decl. Brus., art. 28: «Los prisioneros de guerra están 
sometidos á las leyes y reglamentos vigentes en el ejército en 
cuyo poder se hallan. 

»Después de la intimación es permitido hacer uso de l&s 
mas contra un prisionero de guerra que ae escapa, Vuelti 
prender puede castigársele con penas disciplinarias ó some^ r- 
sele á una vigilancia más severa. 
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>Si después de haber logrado escaparse vuelve á oaer prisio- 
nero, no debe castigársele con pena alguna por su anterior 
fuga» (Véase también art. 23). Conforme el art. 8.^ del Con- 
venio de El Haya. 

Man. Inst., art. 67: Tout acte íinsuhordination autorise á leur 
égard les mesures de rigueur nécessaires, 

Art. 62. Hs sont soumis aux lois et réglements en viffueur dans^ 
íwrmée ennemie. 

Regí, esp., art. 921: «Los delitos cometidos por los prisio- 
neros son juzgados con arreglo á las leyes del país en que se 
han internado. 

»Art. 916. No es delito en el prisionero el conato de evasión, 
qne debe suponerse inspirado por un sentimiento honroso de 
dignidad y patriotismo; pero debe saber á lo que se expone, 
puesto que el que lo custodia está en perfecto derecho de usar 
de sus armas y de todos los medios hábiles para impedir su evá- 



I Man. Inst., art. 68: Contre un jtrisonnier fu^tif ou peut, apris 
¡ smmation, faire usage des armes, 

I 8*il est repris avant d^avoirpu rejoindre son armée ou quitter le 
I territoire soumis au capteur, il esfpassible seulement de peines disci- 
\plinaires ou soumis a une surveillance plus sevére, Mais si aprés avoir 
I nmú a échaper, il est canturé de nouveau, il n' est passihle cCaucune 
\$mepour sa fuite antérieure, 

I Toutefois, si le fugitif ressaisi ou capturé de nouveau avait donni 
I sa parole de ne pas s^evader^ ilpeut étre privé des droits de prissón- 
iMrdeguerre. 

I LaDecl. de Brus. (art. 28), el Manual francés (citado por 
|Tovey, pág. 62), y el del Instituto, hacen muy bien en reque- 
[rir formalmente que se intime, al prisionero que intente eva- 
dirse, la rendición y la vuelta; si de ello se prescinde, se co- 
mete un abominable asesinato que los usos de la guerra no pue- 
den jamás excusar. 

' Inst. amer., 77.: On peut punir militairement les conjurations 
\9rgwmées entre les prisonniers pour recouvrer leur liberté, ou les 
¡Kmplots formes, entre eux contre les autorités existantes, Onpourra 
Méme, dans les cas graves, prononcer la peine de 'mort contre les 
pf^pables, (Conforme Bluntschli, art. 610.) 
A ^eces se deja al prisionero libre bajo su palabra de no mo- 
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verse de una población ó comarca detenninada de las ocupa- 
das por el enemigo en el territorio de sn, patria. La e?a^i¿n 
intentada 6 realizada puede castigarla severainonte el captor 
al frustrarla ó apresarle, ya que es reo el fugitivo del deüío 
más grave que puede cometer el militar, el faltar k la emp^Da- 
da palabra (Man. Inst., art. 68, Inst. amer., art. TSJ. 

Regí, esp., art. 922: «El motín ó rebelión, las conjuras para 
evadirse ó atacar las tropas que los custodian, son castigados 
con penas rigurosas, y en ciertas circunstancias pasados por 
las armas los promovedores. 

»Art. 915. El oficial prisionero que faltare á su palalírad^ 
honor de no intentar evadirse, ó el soldado que infringiese las 
órdenes y reglas sobre acantonamiento, pueden ser privados 
de las ventajas que disfruten.» 



i 



(10) Es verdad que la manutención y cuidado del prisione- 
ro va, naturalmente, á cuenta del gobierno que lo apresó. Por 
una inteligencia mutua entre las partes beligerantes puedjea 
establecerse las condiciones de este sustento. Si no se llega á 
ella, serán tratados, en cuanto á la manutención y veítídOf 
bajo el mismo pie (de paz, dice el Manual del Instituto) qiie 
las tropas del gobierno que los capturó (Man., art. 69. Decla- 
ración de Bruselas, art. 27). El art. 7.^ del convenio de El 
Haya acepta este mismo principio para el caso de falta de 
acuerdo especial entre los beligerantes. 

El Regí. esp. dice también que los prisioneros gue nada f<^- 
seen (y la excepción es acertada, pues los ricos no deben recia* 
mar soldada alguna, y con ellos los que fueren hallados en pe* 
sesión de crecidas sumas) deben ser alimentados por el Estado 
(art. 908), cuyos gastos (los ocasionados por los prisioneraá] 
deberán ser objeto de un artículo en el tratado de paz, pero en 
ningún caso deben ser retenidos como rehenes ó represalias en 
cumplimiento de ciertas (creemos que es errata de imprent*» 
debe decir estas) obligaciones (art. 913). (Véase sobre este úl* 
timo punto § 129). 

Durante la guerra franco -prusiana Francia pagaba á los 
oficiales de 100 á 337,50 francos por mes según su. rango, y i 
los soldados siete céntimos y medio al día. Alemania no tt% 
tan liberal; los soldados no recibían nada, loa oficiales de 45 
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á 93,75 francos (D'Angeberg, 694, citado por Hall, pág. 372). 

(11) Todo prisionero, al entregarse, debe declarar franca- 
mente, también en sii propio interés y en el de su patria, su 
nombre y grado. En el caso que no lo hiciere puede ser priva- 
do en todo ó en parte de las ventajas concedidas á los prisio- 
neros de su categoría (Man. Inst., art. 65). Decl. Brus., ar- 
' tículo 29 y convenio de El Haya, art. 9.^: «Cada prisionero 
de guerra debo declarar, si se le interroga acerca de este par- 
ticular, sus verdaderos nombres y grado, y en el caso en que 
infringiese esta regla, se expondría á que se le restringiesen 
las franquicias concedidas á los prisioneros de guerra de su 
categoría.» (Man. Ints., 65). Eegl. esp., art. 926: «Un prisio- 
nero no puede hacerse pasar por superior á lo que es para obte- 
ner mejor trato con esta superchería; á la inversa, puede 
ocultar en el acto de ser cogido su graduación ó su importan- 
cia, para no perjudicar su causa, revelándola después en el acto 
de ser canjeado.» 

No hay nada que objetar á la justicia intrínseca de esta 
distinción, pero creemos que puede dar lugar á muchos abu- 
sos. 

(12) El prisionero está sujeto á las leyes vigentes en el país 
en que se halla, y debe obedecer las órdenes que le transmi- 
tan las autoridades militares en cuyo poder está detenido. 
Estas pueden también castigarle por las faltas de subordina- 
ción que cometa y guardarle con más severidad si ha intenta- 
do la fuga, como también hacerle juzgar por los delitos que 
hubiese cometido antes de la captura, ya sean comunes, ya de 
infracción á las leyes de la guerra (Bluntschli, art. 602. Ins- 
trucciones americanas, 59). 

(13) Si ya no se rescatan los prisioneros, ha aumentado 
desde el siglo xvn la costumbre de devolverles la libertad 
bajo la condición de no hacer armas en su perjuicio durante 
toda la guerra (ó lo que es más raro durante un período deter- 
» minado de la misma). Las Instrucciones americanas definen 
la palabra «la promesa hecha de buena fe y sobre el honor por 
Tin *>risionero de guerra de hacer ó no hacer ciertos actos de- 
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terminados cuando el enemigo al cual la presta le haya de^ 
vuelto una libertad parcial ó coiiipleta» (art. 120). 

Ya Yattel encontraba cómodo y útil eate medio para reco 
brar el más preciado de los bienes del hombre; la Hbertad: 

Par un usage qui revele également thonneur tt le humonííé da 
Européens, U7i ofjlcier prisonnier de guerre est rtrivo^é sur mpii>- 
le; il a la consolation de passer le temps de m pHson dan.^ sa patrie, 
au sein de sa f amule; et celui qui Va rel&cké se lient ausá út M 
lui que sHl le retenait dans lesfers (ob. cit., libro III, § l&ü). 

Por lo mismo que se trata de un deber cuya única fuarm 
está en la conciencia y caballerosidad del apalabrado, la ¿jutí* 
leza ha dado mil vueltas para conciliar la obligación del pa^ 
triota de luchar por su bandera con las qiie impoTie un docu- 
mento suscrito quizá en la precipitada irreflexión coe la que 
se acepta tan fácil medio para no comer el amargo pan del 
cautiverio. 

Ya existe la primera dificultad en averiguar quó prisioTia- 
ros pueden dar palabra. Ya sea porque el sentimiento del ho- 
nor se ha considerado en otros tiempos como patrimonio de . 
las clases elevadas del ejército, ó, lo que es más cierto, por- 
que las obligaciones que con prestarla se adquieren tienen 
una gravedad tan grande que les es difícil á loa rudos solda^ 
dos conocer la gran responsabilidad en que se incurre ai pro» 
meterla, se ha negado el derecho de darla á los simples sóida* 
dos y el derecho de ofi^ecerla . 

Así las Instrucciones americanas prescriben que únicamen- 
te los oficiales con título (commissioned ú/Jit^en) pueden dar dí^ 
rectamente su palabra, siéndoles preciso aun para ello el per- 
miso de su superior jerárquico si está á su alcance el pedirae- 
lo (art. 126). Los demás y los simples soldados deben otorgar» 
la por medio de un oficial autorizado. De lo contrario no baca 
más que hacer acreedor al que la dio á la pena de muerte im- 
puesta á los desertores. Únicamente podrán prestarla los sol 
dados que separados desde largo tiempo de sus jefes lea es im^ 
posible servirse de ellos para solicitar su libertad (art. 1 27) J 
Bluntschli había, en sus dos primeras ediciones, segnido est< 
misma doctrina (art. 621), pero en la tercera dice que laparo^ 
le des soldáis est admise aussi bien que celle des ojyiciers pom 
autant quHls paraisseni autorisés á la donner^ El Keglamentn es 
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pañol, en su art. 917, dice que algunas veces se da libertad á 
]m oficiales y aun á los soldados, y en el art. 918 se limita á 
preceptuar que «de todos modos los prisioneros no pueden 
aceptar la libex'tad bajo condiciones, sino con la previa aquies- 
cencia de sus jefes». Los artículos 31 de la Declaración de 
Bruselas, 76 del Manuel del Instituto y 10 del Convenio no 
distinguen entre oficiales y soldados. uLes prisonniers de guerre 
^}t\LWát éíre mis en liberté sur parole si les lois de leurs pays 
LES T A UT ORÍ SE NT,» Si el prisionero da su palabra, poco le 
importa al g^obierno que la acepta, ni debe averiguarlo, que 
el enemigo lo proiiiba á sus paíciales; á éstos en último caso 
incumbe, como luego veremos, el deber de volverse al cauti- 
verio. 

Ni el gobierno, ni el prisionero, están obligados á concluir 
im contrato en el que, si el uno renuncia al derecho de deten- 
tar el cautivo, el otro se obliga á no cumplir el sagrado deber 
de defender sus lares. 

RegL esp.j art. 917: «Algunas veces se da libertad á los 
oficiales j y aun ¿ los soldados, bajo palabra de no tomar parte 
actis^a en toda la campaña, ó con otras condiciones estipula- 
das; poro no se pueden imponer por la fuerza estas condicio-' 
nea, y el prisionero tiene derecho de rehusarlas si prefiere 
«goardar un canje que le permita seguir combatiendo por su 
PAtria.:» 

Man. Ib st,, art. 77: Un prisonnier ne peut pas étre contraint 
(Paccepter sa liberté sur parole. De méme, le gouüernement ennemi 
iCestpa^ úhligé d' acceder á la demande d' un prisonnier reclamant sa 
fflWí? en liberté sur parole. 

Conformoíi el arfc. 32rde la Declaración y 11 del Convenio: 
<A un prisionero de guerra no puede obligársele á aceptar la 
Ebertad bajo palabra; de la misma manera, el gobierno enemi- 
fo Bo está obligado á acceder á las pretensiones de un prisio- 
iHero de guerra que pide su libertad bajo palabra»; y el 133 de 
las Instrucciones americanas que dice así: «Ningún prisione- 
ro de guerra puede ser obligado por el gobierno enemigo á 
dai BU palabra j ni ningún gobierno á aceptar la palabra de los 
" pri loneros de guerra, ó de aceptar la palabra de todos por el 
het 10 de haber aooptado la de alguno ó muchos. Como el em- 
peí * por palabra es de parte del prisionero un acto personal, 
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la aceptación de tal compromiso es de parte del gobierno ene- 
migo un acto completamente facultativo.» 

La palabra dada por el oñcial prisionero se acostumbra ¿ 
consignar por escrito en un documento por duplicado^ con h 
firma del prisionero y de la autoridad que acepta au compro- 
miso. Debe la última llevar una lista de los individuoy dfi esta 
manera soltados. 

¿A qué obliga la promesa empeñada? La mayor parte dñ loa 
autores, Calvo, Heffter, Bluntschli, Hall, etc., tíoBtienen uná- 
nimes que lo único que no puede hacer el apalabrada es tomar 
parte activa en la lucha, pero que puede, sin escrúpulo, ser- 
vir á su patria en los empleos civiles y diplomáticos hasta ocu- 
parse en instruir reclutas, construir fortificaciones en el inte* 
rior y continuarlas, etc. 

Las Instrucciones americanas, en su art. T30, comprenden 
también como empleos lícitos el destinarse á reprimir suble- 
vaciones civiles ó á combatir enemigos que no sean aliadoi 
del beligerante al que dieron su palabra. Geffcken y Lentner 
con muchísima razón combaten esta distinción tan sutil qWb 
trata de interpretar estrictamente un contrato cuya baw 
y única fuerza es la buena fe. En todos estos deatiaos el pri- 
sionero de guerra suple á otro que puede ir en su lugar al 
campo de batalla y así inutilizarse el principal y hoy dia ¿ni' 
co fin del cautiverio, disminuir las fuerzas militares del ene- 
migo. 

El gobierno puede prohibir á sus oficiales y soldados que 
cuando caigan prisioneros den palabra de no combatir, pero 
entonces el deber del prisionero es volver á la prisión* Si en* 
toncos el enemigo rehusa admitirle, queda en libertad in condi- 
cionada (Bluntschli, art. 628) (d). 

Regí, esp., art. 919: «Por lo tanto, el Eatado no tiene obU* 
gación alguna de ratificar las condiciones estipuladas por lo» 
prisioneros; y en tal caso, la lealtad impone á éstos el debeflN 
de constituirse de nuevo prisioneros.» 

^dj Nuestros códigos penales multares prohiben á los opdaítis del ejérdto f i 
la marina aceptar la libertad bajo palabra de no hacer nmiag coQtm el euen 
castigándolo con las penas de pérdida de empleo y gradu. (Código pemil dsll 
marina, art. 154. Código de Justicia militar, art. 299, caso 1.'''}. Váa^f© más at* 
nota CfJ, lo ocurrido con lo» marinos de la escuadra da CerTOm, ¿ loa cuales fl 
gobierno americano ofreció la libertad en esta forma. 
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Man. luñt., art. 76: Les prisonniers pewvent étre mis en liberté 
tur parole j ñ les lois de leur pays ne Vinterdisent pas, 

Dam ce cas ils sont ohligés, sous le garantie de leur honneurper- 
ionnel, de remplir scrvpuleusemeni les engagements quHls ont libre- 
mnt cmtractés et qui doivent étre clairement specijíés. 

De son cotéj leur propre gowDemem,erít ne doit eoáger ni accepter 
ieu^mcun se mee contraire á la parole donnée, 

Igíiales la Dacl. de Brus., art. 31, y el 10 del Convenio de 
El Haya: ítLoa prisioneros de guerra pueden ser puestos en 
libertad bajo palabra, si las leyes de su país les autorizan para 
darla; y en Be mojante caso están obligados, bajo la garantía de 
su honor personal, á cumplir escrupulosamente , tanto con su 
propio gobierno como con el que les ha hecho prisioneros , los 
compromisos qua hubiesen contraído. 

»En el mismo caso su propio gobierno no debe exigir ni acep- 
tar de ellos ningún servicio contrario á la palabra dada.» 

Durante la guerra franco -prusiana, el gobierno de la Defen- 
sa nacional no sólo empleaba á los militares que habían dado 
ac palabra de no combatir (por lo que fué censurado enérgica- 
mente por Bigmarck en una nota de 14 de Septiembre de 1870, 
Staaísarchiv 4.422), sino que según Qeffcken un decreto del 
miBistro de la Guerra de 13 de Noviembre de 1870 prometía in- 
Uistintaniente una gratificación de 750 francos á todo prisione- 
ro que lograse salir de cualquier modo que fuese de las manos 
enemigas, Pero así como el nombre de ülrich, el ilustre defen- 
sor de Estrasburgo, fué justamente alabado por haberse dene- 
gado á tomar parte en las hostilidades, el del perjuro Thibau- 
din. es una mengua para el ejército francés, á cuya cabeza figu- 
ró después como ministro. El prisionero que ha dado su palabra 
j falta á ella, si es después apresado, puede ser castigado seve- 
ramente como traidor hasta con la pena de muerte, á no ser que 
con jjosterioridad á su liberación haya sido comprendido en 
mi canje incondicional (Man., art. 78, Inst. amer., art. 130). 
Decl.j art^ 33, y Convenio, art. 12: «Todo prisionero de gue- 
rra, puesto en libertad bajo palabra, vuelto á prender hacien- 
io armas contra el gobierno con el cual se ha comprometido 
3or su honor (ó sus aliados ^ añade el Convenio), puede quedar 
>rivado de los derechos de prisionero de guerra y ser llevado 
i loa tribunales para su castigo.» 
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Regí., art. 920. «El que íalte á la promesa formal de no ba- 
tirse ó servir en filas si es cogido con las armas en la mano 
se expone á la muerte. 

>Por esta razón no se concede durante el combate la libertad 
bajo palabra de no combatir, pues el quo la empeñe puede ver- 
se obligado á faltar á ella para defenderse.!^ 

Hay una afirmación en Eiquelme completamente extraña ea 
autor de tan buen criterio por lo general. No sabemos de don* 
de sacó que un militar que haya cometido un deHto común en 
su patria, si vuelve á ella en libertad bajo palabra, no puede 
en este tiempo ser justiciable porque continué estando ba-jo k 
condición legal de prisionero y los derechos que sobre él tenia 
su gobierno se mantienen en suspenso durante su cautividad, 
(ob. cit., pág. 151). El prisionero soltado bajo palabra deja de 
serlo mientras la cumpla y no sólo puede ser castigado por loa 
delitos anteriores á la prestación de la palabra sino por el 
hecho mismo de darla si el código militar á que est^ sujeto 8e 
lo prohibe y pena. Lo único que no pueden hacer sus superio- 
res es obligarle á que falte á su promesa. 



\ 



(14) La terminación del cautiverio por canjes es con la can- 
sada por el fin de la lucha la más frecuente^ Como decía ja 
Vattel, el equilibrio de fuerzas entre los beligerantes se con 
serva del mismo modo, y únicamente no tendría ra/.ón de ser 
en una guerra con una nación heroica cuyos soldados fuesen 
más temibles por su valor que por su número. 

La necesidad de los canjes se ha demostrado en las guerras 
modernas, en las que los prisioneros han llegado á numeras 
fabulosos (en la guerra franco-prusiana loa apresados fraricc- 
ses Uegaron á ser 11.160 oficiales y 333.885 soldados, mien- 
tras que los alemanes ascendían escasamento á algunos ini]es)i 
Para concluirlos acostumbran á veces loa beligerantes á tener 
comisarios en los principales depósitos enemigos j los cuales 
cuidan también de proveer á las necesidades de los presos y 
de hacer las necesarias representaciones para log^rarles buen 
trato. (Keglamento, art. 912. «Los beligerantet; tienen derecli^ 
á enviar comisarios ó inspectores á los depósitos de prisione- 
ros para informarse del trat® que les da el gobierno enemiga y 
presentar las reclamaciones que jiizguen oportunas,») C'Táíi 
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vecés se concluyen estos carteles en naciones neutras, como 
sucedió en la guerra de Crimea, ó por parlamentarios delega- 
doB expresamente. 

Hegl. esp., art. 925: «El canje suele verificarse en virtud 
de tratado concluido entre los beligerantes; pero sin él pueden 
tambiéa verificarse en el curso de . la campaña por simple 
acuerdo ó convenio de las dos partes. 

!> Generalmente rige el principio de igualdad de grados, esti- 
pulando las equivalencias en caso de que aquélla no exista. 

íNo ae suele hacer distinción entre los soldados de linea y 
los francos ó movilizados, siempre que estén declarados fuer- 
zas ragulares. La separación se hace entre heridos y enfer- 
mos.» 

Man. Inst., art. 75: Zes p*isonniers petivent encoré étre reldchés 
ítt terttt d'un cartel d*¿change comenu entre lesj arties hellig erantes, 
Decl. Eras., art. 30: «El canje de prisioneros de guerra se 
regula por una inteligencia mutua entre las partes beligeran- 
tes.» 

El cambio suele verificarse hombre por hombre, grado por 
grado (ó, si no es posible, estableciéndose cierta proporción, 
V- gr., tal número de soldados por un oficial), sano por sano, 
enfermo por enfermo, etc. 

En el caso que haya una diferencia que no pueda compen- 
sarse en hombres, se arregla con una indemnización en metá- 
lico ó en efectos, sin que pueda esto llamarse en modo alguno 
rescate (BluntschH, § 616. Inst. amer., art. 108). 

Hay la costumbre de que se pacte que los prisioneros cam- 
biados no deberán tomar parte en las ulteriores operaciones 
de la guerra; más aún, debe presumirse en caso de duda que 
aai lo han querido las partes (Bluntschli, nota al § 613). 

Lo que es más cierto aún que desde el siglo pasado se acos- 
tumbra devolver gratuitamente y fuera de la cuenta á los ca- 
pellanes y médicos militares (Hall, p., § 378). 

Dos ejemplos cita este ilustre autor (que trata esta materia 
con la erudita novedad que distingue su libro) del modo leal 
como deben entenderse y cumplir los carteles de canje. 

Durante la guerra entré Francia ó Inglaterra en 1810 tenia 
la última 43.774 soldados de la primera y ésta únicamente 
)Íli458 verdaderos soldados ingleses con 500 paisanos deteni- 

Tomo III. » 
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dos y 38.555 españoles. Napoleón propuBO cambiar S. 000 fran- 
ceses por 1.000 ingleses y 2.000 españoles. La diatinciÓD que 
hacia el francés disminuyendo el valor de los españoles era 
absurda, aunque Inglaterra obraba también de un modo egoís- 
ta al pretender excluir del canje á sus aliadosi idea que se de^ 
mostró más claramente al pretender que se principiase sol- 
tando igual número de franceses por otros tantos ingleses. Na- 
poleón, comprendiendo los fines de Inglaterra, se negó á aina- 
tar el convenio (véase An. Reg. 1811, pág. 76), 

El otro ejemplo fué durante la guerra de la Independencia 
americana en 1777. En tal año se convino un canje entre el 
general Howe y Washington bajo las bases de la igualdad más 
completa. Al cumplirse se quejaron los americanos de que se 
les devolvía un gran número de prisioneros enfermos por hs 
sanos que ellos entregaban. El general inglés se limitó i ne- 
gar el hecho y á sostener que el mal estado de salud se debía 
á las enfermedades reinantes en el campo separatista^ pero 
reconociendo al mismo tiempo que un beligerante que por 
malicia ó descuido deja enfermar á sus prisioneros no tlen^í 
derecho á exigir del otro que le dé, en cambio de aquéllos, 
hombres sanos y robustos. 

(15) En los tiempos antiguos había la costumbre de re sen 
tar á los prisioneros, pero en el presente siglo ha quedad? 
completamente en desuso gracias al distinto concepto que del 
cautiverio se tiene en los modernos. Según Hall, el cartel fir- 
mado en 1780 entre Francia é Inglaterra íué el último en los 
que se convenían precios para el rescate de las fuerzas milita- 
res y navales de ambos combatientes; desde entonces, proba- 
blemente, no se ha rescatado prisionero alguno, á no ser los 
marineros apresados en buques mercantes, que tienen que ser 
soltados en virtud de la carta de rescate de estoe últimos 
(nota I á la pág. 376, ob. cit.) ■ 

(A) Los artículos 4 á 12 del convenio de El Haya, acordes 
con lo que exponemos en el texto, son la reproducción casi lite- 
ral de los 23 á 34 de la Peclar ación. El 13, referente álos no 
combatientes, lo hemos extractado ya [véase nota (A) al § (96 1]* 
y contienen disposiciones nuevas los siguientes, desde el 1^ 
al 20. El primero dispone que se establecerá en cada paí? eli- 
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I geraflfce, desde el principio de la guerra, nna Oficina de infor- 
I moción con respecto á los prisioneros de guerra y, si es opor- 
tmo, en los Estados neutrales que les hayan recibido en su te- 
rritorio. Esta oficina, que tendrá la obligación! de responder á 
cuantas preguntas se le bagan sobre los prisioneros, recibirá 
4e quien corresponda los datos necesarios para identificarlos y 
formar una papeleta individual de cada uno de ellos. Se le in- 
formará de los traslados é internaciones, así como de la muerte 
de los mismos y su admisión en los hospitales. También tendrá 
Ja atribución de recoger y mandar á su destino todos los obje- 
tos de uso personal, dinero, cartas, etc., encontrados en el cam- 
po de batalla ó dejados por los prisioneros que muriesen en hos- 
pitales ó ambulancias (art. 14). 

Las sociedades para el socorro de los prisioneros, constitui- 
das legalmente con el objeto de obrar como agentes de la ca- 
ridad, recibirán de los beligerantes toda clase de facilidades 
para conseguirlo, dentro de los límites de las necesidades mi- 
litares y administrativas. Sus delegados podrán distribuir so- 
corros en los depósitos donde los prisioneros estén internados 
póen las etapas que hagan los que sean devueltos á su patria 
mientras obtengan el debido permiso de las autoridades mili- 
tares y declaren por escrito su sumisión á todas las condiciones 
disciplinarias y de policía que se les impongan (art. 15). Las 
^«ficinas de información están exentas del pago de derechos de 
porte (e). Las cartas, cheques y órdenes de pago y paquetes 
||ostales dirigidos á los prisioneros serán francos de porte, no 
Áólo en el país de donde salen y en aquel adonde van, sino en 
todos los de tránsito. Los donativos y socorros en especie des- 
uñados á los prisioneros serán admitidos libres de todo dere- 
bho de aduanas y cualquier otro y transportados de balde en 
los ferrocarriles explotados por el Estado (art. 16). Los oficia- 
tes hechos prisioneros recibirán las pagas que devenguen en 
íii situación según los reglamentos de su país, siendo después 
íl Gobierno de éste responsable del reembolso (art. 17). Los pri- 
lioneros de gTierra deben disfrutar de toda la posible libertad 
»ra el ejercicio de su religión, incluyendo el derecho de asistir 
i los oficios de su culto, en el supuesto de conformarse siem- 
>re en ello á las medidas disciplinarias y de policía dispues- 
ÍB8 por las autoridades militares (art. 18). Sus testamentos, 
luto en su otorgamiento como en su ejecución, serán respeta- 
os y cumplidos, del mismo modo que los de los soldados del 

fej La traduceión oficial españolo dice equivocadamente de puerto, vertiendo 
. acepción la palabra port. 
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ejército nacional. Se seguirán iguales reglas con respecto álos> 
documentos que acrediten el fallecimiento y en el entierro^ m 
el cual se tendrá en cuenta su posición y rango (art. 19). Des- 
pués de la conclusión de la paz se verificará la repatriación d» 
los prisioneros en el más breve plazo posible (art. 20). 

En 21 de Marzo de 1893 el gobierno francés publicó un regla- 
mento sobre los prisioneros de guerra. 

(B) Debe confesarse que en materia de prisioneros de guerra. 
es donde hicieron más gala de su respeto al derecho internacio- 
nal uno y otro beligerante en la guerra de 1898. La prensa ame- 
ricana se hizo lenguas del modo cortés y cariñoso con el qiie 
recibió y trató el almirante Cervera al héroe del Merrimac, el 
teniente Hobson (canjeado después él y sus seis compañeros con 
un teniente y catorce soldados españoles). Al quedar nuestro 
ilustre marino cautivo, después de la catástrofe de Santiago^ 
no fué tratado menos caballerosamente, y lo mismo, al menos^; 
la oficialidad. Se les dejó en libertad, bajo palabra, dentro d* 
Annapolis, y se les devolvió entera, permitiéndose el regreso 
de todos á España, tan luego como se firmó el protocolo, siendo^ 
así que era indudable el derecho de retenerlos Hasta la ratifi* 
cación del tratado de paz (f). 

(SJ El Gobierno americano habla o&ocldo la libertad bajo palabra al almino« 
te Cervera y á sus oficiales, bastando la del primero con respeeto las cLaa^ 
tropa y marinería, por medio de comunicación del almirante Mae-Nair ¿ Cerraií 
de 20 de Agosto. El rendido de Santiago le contestó era imposible aceptar \ 
oferta, existiendo la expresa prohibición del Código de la marina de gnerra,! 
puesta igual á la que habla dado el Ministerio de Estado español en virtud 
informe del de Marina á una propuesta análoga hecha ya en Julio, antes de 
firma del Protocolo, por conducto de la embajada inglesa. Los americanos, p 
decidir á los presos en Annapolis, invocaban el precedente de los capituladé 
en Santiago de Cuba; pero éstos propiamente no la dieron, sino que pactanl 
pura y simplemente su inmediato retorno á España sin condición alguna, 
sólo hubo un pacto de esta suerte con respecto los voluntarios naturales de Cali 
(véase § 106). Hay que notar que el teniente Capriles, en un arranque patrióUflH 
telegrafió al ministro que ni auu autorizado aceptarla la libertad en tales coiM 
clones, respondiendo acertadamente éste que era irrespetuoso y contrario á 
disciplina «admitir la posibilidad de que el Grobiemo autorice lo que él C6díÍ 
pena». El 31 de Agosto devolvía el Gobierno americano su libertad á los pii^ 
ñeros españoles sin condición alguna. Durante su cautiverio en Annapolis fii< 
muy considerados, de tal modo que el mismo Cervera, en su inforoae oñcial al 
biemo, dice que quizá la Historia no registra nada igual en el trato á prisionefl 
aunque no le merecen iguales elogios la conducta observada con las clases 
marinería y tropa en Portsmouth. Otra queja aislada fué la de los prisioDA 
españoles detenidos en el fuerte Macpherson (Mayo, 1898) de que se les tnvfti 
encerrados en la fortaleza y no existiendo peligro alguno de evasión, halláiidd 
á centenares de kilómetros del territorio español. De ellos el capitán d^ 'ijo 



DERECHO FOBKAL.— ESTADO DE 6ÜBRRA 



133 



h 98. Espías. Ouias. Olobos aerostáticos. 
^e los heridos y enfermos. Convención de Oi- 
^bra de 1864 y sus revisiones en 1868 y por 
[Convenio de El Haya para las guerras ma- 

Itimag. De los muertos '^. — No tienen derecho á 

se les considere como prisioneros de guerra los 

pías^ debiendo entenderse por espionaje (cuyo se- 

8Ímo castigo tolera el derecho internacional, no 

k'que sea cuando con él se sirve á la patria delito 

aOj sino para que puedan evitar los beligerantes, 

aorizando á los que á él se dediquen, los perjui- 

que de su frecuencia indudablemente les resul- 

el adquirir y llevar fraudulenta y ocultamente 

ícias y datos acerca la guerra á y para el enemi- 

(1), No puede considerarse, por lo tanto, como 

|ia al oficial enemigo que ostentando francamente 

liMforme y carácter, va á hacer reconocimiento en 

i lineas adversarias (2)^ pero es en cambio la más 

ame de las traiciones el servir de espía al enemigo 

[la patria (3). Los guias no pueden ser castigados 



p^i 



en una especie de jaula, junto con un negro, y sirviéndosele una comida po- 
E^olamarün en vano por medio de la legación francesa. 
U gtierra aucílo-boer la opinión pública europea censuró acremente el 
de lOB prisioneros, entre eUos al heroico general Kronje y sus tropas á la 
SaBta Elena, no fiólo por el recuerdo histórico que esto significaba, sino 
porque, stígún declaración del mismo Gobierno inglés, tal deportación 
m caráetE>r do pf^na y amenaza incompatible con la noción que de la prisión 
las leyes modernas de la guerra. Por lo demás, los mismos ingleses se hicie- 
Lguos repetida» ve^^es de la cortesía y humanidad con la cual sus enemigos 
á sus prisioneros, y si los boers no pudieron confesar lo mismo debióse 
iblD abandono en que se tuvieron los servicios sanitarios é higiénicos d.u- 
toda la lucha en ^ ejército británico. El tifus diezmó los depósitos que 
eit el Ciit>i>, j para llevarlos alli se metían sanos y enfermos en vagones de 
[mientras los heridos Ingleses iban en el mismo tren en magníficos vago- 
i\ Máa horreinlo fué lo ocurrido en Elandsgaate, donde 90 .boers y ale- 
rendidos á ^Ssoreclón, fueron asesinados por los lanceros por la orden de 
I comandante que les decia •Kill the buggers, matad á esa canalla», barbarie 
le que dio lugar después á que, encontrado en Ladysmith el mismo regi- 
liBiito por los boerfi, ile 600 hombres pudiesen sólo escapar con vida 5, que recl- 
uí el encargo de i r a contar á los suyos la suerte de los carniceros de Elands- 
i. 
t*) r M 152 y 53. , 
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como espías si han prestado sua gervicios al ínyaaor 
forzados por él^ y éste tiene dereclio á castigarlos 
como acto de cruel perfidia si faltando á su deber 
indican una falsa ruta (4). Los correos ó meüsajeros 
ó partes, como se les llama vulgarmente, merecen, 
por lo menos, la consideración de priaioneros cuando 
llevan de un modo manifiesto y franco el pliego que 
el adversario les confiere ó si lo entregan sin resis- 
tencia alguna en el momento que habiendo sido cogi- 
dos se les exige (5). La invención moderna de la na- 
vegación aérea ha suscitado importantísimas cuestio- 
nes en el derecho internacional, y en ellas parece pre- 
ferible la solución de que el mero hecho de navegiir 
en globo no constituye, en caso de captura de aquel 
en que se hallan, fundamento para ser tratados sus 
tripulantes como espías. Con esto no quiere decirse 
que si llevan partes ó el globo está destinado á obser- 
var los movimientos del ejército contrario no puediía 
aplicarse las reglas expuestas (6), El derecho de vida 
y muerte sobre el enemigo, consecuencia triste pero 
lógica del de ataque y defensa, no sólo cesa desde el 
momento que el contrario se rinde constituyéndoBe 
prisionero, sino también en el mismo iastante en el 
que por cualquier herida ó enfermedad se halla impo' 
sibilitado de continuar tomando parte en la lucha. Sí 
bien en las guerras de los pasados siglos era frecuen- 
tísimo estipulasen los generales carteles referentes al 
cuidado de los heridos de ambos bandos ó se les aaig: 
naba especial atención en las capitulaciones, eran aúi! 
pocos por desgracia y lo que es peor no observadas (?)* 
A consecuencia de la invitación del presidente de ubm 
sociedad filantrópica suiza, Mr. Moynier, se finm 
en Ginebra en 22 de Agosto de 1864 una Gonver^M 
internacional para la protección de los heridos y m 
f erraos en campaña^ á la cual se han adherido ya loj 
casi todas las naciones civilizadas^ siendo el re- *eK 



DEHBCHO FOKMAL.-^BSTABO PE GUERRA 



135 



los heridos uno de los más inconcusos principios 
il derecho positivo moderno (8). Como, á pesar de los 
lenos deseos de sus iniciadores y de la sublime gran- 
iza de la idea que inspira sus acuerdos, como obra 
de médicos que de militares y juristas, está llena 
deficiencias y errores que la Hacen de difícil y obs- 
cumplimiento en la práctica, se reunió otra con- 
mcia en 1868 que la estropeaba aún, por regla ge- 
íialj en vez de mejorarla. Este nuevo convenio que 
' aphca el principio de la neutralización á las guerras 
marítimas, no ha sido ratificado por nación alguna de 
las que lo firmaron, pero ha sido observado en varias 
las guerras que con posterioridad al mismo han ocu- 
ido W. Por el artículo 1.° de la primera Convención 
declaran neutralizados é inviolables las ambulan- 
B y los hospitales militares, mientras haya enf cr- 
ios y heridos y no estén guardados por una fuerza 
itar, excepción poco equitativa, pues que para la 
misma seguridad de dichos lugares de curación es ne- 
cesario y conveniente que haya un piquete para su 
jíeíensa (lO). De la misma neutralidad disfruta el per- 
sonal de los mismos mientras haya enfermos ó heri- 
áos (art. 2,"*)^ prescripción algo obscura, ya que en su 
tenor literal significa que cesa la inviolabilidad de 
toíermeros y médicos desde el momento que marcha 
último herido ó enfermo (U). Aunque el territorio 
el cual dichas personas se hallen esté ocupado por 
ejército enemigo, pueden continuar prestando sus 
cioSj ó si lo prefieren retirarse á sus respectivos 
os (art. 3.*^). Hay aquí una prescripción en el 
ivenio adicional, que ha sido criticada por muchos 
\n sangrienta saña; los médicos que la redactaron 
uraron á bus compañeros de los hospitales y am- 
lancias el disfrute íntegro del sueldo que percibían 
su gobierno (art. 2."*), regla completamente injus- 
~ue9 basta se les dé lo que necesiten conforme á 
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SU rango, ó á lo más lo que cobran loa iguales funcio 
narios del Estado bajo cuyo poder se hallan (la). Si 
optan por retirarse, cuidarán de protegerles en bu 
marcha los jefes del ejército de ocupación^ pero no 
será lícito á los agregados á hospitales militares lle- 
varse el líiaterial de los mismos que queda ^ como botín 
sujeto á las leyes de la guerra, á disposición del reu- 
cedor; mas las ambulancias conservan en igual caso 
todo su material (art. 4.**). El art. S.*" de la conYen- 
ción adicional declara que se asimilan á las ambulan- 
cias los hospitales de campaña y demás estableci- 
mientos temporeros que siguen á los ejércitos en au 
marcha (13). Para aumentar el celo de los habitantes 
de los pueblos que fuesen teatro de la guerra, se dis 
pone en el art. 5.** de la Convención que los heridos 
servirán de salvaguardia para la inmunidad de la& 
casas donde estuviesen acogidos, declarándoles exen 
tas de toda contribución y requisa. Pronto en las gue- 
rras que se sucedieron se vieron los ínconvenienteÉ 
de tan desmedido privilegio, y en el convenio adicio- 
nal se tuvo el buen acuerdo de rectificar promesa tan 
exorbitante, dejando al buen criterio de loa gcnenilea 
su aplicación y el tomar en cuenta el desplegado celo 
en cuanto fuese equitativo y justo (art. 4,"*) (14), Pero 
el mayor defecto de la convención está en el art. 6.^ 
en el que se dispone acerca la suerte de los heridos 
que se capturasen al enemigo; después de ordenar que 
si es posible se entregarán mutuamente á las avanza- 
das enemigas durante el combate, se afiade que loa 
inútiles para el servicio deberán enviarse á bu país y 
los demás isimbién podrán serlo á condición de no vol- 
ver á tomar las armas durante la lucha. Empeoróae 
aún esta disposición en el convenio adicional (art. 5."*)^ 
haciéndose obligatoria esta devolución (excepto en 
los oficiales cuya retención importa en la suerte de 
las armas), estableciéndose así una libertad bajo pa- 
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kbra sin mediar la expresa voluntad de los que deben 
ofrecerla y del Estado que habría de admitirla, con- 
trariándose de este modo los principios del derecho 
internación al en esta materia (veáse § 97) (15). Adop- 
tóse después como señal distintiva de los estábleci- 
mieotos y personas neutralizadas é inviolables una 
bandera (acompañada de la nacional) y brazal con 
cruz roja en fondo blanco, habiéndose después con- 
Beütido á Turquía usar en vez de la cruz la media 
luna en igual color y forma (art. 7.^) (16) (a). En el 
convenio adicional se aplicaban estos principios á las 
guerras marítimas (17). Sus disposiciones han logrado 
pleno vigor, trasladadas en su mayor parte al segun- 
do de ios tratados de El Haya, que lleva por título 
I Gonmuio para aplicar á la guerra marítima los prin- 
miphs dül Convenio de Ginebra, y que fué redactado 
r principalmente por Mr. Renault. Por el art. 1.*^ se dis- 
pone que los buques hospitales militares, es decir, los 
equipados y preparados á este fin por los beligeran- 
tes^ cuyos nombres se darán á conocer previa y mu- 
tíiamente^ serán respetados y no podrán ser objeto de 
captura ni serán asimilados á los de guerra con res- 
pecto á su permanencia en puertos neutrales (el con- 
venio de 1868j art. IX, los sujetaba á captura aunque 
ain poder ser separados de su servicio especial, mien- 
tras durase la guerra). Los preparados y equipados 
por particulares ó sociedades disfrutarán de igual in- 
iQiiiiídad mientras tengan una autorización oficial del, 
¡leligerante de quien dependan y éste haya dado al 
otro conocimiento de sus nombres, debiendo poseer 
además un documento que acredite estaban someti- 
das á la inspección de la autoridad competente en el 
momento de su salida (art. 2."*; convención, art. XIII). 
Los procedentes de particulares ó sociedades estable- 

/^ El Japón usa cuatro rectángulos rojos en las esquina* de unajbandera blanca 
M Su dad militar; las Sociedades particulares emplean la cruz Eoja de Ginebra. 
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cidas en países neutrales disfrutarán tiimbiéii iguales 
derechos si el gobierno del país al que pertenecen ha 
comunicado sus nombres á los beligerantes (art. i."). 
Dichas tres clases de buques hospitales deberán pres- 
tar su ayuda á heridos, enfermos y náufragos sin dis- 
tinción de nacionalidad. Los gobiernos se obligan á 
no utilizarlos para fines militares, pero ellos, que du- 
rante la batalla procederán por su cuenta y riesgo, 
no deberán estorbar los movimientos de los comba- 
tientes. Los beligerantes tienen derecho á vigilarlos 
y visitarlos, rehusar sus auxilios, obligarlos á mar- 
charse, instalar á su bordo un delegado suyo y hasta 
detenerlos si la gravedad de las circunstancias lo exi- 
gen. Los beligerantes inscribirán, en cuanto les sea 
posible, en los libros de á bordo, las órdenes que lea 
comunicaren (art. 4.**, conforme con el art, XIII del 
convenio). Los militares se distinguirán por una faja 
horizontal, verde, de metro y medio de ancho; los 
mencionados en los artículos 2.** y 3.** la llcvaráa en- 
carnada. Análogos distintivos ostentarán los botes y 
pequeñas embarcaciones dependientes de cada uao de 
ellos. Todos los buques hospitales se darán á conocer 
izando con su bandera nacional la blanca con cnis 
encarnada, prevista por la convención de Ginebra {ar- 
tículo S."", convenio XII). Los buques de comerciüi 
yachts y botes neutrales que conduzcan heridos, en- 
fermos ó náufragos, no serán capturados por el hecha 
de tal transporte, pero serán responsables de cualquier 
infracción que cometan de las leyes de la neutralidad 
(art. 6.*^, convenio VI). Es inviolable el personal reli- 
gioso, médico y sanitario de todos los buques apresa- 
dos; y no podrá ser hecho prisionero, pudiendo llevar- 
se, al salir de ellos, los objetos de uso personal y ciru- 
gía que le sean propios. Podrá continuar ejerciendo atii 
funciones mientras sea necesario, pudiendo retir^jss 
cuando el comandante en jefe lo juzgue oportuno Loff 
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beligerantes est^n obligados á satisfacerles su paga en- 
tera mientras estén en su poder (art. 7.**, convenio VII 
Y TOI). Los soldados y marinos enfermos que se ba- 
ilen á bordo de cualquier buque, sea cual sea la na- 
ción á que pertenezcan, serán protegidos y cuidados 
por sus captores (art. 8.**, convenio XI). Los heridos, 
enfeniios y náufragos de un beligerante que caigan 
en poder del otro serán prisioneros de guerra. Incum- 
be al vencedor decidir, según las circunstancias, el 
guardarlos, enviándolos á un puerto suyo ó mandar- 
los á uno neutral ó á otro de su enemigo. En este úl- 
timo caso, devueltos así á su patria, no les será lícito 
volver á servir durante la guerra (art. 9.^, XI del 
coii\TniOj que aludiendo al art. 5.° del mismo hacía 
obligatorio este envío, exceptuando sólo los oficiales 
cuya retención importe á la suerte de las armas). Por 
el art. 10, los heridos, enfermps y náufragos desem- 
barcados en un puerto neutral, con el consentimiento 
de las autoridades locales, debían ser guardados por 
éstas de modo que les fue^e imposible volver á tomar 
parte en las operaciones de la guerra. Los gastos de su 
permanencia en el hospital y vigilancia tenían que ser 
sufragados por el Estado á que pertenecen. Adopta- 
do por un solo voto de mayoría, ha quedado este ar- 
tículo excluido de la ratificación por un común acuer- 
do de todas las potencias signatarias (b). No se repro- 
duce el art. XIV del convenio que autorizaba á sus- 
pender y hasta denunciar el convenio durante toda 
la guerra en caso de abusos por la parte contraria. 



, 



fhj Se babia rotado por 10 votos contra 9 (España figuraba también en la mi- 
norlaJí y al fiíma^r el Convenio hicieron reservas sobre él Alemania, Inglaterra, 
iM Ket&üos Unidos y Turquía. En Enero de 1900 el gobierno de Holanda y Rusia 
^ pro] i^leron quedara reemplazado su texto por la palabra exclu en todos los ins- 
truí íntQB dí5 ratl ñeación, y en Abril del mismo año otra nota del primero hacia 
fmhí hjibiau adoptado esta solución todas las potencias signatarias (Holls The 
Püa i Con/erence. New York, 1900). El Instituto de Derecho internacional, en su 
seaii a. de lUOO, votó por unanimidad una declaración condenp,ndo dicha supresión 
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El art. 11 dispone que los precedentes son sólo obli- 
gatorios entre beligerantes que sean signatarios y 
que dejarán de serlo desde el momento que partici- 
pe en la guerra una potencia no adherida. Los ar- 
tículos 12 á 14 tratan en la forma usual de la ratifi- 
cación, adhesión y denuncia, admitiéndose á la se- 
gunda á todas las potencias que forman parte del 
convenio de Ginebra. A las guerras marítimas ha li- 
mitado, pues, su obra la conferencia^ dejando en píe 
aún la tan urgente y necesaria revisión de la conven- 
ción principal, cuya observancia se limita á mandar 
en el art. 21 del Convenio sobre las leyes de la gue- 
rra (A), En efecto, la experiencia de las guerras pos- 
teriores, y en las que, por regla general > fué obser- 
vada por los beligerantes (B), demuestra que para que 
la convención de Ginebra produzca algún buen resul- 
tado, es preciso que no pueda ser utilizada por los 
malvados para servir de capa al merodeo y á la ra- 
pifia, que no sea cobertora del espionaje, organizán- 
dose seriamente los servicios de las sociedades bené- 
ficas, reglamentándose el uso del brazal^ y después 
que sea realmente conocida de los soldados belígeran- ^ 
tes para que así no puedan excusar sus iníraccione^H 
en la ignorancia (18). Importante es también asegurar^! 
el respeto de los muertos en el campo de batalla, y 
que se convengan los beligerantes para evitar sacri- 
legas rapiñas y lograrles cristiano y decoroso entie- 
rro. Es también altamente conveniente establecer re- 
glas ciertas para lograr su filiación^ y no sería poco 
útil^ como pide Lentner, que se tomasen precauciones 
para la desinfección de los campos de batalla, evitán- 
dose así terribles epidemias (13). 

(1) La deñnición más exacta del espía es lor que se encn 
tra en el arfc. 19 de la Decl. de Bruíí, y 29 del Convenio b 
El Haya: «El individuo que, obrando clandestmameute 6 1^ o 
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ialfioa pretextos, recoja ó trate de procurar noticias en las lo- 
calidades ocupadas por el enemigo con la intención de comu- 
nicarlaa á la parte adversa.» 

Aai^ pues, los caracteres esenciales del espionaje son el se- 
creto y la per lidia ; la primera calidad la olvida Calvo en su 
definición (§ ¡240 de nuestro Manual) y, en cambio, supone que 
todo espía es pagado, lo que no es cierto. 

Conforme con la definición de Bruselas el art. 895 del Re- 
glamento español, aunque, á la verdad, la forma con que la 
enuncia es nn poco rara. Dice asi: «El espionaje, para ser lici- 
to, es prociso que esté exento de la perfidia, que destruye toda 
confianza, y debe reservarse para los casos de necesidad abso- 
luta (??). 

íEd todas las naciones los espías son tratados con el mayor 
j^or.>» 

(2) No son espías los militares que ostentando abiertamente 
sti carácter van al campo enemigo para hacer un reconoci- 
miento í los tales merecen la consideración de prisioneros de 
guerra . 

Decl. Brus-, art. 22, y Convenio, art. 29. «Los militares 
que han penetrado en la zona de operaciones del ejército ene- 
migo con el objeto de recoger informes no son considerados 
como espías ai ha sido posible reconocer su calidad de mili- 
tares. 

ííDe la xnisma manera no deben ser considerados como es- 
pías, ai BOU capturados por el enemigo, los militares (y tam- 
bién lo3 no militares cumpliendo abiertamente tal misión) en- 
cargados de transmitir despachos destinados, ya á su propio 
ejército, ya al ejército enemigo. 

*A esta categoría pertenecen igualmente, si son captura- 
dos, loa individuos enviados en globo para transmitir los des- 
pachos y, ©n general, para mantener las comunicaciones entre 
las diversas partes de un ejército ó de un territorio.» 

Man^ Inst., art. 24: On ne doitpas considérer eomme espions les 
im vidus apparienant á Vune des f orces armées helligérantes et non 
dét ti&és^ qui ont penetré dans la zone d'opérations de Vennemi, non 
ph ; que les messagers porteurs de dépéches offidelleSy accompHssant 
üH- Meraent lewr mission^ et les aéreonautes. 
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Instr. amer., art. 99: Les messagers gui, armes et revétus de 
funiforme national traníportent des dépSches ecrites ou verbales, 
íun corps de troupes ou d*une place assiégée á un autre corps de 
Provpes ou au gouvemement, et sont capturé» sur le territorire oceupé 
par Vennemí en remplissant leur mission, sont traites comme prison- 
niers de guerre, SHls ne sonpas en uniforme et ne son pas militai- 
res, les circonstances qui ont accompagné la capture determineront 
les dispositions á prendre á leur égard. 

Regí, esp., art. 897 : «Además de los espías de oficio las le- 
yes de la guerra consideran como tales: 

»Toda persona que, sin previa autorización, reconozca, tome 
apuntes y noticias, levante planos de plazas, almacenes, edifi- 
cios y terrenos importantes en las operaciones. ' 

»E1 que por soborno 6 cualquier medio ilegal adquiera docu- 
mentos reservados é importantes sobre cualquier asunto. 

»E1 enemigo que disfrazado se introduzca entre las fiJ.as de 
las tropas en campamentos ó puntos fuertes. Hay, sin embar- 
go, en este caso atenuaciones para el oficial que, en virtud de 
órdenes expresas de sus jefes, Ueva la noble misión de sacri- 
ficarse por su país, y para el individuo particular á quien so- 
lamente inspire el puro móvil del patriotismo. 

»Toda persona que voluntariamente ó por retribución con- 
duzca para el enemigo pliegos, partes ó noticias. Pero también 
hay circunstancias atenuantes si son obligados por la fuerza, 
y agravantes si, al ser requeridos, no entregan ú ocultan los 
pliegos. 

»En fin, toda persona que proteja, oculte ó ponga en salvo 
un espía ó agente del enemigo. 

»Art. 898. No se debe confundir el espionaje con el servi- 
cio puramente militar de reconocimientos.» 

Pero si el militar oculta su carácter y hace actos de espía, 
puede ser considerado como á tal. Lo que sucede entonces es 
que su muerte no debe ser la ignominiosa de la horca, ya que 
obró cumpliendo un deber. Famosos son en la historia de la 
guerra de la Independencia americana los ejemplos del capi- 
tán inglés Hall, disfrazado en las filas de Washington, y 
mayor Andrés, que habiendo accedido á una cita del ameri 
no Arnold, que quería desertar, al separarse de él fué cogi 
declarando él mismo luego su carácter de oficial enemigo. 7 
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fusilado, pero tratado con los mayores miramientos (véase 
Plúllimore, ob, cit., t. III). 

¿Es un verdadero delito el espionaje? Todos los capitanes 
lian condenado á muerte á los espías que han podido. prender; 
el castigo más común que se les impone es el de ser ahorcados. 
El espionaje en si no es crimen (no haciéndolo por dinero es 
nn heroico acto de patriotismo, por el contrario) ; la terrible 
Amenaza qne pesa sobre el espía es sólo para intimidarle, ya 
que es incalculable el daño que se puede causar al enemigo con 
sus noticias ó datos. Es medida de precaución, no represión 
de nn delito. Únicamente es odioso el espionaje cuando se hace 
por dinero ó contra la patria. Entonces es vergonzoso é infa- 
me. Pero aun en estos mismo casos, como observa con razón 
Xianda, no es nunca lícito ejecutar al espía sin permitirle la 
• defensa de su inocencia ante el consejo de guerra. 

Regí, esp., 896: «En general, se considera como culpables 
de espionaje á todos los que intenten por cualquier medio pro- 
porcionar al enemigo informes capaces de comprometer las 
; operaciones. 

»^1 oficio nada tiene de infamante, fuera de los casos en que 
;«1 espía sirve al enemigo contra la causa de su propio país, 
traición que se castiga con la muerte, ó de que preste sus ser- 
vicios por dinero.» 

Man. del Inst., art. 25: (Pour prevenir les ahus auxquels don- 
'nent lie% trop souvent, en ternas de guerre, les accusations d* espión' 
nage, il importe de proclamer Uen Jiaut gíie) 

Aucwi individu acensé d'espionnage ne doit itre ptmi avant que 
)Vautorité judidaire ait prononcé sur son sort, 
Art. 26. (D*ailleurs il est admis que) 

L* espían qui réussit d sortir du territoire occupé par Vennemi i/Cen- 
courty sHl tambe plus tard aupouvoir de cet ennemi, aucune respon- 
tabilitépour ses actes aníérieurs, 

Decl. Brus.r «Art. 20. El espía cogido infraganti será juz- 
o y tratado según las leyes vigentes en el ejército que lo 

ipresó. 

rt. 21 . El espía que se reúne con el ejército á que perte- 
ie( V después es capturado por el enemigo debe ser tratado 
On orisionero de guerra y no tiene responsabilidad alguna 
or US actos anteriores.» 
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El Convenio de El Haya dice simplemente en su art. 30: 
lEl espía cogido infrayanti no podrá ser castigado sin juioia 
previo.» El art. 31 es igual al 21 de la Declaración, 

Durante la guerra franco-prusiana en Metz, despaés del si- 
tio y la entrada de los alemanes, un oficial de este ejército fb^ 
á pedir la cuenta de lo que había gastado durante el mismo. 
I Había vivido en la ciudad haciendo de espía para sti gobier- 
nol Una multitud de oficiales tudescos sirvieron de íit¿¿>y r'^ 
tes de los soldados franceses durante la guerra (Tovej, -pH¡ 
na 82). 

No deja de tener razón Lauda al aíirraar qne con las abun- 
dantes comunicaciones modernas se ha hecho menos 14 til el 
espionaje; pero no ha perdido su razón de ser, porque las no- 
ticias realmente importantes y exactas, las posiciones ocupa- 
das, los planes estratégicos, ¿los van á contar los generales á 
las agencias Eeuter, Fabra y Havas y ¿ ios corresponsales < 
Fígaro y del Times? 

(8) El Código de Justicia militar define y castiga asi los 
delitos de espionaje en los tres artículos siguientes : 

«Art. 228. Incurrirá en la pena de muerte, previa degrn^ 
dación, si fuere militar, y en la de cadena perpetua á muerta 
si no lo fuere: 

»1.^ El que subrepticiamente, ó con disfraz, se introdrí 
sin objeto justificado en las plazas de guerra ó puestos milit 
res ó entre las tropas que operen en campana. 

»2.^ El que conduzca comunicaciones, partes 6 pliegos 
enemigo, no siendo obligado á eUo, ó caso de serlo, no los en- ' 
tregüe á las autoridades ó jefes del ejército al encontrarse en 
lugar seguro ó los inutilice ú oculte para que no 1© sean ocu- 
pados. 

»3.^ El que en tiempo de guerra^ sin la competente autori-- 
zación, practique reconocimientos, levante planos ó saque cmí 
quis de las plazas, puestos militarorf, puertos^ arsenales 6 
macones que pertenezcan á la zona de las operaciones luil'í* 
res, sea cualquiera la forma en que lo ejecute, 

»E1 que en tiempo de paz cometa el mismo delito será 
tigado con la pena de presidio mayor. 

»Art. 229. El que deje de llevar á su destino, pudienf" 
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cerlo, los pliegos que se le confíen sobre operaciones de la gue- 
rra será condenado á la pena da cadena temporal á muerte. 

»En la misma pena incurrirá el que proteja, oculte ó de otro 
modo favorezca á los espías. 

»Art. 230. La conspiración para cometer el delito de espio- 
naje se castigará con las penas inmediatamente inferiores á 
las señaladas al mismo en los respectivos casos. 

»La proposición con la de presidio correccional.» 

Recuérdese también el art. 897 del Reglamento de Campa- 
ña inserto en la nota anterior. 

Inst. amer., artículos S9, 90 y 92: Si un citoyen des Etats- 
UmSy qui a ohtenu des informations par une voie legitime, les trans- 
meú á Vennemi, il sera condamné á mort, qyüil soit offlder ciml ou 
militaire^ ou quHl soit un simple citoyen, 

90. Les lois de la guerre considerent comme trattre la persowne 
qui, dans une place ou district places sous la loi martiale, donne & 
Vennemi, sans Vautorisation du cómmandant militaire, des informa- 
tions, de quelque nature qu^elles soient, ou entretient des rapports 
avec lui, 

92. Sera consideré comm^ trattre et puni de mort le citoyen ou 
Vhahitant d^une contrée ou d^une place enmUe ou conquise qui don- 
ñera des informations de ce genre á son propre gouvemement dont il 
est separé par Varmée ennemiy ou a Varmée de son gouvemement. 

También es considerado como espía, y, por lo tanto, conde- 
donado como á tal, el individuo del territorio ocupado que co- 
munica con el que es de hecho entonces su enemigo. Pero como 
esto se hace como castigo á la. infracción de la ley marcial del 
ocupante, de lo que se trata propiamente es del respeto de la 
última (véase § 104). 

(4) Regí, esp., art. .894: «El que sirve de guía al enemigo 
comete traición á la patria y debe ser castigado según las cir- 
cunstancias. Los guías que á sabiendas, extravíen á las tropas 
pueden ser castigados hasta con pena de muerte.» El habitan- 
te f^^l territorio ocupado ó no ocupado que violentamente, bajo 
• ai ,jaza de penas corporales, se ve obligado á conducir las tro- 
Vi enemigsis no comete acto alguno de traición; nadie está 
ob ^ado al heroísmo. 

este sentido hablan las Instrucciones americanas, artícu- 
Tomo III. 10 
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los 93 y 97: Toute armée en campagne a besmn de ffuides^ Helle hi 
prend (Pautorité, si elle ne peut s^e7i procurer a%tremenJt. 

97. Les guides qui sont convaincm tPavoir ímemmeni éguté Ui 
trov/pes, peuvent Ctre punís de mort. 

No hablan de los guías la Conferencia de Bruselas y el Con- 
venio de El Haya, pero el delegado ruso en la primera pro]>u- 
80 un artículo que hacía la misma distmción entre guías volun- 
tarios y forzados. Tampoco se ocupa de ellos el Manual del 
Instituto. 



(6) Lo que hace atribuir el carácter de espía es el llevar en 
secreto los documentos confiados. Conformes y naánimes con 
esta doctrina, á más de la Declaración de Bruselas (art . 22), elj 
art. 24 del Manual del Instituto y las Instrucciones america- 
nas, 99 y 100 (copiado también en la nota 2), Este último princi- 
pia así: Le messager ou autre agent q%i tente de s'tntroduire furtm- 
ment sur le terñtoire occupé par Vennemi, púiir serúir de quelque íná^ 
niére que ce soit les intéréts de V autre helHgérant, n^a aucun droJt,„ 

Merece especial crítica el art. 897 del Eeglamento- «Consi- 
dérase espía toda persona que voluntar lamente o por retribu- 
ción conduzca para el enemigo pliegos ^ partes ó noticias,» 
Como se ve, la idea es demasiado lata, ya que asi merecerían 
el trato de espía los correos unifoi'iuadoíi y hasta los mismos 
militares. 

El hecho de llevar pliegos ú órdenes para el enemigo sin 
ocultarlos, franca y paladinamente no envuelve en sí ninguna 
falta á las leyes de la guerra; es en si un moro acto de atrevi- 
miento temerario, y lo único á que se expone el que lo reaüs^ 
es á perder su libertad. En lo que está más acertado el Kegla- 
mento os en advertir que hay circunstancias atenuantes (sic/ 
si son obligados por la fuerza, y agravantes si al ser requerí^ 
dos no entregan y ocultan los pliego^í. Aun á nosotros nos pa- 
rece más justo que el pobre campesino al cual forzosamente 
le ha obligado á tomar un parte (ó tambián si lo lleva sin 
nocer el carácter del pliego que trae en su bolsillo) si -' 
detenido ó registrado lo entrega francamente y sin dificifl' 
no sólo goce de circunstancias atenuantes que suponen, t 
to, sino de absoluta inmunidad. Ni siquiera hay derecho " 
retenerlo como prisionero. Lo que llama el Re^lams-^^" 
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«unstancias agravantes constituyen,' por el contrario, la esen- 
cia de la cTxlpabilidad. 

(6) Blianfcsclili propone el siguiente artículo sobré los globos : 
Art. 632: Ponr autant que Varmée occwpante peut exercer un 
pouvoir ej^fectif a portee de canon sur r espace d'air qui s'étend au 
dessus du territoire occupé, elle sera autorisée á interdire les reía- 
tions par hallons. V espace d^air situé au déla de cette limite n^est 
fas soumis aux réglemenis et aux penalités prescrites par Vennemi, 
Si cTautre part, Varmée ennemie réussit a s'emparer d'un bailón, 
elle sera autorisée a prendre toutes les mesures de sííreté qui seront 
■reconnues nécessaires, soit en s' emparant des lettres etdépéches, soit 
retenant provisoirement les aéronautes et les passagers, bien que 
cevtíC'Ci ne se soient rendus coupables d'aucun délit de guerre. 

A esto observa con razón Landa que no puede asimilarse el 
tiro de cafión terrestre al aéreo, y que para determinar hasta 
dónde concluye la potestad de la tierra, es preciso que se in- 
venten antes las armas con que defenderla de los navegantes 
aéreos. Xia Declaración de Bruselas y el Convenio de El Haya 
proiiiben sean considerados como espías los que en ellos Uevan 
despacb-os. El general Voigt-Eetz, delegado alemán, propuso 
qne se debiera intimarles bajasen, que si no lo hiciesen, po- 
día liacórseles fuego, haciéndoseles prisioneros al capturarlos. 
Tampoco permiten tratarlos como espías el Manual del Insti- 
tuto, art. 21 y 24, y el Manual francés (pág. 40). 

Ünrante la guerra franco -prusiana los alemanes prendían 
<ioino espías ó internaban en Alemania, sujetándoles á consejo 
de gnerra, á todos los viajeros de los globos aerostáticos cap- 
turados. Tal conducta es con razón censurada por todos los 
autores y especialmente por Calvo, Hall y Fiore. Nosotros 
<nreeinos que Tínicamente hay derecho de retener como prisio- 
neros ár los que hacen el viaje por cuenta del enemigo ó están 
Á six servicio militar: los demás, ya sean subditos del contra- 
' rio ó neutrales, deben ser puestos en libertad. Es igual al caso 
^^ Txna nave mercante enemiga que hace arribada forzosa, ó 
^£ — LXL buque neutral detenido por violación de bloqueo. 

e^l. esp., art. 900. «En principio, los beligerantes tienen 
Áe .echo de emplear toda clase de medios para impedir que se 
^^ — ^esen sus líneas ó se adquieran informes de cualquier gó- 
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ñero. Pueden perseguir los globos y proceder contra los aero- 
nautas que los monten, segúu su calidad de combatientes 6 
inofensivos, militares ó civiles, adversarios ó neutrales, y 
también del objeto de la expedición, según sea para registrar 
el campo enemigo ó para una simple evasión (c). 

(c) Ya hemos visto (§ 06, pég. 90) que por la, primera de las declaraciones de- 
El Haya se obligaron las potencias signatarias, por un tiempo de cinco años, que 
finirán en 1905, á no lanzar proyectiles de lo alto de globos ó por otros medios- 
análogos nuevos. 

En virtud de propuesta del docto Mr. FauchiUe, el Instituto, en su sesión d» 
Keufchatel de 1900, decidió ocuparse del rtgimtn jurídico de los aeróstatos, mate- 
ria sobre la cual escribió al año siguiente una eruditísima é interesaute mono- 
grafía. Basada en ella está el informe que, nombrado ponente con Mr. Nys, pre- 
sentó en la última reunión de Bruselas de 1902, que funda un proyecto de Tegu- 
mento en 32 artículos, que contienen primero unas disposiciones generales f 
luego las referentes al estado de paz y al de guerra con una tercera parte qoe 
comprende las reglas especiales relativas á los aeróstatos cautivos y libres no 
montados. Mr, Nys, el otro ponente, envió también una curiosísima nota en 1* 
cual se hace la historia de la navegación aérea, de la cual resulta, entre otro» 
importantes datos, que uno de sus primeros precursores fué el jesuíta italian» 
Francisco Lana, que publicó un libro proyectándola en 1670. El Instituto no de- 
liberó sobre el reglamento de Mr. FauchiUe, el cual, de acuerdo con Mr. Nys, re- 
conociendo que era prematuro, y, por lo tanto, innecesario determinar una r^la- 
mentación completa, solicitó únicamente resolviera éste sobre algulios artlcnios» 
principalmente sobre el 7.°, y de un modo secundario acerca los del 29 al 32. H3^ 
aquí el texto del primero: «Art. 7.® El aire es libre. Los Estados, tanto en tiempo' 
de paz como en el de guerra, tienen únicamente en él los derechos necesario» 
para su conservación propia. Estos derechos se refieren á la represión del espi(H 
naje, á la policía aduauera y sanitaria y á las necesidades de la propia defensA.t^ 
En el art. 29 se dispone que teuiendo los globos cautivos, por regla general, 
nacionalidad del soberano de derecho ó de hecho del territorio al cual 
amarrados, están en tierra sometidos á su jurisdicción y leyes; pero si son di 
otra, los privados dependen de las leyes del país que dominan, salvo las Infaeí 
clones de disciplina y de los deberes de los aereonautas; los públicos están som* 
tidos al gobierno al cual pertenecen, á menos que su comandante haya entrega? 
do al delincuente á las autoridades locales, pedido su intervención, ó se trate í 
actos que importen á la seguridad ó rentas del Estado territorial. En los hech< 
realizados dentro de la barquilla de un globo situado encima del mar libre ó d 
las aguas territoriales de un Estado cualquiera, caerán bajo la competencia i 
las leyes del Estado del globo si son públicos, y del Estado del buque al co*i 
están unidos, si son de particulares, cualquiera que sea la nacionalidad de 1( 
últimos. Conforme á los límites que en el art. 8." se fijan al aire territorial, en 
art. 30 se dice que en tiempo de paz los globos cautivos no pueden ser instaíi 
dos encima del territorio ó aguas territoriales de un Estado á menos de 1.500 
tros de las fronteras de los Estados vecinos, y que en tiempo de guerra los leroí 
tatos cautivos de los neutrales no pueden ser establecidos á una distancia i< 
de 10.000 metros de los beligerantes; pero los de éstos tienen derecho de nctó 
nar en su territorio, aunque sea cerca del de los neutrales, pero nunca ser nstt 
lados ni siquiera pa«ar en y por el de éstos. Los artículos 31 y 32 se refiere á 
globos no montados, llamados también globos de sondaje y destinados á peía 
dones científicas, declarándose que pueden circular libremente y^ i» 
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(7) Como observa un autor (F. de Martens) el cuidado de 
los heridos en virtud de pactos internacionales no es, en modo 
algimo, creación de los modernos tiempos. Desde fines del si- 
glo XVI Kasta principios del actual se cuentan más de tres- 
-üientofl tratadoa concluidos á este fin(ob. cit. II, tr. al., pági- 
na 501), Lauda {ob. cit., pág. 206). Durante la guerra de la 



Indepenlencia se celebró en Cataluña entre los generales es- 
pañoles y franceseü un convenio por el cual podían ambos 
ejércitOí3 dejar yus iieridos y enfermos bajo la protección de 
las autoridades locales, conservando los iiltimos la facultad de 
volver á sus ñlas respectivas desde que se hubiesen curado. 
I El mariacal Suchet consigna en sus Memorias que en Valls, 
donde vio machos heridos franceses é italianos, pudo conven- 
cerse de la fidelidad con que los españoles cumpHan este con- 

(8) Comúnmente se atribuye á un folleto de Mr. Dunant, 
titukdo Un souvenir de Solferino, impreso en 1862; pero Fiore 
reclama la gloria de la iniciativa de tan humanitaria obra para 
el doctor Pala aciano, de Ñapóles, que leyó en la Academia pon- 
I tac í ana de Ñápeles^ el 28 de Abril de 1861 una memoria titu- 
LUda La neVrtralitá dei feriti in tempo de guerra . Aquel autor 
íaBegura que en último caso debe hallarse el germen de la con- 
[Tenclón Ínter nació tial en el opúsculo del francés Arnault: iVb- 
\^t mr le per/ectionnement des amhulances volontaires, 
I De todos modos reunióse en 1863 en Ginebra, gracias á la 
iniciativa de Moynier, presidente de la Sociedad ginebrina de 
Socorros mutuos, una conferencia internacional en la que el 
ilistre autor del Derecho de la guerra, Dr. Landa, represen- 
taba á España, formulados por la misma los principios cardi- 
nales, en 1864 se firmó el convenio (siendo el delegado de 

atmó^fcfra y proponlótidoee la creación de una Unión internacional destinada á 
ífgktncntttT au uso y régimen y centralizar las observaciones por los mismos 
obtenidas. En tiempo de guerra puede un beligerante hostilizar los que emplee 
ni contrario en las partes íle la atmósfera donde sen lícitas las hostilidades. En 
*1 caso de que cayoran en territorio de un Estado neutral, éste debe enviarlos 
con los despachos y palomas viajeras que quizá contengan á quien los mandó. 

Oaando so resuelva el problema de la dirección de los globos, para el cual han 
i»areado tan decisivos progresos los experimentos de Zeppelin y de Santos Du- 
^BotiV han de lograr xmporiancia práctica todos los problemas jurídicos de la na- 
fegac aeree.. 
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nuestra patria D. Heriberto García de Qneyedo) llamado de 
Ginebra , suscrito por Badén , Bélgica, I>inamarca, España, 
Francia, Hesse, Italia, Países Bajos, Portugal, Prusia, Suiza 
y Wurtemberg (T. IV, 120). En 1865 ne adhirieron Grecia, In- 
glaterra, Mecklenburgo, Suecia y Noruega; en 18tJ6 Baviera, 
Austria -Hungría y Sajonia; en 1867 Rusia; en 1868 los Eatü- 
dos Pontificios; en 1873 Turquía, Euniania y Servia; en 1S74 
Persia; en 1875 Salvador; en 1879 Chile, Perú y EoLivia y k 
República Argentina; en 1882 los Estados Unidos de Améri- 
ca; en 1886 el Japón; en 1888 el Luxemburgo y el Congo; 
en 1894 Venezuela; en 1895 Siam; en 1896 la República Sud* ^ 
africana; en 1897 Orange, etc. (d). ■ 

(9) En 1867 se reunió otra conferencia para modificar j 
ampliar la convención de Ginebra, y aunque no se hizo mi? 
que empeorarla, se firmó en 1868 la convención adicional. Ee^ 
unida en Octubre de 1868, al mes siguiente de nuestra revolu- 
ción de Septiembre, no estuvo en ella representada España. 
No la han ratificado aún todas las potencias signatarias y ad* 
heridas del convenio de 1864, pero en nuestra patria declaro 
el ministro de la Guerra en 24 de Julio de 1872 que no encon- 
traba inconveniente alguno en la adhesión. 



(10) Nadie ha negado el servicio inmenso prestado á la can 
sa de la humanidad y de la caridad cristiana por los iniciado 
res y firmantes de la convención de Ginebra, pero ia experien* 
cia de las guerras ocurridas desde que se pactó (en la do 1 B6t^ 
entre Austria y Prusia, que observó la primeraj á pegar de bo 
haberse adherido aún formalmente á la mi¿ima; en la de 1870-7 1 
entre Alemania y Francia, que cumplieron también los artice 
los de 1868, aunque no estaban ratificados; en la de 1S77*T;> 
entre Turquía y Rusia, en la de 1879 entre Chile, Perú y Bo- 
livia, en la de 1885 entre Servia y Bulgaria) ha hecho con^ 
vencer unánimemente á militares y publicistas de los graves 

^d^ En el lugar citado de nuestra Colección damos las fBChfts completos ú< tif 
adhesiones y su modelo indicado por el Consejo fedeml fiui^.o. H&y que teñe re- 
senté también, que aceptado por el art. 21 del Convenio de laa leyes de la g rnt 
de El Haya el de Ginebra, éste es obligatorio para todas laa potencias sJgn&l la^ 
del mismo ó que se adhieran en lo sucesivo, háyaulo ó no he«ho directam' i^ 
último. 
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Befectos de estas coiiYenciones en las que, como se dijo en la 
r oonferencia de Bruselas, se conoce intervinieron exclusiva- 
mente docbores an medicina y no hombres conocedores de las 
neGesidadea militares y de los principios del derecho interna- 
doDah Pero la misma conferencia no se atrevió á tocar una 
convención internacional al fin y al cabo vigente y, por lo tan- 
' to, respetable, y después de haber hecho en el protocolo las 
» obtáer vacio nes que se creyeron oportunas, aprobó el art. 33, en 
1 el que se dice únicamente que las obligaciones de los belige- 
rantes concernientes al servicio de los heridos y enfermos se 
ri^en por la convención de Ginebra de 1864, salvo las modifi- 
caciones de que ésta puede ser objeto. Con la opinión de los 
delegados de Bruselas coincide perfectamente la de los hom- 
bres de ciencia, Bluntschli, Lueder (en una monografía pre- 
miada en Tin concurso á este fin abierto por la emperatriz de 
Alemania), Lentner, Greffcken, Hall, Martens (F. de). Fio- 
re, etc,, han demostrado sus lunares, estando acordes con res- 
pecto á loa principios en los que debe inspirarse su reforma. 
De alabar es que influya mucho este criterio en los artículos 
correspondientes del tantas veces citado Reglamento español. 
Por el artículo primero se asegura la neutralidad (palabra 
sumamente impropia, como hizo observar el general Voigt- 
Retz en la conferencia de Bruselas, siendo preferible y más 
téímica la de inviolabilidad) de las ambulancias y hospitales 
militares mientras baja en ellos enfermos y heridos y no es- 
tén g:nar dados por una fuerza militar. Esta última es imposi- 
' ble de cumpUr en la práctica, y no se ha hecho en las pasadas 
guerras de ] 8^6 y 1870-71. Una cosa es que haya una guardia 
jiara defender de los merodeadores la ambulancia ú hospital y 
mantener el orden dentro del mismo, y otra es que esta guar- 
dia sea un punto desde donde se hostilice y ataque al enemigo. 
Asi nos parece preferible el § 40 del proyecto ruso en la con- 
vención de Bruselas: Za neutralité des húpitaux et ambulances 
ccsse si Vennemi en use pour des huts de guerre; mais le fait quHls 
¿ont proteges par wi piguet ou des sentinelles ne Vestpas de la neu- 
tral *é; le piquet ou les sentinelles, sHls sont captures, sont seuls 
con, ^érés comme prisonniers de guerre, 

1 igual aentido están redactados los artículos 35 á 37 del 
Ma: lal del Instituto, 35. Les ambulances et les hopitaux á Vusa- 
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ge des armeées sont reconnus neutres et doivent^ comme tels^ éínfn- 
tegés et respectes par les heligérants aussi ¿on^temps qu'il s^^ trouu 
des malades ou des blessés, 

Art. 36. U en estde méme des h&timents o upar tus de MtimenU 
particuliers dans lesquelles des malades ou des blessc-x sont recmillis 
et soignés, 

Art. 37. Za neutralité des ambulances et des húpitaus^cesHi'üi 
son gardés par une forcé militaire, ce gui n'esclut pm la prr^f^nce 
d* un poste de pólice. 

El Reglamento español no resuelve de un modo concreto la 
dificultad; dice vagamente, art. 893: oTor el convenio de Gi- 
nebra están declarados neutrales los hospitales y armbulancUs, 
con el personal afecto, mientras haya heridos que curar. 

» Después de la ocupación por el enemigo, el perscpial pnede 
continuar haciendo un servicio sanitario ó incorporarse al 
ejército á que pertenece, en cuyo caso debe ser conducido 
hasta las avanzadas, conservando los efectos de su propiedad 
particular. 

»Las ambulancias conservan su material, pero el de los hos- 
pitales pasa á ser propiedad del vencedor» (e)^ 

(11) «De la misma neutralidad disfruta el personal de loa 
hospitales y ambulancias, es decir, loa empleados en la inten- 
dencia de los mismos, los servicios sanitario, stdministratiT?* 
y de transporte de los heridos (en la traducción oficial que in- 
sertamos en la pág. 619 del Manual parece que se dice que lo* 
servicios de administración militar están también neutraliza- 
dos), los capellanes, mientras que haya en los mismos heridos 
que socorrer ó que cuidar» (art. 2.^). BluntschÜ censura con 
no poca justicia se limite la inviolabilidad al tiempo que este 

^ej Código de Justicia militar, art. 232: «Sufriri la pena da prialéu porr^ctío- 
nal á prisión mayor el militar que en tiempo de guerra cometa cualquier* de lo* 
delitos siguientes: 

»2.® Atacar sin necesidad hospitales ó asilos de benoñcenda dados á cenóos 
por los signos establecidos para tales casos.» 

En el art. 235 se protege también á los heridos y prfaloucroB de loe des^^ « j 
malos tratos de sus vencedores. «El que despoje de sus yeetidos ú otros efe «i 
un herido ó prisionero de guerra para apropiárselos aulVlTá la i^gda de p' 4io 
mayor. • 

•La pena podrá elevarse hasta la de muerte si al despojar aJ Uerldü lo íM 
otras lesiones ó agravase notablemente su estado.* 
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personal ejerza sus funciones; deben, según él, disfrutarlo 
mientras dure ]a lucha. ¿Se concibe, preguntamos nosotros, 
qm p necia hacerse prisionero á un médico tan pronto haya te- 
nido curado el último de los heridos que se le encomendaron? 
El Eeglamento español dice en el artículo antes citado que 
son neutrales los hospitales y ambulancias con el personal 
afecto. 

Dio© Bluntschla, nota al art. 587: De méme, lors que les am- 
hiaíiües sont énacuées^ que les malades son guéris ou sont devenus 
kan^úrtabkSj lepersonnel medical et ses aides doit pouvoir se reti- 
nr Hdrement et rejoindre Varmée á laquelle il appartieñt, 
f Toiít cela ré^fulte dss bases fondamentales et du hut de la conven* 
tim de Genivüj ñnmt de ses termes exprés. Si les injirmiers ou mé- 
üchu sont attaquéSj il íentend de nonveau de soi méme quHls de- 
vrmtpmvoir se detendré contre les attaques organisées contre eux, 
sQÜpar des soldáis, soit peut-^re par des pillardSy de m^me que 
ckacun peut resister á une attaque á main armée dirigée contre lui, 
I El Manual del Instituto, art. 13, está algo más claro y me- 
jor redactado que el 2.'^ de la convención, pero no alcanza la 
justa extensión que Bluntschli, á nuestro modo de ver, con jus- 
ticia reclama. Le personnel des hdpitaux et des ambulances, com- 
frenant VinlendancCj les services de santé, d' administration et de 
imnsport des blessés^ ainsi que les aumóniers, et les membres et 
íigents des sociales de secours düment autorisés á seconder le per son- 
nel mniíaire ofJícieU ^íí consideré comme neutre lorsquHl fonction- 
^ e¿ tant quHí reste des hlessés á relever ou d secoimr, 

(12) rLas mismas personas podrán después de la ocupación 
feontínuar ejerciendo sus funciones ó volver al cuerpo de ejér- 
cito i que pertenecen, en cuyo caso serán entregados á las 
alanzadas del mismo» (Convención, art. 3.^). En los artículos 
adicionales se manda que el jefe de la fuerza enemiga cuide de 
la yneltiL de dichos funcionarios y que sólo pueda diferirlo en 
virtnd de necesidades militares aunque por muy breve tiempo 
(Con^ unción de 1863, art. 1.^). La práctica ha enseñado cuan 
p^rjt iciales son esos artículos al secreto de las operaciones 
müit "Bs y cómo "bajo el broquel del servicio sanitario puede 
eacoi .3r8e muy bien el espionaje. Bluntschli cuenta que en la 
cwnt -■» de 1870-71 ee obligaba á los médicos que querían vol- 
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verse á dar una larga vuelta por Bélgica ó Suiza (R. 1 ai pá^ 
rrafo588). 

Mau. Inst., art. 14: Le personnel dm^ué á farlick précééiU 
doit continué r, aprés Voccupation par Vennemi, á donnevj dííns h m- 
sure des besoinSy des soins ava maladeg eí auJí blessés tk Pamhk%* 
ce ou de Vhópital quil dessert, 

Art. 15. Lorsque ce personnel demande a se retirer, k cmm^%' 
dant des troupes occupantes Jixe le mo/ítent de son départ, pi'il w 
peut toutefois différer que pour une couHe durée, en cas dñ «dcewüíí 
militaires. Ilegl. esp., 893 (inserto nota 10), 

La fórmula del Instituto deja más ancho campo á la nece- 
saria libertad del general beligerante que las convencionefl 
de 1864 y 1868, pero es aún preferible por su prudente vague- 
dad la de nuestro Reglamento [véase más abajo nota (§)\ 

Hay una prescripción en los artículos adicionales qiie ha me- 
recido tan justas como punzantes ceíisuras de todos los antíV 
res; la que dispone que tales empleados deben disfrutar eu el 
ejército enemigo el mismo sueldo que tenían en el propio (ar- 
tículo adicional 2.^) ¡Cómo se conoce, se ha dicho, que taltrat-a- 
do es obra de módicos militares y que lo que se quería era aae- 
gurar la paga (art. 2.^)1 Bluntschli propone únicamente qtift 
se les dé el que corresponda a leur ra%fj el ieur tramil. Lüderindi' 
ca con más claridad que se les dé el que disfrutan los naoiQUi* 
les. El proyecto ruso de Bruselas decía en au § 42: Zesfar-^ 
ties helligerantes sont tenues de préter leur assistance aux penonnti 
neutralisées tombées en lewrpouvoir, afin de leur obíenir la Joitissan^ 
de Ventretien qui leur est assigné par h ^oumniement^ el tneoiéi 
necessité, de leur délivrer des secours comme avance sur cet mitreüm. 

Mejor que ninguno resuelve esta dificultad el art. I fi delMa* 
nual del Instituto. Des dispositions doivent €tre frises pour aJí#¡ 
rer, s'il se peut, au personnel neutraliséj tomhé entre les mains ié 
Vennemi, la jouissance d^ un traitement condenable. J 



(13) En el artículo cuarto se hace una diferencia entre lai 
ambulancias y los hospitales fijos: mientras que los empíeRíld 
de las primeras pueden llevarse al volver á su campo i, o li 
material de las mismas, el de los hospitales queda sujeto Ití 
disposiciones del derecho de la guerra acerca la captura 9 
propiedad del Estado enemigo (véase el § 101), y por ]- Jiti 
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I sólo pueden retener al marchar los objetos de su particular per- 
I teiieucia. Para los efectos de este artículo y del primero se en- 
■ tenderán asimilados á las ambulancias los hospitales de cam- 
paña y demás establecimientos temporeros que siguen á las 
tropas en los campos de batalla para recoger los enfermos y 
, heridos (convención adicional art. 3.^). Tampoco ha logrado 
este artículo una aprobación completa. ¿Por qué esta diferen- 
cia? Cornwal propone, con la aprobación de Bluntschli, que 
pueda ei peraonal llevarse consigo al marchar todo aquello que 
I no sea indis p entable al establecimiento sanitario para poder 
satisfacer gu objeto (Bluntschli, art. 589, r. 2). Nuestro Regla- 
mento acepta sin discutirla la distinción y dice categóricamen- 
te: «Las ambulancias conservan su material, pero el de los hos- 
pitales pasa á ser propiedad del vencedor» (art. 893). 

Dice el Manual del Instituto en sus artículos 38 y 39: Le 
matérid des húpitaví^ miUtaires demeurant soumis aux lois de la 
guTre^ íes personnes attaehées á ees hdpitanx ne peuventy en se reti- 
ranti emporter q\w ¿es oh jets qui sont leur propriété particuliére. Les 
ümbulances^ au contrmre conservení tout leur matériel. 

Art. 39. Dans les eirconstances prévues par les alineas ci-dessus^ 
k dénomination d^ *ambulance» s^applique aux hdpitaux de campagne 
^ (t afires éUiMissemenU temporaires qui suivent les troupes sur les 
I chi^mps de balaille pour y recevoir des malades et des hlessés. 

. 
(14) Hoy üiás que en ninguna otra época de la Historia, gra- 
^3 i la rapidez de los movimientos y al inmenso número de 
iüridos que resultan en cada combate, han de cuidar de la ma- 
^ parte de loíit heridos los habitantes de las poblaciones, ya 
pie ni fíÍL.;iuiera bastan para ello las numerosas sociedades y 
irdenes religiosas que siguen á los ejércitos beligerantes en 
[fia operacioney. 

Durante la guerra franco -prusiana los prusianos abando- 
«ron ¿ Anaiens dejando allí un número inmenso de heridos; 
[fll alcalde, sin fuerza para hacerlos respetar,, mandó escribir 
, sobre las puertas de los hospitales Honneur d'Amiens; respect aux 
mcssés, Estas palabras detuvieron al excitado populacho (To- 
^ey, pág, ¿i9). La convención de Ginebra promete respeto y 
¡Kbeí ' d á los habitantes que cuiden heridos; éstos les servirán 
Ide e -iguardiaj quedando dispensados de alojamientos, así 



I 



k 



15G PARTE ESPECIAL 

como de una parte de las contribuciones que se impusieaeiii 
debiendo los generales hacer conocer estas prerrogativas j 
nentralidad en sus proclamas (art. 5.^), Ya la misma conferen- 
cia de 1868 (que sólo en este artículo y en el anterior mejoró 
la de 1864, en vez de empeorarla) reconoció lo desproporciona' 
dos é injustos que eran tales privilegios, advirtiendo que gb la 
repartición de las cargas de alojamiento y contribuciones de 
guerra sólo en cuanto sea equitativo se tomará en cuCEta el 
celo caritativo que los habitantes hubiesen desplegado. Severa- 
mente juzga Lentner (ob. cit.) estas disposiciones tan genero- 
sas como poco meditadas. «Los hombrea, dice, no doben jun- 
garse por los héroes, sino por la taUa común de los misino a; es 
decir, teniendo en cuenta su egoísmo y su cálenlo.» Una mujer 
caritativa curará un herido, otra que no lo sea tanto tomará 
doce sabiendo los gajes é inmunidades que con tal carga se 
proporciona. La exención de alojamiento es desmesurada; bas- 
tarla fuese inviolable el cuarto en que está el herido, ¿lío po- 
drían de este modo evitarse los registros é imposibilitarse los 
bombardeos colocando en cada casa j hasta en las fortalezas 
mismas un herido? Por esto asentimos completamente al ar- 
ticulo 36 del Manual: II en est de méme (es decir, son inviola- 
bles), les hátiments ou jpariie des háiimcnts paríiculters dans In- 
quelles des malades ou des hlessés sont recuñllis ou soignés. 

Los otros artículos del Manual ooncuordan con los da la con* 
vención. 

Art. 18. Les générauw des puissances heUigérantes dúimnt faite 
appel á Vhumanité des hahitants et les tngager d secourir les blesm^ 
en leur signalant les avantages qui en rémlieroní pour eux-méme^ 
(art. 36 et 59). Hs doivent considérer comme inviolables ceux qv.- 
repondent d cet appel. J 

Art. 59. Dans la repartition des ckarges relatives au logemt^^ 
troupes et aux contribuiions de guerre^ il est teny, compte aux hühi- 
tants du zele charitahle deployé par euú^ envers les hlessés. 

Mejor que ninguno el Regí, esp., art, 892: ^Para despertar 
y estimular sentimientos humanitarios, conviene que los gene- 
rales adviertan á los habi tantee que Bocor riendo á los he iú% 
disfrutarán de los beneficios de la neutralidadj pudiendo ai* 
bolar la bandera de la cruz roja; que todo herido recoí^ ea 
una casa le servirá de salvaguardia, )^ 




DERECHO FORMAL.— ESTADO DE GUERRA 157 

(Ifij Algunos autores sentimentalistas (Landa, por ejemplo, 
y algo FiorOj que seriamente discute la cuestión) niegan que 
pueda hacerse prisionero al herido, y creen ó que debe respe- 
társele ú ááTmie la libertad tan pronto esté curado y sano. No 
h&n llegado á tanto las convenciones de Ginebra; la primera, 
después de disponer que los generales en jefe tendrán la facul- 
tad de entregar inmediatamente á las avanzadas enemigas los 
I militares heridos durante el combate «cuando las circunstan- 
cias lo permitan y con el consentimiento de las dos partes» y 
antes do mandar ííque laa evacuaciones (?) con el personal que 
las dirija serán protegidas por una neutralidad absoluta» , dis- 
pona que sean enviados á su país los que después de curados 
fucíion reconocidos como inútiles para el servicio. Los útiles 
I podrán también serlo ^ pero á condición de prometer no tomar 
más las armas durante ki guerra (art. 6.^). 

La segunda convertía la facultad en deber, mandando que, 
á excepción d© aquellos oficiales cuya posesión interesa á la 
suerte de las armas, se enviase á los útiles aún, una vez cura- 
dos (ó antes si se puede) á su patria con la palabra y condición 
antes prescrita (art. 5.^). Estos son los artículos más desdi- 
chados de Éoda la convención, y no hay nadie que se atreva á 
defenderlos; ni se ha observado jamás, sobre todo en su última 
parte (la Kbertad de los heridos curados útiles para el servicio) 
en ninguna de las modernas guerras. Durante la de 1870-71 
los curados y sanos ingresaban tan pronto como se les daba de 
alta en la calidad de prisioneros. Mientras los prusianos ocu- 
paron Versalles exigían xm boletín diario del estado de salud 
de loa franceses heridos que se hallaban en el hospital, nota 
(jue debía Tuandarse todas las mañanas al comandante general. 
Inmediatamente después recibían los convalecientes una orden 
de partir para Alemania como prisioneros de guerra (Tovey, 
pig- 142). 

En la confor encía de Bruselas se juzgó preferible el proyec- 
to ruso qae dice así: £es hlessés appartenant d Varmée ennemie et 
^ui "".■í?s gnériso7ij soíU ¿roiivé» incapables de prendre une parí acti- 
te i 'fi querré ^ peuvent ñre renvoyés dans leur pays. Les hlessés qui 
JW i it pas dans ees condüions, peuvent étre retemos comme prison- 
*tíf ie gu^TTC. 
I razones son varias: lo mismo que dijimos de los prisio- 
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ñeros de guerra se aplica perfectamente á los heridos. El qie 
no puede servir, observa con razón Lentner, en el campo de 
batalla, puede desde lejos y en su caifa influir en la guerra con 
la palabra y el ejemplo. May bien pregunta Martens, F, da 
(ob. cit., n, tr. alem., pág. 503) ¿qué debe entenderse por inctt- 
paz para el servicio? ¿Lo será un eatratégico de genio porijue 
ha perdido una mano ó un pie? Guando ©até completamente cu- 
rado ¿deberá ir á prestar su servicio al campo enemigo? La mo- 
dificación de la convención referente á los que pueden secnr 
es más censurable. ¿No se ha visto que la libertad loajo pala- 
bra debe ser un acto completamente libre del que la da y del 
que la recibe? ¿Cómo puede establecerse en general^ para las 
masas de heridos doctos é indocto s^ muchos de ellos de^cono^ 
ciendo aún lo que significa la palabra honor militar'? El E^gla^ 
mentó español, en su art. 891, no acepta por lo menos el absur- 
do de la convención de 1868, y deja en plena libertad al go- 
bierno captor. Dice así: «Los heridos enemigos qnedespiiaade 
su curación queden inútiles para el servicio serán enviados i 
su país. Los demás quedarán retenidos como prisioneros ó re- 
cibirán la libertad, á condición de no tomar las armas dufíiQtfl 
la guerra.» El artículo anterior (890) contiene los demás pre- 
ceptos de la convención en forma mis clara y detallaáa. «Pút 
ley de humanidad se deben recoger y socorrer los enfermos y 
heridos sin distinción de partido ó nacionalidad. Cnando '^^ 
circunstancias lo permitan, y por acuerdo previo de amtá^ 
partes, los jefes tienen facultad para enviar hasta las avaiiíi 
zadas enemigas los heridos durante el combate.» Lo mismo iíi 
cen los artículos 10, 11 y 12 del Manual del Instituto, 

Art. 10. Les militaires hlessés on maludes doiveni Stn mu^^'^ 
et soignés á quelque nation quHls appartiemient. 

Art. 11. Les commdndants en chef ont la famltéde rerntÜf^M 
médiatement aux avants-postes ennemis les militaires amenúí h^ff''^ 
pendant le comhat lorsque les drconstances le permellent et é 
sentement des deux partís. 

Art. 12. Les evacuations, mee le persoímel qxd les dir'^' ííií ' 
comerles par la ne%tralité, 

(16) En el artículo séptimo se prescribe la :idopciÓL ^ tí^'» 
bandera distintiva y uniforme para los hospitales, r ^' \ 
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'cias j eTacuacioneSj la cual irá acompañada de la bandera 
nacional; también se adoptará un brazal para el personal con- 
siderado neutro, poro la entrega de este distintivo será de 
h competencia de las autoridades militares. La bandera y el 
brazal llevanin cm^ roja en fondo blanco. Se tranquiliza á los 
eneraigos de la cruz advirtiéndoles es ésta el escudo de la ciu- 
dad cuna de la Convención. 

En la coEferencia de Bruselas combatió la necesidad de que 
h bandera nacional acompañase la de la convención el general 
Voigt-EatZj resolviendo, finalmente, la comisión que era útil 
la doble bandera, pero que no debía imponerse como necesa- 
ria. Bluntschli demuestra que la verdaderamente necesaria es 
m la neutral, ya que por ella se asegura la inviolabilidad, pu- 
diendo, si tanto se extrema una exigencia que no se justifi- 
ca, acompailarse otro pequeño distintivo del bando al que per- 
tene^ien las ambulancias. También se ha hecho notar por 
M, Leíbrtj en un articulo publicado en la Revue des Detcx Mon- 
-íííj(J87iJ la necesidad de adoptar signos que fuesen visibles 
por la noche, v. gr., una pica con una linterna roja colgada á 
sa extremo, Pero la más grave de las censuras que se han he- 
cho á la convención de G-inebra ha sido la falta de organización 
y disciplina de aquellos que en la guerra se dedican á cuidar 
ba beridos. El más excusable de los perjuicios que ha causado 
la cruz roja á loa beligerantes en las modernas guerras es el 
diS ser salvaguardia del espionaje; ¡cuántas veces no fué encu- 
bridora del crimen! E,efiriéndose á la guerra de 1870, dice 
Mr. Lofort: «Prescindiendo de algunos hombres excepcionales, 
se hallaba únicamente una hermosa colección de perezosos y 
borrachos. Machos practicaban la rapiña como gente á ella ave-» 
zada, y un cierto número de ellos no eran más que piratas de 
los campos de batalla, cuidando más de desnudar á los muertos 
que de cuidar á los vivos» (lib. cit.). El prusiano Voigt-Eetz y 
el francés Arnaudeau citaron en la conferencia numerosos 
ejemplos de individuos que se deslizaban entre las filas de los 
sanitarios para robar á los heridos y enfermos. He aquí lo que 
reáolvió la conferencia consignar en el protocolo: 

L(L commission Jíeiñt énergiquement ees crimes et, ajin d'enpréve' 
nir, auiant qti^ possible^ le retour, elle émet la vceu que les hópita- 
Uers -^ñ la Oroi^ rouge soient munis (Pun certificat dHdentité de date 
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récente, comprenant le signalenient et la signature d% portewr et mém 
(Tuii portra it pho tographiq ue . 

Tal proposición está completamente acorde con la opinión de 
loa antores. Bluntschli, Lueder, Lentner, etc., exigen todos 
una organización seria y disciplinada de todos los que van al 
campo de batalla con el fin ó excusa de socorrer á los heridos. 
El primero pide muy acertadamente que no tenga derecho cual- 
quiera á clavarse la cruz roja en su levita para dar á sus ie- 
chorias la impunidad de su carácter inviolable, como sucedi6 
en la guerra de 1870-71, en la que numerosas fábricas las en- 
tregaban á millares á todos los que se las pedían. Lentner de- 
muestra lo perjudicial que puede ser la libre circulación délos 
portadores de tal insignia á las operaciones de los combatien- 
tes. «Los voluntarios, dice, aunque pertenezcan á sociedades 
ú órdenes religiosas, deben, si quieren acompañar á los ejérci- 
tos, aceptar la obligación de adoptar una organización militar 
y someter su voluntad propia á la autoridad militar del beli- 
gerante» (ob. cit., pág. 111). 

Dice también el Man. Inst., art. 17: Le personnel sanitaire 
neutralisé doit porter un hrassard hlanc á croix rouge dont la déH- 
vrance appartient exclusivement a V autorité militaire , 

No se refiere ninguna de estas censuras á la Sociedad inter- 
nacional de la Cruz roja que perfectamente organizada tiene su 
Consejo central en Ginebra, sus comisiones y juntas en todaff 
las naciones civilizadas , y periódicos órganos suyos en caá 
todos los idiomas (véase Fiore, nota al § 1.369), ni á los hospi- 
talarios de San Juan y hermanas de la Caridad, de cuyos he- 
roicos servicios se hacen lenguas todos los autores, desde Cal- 
vo á Lentner y de Lueder á Bluntschli [véanse notas (B) ó (i)\ 

En 1876 Turquía, para cuyos soldados en su odio feroz al 
signo de la redención era la cruz roja señal de exterminio y n(^ 
de paz, pidió y obtuvo de las potencias europeas emplear un»; 
media luna roja en fondo blanco en sus ambulancias y hosm* 
tales [véase sobre el Japón nota (a)"]. 

Como observan Hall y Martens, lo peor del caso es quelospre- 
ceptos de la convención de Ginebra son casi ignorados p comí 
pleto por los ejércitos de las naciones que á ella se han , heri 
do. Mientras que Rusia en Mayo de 1877 ordenó la obser uicil 
de la misma á sus ejércitos y se publicó luego en forma ^ CJat* 
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no para el uso de las tropas, amenazando á su infracción 
i 967erísiniaa penas, la orden del cuartel general de 20 Ju- 
) j 23 Julio del mismo íiño, hasta fines de 1877 no se publi- 

íjmík traducción turca de la misma (Martens, II, tr. alem., 
i 504 y 505), En aquella guerra unos y otros demostra- 
i ignorarla completamente: «los otomanos no dieron cuartel, 

t comandan te ruso de Kars rehusó el cuidado de 4.000 herí- 
enemigos evacuando por la fuerza 2.000 en Erzeroum, de 
cuales perecieron LOÜO en el camino» (Geffcken, nota á 
er, pág. -37), Mr. Lefort reconoce lo poco conocida que 
t dicha Gonveación en el ejército francos en 1870. El último 
dculodela convención de 1868 dice así: «Los comandantes 

^ jefe de los ejércitos beligerantes fijarán los detalles de eje- 
íión del presento convenio, según las instrucciones de sus 
pectivoy gobiernos y conforme á los principios generales 
Qciados en el mismo.» 



(17) Dicen asi en la traducción española del Sr. Negrin 
' p ÚL, apéndice XXXVI): 

fiArt, S.^ Las embarcaciones que á su riesgo y peligro reco- 
I, durante 6 después del combate, náufragos ó heridos, ó que 
óndolos recogido, los transporten á bordo de un buque 
litro ú hospitalario, disfrutarán mientras cumplan esta mi- 
In de la parte de neutrulidad que las circunstancias del com- 
í y la situación de los bajeles en conflicto permitan acor- 

iLa apreciación de estas circunstancias queda confiada á la 
aanidad de todos los combatientes. 

>Los náufragos y heridos recogidos y salvados de este modo 
t podrán volver á servir mientras dure la guerra. 
>Art. 7,^ El personal religioso, sanitario y el afecto al ser- 
ía de enfermería de todo buque apresado se declara neu- 
^ y, por GonsignentOj ai abandonar la embarcación llevará 
^o los objetos ó instrumentos de cirugía de su propiedad 
acular. 

rt, 8.° El personal designado en el artículo anterior debe 
nuar desempeñando gus funciones en el buque capturado, 
icurrir á la evacuación que el vencedor haga de los heri- 
^uedando luego en libertad de regresar á su país, confor- 
Torno III. 11 
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me á lo establecido en el § 2.^ del primero de los articuloa adi- 
cionales. 

»La8 estipulaciones del segundo de dichos artículos son tam- 
bién aplicables al personal de que queda liecJia referoncittn 

>Art. 9.^ Los buques hospitales militares continuarán anje- 
tos á las leyes de la guerra en lo que respecta al material, y, 
de consiguiente, serán propiedad del apresad or; pero éste no 
podrá separarlos de su servicio especial mientras dure h gne^ 
rra. 

»Art. 10. Todo buque mercante, cualquiera que sea la na- 
ción á que pertenezca, cargado exclusivamente de heridoi y 
enfermos cuya evacuación opere, se considerará como neutral; 
pero el sólo hecho de la visita de un crucero enemigo, notifica- 
da en el diario del buque, hace que esos enfermos j herídM 
queden ya incapacitados para volver á servir durante la pe- 
rra. El crucero tendrá también el derecho de poner á bordo ua 
comisario que acompañe el convoy y garantice la buena ie del 
transporte. , 

»Si el buque de comercio llevase además un cargamento, 
quedará también cubierto por la neutralidad, á menofl quesa 
naturaleza lo sujete á la confiscación por el beligerante. 

»Estos conservan además el derecho de prohibir i los Ixi- 
ques neutralizados toda comunicación ó dirección f[ue j sieguen 
perjudicial al secreto de sus operaciones. 

»En casos urgentes, los comandantes en jefe podrán estipu- 
lar convenios particulares para neutralizar momeír LTieameEto 
y de un modo especial los buques destinados á lu evacuaclúa 
de heridos y de enfermos. 

»Art. 11. Los marinos y los militares embarcados que estén 
heridos ó enfermos serán protegidos y cuidados por loa apre- 
sadores, sea cualquiera la nación á que pertenezcan, 

»Su retorno al país de origen se someterá d las prescripción 
nes del art. 6.^ del convenio y del 5.^ adicíonaL 

»Art. 12. La bandera blanca con cruz roja, unida al pabe- 
llón nacional, será el signo distintivo para indicar q^ie un bu- 
que ó una emb'arcación cualquiera reclama el beneficio t I* 
neutralidad. 

»Los beligerantes se reservan en este punto todos los hb- 
dios de comprobación que estimen necesarios. 
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fLog buques hospitales militares se distinguirán por medio 
mna pintura exterior blanca con batería verde. 
jArt, 13. Los buques -hospitales equipados por las socieda- 
des de socorro i reconocidas por los gobiernos signatarios de 
I convenio j que estén provistos de patente emanada del so- 
irano que haya concedido la autorización expresa para su ar- 
nento, y de un documento de la autoridad marítima com- 
ente, por donde conste que han estado sometidos á su ins- 
ci6ii hasta el momento de la salida, y que sólo son aptos y 
pioa para el servicio especial á que se les destina, serán, lo 
ao que su personal, considerados como neutrales y prote- 
t y respetados por los beligerantes. 
fiPara hacerse reconocer izarán con su pabellón nacional la 
ndera blanca con cruz roja; el distintivo de su personal en 
percicio de sus funciones será un brazal con los mismos co- 
B, y la pintura exterior blanca con batería roja. 
Sstos buques prestarán socorro y asistencia á los heíidos 
[Iqb náufragos de los beligerantes, sin distinción de nacio- 
No impedirán ni entorpecerán en manera alguna los 
Fimíentos de los combatientes. 
lOperarán durante el combate y después de él, á su riesgo 
feligro. 

Por su parte los beligerantes tendrán sobre estos buques el 
echo de inspección y de visita, pudiendo rehusar su con- 
[>3 intimarles que se alejen y aun detenerles si así lo exi- 
t gravedad de las circunstancias. 

03 heridos y lo j náufragos recogidos por estos buques no 
án ser reclamados por ninguno de los combatientes, pero 
aran incaiíacitados de volver á servir durante la guerra, 
rt. 14. En las guerras marítimas, la presunción fundada 
Ele uno do los beligerantes utiliza los beneficios de la ñau- 
ad para otro objeto que no sea el de socorrer á los heri- 
fy enfermos, autoriza al otro beligerante para suspender 
fcffíctos del convenio con respecto á su adversario, hasta 
^e pruebe la bnena fe puesta en duda, 
^i dicha presunción se convierte en certidumbre, el conve- 
aede ser denunciado por todo el tiempo que dure la guerra. 
rt. 15. La presente acta se formalizará en un solo ejem- 
' ^^íginaXt cine quedará depositado en los archivos de la 



164 PARTE ESPECIAL. 

Confederación suiza, dirigiendo una copia auténtica de ella, 
con la invitación de adherirse á sus estipulaciones^ á cada 
una de las potencias signatarias dol convenio de 22 doÁgoatí 
de 1864 y á las que posteriormente le dieron su asentimienloJ 

(18) El infatigabe Mr. Moynier lia ¡jTopaesto el estableá- 
miento de un tribunal arbitral en Ginebra compuesto de cin* 
co miembros, dos por los beligerante 9 y los otros tres por lo» 
neutros, que juzgando de las infracciones cometidas impougit 
severas penas al culpable. 

Antes de concluir esta materia iipuntaremos un hecho que I 
demuestra lo perfectamente aplicable que ea la convención ( 
Ginebra á las guerras civiles. El Sr, Lauda, testigo ocu 
asegura que en los últimos tiempos de la guerra carlista ^ 
observaba fielmente en las Provincias Vascongadas y reciia 
da que en Cataluña los generales Martínez Campos y Jovellor] 
firmaron con los jefes del ejército absolutista un convenio á] 
este fin, por el cual se declaraba neutralizada la villa de Cam-i 
prodón para los heridos carlistas » comprometiéndose las fiíec 
zas liberales á no entrar en ella (oh, cit., pág. 227 á 31). 

(19) Ya entre los antiguos se consideraba como sagrado { 
cadáver del adversario y en todo tiempo se han concluido ar-j 
misticios para proceder al entierro de ios que murieron en di 
campo del honor. Lentner y Ullmann se han ocupado exteía»*] 
mente déla necesidad de crear, en analogía con la converiCÍ.üR 
de Ginebra, un cuerpo inviolable destinado á la penosa tare* j 
de desinfectar los campos de batalla, evitando asi terrlblftí 
epidemias. 

Es muy justo y útil para impedir crueles incertidumbrea t 
se conozca con plena seguridad los nombres y calidad de I 
difuntos; por esto en la conferencia tle Bruselas se propn 
por el coronel danés Brun que á más de la nota de los i 
bres de los muertos enemigos que debería enviar cada beUg 
rante al otro, llevase cada soldado un signo del lugar qu' ~c 
pa en el ejército. El general Voígt-Ketz propuso que 
placas llevasen el número del soldado, de su compañía y 
miento (véase el Protocolo, pág. 5S). Sea asi ó buscaí 
livret debe, al recogerse el cadáver, procurarse su ider 
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I don y dar noticia de ello al enemigo (véase Manual francés, 
pág. ó], y Tovey, pág. 40). Nada dice la Declaración de Bru- 
selas. He aquí loa artículos referentes del Manual del Instituto: 

Art. 19- II esf interdit de dépouiller et de mutiler les morts gi- 
MJtts ^tir les champs de hataille. 

Art- 20. les morts ne doivent jamáis ¿tre inhumes avaiit que 
(m ait T€CU€ÍU% sur lenr personne, tous les Índices, tels que Uvrets^ 
fmieros^ etc.;, propres á etahlir leur identitc, 

Lu indications ainsi 7^ecueillies sur des morts ennemis sont com- 
mmqiíées ür leur armée ou a leur gouveriiement. 

Dice rauy bien nuestro Reglamento (art. 889): «Los cadá- 
veres deben ser recogidos y sepultados con honores militares 
y remitidos al enemigo que los reclame. » Esta última disposi- 
ción es poco práctica y es lástima que no se hable de la con- 
veniencia de la identificación de los cadáveres, como lo hace 
el Instituto (^/;, 

(A) El capitulo tercero (art. 21), de los heridos y enfermos y 
del Convenio de El Haya sobre las leyes de la guerra, repro- 
dnce ol arL 35 da la Declaración disponiendo que la condición 
de los mismoíi proseguirá rigiéndose por la convención de Gi- 
neVa <salvo las modificaciones de que pueda ser objeto». No 
9e hiüOj pneSj en ella la revisión que hace tanto tiempo espera 
la ciencia, limitándose á decir la cuarta de las aspiraciones 
con fe que termina el Acta general de la Conferencia que <íite- 
niendo en consideración los trabajos preliminares hechos por 
6i gobierno federal suizo, desea se reúna cuanto antes una Con- 
faftencia especíjtl dedicada á verificar la dicha revisión» (g), 

fjj Como í3ifie Bonñls, los deberes con los muertos se reducen á tres: 1.® Rea- 
JJeiü tic ios caúáverea. El art. 240 del Código de Justicia militar francés castiga se- 
Tetamcnta á Iob que los maltratan ó despojan. He aquí lo que dispone el art. 236 
M miestro: -El militar que en la guerra despoje y se apropie del dinero ó alhajas 
qne aua eompañercíS de armas muertos en el campo llevaren sobre si, será castiga- 
do como reo fie robo con violencia en las personas.» — 2.® Reconstitución de su 
idenlid^d. Para esto sirven las llamadas placas de ideviiflcaMón que principió á 
tiaar el ejército fiaucéa en 1884. Cada beligerante debe dar parte á su contrario de 
Ibs noüibrca de lo;i cadáveres que recoja. Véase el art. 4.** del proyecto de Mr. Moy- 
ftier oímdo en lA nota /VJ, Deben también remitirse al contrario los objetos de 
pitipledacl particular hallados sobre el muerto. — 8.* Darles sepultttra, asegurán- 
íf»s^ antes también de la realidad de la defunción (proyecto citado de Mr. Moy- 
lüer, ai-t, 12)* Durante la guerra hispano-americana nuestros ejércitos procedie- 
ren algntjaís vece», para evitar la infección, á la cremación de los cadáveres, api- 
Üiidolofi en montones y rodándolos antes con petróleo (Bonfils-Fauchille, § 1.108). 
fgj rbia, propuesto el coronel Gilinsky, delegado ruso, que teniéndose en 
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(B) La convención de Ginebra, á la cual pertenecen koy más 

cuenta las proposiciones de las conforenclas iiitcmadoimlcíi de laa aocledadefide 
la Cruz roja de 1S67, 1869 y 1884 se revisase toi alíñente el Convenio, procuiaoao 
dar mayores garantías de protección á las socíoc1íL(1es particulares sanit&rias j i 
los médicos extranjeros que gozasen do la prí>teeclón ds la Cruz roja y quE? m 
creara ana Oñcina Intomacional de ésta para dctenmuar Xoám- U^ ^uestíoneáiü- 
lativas á la cooperación particular y voluntaría en la ^erca. La comlsiQu <!0- 
rrespondlente no quiso ocuparse de estoapunto>^, tiVj'^ando que para ello h&díui 
íálta delegados médicos técnicos y ademas la prcaencia do loa Estados ^1h^ 
rldos á la convención de Ginebra, los cuales no estaban ciertameata repiíseali' 
dos todos en El Haya. He aqui por qué, reconociendo la urgencia de l& refomn^ 
la conferencia limitó sus trabajos á las resolticioTiea Indlcadü^s en el texto. 

Entre los proyectos de revisión merece cita ei primer la^r el propalado pw 
las conferencias del Estado mayor sanitario suizo de Mayo y Julio de l^m^ 
Olten, obra del Dr. Ziegler. Reducido á nueve artículos se distlngTic por su seaei- 
llez, y en el fondo es la más importante de ana Innovacton&B^ la que haceoblign- 
toria la continuación de su servicio al personal inCcilco y pnultario, á las ordene» 
del enemigo, mientras éste requiera sus funciones* M fundador y padre amoroü 
de la Convención, el infatigable Mr. Moynier, propuso después en iSoa otro proyao- 
to de revisión que por la competencia de su autor y ser el resultado de la criticft 
de los anteriores Intentos merece especial estudio. Be divide en cuatro titules: Ea 
el I se hallan las disposiciones comunes para las ¡[^''uerras terrestres y marítima^- Los 
militares heridos, enfermos ó náufragos serán rosputados, recosidos y culdajücfi» 
sea cual sea la nación á que pertenezcan (art, 1 .'•, Cf. Conv, VI). Los heridos j 
enfermos hechos prisioneros se devolverán, tau pronto estén curados, ¿ so. pnifii 
siempre que resulten incapacitados para siempre de servir en la guerra (ártico* 
lo 2.", Cf» Conv. VI y artículo adicional 5.% Se verifie&ri la idcntificaeiQa de 
los heridos, enfermos y náufragos por medio de un signo espocial é indiíidwi 
de reconocimiento que adoptará cada Estado para sus soldados j marinos y 
dará á conocer á los demás Estados contratautos (art. 3."). Después de todo com- 
bate cada beligerante remitirá á su adversario ^ y lo antee posible^ nota de lí» 
prisioneros, heridos y muertos enemigos que íe haUen en su poder (art. 4.^). I^ 
individuos pertenecientes al servicio sanitario scírin considerados como neutmlfi» 
ó inviolables en cualquier parte que se encuentren, pero no podrán entrar en la 
línea enemiga ni salir ni entrar de y en las plazas sitiadas ó bloqueadas ala pe^ 
miso especial (art. 5.", Cf. Conv. II). En dicho personal se comprenden: los tue- 
cos y sus ayudantes, el personal administrativo do los establecimientos aaultaríija, 
el de los transportes y el religioso, así como el de las sociedades civiles de socouof 
que dependan de las autoridades (art. 6,®, Cf, Conv, II), loa cuales llevarán coiaQ 
distintivo un brazal blanco con cruz roja en el medio, que entregarin las autoil* 
dades militares ó marítimas de cualquiera de los beligerantes, el que Irá ftcoifl 
panado de una cédula de legitimación cuando ^.n trate de personas que no perte* 
nezcan á los ejércitos (art. 7.o, Cf. Conv. VII)» Los que lleven el brazal perdoriia 
el derecho á la neutralidad en el caso de cometet actos hostiles, pero no cuando 
hayan hecho uso de las armas para evitar uu peligro personal (art. S.°). £1 títu- 
lo II se dedica á las reglas especiales relativas a las ^ttórrctí ierreetres. En el »- 
pítulo primero, de los combatientes, se dice (att, fl.°) que los mlUtarea qna sfr 
hallen fuera de combate serán protegidos contra toda violencia, pillee < J^\ 
tratamiento. Los convoyes de heridos y enfermos jaezarán del beneficio > 1^ 
neutralidad, tanto en su personal como en su material, pero no podrán sa *i 
una plaza sitiada ó bloqueada sin autorización del enemigo (art 10, Cf. C 
nlo VI). El Estado neutiíal por el cual hayan de pasar les concederá libre to- 
sí to después de haber comprobado su carácter exclusivamente sanitario (a X4 
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Kónarenta Estados, reaniendo todos los civilizados y semici- 

coanto eeai posible, la inhnmacióu de los cadáveres será siempre precedida de 
atento examen de los mismos para poder comprobar la muerte (art. 12). El 
itiilo aeffxiiiflo trata dol servicio de sanidad. Su primera sección se refiere al 
stwiaí. Ésto (es dedi", el comprendido en el art. 6.®) continuará en sus servi- 
irfoB á favor de los pacientes aunqiie el lugar donde opere se halle en poder del 
enemigo (art, I^^ Cf. Conv. III j- art. adic. I), y en este caso continuará á sus óp- 
d^ea, pero debiendo el último tratarlo con todas las consideracloneis oportunas, 
proYeyendo Á bu aub&ístCincia 6 á su sueldo conforme á la tasa que da á sus tro- 
pas (art, 14, Cf, art» adic. II). Dichas personas podrán retirarse cuando consideren 
no son ya necesEirios sus servidos, pidiendo el oportuno permiso, y entonces el 
Jefe del ejército do ocupactóii íleterminará la fecha de su marcha, que no podrá 
diferir alno por muy tireve plazo (art. 15, Cf. Conv. III y art. adic. I). La segunda 
[én trata del maleHaL TocIoíj los establecimientos, locales y objetos destina- 
ai BervJcIo de ^anidad aeran protegidos y respetados por los beligerantes (ar- 
tlctdo 16). No formarán parte del botín hecho al enemigo: aj Los establecimientos 
prOTislonales que acompafiEin á las tropas en los campos de batalla para recibir 
los y enfermos, incluyendo en ellos los hospitales €e campaña.— 6y Los mate- 
do los sitios de cura ípa^nstmenO de heridos.— cy El material de los convoyes 
áe heridos y enfermos, así como los vehículos de cualquier clase destinados al 
servicio aanítítrlo.— ííy Loí depósitos de material sanitario.— cy Los objetos que per- 
tenezcan personalmente á los individuos neutralizados —fj El material de tod?. 
clase perteneciente á las sociedades civiles de socorros sanitarios (art. 17, Cf. Con- 
venía IV y art. adfo. Ill), Si el material perteneciente á alguna de las dichas 
categorías constituyese el menaje de un personal sanitario que trabaja bajo las 
Didenes del essemigo en virtud de lo prescrito por el art. 13, dicho personal podrá 
lleTárselo al marcharse (art. 1¡^, Cf. Conv. IV). El mobiliario y los edificios dt los 
lOEpi tales miJitares fijos pertünecieutes al enemigo quedarán sometidos á las le- 
de la íTiierra, pero no podrán ser cambiados de destino mientras sean necesa- 
para los soldados heridos 6 enfermos que en ellos se encuentren (art. 19, 
I ConVv I y tV). Una banderii blanca con cruz roja, acompañada de la nacio- 
estarii en£.r1)oIada por ord^ín del jefe de servicio en todo establecimiento ó 
Sitio al cual sean apliCívUes las disposiciones del art. 16. Los otros objetos com- 
prendidos en el miimio llevarán un escudo blanco con cruz roja y las armas far- 
moireñj uacloii;ales (art. 20^ Cf. Conv. VII). La protección garantida por el art. 16 
al material sanitario no aera obligatoria si el tal material es empleado en cual- 
qMeía manera para otros usos distintos del sanitario (art. 21, Cf. Conv. I y VI). 
El titulo III se reñere á la guerra marítima, y en sus artículos 22 á 30 es pura y 
stmplement© la reprodueeíón do los artículos adicionales de 1868. El título IV y 
íltímo contiene las cláusulas complementarias. Los detalles de ejecución se flan 
á los eomandantes de loa eiércJtos y flotas de las naciones beligerantes, conforme 
i los principios generales que la informan (art. 31, Cf. Conv. VIII). El empleode 
la cruz roja sobre fondo blanco admitido como emblema y signo distintivo del 
aervicio sanllario de los ejércitos de mar y tierra constituirá, tanto en tiempo de 
li&z como en tiempo de ^;erra, un monopolio reservado á los gobiernos signata- 
rios do la presente convención y de las sociedades civiles de socorros á los heri- 
da , euye concurso hubiesen los mismos aceptado oficialmente (art. 82). Los £s« 
-^ m contratantes completarán , si ha lugar, su legislación penal para que prevea 
el laatlgo de todas las infracciones posibles de esta convención. Dentro de un 
p3 lo de trea aíioa diclias leyes nuevas ó anteriores serán puestas en conocimien- 
to el Consejo federal Snlao, el cual, á su vez, las comunicará á los otros gobier- 
m contratantes. Lo mismo se hará Bn las modificaciones que se hagan en lo en» 
OG ro (art. 3S}. Los Estados contratantes tomarán también las medidas oporta> 
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vilizados de la tierra, ha sido bastante respetada sn Ua últin 
gnerras. 

A instancias del gobierno suizo, tan pronto como estalló 1 
gnerta hispano-emericana, ambos beJ ígeranteH deciararoíi í 
voluntad de cumplir los artículos adicionales de 18&3 á títuW 
de modvs vivendi; nuestro gobierno lf> hizo por nota de 25dflí 
Abril y le fué comunicada la adhesión de los Estados Unidoftl 
an 10 de Mayo. El 15 del mismo mes mandó Suiza nnanotacit-J 
cu lar á todas las potencias signatarias participando el estábil 
cid o acuerdo (h), 

nofl para que esta conyénción sea recordada ¿ sus tcopafl, así comolaspeitiui 
quo se exponen sus infractores. £1 art. 35 detenntnA que sa comoniquc ee^ 
TOBiclAn á las potencias adheridas al convenio dü ISü-l que uo liayau uiAsdsdO 
plenipotenciarios á la conferencia en que se finne, roaervando, tanto áalloacorao 
á ios demás, la facultad de acceder; el 36 dispone el plazo eu que deberá verifi- 
carao el canje de las ratificaciones, y en el 37 ae advierte que desde el día que 
íinede promulgada sustituirá á la de 1864 para los Estados que la ra tinquen, pem 
qti^ óata podrá continuar siendo invocada frente ^iquellos Estaos que no acepten 
la nueva. 

En Mayo de 1901 el gobierno suizo Invitó oficlaLmeute á todas lag potemcUa 
nlíjn atarías del convenio de 1864 para celebrar una i^ourereticia para tratar dt 1* 
opcjríuuiüad de la reforma, y en caso afirmativo da terminar cuáles debsEí m 
üStftB modificaciones. Según el Boletín internacional de Giuebm, Fraocl*» Ingl*- 
torr^p Italia, los Estados Unidos y Rusia hablan contestado ya fayoiablémeatA 
en Jiüio de WOl. 

flií Durante la guerra de 1898 no hubo qu^as graveiñ de nlníjuno de lojí dosb* 
liberantes acerca la infracción de la Convención ele Ginebra y falta del detldo 
respeto á heridos y enfermos. Ambos prepararon oportunamente buques hos- 
tales, los Estados Unidos el Lemomn'Ur, Stata of ücjcts y España el Sa» Agmdh^ 
A bordo de este y otros buques fueron devueltos ¡L la Península los príBÍoneíoa 
de Santiago de Cuba, acordándose por mediación dsl gobierno Inglés las condi- 
ciones en que se verificaría el transporte de los heridos y enfermos. El buque fO- 
ssarlfL de la más absoluta inviolabilidad en su Ida y vuelta, España se encaraba 
de proporcionar los médicos y el servicio sanitario y los Estados Unidos las uafr 
liicÍTiaa y el racionamiento (nota de 23 de Julio de 18^8). Eu la lacha del Tmn*- 
wital una y otra parte se acusaron de tremend&s faltas á este respeto. MÍoiitr« 
qutí loa boers se quejaban de las camlcerias y despojo de beridcis y muertos en 
Elaudsgaate, donde además fué cañoneada una ambulaupía de la Cruss roja (ilft 
cual contestaron sus adversarios que fué por equivocación involuntaria y no bír 
liándose ésta á la distancia debida de tres millas)j loa ingleses mencionan loi 
heciios absolutamente comprobados de VlaakfoTitf fn, donde fueron reT&atfldM 
varios heridos. También hay que apuntar que la í rtan Bretaña quiso detener utu 
expedk^ión de voluntarios internacionales de la Cnií roja que se dirigía al Traaa- 
waat, donde pudo llegar al fin por tierra, desembarcada en Louíeago Marque* 
Ilay que tener presente que no estaba reconocido de un modo oñclal p< ^ 
golniüruo. En la expedición europea á China ha d(í cuufe^rse que tomando r ?Íb 
ilü la letra el sermón del emperador alemán de quü no debía darse cuartel y £l^ 
dándose de que China no está adherida al Con veri i o de QiBCbí^, los t M 
aliaflaa prescindieron de toda humanidad, cometiendo los más feroces deair a^ 
Segúu testigos oculares, las ambulancias no recogían herido alguno ho^jc \^ 
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I El Instituto se ba o capado en sus últimas sesiones de los me- 
I dios conducentes para dar sanción penal á los deberes impues- 
tos por la Gonvenciónj proponiendo que el Estado que se queje 
de ima tí ol ación por los subditos de su contrario tenga derecho 
á pedir por conducto de un neutral que se baga la información 
competente j y^ en caeo de que se pruebe, al castigo de los cul- 
pableSj emitiendo además el deseo de que los Estados reconoz- 
can la existencia y autoridad del Comité internacional de la 
Craz roja, cuyos miembros verificarían las mencionadas infor- 
maciones. (Sesión de Cambridge en 1895.) Un Real decreto del 
Ministerio de la Guerra de 26 de Agosto de 1899, satisfaciendo 
á exigencias de la opinión, bace tiempo sentidas, ha dado or- 
ganización oficial y sometido directamente al Gobierno á las 
sociedades españolas de la Cruz roja (i). 



íiualea qucdúbun abandonados ó eran asesinados ; la caridad quedó reservada 
pve loi expedid oneiTioa entre si< 

fij <Art. :2/ El Goblomo ampara la existencia legal de la Cruz roja española, 
(ledam^a de utilidad y do l>eneflcencia para todo el territorio de la Monarquía, 
7 la retonofíe í^omo la única que se halla autorizada dentro de la esfera oficial 
¡íipa Ift ftsÍBtencJa de loa heridos en campaña.— Art. 3.**, núm. 4.® Podrá encomen- 
[iarse i la Cruz roja la identjñcación é inhumación de los muertos, el establecí - 
Miente de centros de Información para las familias de los militares, el transpor- 
ta de los heridos deade los hospitales de evacuación hacia el interior del país y 
ú situar depósitos de material sanitario. — 7.® Asumirá la representación de la 
Cma reja eRpañola un organismo electivo con residencia en Madrid. La denoml- 
□Mión de eBte organismo, ILimado hoy Asamblea suprema, se podrá variar por 
ú propio Instituto, si lo creyere conveniente.— 8.® El presidente de la Asociación, 
nombrado por la Corona, tendrá el carácter de comisario regio.— Art. 16. Siendo 
buy \^ Cmss roja la única Sociedad autorizada para servirse de la bandera y 
<ld brazal adoptados desde i:in principio como únicos signos de la neutralidad 
pof el Convenio de Ginebra, se evitará el uso indebido de los mismos, procuran- 
do la aplicación de loe preceptos contenidos en el art. 348 del Código penal. El 
Gfio del brazal no empieza hasta el momento de la movilización y lo concede la 
LUtoddad militar. Los btamles serán sellados y numerados oportunamente por 
U miama autoridad , consignándose el número de orden en el seguro de los in- 
áfvidnefi á quilines se conceda. Su distribución corre á cargo de la Sanidad, que 
la l^iá abmpre con 5 rregflo á las órdenes recibidas. La Sociedad poseerá siem- 
pit- en tiempo de pa?^ un número de brazales proporcionado al de sus socios. Los 
íBClbirá de la Sanidad militar previo su reembolso y no los distribuirá á su per- 
loiieJ haata el momento de la movilización. Se transmitirán las órdenes oportu- 
aaa para impedir el registro de marcas de fábrica en las que se utilice el nombre, 
tóeudoa ó emblemas de la Cruz roja, á no haber obtenido previamente la autori- 
ladún de la Asamhlea eoprema. 

Ua Socledadea de la Crusí roja de los distintos países están federadas desde 1867, 
Otiebrando Confíresoa cada cinco años. El último tuvo lugar en 1902 en San Pe- 
torabur-o. FuEiUcaii adeináa un Boletín internacional, órgano común. 
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SECCIÓN TERCERA 

EFECTOS DE LA GUERRA 



ARTICULO I. —En los subditos enemigos y sus 
propiedades. 

% 99. a) Efectos de la declaración de gue- 
rra*. — Determinadas ya las condiciones de la lucha 
entre los ejércitos, tócanos ahora exponer los efectos 
que en las relaciones jurídicas entre los Estados beli- 
gerantes y los subditos de los mismos entre si produce 
el principio del estado de guerra, el cual dura desde 
la declaración hasta el término de la misma, quees, 
por regla general, la conclusión de la paz. Como he- 
mos dicho en otro lugar, hoy ya no se sí^ue la antigua 
máxima de que la guerra termina toda relación de 
derecho entre las naciones que á ella acuden pan 
ventilar los suyos, resultado imposible por tratarse 
de comunidades que no pueden perder iamás su carao 
ter de jurídicas personas. Dejamos para cuando tra^ 
temos de la conclusión de la guerra el discutir qul 
convenciones internacionales se extinguen por su á 
claración y cuáles reviven por la paz (§ 129); limité^ 
monos á observar ahora que en aquellas expresameU' 
te concluidas para el caso de guerra es precisameatt 
entonces cuando principian su efecto; tal sucede, píM 
ejemplo, con las Convenciones de San Petersburgí^ 
Ginebra y El Haya y la Declaración de París a brt 
la guerra marítima (a). Los demás tratados pued^ da 

(•) d §§ 149 y 164. 

^aj Lo mismo saoede con los tratados de neutralizaclóa de determina 
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eirse que, por regla general, sólo quedan suspendidos 
en eua efectos. Las relaciones diplomáticas acostum- 
Iyür á interrumpirse, ya que es muy distinto su fin de 
amistad y concordia con el de disensión y venganza, 
que es el que se persigue con la guerra. Generalmente 
coBíia el diplomático, al salir del enemigo territorio, 
f al representante de una nación amiga la protección 
; de Jas propiedades y subditos de su nación (1). No pue- 
: de establecerse una regla general con respecto á las 
' relaciones postales y telegráficas entre ambos belige- 
rantes; la prudencia y el propio interés determinan si 
deben permitirse y bajo qué condiciones, pero nunca 
es lícito vedarlas en absoluto si con ello se infiere 
agravio á los legítimos intereses de los neutros. En las 
llamadas letras advocatorias, dehortatorias é inhibi- 
torias marcaban los antiguos gobiernos á sus subditos 
la conducta que debían seguir durante la guerra (2). 
La obligación de los naturales que se hallen en el ex- 
[ tranjero de regresar á la patria para defenderla es de 
I derecho natural y pertenece al público el explicarlo. 
' fe cierto que á los que se encuentran en el territorio 
del adversario puede éste impedirles salgan de él para 

1 engrosar los ejércitos de su enemigo (b); mas dudoso 
es que estén obligadas las naciones neutras á prohibir 
á los subditos de los beligerantes que se hallen en su 
fleno vayan á alistarse en los respectivos ejércitos de 
BUS naciones (véase § 109) (3). No usan las naciones,, 
etualmente; su absoluto derecho de expulsar á todos 
os enemigos que se hallan en su territorio; concédese- 
ca hidalga hospitalidad, de la que se harían indignos 

territoriofl y si ttos, v. gr., la de Bélgica, Suiza, del canal de Suez, del faro 
Cflbo Eapartel, etc. Principia entonces el deber de respetarla en ambos be- 

fhj Este es el derecho estricto, pero la misma conveniencia aconseja el no 
MtIo, puca como clíce Bonflls (ob. cit., núm. 1.053), el retenerlos es condenarse 
tener que vigilar rigurosamente á gentes que mortificadas en su voluntad no 
iSí de peíTdonftr medio de hacer daño al país que les guarda á su pesar. Por esto, 
fi&c en 1370 Francia y Alemania les dejaron marchar en seguida. 
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en caso de que abusaran de ella. Ninguna nación cul- 
ta arroja de su seno ó declara prisioneros á los p^!' ^i 
eos naturales de la nación enemiga que tienen v.ü 
aquélla su propiedad ó industria, como hizo el Primer 
Cónsul con todos los ingleses en Fnincia residentes. 
Y en todo caso es ilícita una expulsión en masa sin 
conceder un razonable plazo para que ¡puedan reali- 
zar sus bienes ó ponerlos en lugar seguro W, En el 
concepto rigurosamente técnico de la guerra es im* 
posible, mientras dure, todo negocio jurídico entre los 
subditos de los beligerantes. Quedan suspendidos los 
efectos de los contratos entre los mismos por carecer 
el enemigo de personalidad en los tribunales para re- 
clamar el cumplimiento de aquélloñ. Sin embargo, 
esto es sólo el summum jus que defienden con rigidez 
extraordinaria los jurisconsultos ingleses; en las gue- 
rras modernas, debiéndose quizá á su carácter poli* 
tico, distinto del nacional y patriótico que tenían las 
antiguas, se han seguido más generosos principios, y | 
en la guerra de Crimea, por ejemplo^ se permitió con* 
tinuasen las relaciones comerciales entre ingleses y 
rusos (6) (c). El Estado tiene derecho á confiscar los 
bienes del Estado enemigo que se hallen en su terri- 
torio, pero no los propios de los particulares , á los 
cuales, por el contrario, se les concede en varios tra- 
tados el derecho de realizarlos en un determinado 
plazo, medida que aconseja á éstos la prudencia, ya 
que el Estado territorial podría creerse autorizado á 
embargarlos, al menos en virtud de represalias (6), AI 
tratar del derecho de captura de la propiedad enemi- 
ga tendremos ocasión más propia de considerar qué 
cosas y personas tienen para los efectos de la captura 
el carácter de enemigas (§ 103) (A), j 

/"cj Olivi (ob. cit., pág. 523) opina que dentro del eonceplo actual de la gi t. 
que se reduce á causar al enemigo el menor mal posible, no se presume ir tí 
la prohibición del tráfico entie los subditos de los beligemntea, y que hfl.5 
aguardar las prohibiciones expresas de las autoridades militarea. 
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I (f) En la guerra de 1866 entre Austria y Prusia, cuya du- 
ración fnh tan breve, se consideraron únicamente como sus- 
pentlídas las relaciones diplomáticas entre ambos países, no 
como completamente rotas. 

(2) Permitióse durante la guerra de 1854-56 continuasen 
sin obstáculo laa relaciones postales y telegráficas, y tal pare- 
ce ser la regla en el día predominante. 

Kegl. esp.; «Art. 842. La declaración solemne de guerra 
tiene por principal objeto avisar y prevenir á los subditos de 
las poteiicLas beligerantes y neutrales que van á comenzar las 
hostüidades para que puedan adoptar las precauciones conve- 
nientes. 

»Ho3^ se procura, ei es posible, no interrumpir las relacio- 
nes comcrcialea ni el servicio de correos, prohibiendo sola- 
mente la exportación de artículos y efectos que puedan ser 
útiles al ejército enemigo. 

sArt. 84:i. Coa la declaración de guerra el Estado puede 
Uamar é.Hns subditos residentes en país enemigo, prohibiendo 
que entren al servicio ó mantengan correspondencia con él.» 

Ley de 4 de Diciembre de 1855, art. 3.^ «No podrán confis- 
carse las propiedades de los extranjeros, ni aun en el caso de 
hallarse España en guerra con la nación á que éstos corres- . 
pendan. s 

(3) Por fcalis, precedido por Rousseau (como demuestra Hall), 
faó el inventor de la frase: «La guerra es una relación entre 
Estadoíí, no de individuo á individuo.» De ello ha deducido la 
escuela moderna el fjiguiente principio como base y fundamen- 
to de la manera de guerrear, que Bluntschli, su autorizado in- 
térprete, expone asi: «Los Estados beligerantes son los ene- 
migos en el sentido propio de la palabra; los ciudadanos dé 
estos Estados no son^ por el contrario, enemigos, ni entre sí, 
ni con respecto al Estado adversario del suyo» (art. 531). Fio- 
re, Martens (lí^O* Landa, Laveleye y Pradier-Foderó se adhie- 
rei i esta paradoja, que ha venido á ser a common-place ofmost 
of. ^ cmttuiental mñiets. La escuela inglesa y la antigua alema- 
na liguen sosteniendo los antiguos principios, pues, como di- 
cei 'as ínstruccíünes de Lieber, «los hombres viven en cuer- 
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pos de sociedades políticas, cada una de las cuales forma un 
Estado ó nación, cuyos miembros, solidarios entre sí, gozan ó 
sufren, progresan ó retrogradan juntos, tanto en la paz como 
en la guerra; por lo tanto, todo ciudadano ó natural de un país 
enemigo está como ¿ tal sujeto á todas las calamidades de la 
guerra.» (Inst. amer., artículos 20 y 21). Hall, Wheaton, Kent, 
Manning, Woolsey, Wharton (F.), Martens (G. F.), Klüber 
defienden este modo de ver, el primero con tanto entusiasmo 
como ingenio. Riquelme, Bello y Negrin sostienen la antigua 
teoría; únicamente Pando truena contra la bárbara crueldad de 
los autores antiguos y procura infiltrar en sus jóvenes lectores 
máximas tan patrióticas como esta : Bl interés del comercio, asi 
como el entusiasmo religioso y el amor á la libertad ^ no conocen más 
PATRIA que el mundo ni otros conciudadanos que los hombres. Pa- 
rece imposible que un español que vio los héroes del Dos de 
Mayo, de Zaragoza y de Grerona escriba tan horrenda infamia, 
que pudo pensar, pero jamás decir. 

En esta cuestión (que se conexiona mucho con la de la in- 
violabilidad de la propiedad privada en la guerra maritima) 
creemos nosotros que las dos teorías extremas son en su rigor 
literal harto peligrosas; si la una es dura, la otra es cobarde- 
mente egoísta y, lo que es peor, mucho menos humanitaria de 
lo que á primera vista parece. Si los ciudadanos no son ene- 
migos, ¿no cometen un crimen vulgar al pretender alzarse con- 
tra el invasor extranjero que ocupa su territorio? ¿No es esto, 
dice Hall, estigmatizar con la marca del delito á los inmorta- 
les defensores de Zaragoza? Concluyamos con esta cita de Ne- 
'grín: «No acertamos á explicarnos cómo pueda considerarse 
en guerra á dos gobiernos y en plena paz á los individuos que 
representan. Para suponerlo sería preciso destruir primero 
la conciencia humana y borrar después todo sentimiento de 
amor patrio.» 

Es verdad que el emperador Guillermo principió la gue- 
rra con Francia declarando á los franceses en 11 de Agosto 
de 1870: «Hago la guerra contra los soldados franceses, no con- 
tra los ciudadanos»; y el general en jefe ruso, el gran du(^ b 
Nicolás Nicolajewitch , mandó á sus subordinados en 12 e 
Abril de 1877 respetasen á los habitantes paciacos, oualquii st 
que fuese su nacionalidad, y que no tomasen nuda sin el deb o 
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mago (Martens, H^ pág. 486); pero contesten rusos y alema- 
' nes de buena le: ¿cumplieron los ejércitos invasores semejan- 
te encargo í* 

íío puede, paea, sentarse una regla fija, un principio teó- 
rico inmutable q\m por otra parte no creemos tampoco tan 
necesario desde el momento que no se infiere de que dos per- 
sonas sean enemigas hayan de despojarse mutuamente de sus 



Eeconozcamog en buen hora que nunca acreditará mejor su 
noble hidalguía y generosidad un principe que usando lo me- 
nos posible de los derechos que la guerra le confiere, que será 
laudable todo paso que den las naciones cristianas por ese ca- 
mino y que el triunfo más glorioso de unas armas consiste en 
que no se hayan empleado en violentar á los inocentes. 

(4) El decreto de Napoleón en 1803, mandando prender á 
iodos los ingleses de quince á sesenta años que se hallasen en 
Francia^ apenas si logra escritor no francés que lo excuse; en 
'Cambio ha llegado á ser cláusula natural en los tratados de co- 
mercio ofrecer un plazo (de seis meses á un año) á los subdi- 
tos enemigos para salir del país. (Véase en Hall, pág. 357, 
HDa larga lista de los mismos.) Y lo mismo sucede con los bu- 
ques mercantes que se encontraren sorprendidos con una gue- 
rra entre el dueño del puerto y su soberano. En las dos de 
Oriente a© ha dado un cierto plazo á las dichas naves para sa- 
lir sin peligro de ser apresadas de los puertos nacionales. 

Mis se hace hoy aim; se concede al subdito enemigo pueda 
jeg^nir residiendo en el Estado mientras se comprometa á obe- 
lecer sus leyes y á no servir de espía faltando á la caballero- 
sa y confiada hidalgnía de la nación que le tolera en su seno. 
Su 1769 se permitió ya á los subditos españoles continuar vi- 
riendo en Inglaterra después de declarada la guerra, los cua- 
es, decía el rey de aquélla, «mientras cumplan sus deberes ha- 
áa Nos estarán aalvos en sus personas y bienes». Claro es que 
lüy derecho á expulsarlos siempre que esta buena conducta 
Jese ó si el gobierno enemigo lo hace con los propios. Muchos 
ratados hay que Gousignan esta tan favorable excepción. Tam- 
bién en la giaerra de 1 877 Rusia permitió á los subditos de Tur- 
TLÍaj ñor ley de 12 de Mayo de 1877, que continuasen su resi- 
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dencia y ocupaciones pacificas en el territorio rasoj sujetos 
como siempre á las leyes vigentes. 

(5) Tal principio no ha sido sostenido en todo su rigor lino 
por los holandeses, ingleses y norteamericanos. En GmmU 
V. Wadington, el juez americano Spencc^r decidió que k deck- 
ración de guerra disuelve por sí misma toda sociedad comer 
cial entre los subditos de ambos beligerantes, y que, por lo tan 
to, tratando después de ella con uno de los socios no se adquie- 
re título legal alguno contra el otro. Ed el cae o de la Teutí^m 
un buque prusiano que llevando carga á Dunkerque no la U- 
bía querido descargar el 16 de Julio de 1371 porque se le dijí) 
había sido declarada la guerra entre Francia y Prusiaj deján- 
dola en Dower, puerto inglés, decidieron los tribunales ingle- 
ses que había estado en su derecho, versando únicamente la 
diferencia de opinión del juez Phillimore y la del Judicial €m- 
mitee of the Privy Council en apelación, en que el primero eos- 
tenía, conforme á las ideas defendidas en su inmortal libro, 
que la guerra existía el 16, aunque no se hubiese declarado for^ 
malmente hasta el 19, y el tribunal superior negaba que exis- 
tiese la lucha hasta esta última fecha^ pero reconociendú por 
fundado el temor del capitán prusiano. (Pitt Cobbet, Uíi^¡^ 
cases and opinions in International Lavo. — Londres j 1S85, pági- 
na 108.) 

Durante la guerra no puede presentarse acción alguua de rm 
subdito de un beligerante contra los subditos y ante los tnbn- 
nales del otro. Durante la guerra ruao-inglesa demantiu lI qíi 
inglés un subdito ruso que residía en la Gran Bretaña sin H^ 
cencía; fué desechada su demanda, aunque reconociendo que el 
contrato era váUdo y que cuando la paai se restableciese, podria 
pedirse su ejecución ante los tribunales ingleses, más no yíA^- 
rin durasen las hostilidades (Cobbet, lib. cit.) 

(6) Entiéndese que aquí hablamos de la propiedad euemiga 
que se encuentra en el territorio propio, no de la que está eu 
el del enemigo que, como luego veremos, sé rige por di" itai 
y especiales reglas (§§ 101 y 104). 

En cuanto á la pública del Estado enemigo, no es licii pí?' 
dorarse de ella ni dar por írritas en virtud de la gue^'* 1*^ 
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mlligacioDes que con anterioridad existiesen entre ambas na- 
" doñea. Puede suspeaderso el pago de los intereses, pero jamás 
declarar extinguida la deuda. El embargo de la deuda silesia- 
ift por Federico II de Prusia es un hecho sin precedente ni 
imitación; por el contrario^ en 1854 Inglaterra quiso continuar 
satiafaciendo el empréstito ruso-holandés, á pesar de hallarse 
í m guerra abierta con el cz;ar. 

La propiedad privada de Los subditos enemigos es inviolable 
j sólo por represalias poilría, y muy difícilmente en la actua- 
. Báad, excusarse una contraria conducta de parte del gobierno 
territorial. 

Loa tribunales ingleses en la causa de Woif v. Oxholm decla- 
raron nula la confiscación de un crédito de un inglés por orden 
del gobierno de Dinamarca, y, por lo tanto, que el pago que se 
hizo á sus delegados no producía excepción, ya que según el de- 
, Techo de gentes, no había derecho á confiscar los créditos ene- 
migos (Pitt Cobbetj ob. cit., pág. 106). Admira cómo la juris- 
prndencia inglesa adopta una ú otra doctrina, según convenga 
á los intereses de la Grran Bretaña ó de sus nacionales. 

Tal signe siendo la doctrina de los tribunales de almiran- 
tazgo ingleses y norteamericanos, que no se limitan á negar el 
derecho á los subditos enemigos de detraer sus bienes del país 
para llevarlos al suyo (The Rapid Estados Unidos), sino que 
hasta S6 ha llegado á tener por ilícito el comercio con las colo- 
nias propiits qne se hallan ocupadas por el enemigo (Za bella 
(hidiídy etc.) 

La única limitación que hacen los jurisconsultos y tribunales 
de aquellos países á tan rigurosa teoría, es que esta prohibi- 
ción de comercio y la confiscación tienen lugar sólo cuando 
Expresamente se impone la primera á los subditos ó se decreta 
h seguuda. Por esto se consideró nula la captura de unos bie- 
nes de nn inglés hecha en los Estados Unidos durante la gue- 
íra con Inglaterra á principios de este siglo. En el acta del 
Congreso autorizando la gaorra no se habían dado facultades 
il presidente para conñiscar las propiedades enemigas, y, por 
k tarto, la sentencia do confiscación era nula (Brorm, v. Uní- 
kd S líes. Véase Wheaton-Boyd, § 305). 

En las guerras modernas íje signen principios muy distintos. 
Enb de 1854-56, bacieBdo los beligerantes puja de desprendi- 
1 yma III. 12 
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miento y generosidad, permitieron á ana reapectivos eAbditoa 
continuar el comercio y las relaciones pacificas entre los puer^ 
tos do Hasia, Inglaterra y Francia bajo pabellón neutral 

(A) Al suspenderse l&s relacionen diplomáticas entre España 
y los Estados Unidos, éstos fiaron la protección de sus subditos 
y de los archivos de su legación y consulados á la Gran Breta- 
ña y á sus representantes; nuestro gobierno dio este encargo á 
los de Austria y Francia. Por acuerdo de ambos, comuuicado 
en 22 de Abril al secretario de Estado, se convino que el minii- 
tro austríaco guardaría los archivos de la legación, y que los dt^ 
los consulados y la protección de los intereses españoles en Nne* 
va York y Chicago correspondería al mismo , y en NTievaOr- 
leans, Filadelfia y San Francisco á loa cónsules franceses. En 
los demás sitios, si sólo hubiese lui cónsul de los dos países, 
á éste, y en los que hubiere de los dos al francés. En las recla- 
maciones que tuvieran que dirigir al Departamento de Estado 
correspondería la tramitación á aquel de quien dependiera el 
cónsul que la iniciara. 

Si bien en la guerra turco-griega la Sublime Puerta usó íg 
derecho de expulsar todos los helenos residentes en sus donii^ 
nios, reservándose Grecia únicamente hacerlo en los otomaaoi 
cuya conducta diera lugar á quejas, en la hispano- americana 
respetaron una y otra nación los naturales del enemigo qn& =s 
hallaban en su seno al romperse las hostilidades. 

Con respecto á los buques anclados en los respectivos puer- 
tos, España dio un plazo de cinco días, contados desde lapabH- 
cación en la Gaceta del Real decreto (24 de Abril), á todos los' 
de los Estados Unidos que se hallaren eu puertos españolas 
para que pudiesen salir libremente de los mismos. Los Estados 
Unidos, en la apariencia más generosos, otorgaron un mes, ^ 
decir, hasta el 21 de Mayo (partiendo, pues, del 21 de Abril* co* 
metiendo así la arbitrariedad de dar efecto retroactivo á su dfrí 
claración de guerra) para que pudiesen marcliarj tomando íuí 
cargamentos, los buques españoles q\ie se hallaran en los puer* 
tos norteamericanos. Esta disposición, que anulaba las presad 
hechas del 21 al 25 que fueron objeto áe la razonada prot&pU ^^ 
nuestro gobierno en su circular á los representantes en el e^' 
tranjero de 11 de Mayo, sirvió sólo para librar de cond s,b1 
Miguel Jover y el Catalina; pero no para los otros (Btw ^c-**' 
tura, Pedro, Saturnina, y las goletas Caudita, Aniúnia. 
Matilde y Canelita)^ que sin duda por no proceder de 
americanas fueron declaradas buenas presas. Dicha orf^ 
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sMencial exceptuaba además de captura á los buques españo- 
les salidos antes del 21 de Abril de un puerto extranjero para 
tm puerto ó plaza de los Estados Unidos, los cuales podrían 
entrar en tales puertos ó plazas, dejar su carga y salir sin ve- 
jamen alguno. Pero hubo algunos, el Guido ^ Carlos Roses ^ Lo- 
renzo j otros, quo habiendo salido de España destinados á puer- 
tos cubanos antes de dicha fecha fueron apresados por los nor- 
teamericanos* La lógica más elemental y los principios de 
justicia exigían que honrando su buena fe se les hubiese ex- 
ceptuado también de captura; el gobierno americano y sus tri- 
btmales la desoyeron interpretando literalmente la proclama 
presidencial, que í ó lo se refería á naves destinadas á un puerto 
americano ó que tuvieran que salir de uno de ellos (d). 

El principio indubitado de que la guerra suspende la aplica- 
ción de todo el derecho convencional vigente entre los dos paí- 
ses, fué aplicado por el art. 1.® del Real decreto de 23 de Abril 
de 189S. «El estado de guerra existente entre España y los Es- 
tados Unidos determina la caducidad del tratado de paz y amis- 
tad de 27 de Octubre de 1795 y el protocolo de 12 de Enero de 1877 
y de todos los demás acuerdos, pactos y convenios que hasta el 
presente han regido entre los dos países.» Quizá esta determi- 
nación de plena nulidad, opuesta á la teoría más justa y co- 
múnmente aceptada de que la guerra sólo suspende el vigor de 
los tratados, pueda legitimarse por los perjuicios incalculables 
que al derecho y á la paz de España habían ocasionado los dos 
pactos que se citan expresamente, cuya interpretación abusiva 
por los Estados unidos era una de las causas de la guerra, pero 
no debía haberse extendido tan categóricamente á los demás 
que nada tenían que ver con ella (e), A pesar de que, como di- 
remos luego (§ 129), no se consintió en París su renovación, de 
hecho se han vuelto á aplicar, por lo menos, los de las Uniones 
generales de correos, telégrafos, etc. (f), 

fáj El Triljiínal Supremo de losEstadof Unidos revocó la sentencia del tribu- 
uaJ de distrito en el caso dol Buenaventura, que había salido de Norfolk (Virgi- 
nia) para Ir á llotterdam el 19 de Abril, y habla sido apresado el 22, fundándose 
i-.]i que e! tleí^reto presiden ti al no habla señalado la fecha desde la cual tenían 
derecho á salir de las asnas norteamericanas los buques españoles, y bastaba, lo 
Mcíemn antea del 21 de Mayo (sentencia del 11 de Diciembre de 1899). En cam- 
bio ^onflrmO la. condena del Pedro y del Guido (sentencias de la misma fecha) 
poi ue OH el momento de su captura existía ya el estado de hostilidad y era su 
dfts 10, auñíiue intermediario, un puerto enemigo. 

fi Le Fiir y Longuet hacen la crítica que nosotros de esta determinación. 

f) UoB ge a eralcB Japoneses hicieron gala durante la guerra con China de tri- 
bnt j Toepeto á la población civil. «Son sólo nuestros enemigos los ejércitos ene- 
mig - ■'t d#cila tíl mariiscal Yamagata, y el mariscal Oyama añadía á su vez: cNues- 
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§ 100. Derechos en el territorio enemigo no 

ocupado"^. — Distintos son los derechos que el inva- 
sor tiene en el territorio enemigo , según haya logra- 
do la posesión definitiva del misrao (en cuyo caso exis- 
te verdadera ocupación militar que se rige por coa- 
diciones á la misma especiales, § 104) ^ ó se trate de 
una mera detención transitoria por depender aun de 
la suerte de las armas el que lof^re se convierta en de- 
finitiva y tranquila la actual tenencia. Mientras tanto, 
llámese el sitio donde tiene lugar el combate teair0 
de la guerra, el cual puede limitarse por convenio 
expreso entre los beligerantoa ó quedar reducido 4 
una provincia dada por la naturaleza misma y objer^ 
de la lucha (véase § 108). Tal sucedió en la guenit 



tro ejército debe considerar sólo como enemigo al ejército contraria en m CAih 
junto, no á los individuos aislado8.> 

Tampoco expulsaron los japoneses en la iDlísma guerra á los thitii>g Tesid^nte» 
en su territorio, limitádose únicamente á exigirles el respeto de las leyea ild 
país y á que se inscribieran en registro en un türmluo de velute díajfj reservan- 
do, sin embargo, el derecho de los prefecu>s díí expulsar aquellos que alteíastüJ. 
el orden. En la lucha de Grecia con Turquía KüXa. usó su derecho de eEpulfii'^Q* 
pero no la primera. Ya hemos indicado quü en la nuestra de iSííS níngntin de l^* 
beligerantes pensó en ello. En la del Transuaal loa boera decidieron eu principio 
la salida de todos los subditos ingleses y en Abril de 1300 el presídtnte KrÜ!,";^r 
dispuso la de todos los que se encontrasen en Pretoria y en los íaimposde tin^áfr 
Witswaterrand dentro del plazo de treintii y seis horas, exceptuando sólo aqiifr 
líos á los cuales se les autorizase la permanencia por lii recomendación cíe loa«^ 
mandos locales. 

El general Joubert mandó dos ciclistas parlameutarios á l*is avftíiíftdas tuiti' 
nicas de Glencoe para asegurarles que los inírlesüü residentes en Neweaal'v, ív ■ - 
pado por los boers, estaban en perfecta salud y tmnqulíldad, para qne loipysí^ 
ran en conocimiento de sus parientes y amibos. 

En cuanto á la prohibición de comerciar faimpoeo se lilzo mención al^uii* 
ella en la guerra hispano -americana. En Ul uUJiHíjuponesa el Japón toleró qiiestt - 
enemiga siguiera comprando libremente car^ióii en sn? puertos, Isiglatertti pr*^!' 
bió severamente todo tráfico con los boers por unii proclama del FQrdgn Off^t 
y no sólo á sus subditos, sino también á loa extnvTij6ros residentes en la G»^ 
Bretaña. En los puertos eran escrupulosas en tü rGíjlátrados todos los Imqu^ íü* 
se hacían á la mar. Así, en Enero de lS)Oü fuerou decomlBados en Lífuilfes c*iio- 
nes y conservas destinados al enemigo. 

En 1898 la sucursal española de La EquiiaUta, de Nueva York, cuja u. 
en nuestro país es tan extendida, tomó sus precau ciónos para tener nna r 
sabilidad autónoma, tranquilizando así á s^tis asegurados. Por fortuna, ^ 
duración de la guerra las hizo innecesarias. 

(♦) C. 8 150. 
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1859 de Francia y Cerdeña contra Italia, en la 
lal sólo tuvieron lugar las operaciones hostiles en 
Norte de Italia. Es ilícita en general la devasta- 
ión del territorio enemigo por el cual se atraviesa, 
decimos en general, porque cuando las necesidades 
tares lo exigen imperiosamente, no es posible ne- 
su legitimidad, A la devastación de su propio te- 
torio debió Rusia el salvarse y su definitiva victo- 
¡a cuando la desgraciada marcha del primer Na- 
íoleón en aquel inmenso imperio (l). La misma cen- 
sura se merece el incendio y destrucción de monu- 
mentos y edificios públicos cometido á sangre fría, 
como fué la de Washington por los ingleses en 1814 y 
la del palacio de verano del epiperador de la China 
por los mismos y los franceses en 1860, indignos actos 
de abominable vandalismo . Es en sí el bombardeo 
completamente lícito^ en cuanto por él se logra debi- 
litar las fuerzas y el poder del enemigo, teniendo cui- 
dado de no apuntar directa y expresamente á los edi- 
ficios públicoSj iglesias, archivos, museos, etc., que se 
acostumbran para tal objeto indicar al sitiador con 
la bandera blanca. Sostuvieron durante la guerra 
de 1870 los franceses que era ilícito bombardear las 
ciudades abiertas no defendidas, pero no debe desco- 
nocerse el valor de la excusa alegada por los alema- 
nes para defender su conducta, que por este medio se 
consigue debilitar la fuerza del enemigo, y que lo- 
grándose de tal modo antes la rendición de las fuer- 
zas en la ciudad abierta refugiadas, se evitan así las 
molestias y aun mayores perjuicios de los largos si- 
tios (2). En estos últimos hay que tener en cuenta aná- 
lofiros principios. Es cuestión difícil de resolver, por 
jnar entre sí dos derechos igualmente respetables, 
fii tabiendo el sitiado expulsado las bocas inútiles de 
e] srmoSj ancianos, niños y mujeres cuya permanen- 
^] -^.n la plaza disminuye naturalmente la duración 
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de la resistencia, el sitiador que precisamente cuenta 
con tal circunstancia para lograr antes su triunfo^ se 
niega á conceder libre paso á los expulsados (3). Pare- 
ce, sin embargo, ser la opinión más preferible, que si 
el último rehusa tal permiso, debe el sitiado volverles 
á admitir. Es preciso, como hemos dicho antes, qiie 
los beligerantes respeten la inviolabilidad de los mo- 
numentos públicos, religiosos y científicos, Pero si las 
necesidades de la lucha lo exigen, ¿puede negai'se 
al beligerante el derecho de hacer del templo de im- 
portancia estratégica un fuerte y del mu&eo capaz y 
grandioso un cuartel? (4) (A). 

(1) Los autores antiguos y modernos sólo se diferencian en 
sus opiniones acerca la devastación en la mayor ó menor ex- 
tensión con que la conceden y explican. Todos admiteD que 
puede exigirla imperiosamente la necesidad militar; ejempla 
palpable fué la famosa retirada de Moscou, en la que 200. ÜOO 
personas abandonaron sus hogares quemando la ciudad parar 
evitar que en ella encontrasen abrigo loa franceses en loa tí* 
gores de un invierno polar. Este acto de patriotismo salvó á 
Rusia. Lo que nunca puede aprobarse y fué peor que cien de- 
rrotas, como dijo con noble franqueza Mackintosh en la cáma- 
ra de los Comunes, es el incendio de Washington por los in- 
gleses en 1814, crimen sólo comparable con el saqueo delpa- 
lacio de verano en China, que perpetraron los mismo a con 
Francia cincuenta años después. ¿No rendía tributo á la furia 
colonial moderna el venerable Xeumann al considerar licitts 
las razzias que los europeos hacen en sua campañas añicanas*^ 

(2) ¿Puede bombardearse una ciudad abierta? He aquí una 
cuestión gravísima. Varios almirantes y no pocos generaleSj 
para introducir el desconcierto on la nación enemiga, no han 
vacilado en bombardear poblaciones indefensas. Así lo ^""^ 
Méndez Núñez en Valparaíso (31 de Marzo de 1866) ^ j t 
ello se ha visto honrada la memoria del inmortal hérot jJ 
Callao con algunos salivazos del americano Garlos Calvo, \ V 
pues de referir los hechos con más fantástica originalidr ^ e 
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U ílJLñ acostumbra, acumula contra el ilustre marino toda clase 
de citas dea de Victoria á... Riquelme. Este reconoce que son 
lícitas las devastaciones cuando hay una imperiosa necesidad. 
cAsi un ejército que no puede llevar consigo ciertas provisio- 
nes, y qu© de abandonarlas han de servir á su enemigo, pue- 
dd inutilizarlas para continuar su persecución. Es más, un 
ejército que sólo puede conseguir su salvación arrasando una 
extensión de territorio que sirva de barrera al enemigo, puede 
llegar á este extremo» (ob. cit., II, pág. 156); y Victoria, cuyo 
latÍD debía leer muy aprisa nuestro ilustre amigo, dice por el 
contrario: ptr accidens autem etiam sdenter aliquando licet inter- 
Jkere innocentes^ puia cum oppu^natur arx, aut civitas Juste, in qua 
kmen constat mul¿us esse. innocentes, nec possunt machina solvi et 
alia tdüf mi ignis subjici cedificiis, qmn etiam oppnmant%r inno- 
centes^ sicut núcmles. Prohatur: Quia alias non posset geri bellum 
emtra ipsos nocentes^ el /rustraretur justitia hellantivm, sicut e 
contrario si oppidum oppttgnatur injuste^ et juste defenditur, licet 
mitere macMnm^ H alia lela in obsessores, et^ in castra ñostium, 
dato quúd Ínter iUos sint aliqui pueri, aut innoxii. Sed tamen est 
considera fi'him, quod pauh ante dictum est, quod oportet cavere ne 
fts ipso bello sequattíur majara mala, quam mtentur per ipsum be- 
llum; si enim ad summam belli victoriam parum conferí expugnare 
arcem, aut oppidum j ubi est presidium hostium, et sunt multi inno- 
cmieSj non videtur quod liceat ad expugnandum paucos nocentes, 
occídere mullos innocenUs, subjiciendo ignem, vel machinas, vel alia 
mtione^ qua indifferenier opprimantur innocentes cum nocentibus. 
Et tándem nunquam mdetur licitum Ínter Jicere innocentes, etiam per 
accidens, et praeter inteníionem, nisi quando bellum justum expediri 
et geri aíiler non polesl^ juxta illud Matth, 13: Sinite crescere ziza- 
aia ne /orle colligentes zizania eradicetis simul et triticum. (De 
jure belli, 37; en nuestro Manual, pág. 592-93.) 

De todos modos resulta innegable de los documentos conte- 
nidos en el Blue Book inglés, publicado en esta ocasión: 
1 .^ Que la escuadra española había procurado inútilmente li- 
brp^ batalla á la enemiga, llegando al punto de comprometer 
gTí emente su suerte dos de los buques de su mando para 
irL al alcance, mientras que aquélla estaba tranquilamente 
3Ít -ida de modo que fuese imposible dañarla en modo alguno 
fN Í23 (Memorándum de Méndez Núñez), pág. 213]. 2.^ Que 
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el bombardeo de Valparaíso era el único modo posible de co- 
menzar las hostilidades. 3.^ Que los crímenes y males causa- 
dos por tan vandálico acto, se redujeron al incendio de imaa 
mercancías en las aduanas, que la más pequeña baU j basta 
el fósforo de un mal intencionado podían incendiar. Loa de- 
más perjuicios (no hubo desgracia alguna personal], decía 
Mr. Thonsom al conde de Clarendon, «pueden repararse m 
breves días y á poca costa» (N. 230, pág, 217), 

También cuando la guerra franco-prusiana ee quejaron los 
franceses del bombardeo por los alemünes de varia a ciudades 
abiertas y de otras fortificadas, pero con monumeutoa aríía- 
ticos de importancia, v. gr., París y Estrasburgo. Las esta- 
dísticas prueban que escasamente correspondieron k una niuer- 
te y media por día aquellos bombardeos, y á estas quejatj exa- 
geradas contestan los alemanes , no sin ra^ón , que por este 
medio se evitan los horrores del asalto y que un general debCi 
antes que todo, ahorrar la vida de sus soldados. 

Dice el Reglamento español con muy buen sentido: 

«Art. 934. Sitiado y sitiador tienen en general derecho de 
destruir todo lo que en el radio de la zona polémica pueda ser 
un obstáculo á sus planes. 

»La destrucción de una ciudad por el bombardeo es nn m&- 
dio extremo que sólo puede admitirse en la carencia absoluta 
de otros, para reducir una fortaleza importante. 

)>Art. 935. Según algunos tratadistas es inmoral y contra^ 
rio á los usos de la civilización moderna bombardear una an- 
dad con el exclusivo objeto de que la población aterrada e¡tna 
presión sobre el gobernador y le obligue á rendirse. 

»De todos modos, el sitiador debe anunciar previamente i 
la plaza el bombardeo y dar un plazo para la salida de los ha- 
bitantes pacíficos.» 

Man. Ins., art. 32: (H est interdit,) C. D'attaqKrer et de hm- 
barder des localités qui ne sontpas defendiies. 

El respeto de los monumentos públicos, iglesius, museos » 
bibliotecas, obras de arte, etc., se comprende y justifica muy 
bien en teoría, pero ¡ cuan difícil no es de cumplir en la ^ ^' 
tica! Los alemanes alegaron en el bombardeo de Estrasb ^ 
que habían bombardeado la torre de la catedral porque e Ha 
habían establecido sus enemigos un observatorio militar, 
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[latiiaii cauaado desperfectos sus bombas en París porque la 
I liiebk impedia evitar alcanzasen á las glorias del moderno 
. emporio de la culta Europa. 

Nos parece á nosotros que basta que la conciencia del sitia- 
dor este tranquila de no haber apuntado intencionadamente y 
fiin necesidad imprescindible sus morteros y obuses á los mo- 
iiünioutos públicos de la ciudad bombardeada. Todo lo demás 
es un romanticismo poco práctico. 

DecL Brus., arfc. 15. «Sólo pueden ser sitiadas las plazas 
ñiertes. Las ciudades, caseríos ó poblaciones abiertas que no 
son defendidas no pueden ser atacadas ni bombardeadas. 

>Árt. 16. Pero si una ciudad ó plaza fuerte, caserío ó aldea 
es defendida militarmente, el jefe de las tropas asaltadoras, 
antes de emprender el bombardeo y prescindiendo de que se 
ataque á viva fuerza, deberá hacer todo lo que de él dependa 
para advertir de ello á las autoridades. 

>Art. 17. En semejante caso deben tomarse todas las me- 
didas necesarias para no causar daño, en cuanto sea posible, 
¿los edificios consagrados á los cultos, á las artes, á las cien- 
das y á la beneficencia, los hospitales y los lugares de reunión 
de enfermos y heridos, á condición de que al mismo tiempo no 
sean empleados para un objeto militar. El deber de los sitia- 
dos es designar estos edificios con señales visibles especiales, 
ÍEdicadas previamente á los sitiadores» (a), (Véanse en la nota 
(A) las correspondencias del Convenio.) 

(3) Tiene el jefe de la plaza sitiada el derecho innegable de 
expulsar las bocas inútiles, niños, mujeres y ancianos; así pue- 
de prolongarse más la defensa de la plaza mientras llega el 
suspirado libertador- pero no es menos cierto que, fundándose 
en esta misma razóa, puede el general que cerca la plaza ne- 
gar el paso á los pobres emigrantes; de lo contrario, con su 
generosidad retrasaría mucho el logro de las apetecidas lla- 
ves. ¿Cómo se solventa este conflicto? ¿Qué van á hacer estos 
inf^'íces entre unas bayonetas que les dicen ¡atrás, volveos I 
y í ^as puertas que se les cierran replicando: no entréis para 
COI ^ros el pan que necesitamos para defender nuestras vidas 

fi Ctonformea t&mbiéu el art. 7.® de las resoluciones del Congreso militar his- 
pat ''grluiru^-amfiíic;BJLQ de 1892 y los arts. 33 y 34 del Manual d»l Instituto. 



186 FARTB BSPBGIAL 

y el honor de la patria? Según cuenta Landa, en Pamplona^ 
durante la última guerra carlista, el gobernador de la piaa^ 
el ciento cincuenta día del sitio decidió espulsar en masa á 
8.000 personas; los carlistas declararon (y lo peor del caao es 
que habían principiado á cumplirlo), que recibiríaE á tiros i 
todo el que saliese. Horrible hecatombe se preparaba á no lia- 
ber llegado el día mismo señalado para las expulsiones laa tro- 
pas leales libertadoras. Bx>lin Jaequemyns y Landa congide- 
ran la solución imposible. Nosotros encontramos que el dere^ 
cho más sagrado es el del sitiador, y, por lo tanto ^ que si éste 
no quiere ó no puede dejar pasar á los ospulaos, debe el gober- 
nador de la plaza volverles á admitir en su seno, x\si, aproba- 
mos completamente los artículos 932 y 933 del E^glamento: tSi 
la defensa se prolonga y la necesidad aprieta se puede qj.t^tA- 
sar de una plaza las que se llaman bocas inútiles, pero volviÓQ' 
dolas á admitir si el sitiador no consiente que atraviesen snsi 
líneas. 

»Art. 933. Por su parte, el sitiador puede acordonar la pía- 
^ za; impedir la introducción de víveres, aunque estéxt destina- 
dos á los habitantes, negar el acceso y la salida de gentes y 
bocas inútiles si calcula que su dismiaución puede prolongar 
la defensa» (b), 

(4) Hay en el derecho de la guerra terrestre un principio 
que condiciona todas las inmunidades que conñere: éste es d 
de la necesidad. No pueden recibir desperfecto intencionado 
las obras de arte y de ciencia; pero ¿deberá renunciar un beli- 
gerante á bombardear una ciudad porque sepa que hay en ella 
un Murillo, un Rubens ó que un sabio químico tiene estable- 
cido dentro un laboratorio? De ningún modo, y sucede lo mis- 
mo con los establecimientos religiosos. Debe respetarse elcül 
to y la conciencia de los vencidos; no debe ofendérsela haatít 

fl}J Congreso de 1892, art. 8.**: «Es potestativo en el jefe del ejército aiÜaiíJr 
permitir ó negar la saUda de las bocas inútiles. En caso negatívoj el jefe 6e 1^ 
plaza sitiada debe volver á recibirlas.» Olivl y FdUChilLo aceptan tambié » 
solución. Durante la guerra de 1870 el obispo de Estrasburgo pidió al sítía^ íl 
general de Werder, dejara salir á los no tomba tientes. Se negé á gIIo; p^ 
biendo hecho luego la misma súplica el gobierno suizo^ lo consirttló al fin, ^ 
legados del último dirigieron y organizaron la marcha [yéaae, en la DOta ' * 
conducta del general Joubert en Ladysmith]. 
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[el punto de hacer servir de establos las iglesias; pero de esto 
[ i negar que no puedan establecerse en ellas en casos nrgen- 
f tes ambulancias, observatorios, depósitos y hasta fuertes, etc. 
(Man. franc.^ pág, 119) la distancia es inmensa. ¿Quién ne- 
gará al beligerante perseguido el derecho de defenderse en el 
primer edificio capaz que encuentre, sea cual sea su carácter? 
Wellington mandó á sus tropas que no ocupasen las iglesias 
sin el permiso dol clero y de los habitantes, y que en el caso 
qüQ las usasen tuviesen el mayor cuidado con los vasos sagra- 
dos y todo objeto perteneciente al culto (Tovey, pág. 97). 

Código de Justicia militar, art. 232: f Incurrirá en la pena de 
prisión correccional á prisión mayor el militar que cometiere 
bs delitos de.,. — 3.^ Destruir en territorio amigo ó enemigo 
templo Sj bibliotecas, museos, archivos, acueductos ú obras no- 
tables de arte, asi como vías de comunicación, telegráficas ó de 
otra clase, sin exigirlo las operaciones de la guerra.» 

(A) * Queda prohibido atacar ó bombardear las ciudades, 
pneblos, casas ó edificios que no estén defendidos» (Convenio 
de El Haya, art. 25, de acuerdo con el 16 de la Declaración, 
que dice antes expresamente: «Sólo pueden ser sitiadas las 
plazas fuertes»). 

El comandante de una fuerza sitiadora, antes de dar princi- 
pio al bombardeo^ deberá, á no ser que se ataqvs á viva fuerza, 
hacer todo lo posible para advertir de ello á las autoridades 
(Conv., art. 26, DecL, art. 16). 

Los artículos 27 del Convenio y 17 de la Declaración reco- 
miendan quG Éje evite en todo caso hacer daño á los estableci- 
mientos consagrados al culto, á las artes ó á la ciencia y á los 
hospitales y lugares de reunión de heridos y enfermos, mien- 
tras no estén destinados á un fin militar, advirtiendo, sin em- 
bargo, el deber del sitiado de designarlos con señales especia- 
les conocidas previamente por su adversario. 

El Instituto^ en su sesión de Venecia de 1896, ha declarada 
¡lícito el bombardeo por fuerzas navales de las poblaciones 
abiertas, ya que no pueden diferenciarse de los verificados por 
fue as terrestres, aplicando al mismo las reglas del Manual 
en la párrafos 32 á 34 (arts. 1.® á 3.®). Es ciudad abierta la no 
def adida por fuertes ó defensas en un radio de 4 á 10 kilóme- 
► iroi Es lícito: 1.** Para obtener por contribuciones ó requisi- 
f cioi s lo necesario para el uso de la escuadra, no pudiendo 
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las mismas exceder de los límites marcados por el Manual en 
sus §§ 56 y 58. — 2.® Para destruir astilleros ó estabiecimientos 
militares y depósito de municionas ó buíjiiea de gnerra que ae 
encuentren en el puerto. Además es lícito bombardean una ciu- 
dad que se opone por la fuerza al desembarco de las tropas y da 
las tripulaciones, y como medida auxiliar en el caso del asalto. 
Prohibe especialmente los bombardeos cuyo único fin es exigir 
un rescate ( Brandschatz), y con mayor raxón los que van en- 
caminados solamente á lograr la sum.isi6n del país por la deS' 
trucción, no de otro modo justificada, de los habitantes pacífi- 
cos y sus propiedades (art. 4.**)« Una ciudad abierta no puede 
bombardearse por el solo hecho: 1." De que sea la capital del 
Estado ó sede del gobierno (pero naturalmente esta circrtns* 
tancia no le garantiza contra un bombardeo caso de ser licito), 
2.® De que esté ocupada por tropas ó que sea de ordinario punto 
de depósito, desde donde se distribuyen después en el ejército 
de operaciones (art. 5.®). La aspiración 6*"* de la ConiereneU de 
• El Haya (§ 102) dejó para una ulterior conferencia el examen 
de una proposición reglamentando esta clase de bombardeos. 
En la circular de 6 de Junio de 1898 nuestro gobierno se que- 
jó ante las potencias de que la ilota de los Estados Unidos, al 
bombardear á Cienfuegos, Cárdenas, Santiago de Cuta, Ma- 
tanzas y San Juan de Puerto Eico, lo hizo sin previo aviso, 
«faltando á sus propias disposiciones ( alude al art. 19 de las 
instrucciones de Lieber) y al concepto de la njoral internacio- 
nal de que es expresión el derecho de gentes*. En Manilas» 
hizo esta notificación con cuarenta y ocho horas de ant¡ialaci6n» 
Guando el bombardeo de 11 de ;Mayo en San Juan de Puerto 
Rico, en el pavor de la sorpresa, huyeron al interior de la isla 
los cónsules extranjeros con sus compatriotas; por esta razón, 
en previsión de otro nuevo (que el protocolo hizo innecesario)^ 
lograron del capitán general la neutralidad de un lugar segn- 
ro fuera de la ciudad para los extranjeros. El secretario déla 
Guerra americano dio órdenes al general Miles de que lo recO' 
nociera cuando llegara el caso (c). 

(c) En Enero de 1895 los chinos destruy^eron totaLmente IsBfortiflcacioiiefldeW^ 
Hai-Wei antes de que llegaran á ellas los jajioaescá, que encontraion sólo ruínü 
el 2U de dicho mes. Hemos censurado euíil kg merece em otro sitio la Histeniátífii 
devastación del suelo cubano yerifícada jíor los insurrectos durauto el i ti ^ 
de 1895 y primavera de 1896 con el doble ñn de irritar á loa propietarios y «T 
al gobierno norteamericano al reconoc'iiiieniHj de hi beligerancia (K D ^t 
año 1900, pág. 585). En la guerra greco -tu rea los griegos ee quejaron d^ i * 
enemigo dirigiera sus obuses contra el huspital militar de Arta, á pci^r i |i* 
habla en el mismo enarbolada la bandera de la Cruz nvja. Mi JitpÓn bor^ ^' 
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§ 101. Derechos en los bienes del Estado 
enemigo y en la propiedad terrestre de sus 

túbditos"^. ■ — Determinados en el párrafo anterior 
loa dereelios del beligerante en el territorio enemigo 
considerado en su totalidad, es preciso tratemos aquí 
de las facultades que la guerra confiere en las cosas 
enemigas según quien sea su propietario, no aten- 
diendo para nada á que tal derecho de confiscación 
B€ ejerza en territorio ocupado como en aquel que no 
lo está aíin. Los antiguos consideraban todas las co- 
sas del enemigo como nullius y contaban los romanos 
entre los títulos de adquirir la propiedad la occupatio 
bellica. Distingüese ante todo entre los bienes del Es- 



os dertOj Portli-Artlnir sin previo aviso, pero hay que advertir que atacó sólo á 
ka fbrtlñcaciones En Weí-Hai-Wei, antes de principiar, iluminó previamente 
con los reflee torea las Imnediaciones para no tocar con sus proyectiles otra cosa 
mas 1a3 defeDí^as. 

En sii^ altlotí y bombardeos procuraron también los boers ajustarse á los prin- 
cipios dtíl ílereeho Interi>HCtonal. Antes de principiar el de Mafeking el general 
Krímje dl^ un plazo para que pudieran salir las mujeres y los niños; en el de 
todfsmjth^ habiendo pedido el general White, por encargo del alcalde, al sitia- 
dor Joübert dejara ealir á los no combatientes, enfermos y heridos y trasladarse 
b1 Sii<} <lQ la colonia iíi^'losa, consintió el último fuesen á un campo situado á 
cn&tro milUu dt^ Ladvijiaith. Algunos utilizaron este ofrecimiento á más de los 
íiifemioa y heridos, 

la cuestión teórica acerca la licitud del bombardeo de las ciudades abiertas 
Bígrue en píe, pues liis rüsíísluciones de la Conferencia de El Haya, en la cual In- 
glaterra ae opuso ¿ que su t'oudenase terminantemente el ataque á los puertos de 
eoEiercio, Bon demasiado vagas. Las mismas resoluciones del Instituto admiten, 
^mo hemos visto, tantas üxcepciones que apenas existirá puerto enemigo que 
no pueda comprenderse cu una de ellas. Por esto, como dice Bouflls, en este pun- 
to ha eicfteri mentad o de^de 1870 un retroceso el derecho internacional; ¡triste es 
confesarloí 

líe ftqul el art» 4,* del Código de la guerra naval norteamericano, publicado 
en IWO (de íicuerdo completo con las resoluciones del Instituto de 1896): «Se 
prohibo el bombardeo por una ñierza naval de ciudades, pueblos ó edificios que 
no eatéü fortiñcadoe ui defendidos, excepto el caso de que este bombardeo sea el 
Ijficho acceaorio de la des^truccióu de establecimientos militares ó navales, de de- 
pósitos públicos de municiones de guerra ó de los buques de guerra que se hallen 
en puertOj ó cuando se nieguen por la fuerza requisiciones razonables de vive- 
rea provisiones impreacindiles en el momento en que se hacen, en cuyo caso 
Aet darse aviso previo del bombardeo. Queda prohibido el bombardeo de ciuda- 
des lugares no fortificados ni defendidos por negarse al pago de un rescate 
/iw afmieni o/ ranton^.» 

(' í 155 y ir>7. 
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tado enemigo y los de los particulares. En los prime 
ros, mientras que los muebles que tienen directa ó in- 
directamente alguna utilid;id para la guerra , como 
son los impuestos, las cajas públicas, el material de 
guerra , son plenamente conflacables ^ en los inmue- 
bles, V. gr., edificios públicoSj minas y montes del 
Estado, etc., sólo puede tener el Estado que de ellos 
se apodera, como luego veremos (§ 104)^ el usufructo 
mientras dure la ocupación. Los bienes particuiarea 
del soberano, aunque no se les considerase por cortés 
y leal hidalguía como inviolables, deben los soldados 
del otro príncipe adversario tributarles á lo menos 
los mismos respetos que á los bienes de un particular 
cualquiera (1). Las iglesias y obras de arte perteae- 
cientes en cierto modo al Estado enemigo son dignas^ 
como hemos ya visto, de especiales consideraciones. 
Debe respetárselas en lo posible en el santo ó elevado 
fin para el que se las fundó y nunca pueden ser objeto 
de captura bélica. Los Estados aliados tuvieronj pues, 
el perfecto derecho de exigir de Francia la restitución 
de las joyas artísticas robadas por Napoleón á varios 
museos de la por él vencida y humillada Europa (3). 
En la propiedad privada existe una cierta diferencia 
entre la que se halla en tierra al paso de los ejércitos 
de la que encuentran en el mar cri*eero3 y corsarios 
(en los países que consideran aún lícita la expedición 
de patentes), distinción, más que real, aparente^ ya 
que en la práctica se reduce á que en la forma gúzu 
de mayores consideraciones las presas terrestres que 
las marítimas, aunque no existe en aquéllas como en 
éstas un tribunal encargado de examinar su vaiidea 
según los principios del derecho internacional. Laí 
propiedades inmuebles no pueden ser jamás cap '^ 
das ni embargadas; le conviene mejor al oeup tó^ 
maduren los frutos ó que haya realizado su iva] te 
el propietario para percibit^los en forma de r^ sí" 
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ciones de guerra ó cobrar su valor en contribuciones 
ó impuestos. En tesis general son los campos de sub- 
ditas enemigos dignos de respeto, pero adviértase que 
éstos quedan siempre sujetos á las eventuales necesi- 
dades de la guerra. Así, deben sufrir todos los perjui- 
cios que en ella naturalmente se ocasionan; si en una 
batalla se incendian unas mieses ó destruye un sem- 
brado un escuadrón en marcha ó en un asalto se arra- 
sa una casa de ios arrabales, no tienen derecho á in- 
demnización alguna sus propietarios (3). Los bienes 
de los municipios se asimilan por completo á los de 
particulares^ gozando, por lo tanto, de análogos pri- 
vilegios y exenciones W. Es ilícito en las guerras mo- 
dernas el saqueo , que causaba más daño al general 
que consentía tales excesos á las tropas de su mando 
que á la nación cuyos subditos eran sus inocentes víc- 
timas W. Se entiende actualmente por único hotin lí- 
cito y justo el despojo y confiscación de las armas y 
efectos de guerra que se hallan en poder del soldado 
eneiuiíjo cuya prisión ^ herida ó muerte le han puesto 
^n la imposibilidad de continuar la pelea. Las armas y 
efectos de uso personal, v. gr., espada, revólver, etc., 
-ae acostumbran á conceder al soldado que realizó la 
captura (6), En los demás objetos apresados al ene- 
migo, siguiéndose la antigua regla, bello parta cedunf 
reipubUcamj se atribuye la propiedad y suprema dis- 
tribución de los mismos al Estado, quien en forma ad- 
ministrativa decide de su validez ó nulidad; pero de 
todas maneras, á diferencia de las presas marítimas, 
no es jamás necesaria para la adquisición de la pro- 
piedad del botín la sentencia de tribunal alguno (7). 
El plazo de veinticuatro horas de posesión se refiere 
Si } á los efectos del postliminio (8). Si la teoría del 
E 'echo internacional ha logrado en los últimos días 
uj importante avance con las resoluciones del Insti- 
ti en Bruselas (1902), proclamando la inviolabilidad 
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de los cables submarinos que ligan á dos territorios 
neutrales y la prohibición de verificar el corte de los 
que unen ¿ un beligerante con un neutral en aguas 
territoriales de éste y en alta mar, fuera de los casos 
de bloqueo efectivo y los límites de éste, con el bien 
entendido que los neutrales nunca deben hacer uso 
de ellos en perjuicio de uno de los beligerantes (a), en 
los hechos el saqueo de Pekín por las naciones cris- 
tianas en 1900 contra toda caridad y justicia en cíni- 
co contraste con el proceder humano de las demás 
guerras recientes, significa un abominable retroceso 
en la práctica de sentimientos aparentemente definiti- 
vos y consubstanciales en los pueblos llamados cultos 
y precisamente donde para bien de la civilización y 
la justicia debían de haber más resplandecido (b), 

(a) Fué ponente de las mismas Mr. Bar. He aqnl su extracto: El cable sub- 
marino qne une dos territorios neutrales es inviolable (art. 1.**). El cable que une 
el territorio de dos beligerantes ó dos partes del territorio de un mismo belige- 
rante puede ser cortado en todas partes menos en el mar territorial y en las 
aguas neutralizadas de un territorio neutral, ó neutralizado conforme lo prescri- 
to en el art. 4." de las resoluciones de París de 1894 (art. 2.®). El cable que une 
un territorio neutral al territorio de uno de los beligerantes no puede ser cortado 
en ningún caso en el mar territorial ó en las aguas neutralizadas de un Estado 
neutral. Dicho cable no puede romperse en alta mar sino en un bloqueo efecÜTO 
y en los limites de su linea y á condición de repararlo lo antes posible, pero si 
en el territorio y mar territorial del enemigo y hasta la distancia de tres millas 
marinas de la baja marea (art. 3.<>). La libertad de los Estados neutrales de 
transmitir despachos por los cables no implica la facultad de usarlos, ni de per- 
mitir manifiestamente su uso, para prestar ayuda á uno de los beligerantes (a^ 
ticulo 4.®). En la aplicación de las reglas anteriores no hay que establecer dife- 
rencia alguna entre los cables de propiedad de los Estados y los de particulares , 
ni entre los de enemigos y los de neutrales (art. S.**). Se deduce implícitamente ^ 
del art. 3.® que es lícito cortar los cables de un territorio beligerante á otro neu- 
tral mientras se haga en alta mar ó en territorio del enemigo. 

Acerca el respeto de los cables submarinos neutrales en las últimas giems 7 
especialmente en la nuestra, véase más abajo § 124 nota (A). 

fhj El saqueo de Pekín realizado en el último año del siglo xix constituye la 
página más vergonzosa de su historia y deja muy atrás en triste fama la análoga 
fechoría cometida allí por los mismos europeos cuarenta años antes. Aumentan 
la gravedad de los hechos por una parte que ^los misioneros no están ""Si- 
tos del reproche de haber contribuido al pillaje, y por otra que en las m ** 
legaciones se vendían tranquila y solemnemente los objetos robados á 1( 0- 
bres chinos. Para mayor verg^üenza para las naciones cristianas fueron *' 
mente los japoneses los que lograron poner algún freno á su ávida sóida ¡^ 
He aquí la descripción de un escritor inglés: «La suerte de Pekín despu ' ^ 
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I (1) Debe distinguir Be en la propiedad del Estado, la de éste 
como tal j la que posee como particular, es decir, los bienes 
públicos propiamente dichos, v. gr., fortalezas, cuarteles, mi- 
nisterios, edificios públicos, etc., de los que éste tiene en ple- 
na y ci^ü propiedad, y, gr., bosques del Estado, minas, etc. 
Aun carácter más distinto tiene la propiedad particular del 
pmcipe ó soberano. 

Los bienes públicos del primer género están completamente 
sometidos á las leyes de la guerra; así puede el beligerante 
arrasar las fortalezas, hacer ocupar por sus tropas los cuarte- 
les, cobrar los impuestos, etc., que deberá emplear en bien 
del mismo territorio ocupado. Así lo dispone el art. 5.^ de la 
Declaración. Mejor que ésta y conforme con Guelle que le 
autoriza á raser les ouiúrages fortijlées inútiles pour lui et pouvant 
múr á Pe-íiítemi en cas de retour offensif {en 1688, los franceses 
destruyeron las cuarenta torres de Worms, derribaron las 
murallas y cegaron los fosos) (ob. cit. II, pág. 79) y Beer 
Portugael (citado por Guelle, lib, cit.), dice el art. 877 del Ee- 
glamentor «Loa bienes 6 propiedades del Estado pueden ser 
confiscados, no porque no tengan dueño, sino para debilitar 
los recnraoa del enemigo (con cuyas palabras se marca muy 
bien el concepto moderno de la captura bélica). La soberanía 
provisional da perfecto derecho al usufructo (aquí confunde, 
por desgracia j unos y otro^ objetos), pero no' autoriza para el 
abuso ó destrucción sino en casos extremos de necesidad im- 
periosa ineludible. Por ejemplo; cuando no se pueda privar de 
otro modo al enemigo de su posesión ó cuando no se le pue- 
dan dejar sin aumentar su fuerza, ó en fin, cuando el respe- 
tarlos traiga perjuicio manifiesto á las operaciones». 

^ aptnm por l^s tropoia intemadonales no fué menos terrible que la experimei^ 
tada por loa Incendios de los hoxers. El pillaje fué total durante muchos días. Y 
para el crédito de la civlüj^diin occidental y de la cristiandad habría conveni- 
do que liiH represalias de aliónos de los contingentes extranjeros se hubieran 
limitado al pillaje. La ciudad fué distribuida en distintas áreas de ocupación y 
eü laa deaj groadas á rUEíos y franceses reinó la más desenfrenada licencia. Hay 
qDü tener en nuenta que loa últimos estaban formados en su mayor parte' de 
t¡xm agenten coloniales del Tonkín y de Annam. £1 orden se restableció primero 
en 1 ^ cnartÉiles japoneses y después en los de americanos é ingleses, pero trana- 
cnr eron algunos meses ojites que recobrasen su tranquilidad los indígenas. > 
Cos jaucba gracia indica Steod que aquellos cristianos cambiaron la a de pray 
vsD. t y podríamos traducirla nosotros haciendo análoga mudanza de la y en & en 
eiT "N) rogar. 

L Tomo IJI- 13 

I 
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En los bienes públicos inmuebles qne no son de utilidad in-l 
mediata para la guerra tiene ol ocupante una especie de dere- ^ 
cho de usufructo, es decir, puede usar de ello^í y emplear sm 
rendimientos para las necesidades de la guerra y del territo- 
rio que ocupa. Con la sagacidad que hac3 recome a dable tan 
precioso libro, el Manual francés demuestra perfeotamente 
que no es el enemigo verdadero usufructuario en cuanto los 
contratos y arriendos que como 4 tal celebre, Estos son per-^ 
fectamente revocables en virtud del postliminio, es decir, qn 
duran lo que su ocupación (páginas 114 y H5). El Mauua 
del Instituto dice en su art. r>2: 

Voccujpant ne peut faire que des actes d^admiitisiraíeur prúvk&tfi 
quaní aux immeuhles, tels quediflceSf f oráis tí e*üploiiations agri- 
coles j apparíenant a VEtatemiemi. 

II doit sauvegarder le fonds de ees prúpriétés et veiller á kwt 
entreíien. 

Conforme la Decl. Brus., art. 1 .^■. «El Estado ocupante noj 
se considerará más que como administrador y n su truc tu 
de los edificios públicos, inmuebles, selvas y explotacione 
agrícolas pertenecientes al Eatado enemigo y que áe hallen < 
el país ocupado. Deberá conservar la sustancia de ef^tas pr 
piedades y administrarlas conformo á las reglas del usufructa,| 
Igual el art. 55 del convenio de El Haya. 

Regí., art. 879: «Por ley de guerra, el vencedor (?) dispoi 
libremente de las rentas de los dominios que ocupe; pero 
adquiere la propiedad del inmueble que no tenga inmediat 
aplicación á la guerra. Tiene derecho , por ejemplo, para 
plotar los montes, pero no para venderlos ó descuajarlos?^ 

» Deben ser respetadas, en lo posible, las propiedades 
tenecientes á establecimientos de beneficencia, corporación 
religiosas, científicas y artis ticas. i& 

Durante su ocupación los alemanes se apoderaron en I^iepf 
cte la fábrica de tabacos del E.-stado, vendiéndola después j 
municipio por 75.000 francos (Tovey, ob, cit., pág, 92). 
este propósito es justo hacer observar con el Manual franc 
que el Estado puede prohibir á sus subditos y castigar!' 
caso de desobediencia el tratar con el invasor para la co 
y arriendo de los bienes públicos, facultándole así su er^ 
ción (lug. cit.). Una prueba evidente de que tiene sólo 
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Ita loa derecliaa del usufructuario y que, por lo tanto, no 
ie hacer tala alguna en los bosques del enemigo, está en 
Liecho de que ol gobierno alemán no protestó contra la nu- 
decrefcada por la Cour de Nancy de las ventas de made- 
f hachas por los fancionarios alemanes durante la invasión, 
en los protocolos del tratado de paz había consignado sin 
!Í6n el plenipotenciario francés la voluntad de su gobier- 
íd© no respetar ninguna contrata de ese género. 

los bienes muebles del Estado, su material de guerra, 
bvisionea, muiíiciones, armas, etc., es indisputado el dere- 
\ de apropiaciun. Dice así el § 50 del Man. dellnst. confor- 
\ con el í>>^ de la Decl. de Brus. «L'occupantne peutsaisir que 
wméraire^ ¿en fonds et les valeurs exigihles ou negociables appar- 
^i en propre a VEtat, les depóts d* armes, approvisionnements, et 
general t les propriétés mobiliéres de VEtat, de na ture a servir 
f opéraéions dñ la guerre.^ 

)ecL Brus,, art, 6.*^: «El ejército que ocupa un territorio no 

rá apoderarse más que del numerario, los fondos y los va- 

és esigitiles pertenecientes en propiedad al Estado, los de- 

Atos de armas, medios de transporte, almacenes y aprovi- 

aamientos, y, en general, toda propiedad miieble del Esta- 

lenemigo que pueda, por su misma naturaleza, servir para 

¡operaciones^ de la guerra. 

lEl material do los ferrocarriles, los telégrafos de tierra, los 
[íes de vapor y otros buques fuera de los casos regidos por 
ñj marítima, lo mismo que los depósitos de armas, y, en 
eral» toda especie de municiones de guerra, aunque per- 
zcan á sociedades ó á particulares, son igualmente medios 
I sirven naturalmente para las operaciones de la guerra y 
\ no pueden dejarse á la disposición del enemigo. El mate- 
Lde los caminos de hierro, los telégrafos de tierra, lo mis- 
[que los buques de vapor y las otras naves antes mencio- 
3j tan pronto como llegue la paz deben ser restituidos y 
cerse las debidas indemnizaciones.» Igual el art. 53 del 
renio de El Haya. Es nuevo en éste el art. 54, que dispo- 
jue «el material de los ferrocarriles proveniente délos Es- 
neutrales pertenecientes á éstos ó á sociedades ó á per- 
DQB privadas les será devuelto tan pronto como sea posible.» 
El 'í4S guerras modernas se ha suscitado la cuestión igno- 
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rada naturalmente de los autores antiguos, referente al mate- 
rial de los caminos de hierro y telégrafos eléctricoa. Nadifl 
duda de la importancia que tienen ambos para la suerte délas 
armas; por esto todo el mundo está conforme en admitir que 
puede usarlos perfectamente el beligerante. La dÜcultal está 
sobre si esta apropiación es definitiva ó mero usufructo en el 
caso que pertenezcan á sociedades particulares. Hlentraa qua 
la Declaración de Bruselas, art. 6.^» asimila por completo el 
material móvil al botín de guerra^ añadiendo únicamente qM 
il sera statué zur ees objets á la coitclusion de la paix (al igual que 
Bluntschli, § 645) y con ella el Reglamento español que dice 
(art. 880) con crudeza sin igual: «Todos los obíetos útiles en 
la guerra son buena presa; armas, municiones, víveres, form- 
■jes, almacenes, máquinas, carros, material de ferrocarril, de 
puentes, de obras públicas en general:^ , y el francés (pág. 11&1t 
en el Manual del Instituto se permite únicamente su seíueB- 
tro y se estipula expresamente la restitución (art. 51): Lem- 
tériel de transport (chemiiis de fer, hoiteanx^ etc.) ainsi que ks íé^ 
légraphes de Ierre et les cables d'atterissage^ pemení ¿leukme^it étH 
séquestrés pour Vusage de Voccupant, Zcur deUruclion est interéikt 
á moins qv^elle ne soit commandée par une nécessité de guerre, 

Us sont restitués á la paix dans VetM oíi ils se trmwejiL 

Nosotros creemos más equitativa esta última solución. 

Durante la guerra franco-alemana ae transportaron á Ale* 
mania más de 15.000 vagones, material que, si bien devueltü 
después de largas negociaciones, llegó incompleto, destruido' 
y roto. 

En la sesión del Instituto del Derecho iütern ación al celebra- 
da en Bruselas en 1885, Mr. de Stein presentó un informe sobr» 
la neutralización de los caminos de hierro durante la guerra 
En el mismo distingue en primer lugar entre los ferrocarrto 
propios del Estado de los que son de particulares; mientra* 
que en los primeros tiene derecho el ocupante á todos sus pro 
ductos, en los segundos no puede intervenir ni en su coutabi 
lidád ni administración; lo único que puede hacer es usarlos 
para sus hostiles necesidades. Aplica la misma distinción 
ca el material móvil y los principios relativos al contra., a' 
de guerra en el caso de que un tren transporte materia' ( 
guerra, municiones ó provisiones para el enemigo, ho" w^ 
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de IliaiTo de los Estados neutros son inviolables, siendo 
mte que solo se refiere aquella regla á los trenes, material 
que ertissa y recorre el territorio de uno de los beligeran- 
Pero aqní también hay que aplicar, según Mr. de Stein, 
1&9 principios de neutralidad: 1.^ Asimilando el material mó- 
iaL á la nave, propone quft cuando varía de un modo espontá- 
au itinerario de marcha publicado oficialmente, tiene dere- 
iáio el ocupante á hacerle cambiar de dirección y marcha si así 
<í<mvÍGne á sus necesidades. — 2.^ Todo tren neutral puesto á 
la disposición del contrario pierde el carácter de tal y puede 
ier tratado como tren enemigo. — 3.^ Los trenes de enfermos 
son siempre neutrales aunque se dirijan á una plaza fuerte. — 
? hoB trenes neutrales tienen el acceso libre al territorio de 
loB heügerantes siempre que se conformen con el itinerario 
previamente acordado. Pero pueden los últimos suspender el 
¿lüvimiento por orden debidamente publicada. — 5.^ En ana- 
logía con los principios vigentes acerca el bloqueo, pueden los 
beligerantes prohibir quo se dirijan los trenes neutrales á las 
jlaaaís sitiadas, pero también en el mismo sentido de que tal 
decisión se haya hecho pública y que el sitio exista real y ver- 
daderamente. — 6,^ Cuando un tren está compuesto de vago- 
nes de beligerantes y neutros, tiene derecho el beligerante 
^ae los capture á separarlos debidamente, apresando los unos 
devolviendo los otro y, ^7.^ Si un beligerante fuerza á un 
tren neutral á prestarle el servicio de tracción en las necesi- 
ílades de la guerra ^ tiene derecho á pedirle satisfacciones y la 
andemnizacién debida. Si se hiciese de acuerdo con el gobier- 
no neutral, habría ya una verdadera infracción de la neutrali- 
dad. Concluye el ilustro jurisconsulto, alemán exponiendo los 
Principios que deben regir en los caminos de hierro neutrales 
eon relación á su carga. Sienta con mucha justicia que no es 
■aplicable en esta materia el principio vigente en el derecho 
toarítimo de que el pabellón cubre la mercancía. La calidad de 
entrabando de guerra en los efectos de uso para la última 
^Tie se encuentren en Ioíí trenes neutrales se debe determinar 
amenté por los documentos de transporte que lleva consi- 
a conductor del tren . Ni admite tampoco como prueba de 
"inidad el sello de los vagones por el camino de hierro neu- 
ra -oor lo fácil que seria el abuso. Claro es que para el ejer- 
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cicio de todos estos derechos tolera la visita de todos los tre- 
nes que pasan por el territorio del beligerante; naturalmente 
la confiscación de contrabando lleva consigo la del vag:6n en 
que se encuentra, pero aún no se contenta con esto Mr. de 
Stein y consiente puedan imponerse multas al qne de tal ma* 
ñera infrinja su neutralidad ó, si es preciso ^ que se le declare 
fuera de la neutralidad general. Discutióse en la sesión de lí> 
de Septiembre de 1885 dicho informe y después de algnnas 
observaciones de Mr. Moynier se acordó nombrar una comisiÓE 
para redactar un proyecto articulando el dictamen de Mr. de 
Stein (An. t. VILL, 179-232), quedando en esto tan interesan- 
te tema. 

En 1873, durante la guerra civil ^ se celebró un convenio 
entre el Sr. Ibarrola, delegado del ferrocarril del Korte, y bs 
jefes carlistas, por el cual la Compañía so obligaba á oo trans- 
portar tropas ni contrabando, á pagíir a los carlistas 1.000 
pesetas por día, á dejarles detener y visitar los trenes cuando 
les pareciese, usando las señales del ferrocarril^ y á comunicar 
el cuadro de la marcha. Mediante estas condiciones ge obliga- 
ban las tropas insurrectas á respetar los empleados de la Com- 
pañía, los trenes, la vía, los edificios, los trabajos, el material 
fijo y móvil y los aparatos é hilos telegráficos. Pirala dice que 
no llegó á cumplirse dicho convenio (Historia contemporáfua^ 
t. IV, pág. 465). 

A la propiedad inmueble y mueble del soberano se debe el 
mismo respecto que á la de sus subditos. La misma inviolfíbí- 
lidad disfrutan los inmuebles de la familia reinante, al rr \ 
de aquellos que tiene en virtud de la lista civü (Neumann, 
ob. cit.). • 

(2) Hoy, como dice Bluntschli (nota a! § 650), es un prin- 
cipio inconcuso el respeto á todos los inonumontos y edificios 
artísticos y científicos. Tienen su significación y su mérito en 
el país en que se hallan, siendo máy de una vez el símbolo de 
su gloria y su cultura. Napoleón en sus guerras despojó á — s 
víctimas de sus museos y joyas artíííticas, pero en 1S15 á 
tición de éstas se exigió y se logró do Francia se devolvies*. 
sus propietarios legítimos. En vano se ha dicho que tales t 
tos de arte habían sido cedidos en tratados solemnes y *'- 
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recordado irónicamente que á Venecia más le importaba su li- 
bertad fpe sus caballos de Corinto (sir Romüly): nosotros con 
Bluntscbli y Duna creemos que no sirviendo como no sirven 
las obras de arte para hacer la guerra, no deben quitarse al 
Tmcidoj ya que apoderándose de ellas no se le obliga por esto 
i ir mar más aprisa el tratado de paz (Dana in Wheaton, pá- 
giaa 450, BlunUclili, al § 650). S. Baker el anotador de Ha- 
lleek considera justísima también la restitución. Véase el Re- 
glamouto español, art. 879, in fine. Declaración, de Bruselas, 
art. %,^ [vóasG en la nota (4)]. Man. del Inst., § 53: Les Mens 
de: commwnes et ceux des étahlissements consacrés aux cuites, á la 
dhkrüé^ (i la inHru^ction, aux arts ou aux sciences sont irisaisis sables, 

I Toule destruclion ou dégradation intentionnelle de semblahles ¿ta* 
bImemeuiSf de monuments his tonques, d^ archives, d'ceuvres c^art o% 

. de $dence^ est fomellement interdite, si elle vCest pas impérieuse- 

Íment commandée par les nécessités de la guerre. 
Manual Francés (pág. 119): Tous ees biens doivent ttrerespec» 
tkpar Vocch^paní autant etplus meme que la propiété privée; non seu- 
kmeni k^ lois de la guerre ne permettent plus que l'occupant se les 
ü^roprie^ mais elies ies placent sous sa proteo tion particuliére, et 
hi imposeut Vohllgation de les préserver de toute atteinte. 

Ki siquiera hay derecho á destruir los monumentos que ten- 
gan uu carácter ofensivo para el vencedor de hoy, aunque el 
respeto de esta regla sea en el rudo soldado acto heroico de 
paciencia. 

Hicieron bien los aliados en no consentir que se derribase 
Ib. cola m na Vendóme; muy prudente fué el emperador de Aus- 
tria mandando añadir á los bajos relieves del arco del Sim- 
plón (en Milán) que representan las victorias de Bonaparte 
sobre los austríacos, otro que figura la vergonzosa abdica* 
ción del ultimo en Pontainebleau. Sin embargo, deben tenerse 
muy en cuenta las observaciones del Manual últimamente ci- 
tado, prueba palpable que en la guerra aun los más sagrados 
derechos se subordinan á la ley de la necesidad. II nefautpour- 
í^ni pas exagérer la portee de ees prescriptions toutes modemes, au 
poini d'g sacñftcr les exigences militaires, Ainsi les établissements 
üffectés aux miles ou á Vinstruction pourront, en cas de besoiny ser- 
tñr (íambulauces^ d^observatoires, de depóts, etc. Ce sont la des ques- 
tions 'jf mesure et de convenancey dont le réglement depend des cir- 
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constances et n*est point inconciliable avec U respecí dü a% patrimoint 
de la science et de la religión. 

En los archivos públicos se contienen á veces docameTitofl 
interesantes á los particulares; por esto apoderarse de ellos í 
destruirlos es inferir grave injuria sin necesidad d la propie 
dad privada. 

Conformes con esa doctrina Lieber j Halleck (ííSerU mi 
injuria hetóa en la guerra, no comprendida en las necesidadía 
de la misma, y, por lo tanto, ilegal, bárbara y cruels), y Be\'} 
(H, cap. IV, .§6). 

(3) Victoria ya sostuvo en sus prelecciones famosaa que de- 
camente ^s lícito capturar al subdito enemigo aquellas cosis 
que su príncipe puede utilizar para hacernos la guerra. Un íi- 
glo después Grocio seguía aún por el contrario el priu-cipio le 
la occupatio bellica de los romanos, y basándose en el principia 
de Cicerón, que si es lícito matar al enemigo lo es también <i 
despojarle y citando también á Aristóteles y hasta ka Sagri- 
das Letras, reconoce que se adquiere justa y legítima propie- 
dad al ocupar las cosas del príncipe enemigo y de sus subdi- 
tos. Después Vattel ya se limita á defender (ob. cit., IQ, S)j 
que sólo es lícito despojar al enemigo en cuanto sea predst' 
para las necesidades de la guerra (IH, § 161). Halleck parect 
encuentra muy acertada la distinción del último y con ¿1 'o^ 
escritores ingleses en su inmensa mayoría. Lawrence (T. J.), 
que en su sabroso Handbook resume muy bien la doctrina da 
sus compatriotas, dice que es probablemente la doctrina de los 
tribunales ingleses y americanos que la guerra hace conp(^l^ 
la propiedad enemiga, pero que no la confisca ipso /acto (obra 
citada, pág. 74). Dígase lo que se quiera, en casi todas las gae 
rras han reconocido los beligerantes que existe notable diferen- 
cia entre la propiedad inmueble de los subditos enemigos y la 
del Estado; las leyes de Manú y la Biblia mandan respetarlas 
cosechas y los árboles frutales, y Laurent observa que ya en 
el siglo XVI Brissac hizo en 1552 un cartel con los esp"^"^"* 
para la seguridad de las faenas agrícolas: se convino q ^ 
se haría la guerra al labriego sino cuando llevase vivera ^ 
fortalezas, que el soldado no podía tomar de aquel sino n 
mida de lo que tuviese en su casa sin obligarle á ir fv" ^ 



/ 



I 



UBRECHO FORMAL. — ESTADO DB GUERRA 201 

«lia (ob, cit,, t. X, pág. 388). Ha sido en el siglo xix cuando 
fie ha sostenido en pretenciosa exageración que la propiedad 
privada es del todo inviolable en tiempo de guerra. Se basa 
tal doctrina on el principio que en su lugar examinamos que la 
gosrra es im torneo sangriento entre dos Estados, cuyos sol- 
dados se mueven en el campo de batalla con la misma impasi- 
bilidad de los inanimados peones de madera del tablero de aje- 
drez. Los subditos enemigos deben, haciendo callar su patrio- 
tismo, asistir como indiferentes espectadores de la lucha que 
SE sus campos se ofectúa, ya que el combate no es de las aspi- 
raciones y glorias de dos pueblos sino un litigio en el que dos 
Estados discuten quién de ellos tiene la razón. Pero como no 
ea verdad tanta belleza (ó mejor tan cínica y antipatriótica in- 
diferencia) loa defensores de esta tesis (que más profandamen- 
te volveremos á examinar luego al discutir el sofisma de la in- 
violabilidad de la propiedad privada en la guerra marítima), 
se ven obligados á reconocer que esta propiedad privada mue- 
ble é inno-ueble ha de sufrir los inevitables incendios y des- 
trncci fines quo las operaciones de la guerra llevan consigo 
indefectiblemente; que si se deja al propietario recoger los 
frutos de sus fincas es para cuando los tenga en su casa exi- 
gí rselos en forma de requisiciones ó cuando los tenga vendidos 
percibir su importe en forma de contribuciones. Es verdad que 
d. predio rústico queda inviolable, pero preguntamos nosotros 
¿tiene en él pretensión alguna el invasor si puede pgrcibir sus 
utilidades? Nunca querría, aun en el caso que su ocupación se 
transformase en conquista, otra cosa que el mismo dominium 
§mínens que tenía su desposeído adversario. 

Con esta limitación de la razón de guerra, que como se ve en 
la práctica destruye el hermoso principio de la inviolabilidad 
de la propiedad enemiga, éste es reconocido en todos los códigos 
de la guerra, BluutschH que dice an el § 652: Le vainqueur doit 
reipecter la propñété prime et ne peut y porter atteinte que lorsque 
les operations müüaíres Péxigent, advierte en la correspondiente 
110*% que los soldados alemanes eran muy excusables al devas- 
ta los castillos y propiedades francesas que hallaban cerrados 
y gn sus dueños ausentes. La Declaración de Bruselas dice 
ei su art. 38: «Debe respetarse el honor y los derechos de 
fa "liai la vida y la propiedad de los particulares, así como 
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las convicciones religiosas y el ejercicio de su culto.» El Ma- 
nual del Instituto, si bien sienta igual doctrina en el art. bi 
( la propriété privée individuelle ou colleciive doit étre respectée etne 
peut étre confisquée sous reserve des dispositions conienues dans les 
articles suivants) en el 32 autoriza la destrucción de las propie- 
dades públicas y privadas si lo exige una imperiosa necesidad. 
El Reglamento español dice lo siguiente: Art. 876. «En la ocu- 
pación militar de un territorio es importante distinguir las 
propiedades del Estado ó públicas y las particulares. Éstaa, 
en principio general, deben ser respetadas, porque cabalmen- 
te es lo que caracteriza y distingue más la guerra moderna d» 
la antigua. » El Convenio de El Haya reproduce en su artícn- 
lo 46, con ligeras variantes, el citado. de la Declaración: «El 
honor y los derechos de la familia, la vida de los individuo» 
y la propiedad privada, asi como las creencias religiosas y el 
ejercicio de los cultos deberán ser respetados; la propiedad 
privada no podrá ser confiscada.» Código de la guerra naval 
norteamericano, art. 12: cLos Estados Unidos de América re- 
conocen y protegen en los territorios enemigos ocupados por 
sus fuerzas la religión y la moralidad, las personas de los ha- 
bitantes y de un modo especial las de las mujeres y el sagra- 
do de las relaciones domésticas. Los delitos cometidos en vio- 
lación de estos principios serán rigurosamente castigados.» 

(4) Deol. Brus., art. 8.°: «Los bienes comunales, los de 
establecimientos consagrados á los cultos religiosos, á la ca- 
ridad, á las artes y á las ciencias, aunque pertenezcan al Es- 
tado, serán tratados como la propiedad particular. 

»Todo despojo, destrucción ó deterioro intencionado de se- 
mejantes establecimientos, de monumentos históricos, de obras 
de arte ó de ciencia debe ser perseguido por las autoridades 
competentes.» Idéntico el art. 56 del convenio de El Haya. 

(6) Hay verdadera unanimidad en la conciencia jurídica 
moderna, y lo que es mejor aún en la práctica de las gue is 
contemporáneas, en la absoluta prohibición del pillaje y de tf 
á saco las poblaciones asaltadas. No alegue el general qu le 
otro modo le es imposible guardar la disciplina entre las >• 
pas y alentarlas para el combate; esto probaria que es ii \' 
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, no de mandarlaa. Quizá está solo Halleck entre todos los auto- 
res inodornos al pretender justificarlo (ob. cit., II, pág. 114). 

Dice la Declaración de Bruselas en sus artículos 39 y 18: 

*Árt. 39, So prohibe formalmente el pillaje. 

»Árt. 18, IJnfi eicidad tomada por asalto no debe ser entre- 
gada al sar[iieo ño las tropas victoriosas.» Ambos coinciden 
lespectivaniente conel47y28 del Convenio. Este último usa, 
flin embargo» una fórmula algo distinta: «Se prohibe entregar 
al pillaje una población aunque sea tomada por asalto.» 

Confornios el 32 del Manual áellnsútuto [(IlestinúerditJ B) de 
piikr méme les miles frises par assaui\y el Man. francés (pág. 121) 
y ú Kegl. cBp., artículos 937 y 38: «En ningún caso está auto- 
rizado el saíjiieo^ ni aun después del asalto más sangriento. Al 
contrarío, deben destinarse fuerzas que protejan á los habitan- 
tes y SIS pi'opiedades, impidiendo todo desorden y violencia. 

sArt, ÍÍ38. Es medio reprobado en nuestros días amenazar 
con el sarjufiO despaés del asalto, estimular á las tropas con 
promesas de t>otín ó amenazar á la guarnición con ser pasada 
¿ cuchillo 31 opone una resistencia prolongada.» 

Código do Justicia militar, art. 233: «Serán castigados con la 
pena de cadena perpetua á muerte, previa degradación, los mi- 
litares que, prejcindiendo de la obediencia á sus jefes, incen- 
dien ó dftatruyan edificios ú otras propiedades, saqueen á los 
habitan tea de los pueblos ó caseríos ó cometieren actos de vio- 
lencia en las personas. 

s A loa promovedores y al de mayor empleo les será impues- 
ta siempre la pona de muerte.» 

(6) Define el Diccionario el botín de un modo muy clásico^ 
pero poco inteligible: «Despojo que logra el soldado en el cam- 
po ó país enemigo en las entradas, combates y batallas.» 

El Man, del Inst. (art. 64) y la Decl. de Brus. (art. 23) ad- 
miten , como vimns en su lugar (nota 8 al § 97), el derecho de 
despojar al prisionero de sus armas. Lo demás debe conser- 
va] . en su poder. En las Partidas se fija en el quinto el de- 
rec j que corresponde al rey en el botín de guerra (renun- 
cia lo á él en nna multitud de casos para estimular así el celo- 
de "^ 1 soldador j V. gr . , cuando se aprisionaba al monarca ene- 
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El Reglamento, con mucha sensatez, da las siguientes solu- 
ciones: 

«Art. 886. Los militares aislados no tienen derecho á hacer 
botín ni apropiarse los despojos del enemigo. 

»Si un pequeño destacamento ó partida suelta hace una 
presa la presentará al jefe de Estado Mayor, quien decidirá 
si corresponde al Estado ó á la partida, y en aquel caso, el 
premio pecuniario á que haya lugar; en el segundo determi- 
nará la forma en que deba distribuirse. 

»Art. 887. Las cajas públicas, el material de guerra, ca- 
ñones, fusiles, armas, caballos, municiones y banderas cogidos 
al enemigo se remitirán directamente al general comandante 
más próximo bajo las penas más severas. 

»Art. 888. Todo el que recoja valores ú objetos pertenecien- 
tes á prisioneros, heridos, muertos ó ciudadanos inofensivos 
incurre en delito castigado con pena tan rigurosa que puede 
llegar á la de muerte. 

»Los valores ú objetos preciosos encontrados sobre los muer- 
tos deben entregarse inmediatamente al jefe del cuerpo, quien 
hará la investigación necesaria para encontrar los herederos. 
No compareciendo éstos, los despojos deben repartirse entre 
los que los han cogido y las cajas de los cuerpos.» 

(7) Se asimilan por completo al botín que se hace en el cam- 
po de batalla y entre soldados el material de guerra, armas, 
municiones, etc., aunque pertenezcan á particulares. Todo lo 
que inmediatamente sirva para la lucha es contrabando de 
guerra, cuya noción tiene, como luego veremos, más impor- 
tancia en la guerra marítima. El Manual francés encuentra 
equitativo que se dé á los propietarios un recibo de las armas* 
que se les hacen entregar, como en toda requisición. No niega 
por eso el derecho de apoderarse del material útil para la gue- 
rra en plena propiedad. 

En Inglaterra se adopta el principio de que el botín perte- 
nece á la corona; los lores de la Tesorería nombran co. * a- 
rios para decidir cuál sea la parte de los captores y cuál 1 el 
rey, pudiendo el Privy Coundl conferir estas atribucione' la 
High Court of the Admiralty, En Francia se distingue ent ds 
efectos de guerra que los adquiere el Estado y los demá^* e- 
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tos de uso común que cede al soldado apresador. En los Esta- 
1 dos Unidos decide de lá distribución del botín el Congreso fe- 
I deral. 

(8) Véase sobre el antiguo plazo de las veinticuatro horas 
y la otra teoría, según la cual basta que hayan sido llevadas 
las cosas conquistadas in/ra presidia, el § 131. 

La actual doctrina es aceptada, entre otros, por Heffter y 
tiene su base en la célebre máxima del Code civil francés: Bn 
fait des meuhles possession vaut titre.:» Como veremos en su lu- 
gar, esta distinción tiene importancia para el rescate para sa- 
ber si debe devolverse al propietaiío ó pertenece como nueva 
presa al captor. 

§ 102. Propiedad marítima. ¿Eb justa bu 
absoluta inviolabilidad?'*' — Es práctica de las 
naciones mantener el riguroso principio de derecho 
que autoriza capturar todo lo que pertenece al Esta- 
do enemigo y á sus subditos, cuando se encuentra en 
; el mar, mientras que en la guerra terrestre, en la 
apariencia quizás, son inviolables las pertenencias de 
los últimos. El interés egoísta del comercio, que por 
el derecho de presas marítimas sufre gravísimo per- 
juicio, ha logrado poner desde fines del siglo xviu á 
su servicio las ideas filantrópicas y liberales para re- 
clamar la inviolabilidad de la propiedad privada en 
las guerras marítimas. El abate Mably y Franklin 
fueron sus primeros apóstoles, logrando el segundo 
que Federico de Prusia lo aceptase en un tratado que 
concluyó con éste en nombre de la americana Repú- 
blica. En 1823 intentó Monroe obtener el asentimien- 
to de las grandes potencias europeas á la nueva idea, 
gestión que resultó, como era de suponer, compléta- 
me ite inútil. El Congreso de París, que en la mayor 
pai te de sus declaraciones reformó á gusto de los par- 
tid 'TÍOS de las nuevas ideas los principios f undamen- 

(•) «156. 
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tafes del derecho internacional niarítimo en tiempo 
de guerra, no les satisfizo en esta ocasión, quedando 
así su obra sin cabeza ni fundamento. Después de 1856 
no ha cesado de trabajarse en pro del nuevo princi- 
pio; en alguna guerra se ha observado ya expresa- 
mente y se ha consignado en varios tratados de co- 
mercio. El Instituto de Derecho internacional en dos 
oportunidades lo ha adoptado, é infinidad de asocia- 
ciones de comerciantes de todos los países han votado 
acuerdos pidiendo á los gobiernos acepten y procla- 
men la deseada inviolabilidad. En el terreno cientí- 
fico es completa la discordia y casi igual la fuerza 
y autoridad de ambas opiniones. Divídense en este 
punto, como en tantos otros, los autores por naciona- 
lidades. Piden la reforma todos los italianos sin ex- 
cepción y una buena parte de los alemanes (aunque 
otros guardan prudentemente estudiada reserva), á 
los que hay que añadir el francés Cauchy, que ha es- 
crito dos laureadas obras en defensa de esta tesis. En 
cambio los ingleses defienden el derecho actual con 
unanimidad completa, respondiendo así á los intere- 
ses é historia de su patria, que ha usado más que otra 
ninguna del derecho de captura; siguen igual modo de 
ver la mayor parte de los escritores franceses, y para 
la gloria de nuestro científico prestigio, debe añadir- 
se que con la excepción del maniático y radical Pan- 
do, los internacionalistas españoles, comprendiendo 
bien los intereses de su patria, combaten calurosa- 
mente la pretendida innovación en el derecho de pre- 
sas. Básase tal utopia en dos conceptos completamen- 
te equivocados: el uno de que la guerra es sólo entre 
Estados, no teniendo nada que ver en ella los subditos 
de los mismos; el otro en que respetándose la pr ie- 
dad privada en la tierra firme, no hay razón al na 
para no hacer lo mismo cuando los bienes de los ib- 
ditos enemigos (buques ó cargamentos) se haller lel 
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mar. Olvíd^ise al sentar tan especioso argumento que 
sufre la propiedad terrestre tan grandes ó mayores 
molestias por requisiciones é impuestos de guerra, y 
que si en ella no experimenta daño el comercio , es 
por ia sencilla razón que muere desde que se dispara 
el primer cañonazo. Pero, admitiéndose la cuestión en 
el mismo terreno que los adversarios la colocan, puede 
contestárseles francamente que hay varios motivos 
para tratar de un modo distinto en el mar que en la 
tierra firme los bienes enemigos. Apresándola es la 
única manera como puede servirse de ella el contra- 
rio beligerante; es tanto en sus hombres como en el 
pereojial de su tripulación la nave enemiga, material 
que puede convertir siempre en arma de guerra su 

I adversario (a). Y, finalmente, siendo el fin de la gue- 
rra debilitar la fuerza del Estado enemigo y así obli- 
garle á la conclusión de la paz, ¿cómo podría conse- 
guirse si la marina mercante, una de las bases prin- 
cipales de la fortuna pública, fuese inviolable en su 
riqueza, fuerza y poderío? Puede ser la teoría de la 
inviolabilidad de la propiedad privada en el mar se- 
ductora para los espíritus generosos por evitarse con 
«lia uno de los más importantes daños que la guerra 
ocasiona j pero examinada seriamente á la luz de los 
principios, es absurda, por insultarse con ella al pa- 
triotismo de los subditos, y, de aceptarse, en vez de 
hacer más cortas las guerras, las convertiría en crue- 
les é indefinidas de sangre y exterminio (1). Importa, 
íues, ya que parece muy lejano el día que vean lo- 

j^adas sus esperanzas los que desean no sea lícita la 
captura de los bienes enemigos en el mar, decidir 
cuáles sean los que tienen este carácter; la jurisjiru- 



f^ La tendencia general de todos loa poderes marítimos de organizar 1a na- 
T^Bí ^n mercante de modo que pueda convertirse toda en auxiliar de la de 
lí i, como veretnos en ol párrafo siguiente, acaba de persuadir de lo utópica 
' i decttntÉM3a inmunidad. 
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dencia de presas es harto contradictoria y confusa; 
de ella pueden deducirse, sin embargo, las siguientes 
reglas. La calidad que atribuye á un comerciante el 
carácter de neutral es la residencia, importando úni- 
camente la nacionalidad de origen, porque mediante 
ella puede recuperarse con mayor facilidad el primer 
carácter. Deben considerarse como pasibles de captu- 
ra los bienes dedicados á un comercio enemigo por su 
naturaleza, v. gr., los procedentes ó destinados á una 
casa de comercio en país enemigo, aunque el jefe de 
la misma sea neutral por su origen ó residencia. Fi- 
nalmente, el origen de las mismas mercancías puede 
determinar la calidad hostil de ellas, v. gr., cuando 
proceden de colonias enemigas. La propiedad de las 
mercancías, conforme á los principios de derecho ci- 
vil, se atribuye á la persona del destinatario (2). Hay 
ciertas embarcaciones enemigas en las que renuncian 
los beligerantes á todo derecho de captura, ya por su 
poca importancia y por la merecida compasión que se 
tiene á sus dueños, como sucede con las barcas pes- 
cadoras (3), ya atendiendo á la nobleza é importan- 
cia civilizadora del inocente fln que inspira su viaje, 
en las naves destinadas á expediciones científicas (4)- 
De la suspensión del derecho de captura por las li- 
cencias nos ocuparemos al tratar del derecho conven- 
cional durante la guerra (§ 106) (A). 

(1) He aquí una de las más graves cuestiones del derecho 
internacional moderno. No dudaron antes de la penúltima dé- 
cada del siglo xvín los gobiernos ni los tratadistas que el de* 
reclío de la guerra autoriza plenamente á confiscar los bienes 
de los subditos enemigos, tanto en el mar como en la tierra 
firme. Ni á Grocio ni á Bynkershoek ni á Wolf ni á Vattelse 
les ocurrió el más pequeño escrúpulo en considerar legitii )d 
derecho de presas y mucho menos el de las marítimas. C ci- 
biendo la guerra de un modo, aunque m&n.oñ Jílantrópico, m 1¿' 
gico que los modernos publicistas, la tenían como el terrih' er* 
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Kiamen ©latre dos pueblos, no como quiere considerarse ahora, 
wú torneo cortés de dos ministros. Como entonces principiaran 
f 4 establecerse más lenitivas prácticas en las guerras terrosa 
treg^ optando los beligerantes por el hipócrita sistema de con- 
tribuciones y requisiciones, menos brutal (en la forma quizá 
BjMo) que el del saqueo y del pillaje, principióse á dudar del 
derecho de los beligerantes á apoderarse de los bienes de loa 
particulares en la guerra marítima. El abate Mably ya en 1761 
había considerado como latrocinio tal modo de proceder y Ga- 
líani y Aauni opinaron del mismo modo; 1785 es la fecha en la 
que m dio el primer paso en la propaganda de la idea de la in- 
violabilidad, Franklin, uno de los abuelos de la moderna filan- 
tropía, negoció en nombre de los Estados Unidos con el rey 
filósofo Federico un tratado en el que se establecía este prii> 
cipio. Martelos, contemporáneo de ambos, lo consideró ya en 
flu libro como un hecho aislado sin ejemplos ni séquito; efecti- 
tivamente, en 1799 renovaron sus tratados ambas naciones y 
ya no consignaron la inviolabilidad de la propiedad privada 
en ks guerras marítimas. La Bevolución francesa, afanosa de 
introducir en el derecho de gentes principios nuevos (como lo 
hizo sobradamente en el público), patrocinó también la nueva 
idea (i olla que había de abusar, tanto del derecho de captura!), 
aTmque después rechazase en 1792 su asamblea legislativa la 
proposición de Mr. de Kersaint destinada á abolir el corso y 
, b1 derecho de presa. Hasta 1823 no medró más la generosa 
idea» pero en dicho año los Estados Unidos (pueblo entonces de 
escuadra tan débil como de comercio extenso), presididos por 
Monroe, la propusieron á las grandes naciones europeas, aun- 
que sin éxito. La Declaración de París, gracias á que Inglate- 
rra hizo de alio condición formal de su avenencia, dejó el pun- 
to sin resolver, quitando así á sus resoluciones, como lo reco- 
nocen los mismos defensores de éstas, la única razón que po- 
dría fundamentarlas. Por este motivo, como en su lugar expli- 
caremos (§ 103), negaron los Estados Unidos su adhesión al 
nuevo principia de la abolición del corso. «Queremos, deoia 
Mr. Marcy, la inviolabilidad de la propiedad privada, pero. 
ini entras ésta no se conceda, se nos ha de dejar expedito el 
único medio que tenemos para capturarla», contestación á la, 
cual, como observa Bluntschli, aunque irónica, no le faltabaD^ 

Tumo III, 14 
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habilidad ni base. En 1859 principiaron los comerciantes,] 
más interesados, naturalmente, en el triunfo del nuevo princi- 
pio, á agitarse, y la cámara de comercio de Brema votó solem- 
nemente que debía en las guerras marítimas respetarse la pro- 
piedad de los subditos de los beligerantes en todas las ocasio- < 
nes en las que las necesidades militares (?) no lo impidieran. 
A ella se adhirieron varias otras alemanas, y lo que no es de 
extrañar si se repara la frialdad calculadora de los negociantes, 
otras muchas inglesas (Liverpool, Manchester, Belfast, etc.). 
Italia aceptó en su Código de la marina el nuevo principio para 
con las naciones que lo reconociesen, es decir, garantida for- 
laalmente la reciprocidad. Por esto en la guerra de 1866, ha- 
biéndolo proclamado Austria, Italia y su aliada Prusia, respe- 
taron los buques enemigos y sus cargas . En la de 1 870- 7 1 entre 
Alemania y Francia, en 18 de Julio de 1870 declaró la prime- , 
ra que «los buques mercantes no serian capturados por la ma- 
rina federal». El gobierno francés no siguió la desprendida ^ 
conducta de su adversario (aunque Garnier-Pagés en la seáón 
del 10 de Julio del mismo año propusiese la adopción del prin- 
cipio de la inviolabilidad), pues en 18 de Agosto proclamóla 
confiscación de los buques enemigos siguiendo las antiguas 
prácticas. Por esto, á consecuencia de la captura de varios 
buques alemanes, declaró en 12 de Enero de 1871 el principe 
de Bismarck, que no observando Francia la reprocidad, Ale- 
mania capturaría también las naves mercantes francesas, pero 
antes de que tuviese ocasión de aplicar la nueva conducta se 
firmaron el armisticio y los preliminares de paz. En el tratado 
de comercio de 1872 entre los Estados Unidos é Italia se en- 
cuentra la siguiente cláusula: «Las altas partes contratantes 
convienen que, en el infortunado caso de una guerra éntrelas 
mismas, quedará exenta de aprehensión y captura la propie- 
dad -privada de sus respectivos subditos, tanto en alta mar 
como en cualquier otra parte, ya sea por los buques armados 
ó por la fuerza müitar de ambos países, con la excepción del 
contrabando de guerra» ; determinación comprensible tratando- 
, se de las únicas naciones que han defendido siempre, por p: '^ 
jconveniencia la una y por creerse precursora del derech H' 
temacional novísimo la otra, la inviolabilidad de la propi ^ 
privada, tanto en el mar como en la tierra firme. Prescií '^' 
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áo de algunas discusiones en los parlamentos ailemán (1868) y 
en el inglés (1871) con diferente éxito (de sobra tienen para 
Sü tormento los nietos de Lord Stowell con las bases de la 
Decbr ación de París), debemos sólo citar para concluir la re- 
áeSa Hatórica de esta cuestión difícil, dos acuerdos, de 1877 
el uno y de 1 882 el otro, del Instituto. En el primero, votado 
casi por unanimidad (de los miembros presentes se entiende) 
ee dice lo siguiente: II est a desirer que le principe de l'inmolahi- 
até dñ ¿a propriété privée ennemie navigant sous pavillon ennenis soit 
mmrsdlement accepte á no ser que se lleve contrabando de gue- 
rra ó ae viole un bloqueo declarado y efectivo. 
I En 13 B2 se volvió á adoptar esta misma máxima en el § 4 
del reglamento de presas: La propiété privée est inviolable sous la 
CóiidiUon de rédprocité et saufles cas prévus au% 23. Lo que me- 
rece aquí especial atención es que este artículo se votó sólo 
por diez miembros, siete lo hicieron en contra y dos miembros 
ijigleses se abstuvieron (Lorimery Westlake), abstención más 
ñigniñcativa aún que haber votado en contra. De modo que 
nólo triunfó el moderno principio por un voto. Tal escrutinio 
d&muestra perfectamente, como Hall indica, el estado de la 
eyestión en el terreno de la ciencia. 

Flore dice que la inviolabilidad de la propiedad marítima la 
defienden todos los autores italianos (sin distinción de calibre 
por supuesto) (h) y la inmensa mayoría de los demás países. 
PíTo si se examina fríamente se verá que la cosa en sí no tiene 
nada de particular. En cualquier ramo del saber, si las obras 
que isirven de texto ó las tres ó cuatro más propagadas sostie- 
nen un error cualquiera, casi todos los noveles escritores de 
memorias para el doctorado al extractarlas sabiamente defen- 
derán las miomas equivocadas ideas. Pues bien, su libro y el 
del Sr. Calvo eran entonces los más conocidos en las universi- 
dades, ambos defienden la inviolabilidad, aunque el último con 

fhj OH vi uatnralmente se adhiere á la misma, pero reconociendo la fuerza de 
Ift objeción do qnt? no es cierto que en la propiedad terrestre se disfrute de invio- 
labilidad abflolutji, admite que deba mantenerse el derecho de presas para casos 
4oiniper]oaaíi y íirf.tuales necesidades del beligerante. Así, pues, considera lícito 
embargar Irtti n»ves de subditos enemigos para verificar transportes de sus tro- 
pas y eonílBtiar loa cargamentos de víveres á condición de pagar su precio ó res- 
tÍtüy¿ndoloa on su día. Por esto considera que los abolicionistas, cuyo principio 
Azadaineutal h»í50 suyo, han exagerado pidiendo el abandono total de las presas 
maríHmaa (ob. t;it*, pág. 584). 
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cierta timidez que contrasta con la valiente y erudita conñc- 
ción del primero; ¿qué extraño es que el niimero de loa adep' 
tos sea infinito? A más de dichos autore?*, merecen citarse 
como defensores incondicionales de esta doctrina, Candby 
(cuyo opúsculo Du résped de la propriété pritéf fué premiado por 
la Academia de ciencias morales y políticas francesag), Vldíu-i^ 
BluntschU, Boeck, autores que han escrito obras destinadaii 
especialmente á defender esta tesis y entre los germanog (alg{> 
influidos quizá por el precedente de haber sido el gran Federi- 
co uno de sus más entusiastas precursores) Gessner, Bubne- 
rincq y Neumann. Perels (tan severo y positivista casi siem- 
pre), rehuye tratar de la cuestión, pero cre<> con Bluntschli qu» 
la doctrina de la confiscación de la propiedad privada está hoy 
completamente minada en sus fundamentos. Woolsey es quiai 
el único autor americano que se adhiere á la nueva teoría con- 
tinental. 

Hay dos autores de renombre grandísimo en la ciencia ^ qnt* 
quieren equivocadamente contar entre los suyos loa partida- 
rios de la inviolabilidad; nos referimos á Wheaton y á Hefítex. 
El primero, después de exponer la diferencia que exiate entre 
la guerra marítima y terrestre con respecto á loa bienes de los 
particulares, concluye: «Esta desigualdad se kk justificado... 
porijue si es la conquista el objeto de la guerra terrestre^ las 
consideraciones del vencedor para aquellos que tienen que ser 
ó han sido sus subditos, le detienen de ejercer su derecho ab&o- 
luto (extreme righl) en este caso, mientras que siendo el objeta 
de la guerra marítima la destrucción del comercio y naveiga* 
oióu dal enemigo, fuente y nervio de su poder naval, esto sólo 
puede conseguirlo por la captura y confiscación de la propie- 
dad privada» .(Ed. Boyd, § 355). Heffter, aunque niegue que 
la práctica actual obtenga la aprobación moral de los pueblosi 
confiesa que es una piadosa quimera pretender pueda permitir- 
se á Tin Estado el uso innocuo de las vías mar i timas para pro* 
curarse así los medios para continuar la guerra y ejercer un 
comercio que es altamente perjudicial al de los otros belige- 
rantes; esto no haría otra cosa que eternizar la guerra ( § 13 ^ 
Y la prueba de que Heffter no participaba por completo de ff 
ideas radicales de los autores de la otra escuela^ es que á 
mejanza de Ortolán, el mejor apóstol de la captura, propone i 
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vez de ésta un simple embargo de los buques enemigos y sus 
cargas, 

Ko carece, aun prescindiendo de tan ilustres maestros, el 
derecho de gentes actual de defensores que se opongan decidi- 
dos á su reforma; toda la escuela inglesa sin excepción, Philli- 
more, Wcstlake, Hall, Lorimer, Barclay; la americana, Dana, 
Lawrence (W. B.), Kent, Halleck, etc.; la francesa, Ortolán, 
Hautefeuille, Funck Brentano; el ilustre portugués Testa, etc. 
Con orgullo decimos que también la española está casi unáni- 
me en esto punto (exceptuando á Pando, que no podía aquí de- 
jar de aprovechar ocasión tan buena para mostrarse liberal). 
Desde Abreu á Negrin, pasando por Bello y Riquelme, defien- 
den todos nuestros compatriotas el derecho que tiene el belige- 
rante á capturar las propiedades enemigas que encuentren en 
el mar su3 corsarios y buques de guerra. 

Hora eá ya que concluyamos exponiendo brevemente las ra- 
zones qtie uno y otro partido alegan en defensa de sus respec- 
tivas tesis. 

1.** La propiedad privada, dicen Fiore y Bluntschli, debe ser 
inviolable en la guerra, tanto marítima como terrestre, porque 
no es on su concepto moderno la lucha entre todos, los miem- 
bros d© dos naciones, sino que va de Estado á Estado; los par- 
ticulares nada tienen que ganar ni sufrir en ella. — 2.^ Habién- 
dose reconocido este principio en la guerra terrestre, en la que 
Be respetan la propiedad mueble ó inmueble de los subditos 
enemigos, no hay ninguna razón para que el hallarse esta pro- 
piedad en el agua dé mayores derechos al beligerante que los 
que tendría si estuviera en tierra firme. 

La primera proposición, que sirve de premisa para la segun- 
da, es absolutamente falsa, como en su lugar hemos demostra- 
do [véase nota (2) al § 96 y (3) al 99]; la guerra es entre dos 
puebloSf y natural y lógicamente los subditos de ambos son 
reciprocamente enemigos aunque no combatientes. 

La segunda razón es la que merece más detenido examen. 
¿Fñ en primer lugar cierto que se respeta en absoluto la pro- 
p: ídad privada en la guerra terrestre? No, contestan los par- 
tí arios de la captura, y buena prueba de ello son las contri- 
b' cienes y las requisiciones. Como dice Negrín muy bien, no 
Mi respeta ni de derecho ni de hecho. ¡Oh! contesta Fiore, en 
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tierra sólo se exigen requisiciones en caso de necesidad y se 
paga siempre lo que se recibe. Aunque esta afirmación corres- 
pendiese á la realidad de la Historia y ésta no demostrase ha^- 
ta la saciedad que siempre el invasor se ba apoderado da todo 
lo que le hacia falta; aun en el terreno del derecho, Fiore y to- 
dos los autores de la tesis contraria reconocen el de aniquilar 
(peor que confiscar) la propiedad mueble é inmueble enemiga 
en caso que la necesidad lo exija [véase nota (1) al § 100]. 

Pues bien, si la necesidad exige destruir la fuerza comer- 
cial del enemigo, ¿por qué no pueden cegarse loe canales qm 
la alimentan? 

Pero hay que ser más franco aún y preguntar: ¿hay raines 
que demuestren que realmente debe segizirse en el mar una. 
conducta distinta que en tierra? Sí, porque en el mar la única 
manera posible de servirse de la propiedad enemiga qne se 
halla al paso es apresarla, mientras que en tierra le es más có- 
modo al beligerante dejarle coseche r al labrador sus granos 
para después de la trilla exigirle la cebad i, bien limpia y Mn 
mandarle que la traiga á sus cuadras, y dejarle vendimiar j 
aun vender su vino para exigirle en fornia de cootribiiciün m 
importe. Se dirá que existe el recibo formal que autoriza i re- 
clamar en su día, pero ¿á qué los comerciantes no admiten el 
principio de la confiscabilidad de sus buques mediante la con- 
dición de que el captor les dará recibo de la captura? Como 
observa sagazmente Hall, es mucho peor en las circunstancias 
actuales la suerte de la propiedad terrestre que la de la ma- 
rítima. 

Demostrada la inanidad de los argumentos de los contra- 
rios, expongamos, finalmente, las razones positivas que ape- 
yan el derecho del beligerante á confiscar las propiedades ame^ 
migas en el mar. 

Ortolán las resume muy bien en la siguiente forma: 

1.° Que la marina mercante, ya sea en su personal, ya en 
su material, es un medio de poderío naval que estd siempra 
presto para servir al Estado beligerante para transformarse jí 
la primera requisición en instrumento de guerra. Por esto ^' 
de ser apresada por las fuerzas navales enemigas que put a 
alcanzarla. 

2.^ Que si la marina mercante y las mercancías qne 1 ^ 
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ñmeiL reconocidas libres é inviolables aunque perteneciesen al 
enemigo^ podría una potencia beligerante, no haciendo á la 
mr ningún buqtie de guerra, hac^r ilusorios los efectos de la 
licha marítima continuando la explotación del mar y de los* 
continentes por sus buques de comercio, logrando por este me- 
dio sostener la lucha por las operaciones de tal marina mercan- 
te, ya sea por los impuestos, ya por el aumento de la riqueza 
pública cuyo conjunto al fin y al cabo forma y constituye la 
fortuna del Estado (Ortolán, ob. cit., ü, pág. 49; Eiquelme, 
ob. cit,, I, pág. 264). 

Á estoí^ argumentos, que son los principales que justifican 
la captura , se ha querido contestar alegando que si había de 
capturarse i los marineros porque eran soldados posibles, ¿por 
qué no se captura en la guerra terrestre á los subditos del ene- 
migo? Aquí tiene que replicarse que también en la guerra te- 
rrestre se ha^e servir á los paisanos para bagajes y guías, y 
i mis que el marinero tiene una instrucción especial para la 
guerra de la cual carece el rudo labrador. A más, los habitan- 
tea del territorio ocupado están en una situación análoga á los 
pHtíinTioros de guerra, pues no pueden mudar su domicilio sin 
que lo sepa el ociipante: ¿puede decirse lo mismo del buque y 
del tripulante que cruza inviolable delante del buque de guerra 
enemigo? SépasCj como recuerda Testa, que por las noticias da- 
das por un buque mercante dio Nelson la batalla de Trafalgar. 
También se dice que las guerras marítimas no han sido más 
eortaa porque se capture la propiedad privada, y de eso se 
quiero deducir que este derecho carece de influencia para el 
éxito de la lucha. Esto no prueba nada; lo que falta experimen- 
tar es una guerra entre dos naciones marítimas en la que se 
practicase dicha nueva regla. El experimento sería decisivo 
entonces ai la guerra resultase más corta. 

Otras dos raaones pueden alegarse aún para justificar el de- 
recho de captura. Como dice Ortolán, precisamente porque el 
alta mar ea libre» debe tratarse de impedir su usó al ad ver sa- 
ri ^^^ y por esto es necesario confiscarle sus buques. La otra es 
e siendo el fin de la guerra debüitar al enemigo, de este 
)do se logra sin derramamiento de sangre: no se quita á na- 
) la vida ni se arruina ningún hogar; daña sólo á personas 
ibjetos voluntariamente expuestos á los riesgos de la guerra 
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con el fin de lucrar y protegidos, uótesa- bien, por ©1 samuro 
(Dana, notas á Wheaton) (c). 

Como observa muy bien Ortolán, se propone en cambio del 
ejercicio del derecho de captura el qu^ la lucha se verifique en- 
tre los buques de guerra por los mil medioét de destrucción que 
la ciencia pone al servicio de la venganza y la ira de los pue- 
blos; no importa que mueran hombros á millares y los torpe- 
dos destruyan en pocos instantes las embarcaciones más cos- 
tosas, y los ciudades más habitadas se conviertan en montón 
de ruinas, si puede surcar estas aguas enrojecidas por la san- 
gre de los defensores de la patria el bastimento del comercian- 
te enemigo que aguarda en tranquilo escepticismo un corredor 
cobarde y ojalatero para hacer jcon él un magnífico negocio, Ko 
se diga tampoco con Negrin que ya que hoy gobierna el pue- 
blo, justo es que participe también cada soberano de los mal 
de la guerra; no hay tal: si en otros tiempos los juristas fabri- 
caban teorías de derecho público para justificar los caprichos 
de los déspotas, ¿no puede temerse con razón que el derecho 
internacional caiga sin sentirlo al servicio del déspota de nues- 
tro siglo, el realismo del tanto por ciento? 

Por esto nosotros, aunque sea doloroso oponernos al parecer 
de maestros eminentes y contradecir á una idea aparentemen- 
te noble y generosa, debemos defender el derecho actual con- 
tra una reforma tan absurda como utópica, exclamando con 
tristeza: Amicus Plato, magis árnica veritm. 



(c) Barclay hace sobre este punto estas discretinimns obierracicues: 'B^ bo< : ' 
las consideraciones que han Uevado á la humanl^ii4 á sletematiz&j las prActha/ 
de guerra con respecto la propiedad privada terr^Éitrej no se presentan del mismo 
modo con respecto la propiedad que se halla en ^\ mar. No ise trata de los alimen- 
tos, ni del lecho, ni de los utensilios de trabajo del particular. Si sufren c&ptiu& ] 
UQ buque y su cargamento, podrá ser sensible para el mercader á quien perfee* 
necen, pero tales capturas no le privan directamente de loa objetos UíícesaiioaJ 
para la vida.» Prosigue diciendo que todo el respeto posible se halla ya alfauza^' 
do con el tributado á los barcos pescadores y el plazo de imiti^to al principio de I 
giierra. Y acaba diciendo: «Capturar en el mar objetos que pueden ser primimai ] 
materias de la industria del enemigo ó base de sus impuestos, y, por lo tanto^ újb- 
pendiendo de eUos la fortuna de éste, es necesariamente un fiíi y no el más ctT»i^| 
que puede perseguir un beligerante. Apresar la nave que lleva estos efectos y aa 
retener como prisioneros sus Mpulantes, es evitar que el adversario emplee diúh 
tanques como transportes ó cruceros y rellene cod bus tripulantes los vajcloa q 
en la marina de guerra experimente durante la luclm.' (Articulo en la £aw Qya 
itfly Beview de Enero 1000 y otro XotM o/War del suplemento de 1& lírwiciofied 
htüánicaj. 
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I (2) Demostrado ya que la propiedad enemiga es (y debe ser) 
l^ropturada en las guerras marítimas, es preciso determinar 
bien cuáles sean las circunstancias que denotan y fijan el ca- 
rácter hostil. Como hoy la mayor parte de los autores se hallan 
imbuidos de la idea de la inviolabilidad de la propiedad priva- 
da^ creen que luego resultarían inútües en sus libros las pá- 
ginas dedicadas á exponer la aplicación de un derecho destina- 
do i desaparecer pronto. Así exceptuando á Calvo y los auto- 
res ÍQglesea (Hall^ Twiss, Phillimore) y americanos ( Whea- 
tftn^ Halleck), á Bello ^ Pando, Riquelme y el francés Ortolán, 
loe demás publicistas alemanes, italianos, etc., olvidan comple- 
tamente ó tratan sólo de un modo incidental la cuestión del 
mrácter enemigo. Que la materia es en si difícü, imposible es 
negarlo. De una parte los tribunales de presa deduciendo de 
cualquier argumento la oonfiscabilidad , los neutros de otra 
dando á sus transacciones el giro más rebuscado para evitar- 
' lü¡ ban contribuido á la par para que la teoría sea tan incierta 
como embrollada y casuística. Por esto para evitar en lo que 
podamos sea nuestra exposición difusa, prescindiremos de tra- 
tar y exponer los casos particulares para sintetizar en breves 
reglas la jurisprudencia actual (en Inglaterra y los Estados 
Unidos principalmenÉe) sobre esta materia. 

Los buques y cargamentos constituyen el objeto del derecho 
' de captura marítima; claro es que pueden merecerlo ó por sí 
mismos (la bandera en loa primeros y el origen en los últimos) 
¿ en virtud del carácter hostil de sus propietarios. He aquí los 
trta principales casos que debemos examinar. 
I Áj La principal calidad que atribuye á un comerciante el 
' caricter d© neutral, de subdito ó de enemigo es la residencia. 
Poca importancia tiene la nacionalidad, desmentida por el he- 
cíio de la resldeucia, y menos importa aún que el Estado de 
origen no considere aún rotos los vínculos de proveniencia 
que con él le ligaban í el subdito neutral ó el mismo propio que 
vive en país enemigo será considerado como tal, y, por el 
cdutrario, el subdito enemigo de origen que ha ya largo tiem- 
po se encuentra establecido en territorio neutral ó propio tiene 
brecho á ser consideradoj respectivamente, como neutral ó na- 
caonal. En este último caso es tanto más comprensible esta doc- 
trina mi cuanto, según las prácticas modernas, no se ezpiüea 
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ifsofacto por la declaración de guerra ¿ los naturales enemi 
gos, sino que, mientras cumplan los deberes que la gaerra 
impone, pueden continuar residiendo en la nación enemiga di 
su patria. 

Este concepto determinante del carácter enemigo es tai 
equitativo como justo para los intereses de los beligarantea y 
se halla apoyado en textos expresos de Grocio, Bynker3L(»ek 
y Vattel. Si se tomase como base la nactonaUdad sucedería, 
como en el derecho internacional privado, que se encontraría 
individuos careciendo de nacionalidad y otros que la tendrían 
doble. 

La única atención que merece el origen en esta cne^tiSn efl 
que puede recuperarse con mayor facilidad que adquirirla en 
contra del mismo. En el caso del Indian CJief se consideró qa* 
un neutral americano que residía en Inglaterra recuperaba flu 
primera nacionalidad por el mero hecho de manifestar por he» 
chos inequívocos su voluntad de volver, el animus repertené^ 
En otros casos, tratándose de subditos ingleses resideates en 
Holanda al declararse la guerra con este país , vieron ésM 
libres sus bienes de captura porque se preparaban ya pari^ 
volver á su primera patria y habían sido detenidos por el go- 
bierno de aquella república. 

La residencia establece el carácter enemigo y se presum* 
éste mientras no se pruebe lo contrario. 

El tiempo, dice lord Stowell, es la principal regla en eíti 
materia; hay personas, observa, que han ido á un país pan 
pocos días y se han quedado allí para toda su vidaí lo impor- 
tante es que se haya quedado alli el extranjero animus 
nendi. 

Hase tratado aquí la cuestión de si los llamados domiciHol 
legales ó necesarios tienen influencia para atribuir carkW 
enemigo; es indudable que el hecho de desempeñar un car^ 
oficial del gobierno enemigo atribiiye este carácter, pero 
ha preguntado si el carácter de cónsul eneiíiigo ó neutral ^^ 
de dar el carácter de tales al subdito neutral ó enemigo j ra* 
pectivamente. La contestación es negativa en la práctica ii 
glesa y americana; ya hemos demostrado en su lugar qa& 1 
funciones consulares no ejercen infiuencia alguna ni tíem 
nada que ver en y sobre los bienes particulares del com-- 'Ásjl-' 
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I te que laa desempeña (§ 87); los tribunales franceses opinan, 
sin embargo j lo contrario. Los tribunales de presas de la Gran 
Brf)taña han decidido que el estar agregado á una factoría 
Biemiga en Oriente atribifye la calidad de tal, aunque por su 
origen sea neutral el comerciante (d), 

B) Después de la residencia, y aunque ésta sea neutral, 
¿pueden confiscarse los bienes dedicados á un comercio enemigo 
por 11* mínrale'm? Si el neutral tiene una casa de comercio en 
peía enemigo (claro es que son distintos los casos de un viaje 
momentáneo, de un negocio aislado), los efectos destinados á 
aqueUjí casa serán considerados como enemigos, mientras que 
los de la casa sita en territorio neutral en el que vive el co- 
merciante serán respetados como inviolables. Lo mismo suce- 
de en la parte que como socio se tiene en una compañía enemi- 
ga. Lo particular es, como observa Wbeaton, que los tribuna- 
les de presas no admiten la reciprocidad de esta regla que la 
equidad exige. Así, si el comerciante reside en país enemigo 
Y (¡ieae una casa d© comercio en país neutral no es libre por 
tal motivo la propiedad de esta última. 

ÁuBque el comerciante no tenga establecido verdadero trá- 
fico en el país ©nemigo, si la naturaleza de él es esencialmente 
lioatil, todo lo á ella destinado es capturable. En tal caso se 
llalla el buque de propiedad neutral que se dedica exclusiva - 
menta á la navegación de cabotaje, el subdito neutro que dis- 
fruta de un monopolio ó comercio privilegiado enemigo, etc. 
ün subdito americano tenía la exclusiva por el gobierno espa- 
ñol del tabaco de Caracas; habiéndose capturado el buque da- 
nés Ánna Oatkerina, que conducía de Hamburgo á un puerto 
español un cargamento de vinos y otras provisiones, fué con- 



fdj Coa mucho acierto el Tribunal Supremo de los Estados Unidos en el asun- 
to Benito EsiGlUr (sentencia, de 5 de Marzo de 1900) ha declarado que el carácter 
de enemigo se tí ene por la nacionalidad de tal, no importando para nada los sen- 
timíenioa particulares mientras no se renuncie solemnemente á la ciudadanía 
enemiga. Dicho buque, al cual se quiso también hacer pasar por inglés mediau- 
tís na traíipaao ficticio verificado después de la guerra, fué apresado el 27 de Junio 
«te ISOd ea su yioje de suelta á Jamaica de Manzanillo, donde habla descfurgado 
proTislones. Loa propietarios, subditos españoles residentes en Cuba alegaban su 
iÜLpatía por la íuaurroccióu, que sus viajes eran por cuenta de la Junta cubana 
dé Ktugaton y eu que hacían un servicio favorable y no hostil á las fuerzas ame- 
ríaboa. De nada les 8!rvi6; el Tribunal Supremo confirmó la sentencia de pri- 
men iuBtaHf^ deolajái^^ol(> buena presa. 
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denado por lord Stowell porque aquel monopolio daba carácter 
hostil á todas las operaciones de él provenientes. 

C) El origen, finalmente, puede atribuir carácter hostil á uoi 
mercancía propia ó destinada á un subdito ueutral. Asi lo dft» 
cidi^eron, con equidad harto dudosa, lo ¡4 tribunales americaaofi 
en el caso llamado de los TMríy Hogshead of sugga¡\ Un oficial 
danés poseía una hacienda en la isla de Santa, Crii:á^ qao, aun- 
que propia de su soberano, estaba ocupada por los inglesen, 
enemigos á la vez de dicho soberano y de los Estados Unidos. 
El mayordomo cargó en un buque inglés 30 sacos de azúcar, 
fruto de las mismas tierras, y fueron ajíreBados junto t^ünel 
último por un corsario americano. Apoyándose en una pare- 
cida sentencia de lord Stowell dijeron que, habiéndoíie conver- 
tido en inglesa la isla en cuestión, ingleses eran In tierra y los 
productos de la misma, los cuales mientras uo fuesen vendi- 
dos eran también ingleses y, por lo tanto, conñscablea tam- 
bién. 

No es ningún error el afirmar que el propietario, en toda 
lo que se refiere á sus intereses en el suelo , participa del 
rácter de éste, y que los frutos, mientras no cambien de pro- 
pietarios, están sujetos á las mismas responsabilidades. 

Conforme á los principios del derecho civil, ki carga de ItJS 
buques recibe el carácter hostil del del destinatario^ hasta 31 
definitiva entrega viaja ya en su nombre y bajo su responsí' 
bilidad. 

Este es el principio que sigue también el derecho de pre- 
sas; pero á diferencia de aquél, lo convierte en presunción ifl* 
flexible, juris et de jure. No admite que el remitente conserTüi 
bajo pretexto alguno, la propiedad de los efectos cargados, J% 
que en esto sólo concibe la fraudulenta intención de evitar Ift 
captura. Así sucedió en el caso antes citado del Anna Caikri^ 
na, en el que la carga iba nominal mentó consignada al agenti^ 
del comerciante, pero que en realidad era para el gobierno ea* 
pañol. Únicamente la práctica francesa concede mayor benig- 
nidad y considera posible que tales reservas estén hoch^'^d* 
buena fe. 

En otro puntg se halla también inexorable la doctrinf in- 
glesa y americana, y es que considera como nula y fraudí m* 
ta toda transmisión dé propiedad hecha durante el tráíJ ito, 
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m decir en el viaje. Pero si la venta ó transmisión se hizo de > 
buena fe antea de la guerra, en este caso la propiedad deja de 
ser enemiga si asi resulta del contrato. 

Cuando noa ocupemos del derecho de visita, preliminar in- 
dispensable de la captura, tendremos ocasión de explicar que 
la nacionalidad del buque se determina por su pabellón y do- 
cmnentos que fundamentan el derecho á enarbolarle. Sólo ob- 
I servaremos aquí que, si la nave es enemiga por su bandera, 
h sou también todos sus tripulantes, desde el capitán al últi- 
I mo marinero. 

¿Es Hcito á un beligerante vender sus naves durante la gue- 
rra á un neutralV Existe aquí el peligro gravísimo de que por 
eate medio loa subditos enemigos traten de evitar la captura 
¡ de sus naves, poniéndolas al amparo de los colores neutrales. 
IVanciaj para evitar toda duda y sorpresa, declara tal trans- 
misión de dominio imposible y nula. Inglaterra y los Estados 
linidos la consideran lícita, pero exigen, en cambio, quede ple- 
najüente demostrada la buena fe del contrato. Por la nulidad de 
la yenta de baques rusos sentenciaron en dos ó tres casos los 
tribunales d© presa franceses durante la guerra de 1854-56 fe). 
Bebido á la situación especial de Suiza, que carece de bande- 
ra marítima reconocida, se absolvió durante la guerra de 1870 
i I 'S 7 i al buque suizo Palma, que fué capturado como alemán 
in TUL viaje de Acre á Brema. Condénesele en primera instan- 
cia por llevar tal bandera, pero en apelación se probó que la 
S^jciété du Commercc des Missions protestantes había comprado di- 
cfio buque en 186íj. No pudiendo llevar la bandera propia optó 
por la alemana y estaba nominalmente registrado á nombre 
del agente de aquella Sociedad en Brema (Boyd en Wheaton, 
pig, 402), 

(3) La ©sencióu de los buques dedicados á la pequeña pes- 
ca la razona muy bien Ortolán: V industrie de la peche cutiere est, 
*« ^/ctf entiéreymnt pacifique et d'une importance, quant á la ri- 
úss$e nationale qu^eile peut produire, bien moins grande que celle 

/cy Cbmo hemos dJcbo en la nota f^dj anterior, también desechó el Tribunal 
G[:^r&mo dü luB Eitadus Unidos esta excepción alegada por los propietarios del 
¡Jfeníío EaUlUr. No habiéndose verificado pago alguno del precio, siendo la mls- 
Bi» la tripulftfilón y coutlnuando de sobrecargo Mesa, el antiguo dueño conside- 
lAla 1 ¡nta como fietlclji y, por lo tanto, como nula y sin efecto. 
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du eommerce maritime ou des grandes peches. Paisihles et tout á faü 
inoffensifSy ceux gui Vexercent^ parmi lesquels an voit souvent des 
femmes, peuvent étre appelés les moissonneurs des mers territoriales, 
puis quils se boment á en récolter les produits; ce sont, pour la plu- 
part, des f amules pauvres qui fie cherchent ffuére ctans ce métier que 
le moyen de gagner leur vie, 

Francia ya los consideraba inmunes en el siglo xvi (aun- 
que en el xvu les condena expresamente la ordenanza, de 
Luis XIV). En la guerra de la Independencia americana, 
compasivos ambos beligerantes con estos pobres pescadores, 
no les hicieron victimas de los horrores de la guerra. No fué 
asi en las de la Revolución, y á pesar de la noble conducta de 
Francia, Inglaterra, alegando que habían participado en las 
operaciones hostiles (según Hall, 500 ó 600 de estas barcas 
debían formar parte de la flotilla que debía invadir las islas 
británicas), se resistió mucho á concederlo, y si al fin accedió 
á las protestas de M. Orion (comisionado francés de presos) 
fué asegurando que no consideraba este principio como real- 
mente incluido en el derecho. Los Estados Unidos, en su gue- 
rra contra Méjico, obraron confórmela práctica general, pero 
no Inglaterra en la de Oriente, en la cual llevó su saña hasta 
destruir las redes y quemar las cabanas de los infelices pesca- 
dores. Los tribunales ingleses en el caso de Jacob and Johanna 
y los franceses en el de Nossa Senhora da Piedade aceptan el 
principio de tal inmunidad. 

Hay que observar con Bluntschli y Fiore, autores nada sos- 
pechosos, que las barcas pescadoras no están libres de captu- 
ra si se las emplea en alguna operación de carácter hostil (f). 

Nadie tampoco discute que esta regla no se extiende á las 

fJJ En los casos del Paquete- Habana y de La Lola, dos botes pescadores qne 
hablan sido apresados en Abril de 1898 cerca de la Habana y condenados como 
buenas presas por el tribunal de La Florida y luego vendidos, el Tribunal Supre- 
mo de los Estados Unidos, por sentencia de 8 de Enero de 1900, revocó dicho fk- 
Uo, considerando que puesto que el derecho internacional es una parte del der^ 
cho americano, y prescribiendo, como prescribe éste esté exento de captura el hu- 
milde comercio de estos hombres, que sin otras armas que sus aparejos se dedi- 
can á coger y á vender luego pescado fresco, sin estorbar para nada las open " 
nes militaies, hay que admitirlo sin reparo. El mismo Tribunal reconoce que 
Inmunidad no se extiende á la pesca en gran escalado ballena, bacalao, etc 
á los casos en que las barcas pescadoras dañasen á las operaciones militares 

Como veremos luego, nota /?y, el Código de la guerra naval americano ha 
sagrado también esta excepción. 
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ttdes pesca 3, que aon ya un verdadero comercio enemigo. 

(4) Halleck (Handh,, cap. XX, § 21): «Como el buque sa- 
grado que loQ íiteriíengas mandaban con sus ofrendas todos los 
anos al templo de Dolos, son (los buques expedicionarios) res- 
jfetadoa por todas las naciones, porque su trabajo se entiende 
qne ha de reportar beneficio á la humanidad entera.» Pero 
también les incumbo abstenerse de toda operación hostil é in- 
dicar á los beligerantes el modo, forma y condiciones con que 
harán el viaje y la naturaleza del buque en que lo emprenden. 
Cal 70 cita como ejemplos de expediciones respetadas la que 
im en busca de Franklin y la que hizo en 1859 la corbeta 
anstriaca Novara. 

La excepción do captura de los buques de cartel ó con salvo- 
cüítdueto la consideramos en otro lugar (§ 105). 

También reclama la ciencia moderna que se exceptúen de 
captura: 

1.^ Loa* buques postales (véase § 119 sobre su visita). 

2.^ Los buqueíí hospitales. Su neutralización está pactada 
en los artículos adicionales de la convención de Ginebra y el 
Convenio de El Haya sobre la aplicación de dicho acuerdo á 
las guerras marítimas [véase nota (17) al § 98], 

3,*^ También, oo.mo en otro lugar hemos advertido [véase 
nota (4) al g 99] j están libres de captura los buques enemigos 
qae han salido de su patria para la nuestra antes de la ruptu- 
ra de las hostilidades y aquellos que se encontraban en nues- 
tras aguas, saliendo de ellas en determinado plazo (ff). 

En 1870 Francia permitió á los buques alemanes que habían 

principiado á tomar carga para Francia antes de la guerra pu- 

i diesen entrar en eUa sin limitarles plazo y volverse después 

con un salvocoiiducto- Véase la Order in Council de 1854 (Hall, 

p4g. 41:í). 

En 1877 Rusia permitió á los buques turcos concluir su car- 
^a en los puertos rusos y salir después libremente. 

(gj <ToíÍo3 loB bnquea piíblícos del enemigo están sujetos á captura, excepto 
Ruellos destín adoa á ümprfisas puramente caritativas ó científicas ó á viajes de 
düícubrl miento, <> íioma hospitales, según las reglas antes expuestas. Los buques 
de cartel y los p re t vistos de un salvoconducto están exentos de presa en tanto no 
i3 dediquen á operaclonea htíStiles ó de comercio.» (Código de la guerra naval 
«aei^-'ano, art. 13). - 
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Pero, como se advierte desde luego, no dicta esta mediáib 
la generosidad, sino la propia conveniencia. 

(A) Los autores novísimos siguen con la misma discrepaft- 
cia de opiniones, aunque justo es confesar que la mayoría pro- 
clama la necesidad y justicia de aceptar este principio. Bonfíls 
trata ampliamente esta cuestión, exponiendo los argumentos 
de uno y otro bando, y después de mencionar la conciliación 
propuesta por Hef f ter, de Boeck y otros, de que en vez de la 
confiscación y venta del btíque y su cargamento en provecho 
del captor existiera sólo un embargo por todo el tiempo qne 
dorase la guerra, acaba diciendo: «En esto creemos que exis- 
tiría el verdadero progreso, realizable á pesar de las dificulta- 
des inherentes á toda reforma internacional, aceptable en el 
porvenir para todas las potencias marítimas y no en una in- 
violabilidad absoluta que es quimérica é impracticable, que no 
tiene cuenta alguna del fin y de las necesidades de la guerra y 
es, por consiguiente, del todo imposible en el terreno de lo& 
hechos (h),^ 

La mejor prueba de la verdad de estas afirmaciones está en 
que, á pesar de los esfuerzos hechos para lograr la consagra- 
ción de este principio en El Haya, la Conferencia, en sus aspi- 
raciones 6.* y 6.*, acordó por unanimidad y con pocas abstencio- 
nes dejar para futuros acuerdos: 1.**, el examen de una propo- 
sición encaminada á declarar la inviolabilidad de la propiedad 
privada en el mar durante la guerra (i); 2.®, el de una proposi- 

fh) Ya hemos visto las opiniones de Olivi y Barclay. Éste observa que á 1^ 
Gran Bretaña, su patria, le convendría la aplicación del nuevo principio en oni 
guerra con los Estados Unidos, respetando el tráfico á través del Atlántico, pe» 
de ningún modo en otra con Francia ó Alemania, en la cual tendría que matar él 
comercio marítimo de su enemigo. 

fij La proposición de los Estados Unidos á cuya adopción se opusieron Fraa- 
cia y la Gran Bretaña, decía así: «La propiedad privada de todos los ciudadanot 
ó subditos de las poteucias signatarias, excepción hecha del contrabando de gue- 
rra, será exenta en alta mar y en todas partes de captura ó presa por parte de lo» 
buques armados ó fuerzas militares de las dichas potencias. Sin embargo, efla 
disposición no significa en modo alguno la inviolabilidad para los buques q!Dd 
quisieren entrar en un puerto bloqueado por las fuerzas navales de dichas poten 
das ni la del cargamento de los mismos.» 

El art. 14 del Código naval americano reconoce el derecho vigente: «Todos los 
buques mercautes enemigos (exceptuando los dedicados á la pesca costera cc-^ 
tómente empleados á este fin) están sometidos á captura á no ser que les e la 
de ella un tratado.» Lo mismo que en la guerra hispano-americana, en la c •> 
japonesa usaron ambos beligerantes del derecho de presas, con la salvede «^ 
indulto, ó sea el plazo de salida para los buques enemigos que se encontrabí ^ 
l{»s puertos al estallar la guerra. 
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ci¿n regalando la cuestión del bombardeo de puertos, ciuda- 
des y villaa por una fuerza naval. La circunstancia de que no 
se emplee con respecto á estas futuras conferencias la locución 
y k antes posible, cual sucede en las recomendaciones segun- 
da j cuarta relativas á la definición de los derechos y deberes 
da los noutrales y la revisión de la convención de Ginebra, de- 
muestra sobradamente el sentido negativo del acuerdo y lo muy 
lejana que La de ser la asamblea propuesta,. 

§ 103. Del corso. Juicio crítico de su aboli- 
cióQ por el tratado de París de 1856. De la 
marina auxiliar *. — Entiéndese por corsario el 
particular, propietario ó encargado como á capitán, 
de una nave, debidamente autorizado por el gobierno 
del cual es sübdit.o, á perseguir, visitar y capturar 
los buques enemigos y á los neutrales que por haber 
cometido una infracción de las leyes de la guerra 
eean aísimilados á aquéllos. Otras veces se designa 
con este nombre la misma nave apr esadora (i). Pue- 
den únicamente expedir patentes de corso los Esta- 
dos beligerantes y á favor de los propios subditos; 
jamás pueden darse patentes á los subditos de Esta- 
dos neutrales y mucho. menos á los que las tienen ya 
de otro Estado beligerante (2). Debe además el corsa- 
rio prestar formal fianza en manos de las autoridades 
correspondientes que debe servir para responder de 
las faltas que pudiera cometer contra el derecho in- 
ternacional, cuya observancia es en él, dada la odio- 
sidad de su encargo, más necesaria que en ninguno (3). 
Siendo la más molesta forma de su uso, es natural 
que, casi paralela á la agitación promovida para lo- 
grar la abolición del derecho de presas, siga la enca- 
minada á obtener la prohibición absoluta del corso 
ei laa guerras entre Estados civilizados (4). También 
et 1785 logró Franklin del rey de Prusia la abolición 
de las patentes de corso, y también la Revolucióa 

Tomo IXI. 1& 
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francesa, innovadora en el derecho internacional con 
igual sensatez que en el político, decretó en 1792 la 
abolición de empresa á los ojos de sus enemigos tan 
infame. En la primera guerra de Oriente de 1854 de- 
clararon las aliadas Francia é Inglaterra su firme 
voluntad de no expedir patentes de corso. Gracias á 
secretas combinaciones diplomáticas, la Declaración 
de París de 1866 principia sus disposiciones abolien- 
do no sólo para el presente sino también para lo fu- 
turo el marítimo corso. Como veremos en otro lugar, 
se han adherido á la Declaración de París (§ 113), 
firmada antes por las grandes potencias, la casi una- 
nimidad de los Estados civilizados, si bien Méjico, 
los Estados Unidos y nuestra patria le han negado 
expresamente la suya. Protestando así de ella dos 
potencias, las últimas, que figuran en primer lugar 
entre las marítimas, es imposible hacer de la Decla- 
ración mencionada verdadero principio de derecho 
internacional de observancia obligatoria, como quie- 
ren algunos. Si bien se trataba ya de naciones signa- 
tarias y adheridas, se cumplió en la guerra de 1864 
entre Prusia y Dinamarca y en la de Italia de 1866, 
pero en cambio en la de Francia y Prusia el gobier- 
no alemán creó una marina voluntaria muy parecida 
si no idéntica al antiguo corso. Si los Estados Unidos 
negaron su adhesión á los principios de la Declara- 
ción de París, fué porque en ella se admite la confis- 
cación de la propiedad marítima, que es el fin, sin per- 
mitirse el único medio que hay para hacerla efectiva 
tratándose de pueblos que por carecer de numerosas 
escuadras necesitan el apoyo de sus hijos: voluntarios 
en la tierra y corsarios en el mar. En el texto oficial 
en que declaró España su voluntad de no acept la 
Declaración, se dice simplemente le es imposibl ^ 
mitir la abolición del corso por consideracione ^ 
le son peculiares (A). Mientras sea confiscable V >" 
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piedad privada ha de ser lícito el cor^>o. me se dife- 
rencia notablemente por su formalidad y ^Mrantías de 
reapeto al derecho internacional de Ir^ voluntarios 
de las guerras terrestres, que no poseeii ninguna; vi- 
gente y licita en España esta instituci'í;* -^ ^. halla re- 
gulada por la ordenanza de 1801, princiinl y precio- 
so texto del derecho internacional mar; fía) en tiem- 
po de guerra entre nosotros (5). En la gu ; ra hispano- 
americana^ aunque España se reservó 1 1 derecho de 
autorizarlos no llegó á hacerlo; en cambi > los Estados 
Unidos prometieron respetar en todos 'u puntos la 
Declaración de París (B). Hoy las potencias maríti- 
maSj tomando el ejemplo de Alemania en 18J0, pre- 
paran en tiempo de paz la organización del auxilio 
que en patriótico deber ha de rendir en 1 1 guerra la 
marina mercante, y la cooperación presta da por ésta 
al gobierno de los Estados Unidos en la gu: rra de 1898 
permite vislumbrar, y ya hay quien lo solicita, no ha- 
brá en las lachas del porvenir armadores que pidan 
paten tes de corso, porque se darán por fuerza, esta- 
blecido el servicio marítimo obligatorio (a). 

íaj Kn 1877, an ii revisión de una guerra posible con Inglat rra, una Sociedad 
imperial para el desaf rollo de la marina mercante ritsa inició una suscripción 
para comprar buques de gran porte destinados á combatir ala marina mercante 
iDí.itsB. I^ susciripcJóu produjo tres millones de rublos y se adquirieron de la 
tííiinpftñlá biiTnburfi:uesa-americana tres cruceros, Moscou, San Petersburgo y 
Miisia^ á loa cuales se añadieron más tarde el Vladiitock y el Constantino, el últi- 
mo de los cualos se distinguió por sus ptoezas en la guerra qiio se sucedió luego 
con Turquía. Actualmente se dedican dichos barcos á servicies postales y al 
transporte de fiaudeuados y tropas entre Odesa y varios puertos asiáticos. La 
Gran Bretaña snbTeneíona también, en consideración á los s3rvicios que le pue- 
den prestar en lá i^utirra, á las cinco grandes Compañías fQiinard, peninsular et 
Oriental, Whití". Star Line, Canadian Steamship y Pacific SteaimhipJ. Entre todas 
tiÁíuen á dísposlctóu dtil Almirantazgo treinta paquebots de 17 á 22 nudos, los 
cuides, en <::aso de guerra, serían vendidos ó alquilados al gobierno por pre- 
cí( ajustadas por auticipado. La construcción de los buques de estas Compañías 
so tcú segi'in Los pJuaos aprobados por el Almirantazgo, y su tripulación se com- 
po í por mitad de hombres pertenecientes á la reserva marítima. 

I Francia los buques subvencionados para servicios postales son también 
COI iinldos coü Intervención del Ministerio de Marina, prepnráudose al mismo 
tíe po en Itvfl asttUerojj oficiales los materiales de guerra que tendrían que em- 
bw jal ütíllaarsepara la lucha. Dichos barcos están siempre á la disposicióa 
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(1) Su origen se remonta á los tiempos en que se permitía 
correr al extranjero agraviador, como en sa lugar hemos yis- 
to ya. 

En el siglo xrv, D. Pedro IV da Aragón promulgó untó 
Ordenaciones sobre certas reglas que detien ¿enír en ¿os ÁrmmsMi 
de Corsaris particulars (26 de Febrero de 13í)ti}. 

He aquí algunos de sus artículos. 

el 9. ítem: ordona lo Senyor Rey, que ai alcun Fatro óPa- 
trons de Ñau ó de Naus, ó de qualaüvol persones, volien ar- 
mar Ñau ó Naus per entrar en cord; quo en aquell cas lo Seti- 
yor Rey los armas la paga de un mes, al son de la Ñau ^ 
Naus, é panática de quatre mesos; axLj quels dits Armadora- 
sien tenguts de dar al Senyor Rey, ó X aqueUjí persona qta 
per lo Senyor Rey sera deputada per eíou é per Hura dal giia- 
ny quels dits Armadors faran; empero que 90 quel Senyar 
Rey hi metra, vaia á risch é á ventura del dít Senyor, é lut» 
dits Armadors sien tenguts de fer a que lie g segure tata ¿ aitres 
coses, que son tenguts de fer los Armadora do les Galeea, 

»E en cas quels dits Armadors no p rengúese n lo eün é 
nática del dit Senyor, que no fosen tengufca de dar altre giiaaí 
é dret al Senyor Rey, mes que poguetien entrar en corü íaenti 
les dites segure tats. 

>Entén empero lo Senyor Rey, que les dites Ñau ó Naus 

del gobierno, que se pondría en posesión de lus iuImhos por una. 'simple jwiqÍ^ 
alción. 

Prueba notoria de los servicios que puede r^Jiudlr la marina m&n^nte a lii di^ 
guerra hallamos en nuestra guerra con los EsUJidoE^ Unidos. En el yiaJG del OríSh 
y del Jo toa á través del Pacifico les acó mpaiWL batí cinco buques carlwnsros, un 
destilador y uno de provisiones frescas Ajoící i^toragcj, Adcmáa de loa buquei 4* 
esta clase, el gobierno americano armó 11 vaporos LL^eroe^ 28 yachts y 2S rtaflol- 
cadorrís. 

De esta precaución de todos los Grobiemoa cautos cii prepararse pa» que l&i 
fuerzas marítimas del Estado estén dispuestas, del rnismo tnodo que Im ieii«- 
tres, á sostener la bandera nacional, GuinehOLjc, en an folleto La Matkic ái^fi- 
Haire ^Parls, 1900) deduce el servicio militar obligatorio en tiempo de gucn* 
para todos los buques de vapor. Y como epíjíniftj de bu trabajo escribe: «I^ Incíif- 
poración de la marina auxiliar en la permanifutü rospetu üleí^pírita y formíi del* 
Declaración de París. El instrumento de guerra 1^1 obtenido será iiiflulUí'""ite 
más completo y poderoso que los corsarios aisltidos de los antiguos tiemp 

He aquí el futuro que se prepara para loa .^rniodores de la iRvíolablUí ^ 
la propiedad marítima y de la abolición del corao. Todas Iaü ejjibareatíSon t* 
ligerantes y todas corsarias en las luchas del mar, del mÍEmo iiii>da quü toé íá- 
dadano útil será un soldado en las de tierra. D&^apareoerá sólo de la lustil I^ 
odiada calificada de piratería legal la parte de diirecto e irregular lucro p> ' \^ 
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sien de port de mil salmes en sus, é que aqüestes aytals Naus 
siea tengades de metre é de menar cent vint persones com-. 
Isatens per Ñau, é que no pusquen levar ne portar alcuna 
mercadería ó robes de que haguesen nolit, sent volontat del 
SenjoT Heyj 80ts pena de perdre la Ñau ó NaUs, é las merca- 
derías, ó les persones deis Patrons é deis Mercaders estien á 
mercó del Senyor Rey; axí empero que sien tenguts de tornar 
desarmar en aquell loch ó loch.s hont haurán armat, dins vuyt 
jnesoa aprés qao serán partidos. 

»20. ítem; quels dits Armadors sien tenguts de asegurar 
convinentrnent en poder deis Oficiáis Bey ais deis lochs hont 
armarán, es á saber, aquells de Cadaqués tro á Tortosa, en po- 
der del Batle General de Catalunya ó aquells de Valencia en 
poder del üatle General de Valencia; é aquells de Rosselló 
en poder del Governador de Rosselló é aquells de Malorques, 
en poder del Batle de Malorques; é aquells de Sardenya, en 
poder del Governador de Sardenya, ó de lurs lochtinents tan 
solamentj á coneguda de les dites parts; que no farán mal ne 
dauy á amiclis del Senyor Rey, sino á aquells quel dit Senyor 
los dona de Lona guerra, segons que dit es, é quels dits Ofi- 
ciala hagen á reebre la dita segur etat, á coneguda de les dites 
personas. 

:^21. ítem; quels dits Armadors de les dites Galées, partent 
deis lochs hont haurán armat, sien tenguts de portar é posar 
un misatge ó letra en lo loch del Alguer, en cas que no entra- 
sen en Espaüja, ne pasen PEstret; é que no sien tenguts 
d'als; empero que de posar lo dit misatge ó letra de Alguer, 
en tal manera que sens gran perill nos poguesen acostar al 
dit loch, é que d'a^o los dits Arr^adors sien creeguts per lur 
sagraniGTit, 

»22. ítem; quels Armadors per teñir é observar é cumplir 
tots los dita Capitols, é cascun d'aquells, faQen sagrament é 
homenatge en poder deis Oficiáis Rey ais hont armarán, es á 
Haber, aquella de Cadaqués tro á Tortosa, en poder del Batle 
General de Catalunya é aquells de Valencia en poder del 
Bi le Greneral de Valencia; é aquells de Rosselló, en poder 
di Governador de Rosselló; é aquells de Malorques, en poder 
di Batle de Malorques; ó aquells de Sardenya, en poder del 
Qi vernador de Sardenya, ó de lurs lochtinents, obligant si 
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mateix, á lurs bens, é dar aquelles segure tata qiie serán De- 
cesarles aLs dits afers, á coneguda de les diteíj persones. 

»23. ítem; t;uel3 dits Bonanat De9uoU é GuillémMtuey fa- 
sen ságrame íiD ó homenatge en poder del Procurador de Ca- 
talunya; els dits Berenguer RipoU é Pascual Macana ¿ En 
Ferrer Quáerra on poder del Governador de Malorques; els 
dits Berenguer Amorós é Johan Vola, en. poder del Governa- 
dor de Rosselló, ó de lurs lochtinenta^ que be é leyalment 
s'aurán en Ioh dits aíers. 

»24. ítem; <|iiel Senyor Rey, ó son Consell, juren de no to^ 
car á les diíni Galées ó Naus, ne á la xusma é compaiiva 
d'aquelles per nenguna rahó, demontre que ella les tindráo 
en la mar, si donclis abans realment é de fet boIs pagaba 90 
que ells costaria, stans d'a9Ó á lur sagrament, s- 

(2) No pueden aceptar patentes de corso los súbditoa ueü^ 
trales; los gobiernos que en la guerra conservan este carácttw 
lo prohiben expresamente en sus declaracionea de neutralidad 
y los beligerantes tratan como pirataa cuando los encuentran 
en el mar á los subditos de un tercer Estado que lie van pa- 
tentes de su enemigo. La razón es evidente : el principal mo- 
tivo que legitima la odiosa profesión de corsario ea el nobte 
fin de ayudar á la patria ; en el subdito extranjero sólo pnede 
haber el vil instinto de la depredación j el robo* 

Esta buena doctrina sostuvo España durante su guerra en 
el Pacífico contestando á las reclamacionea de Inglaterra (vea* 
se la nota in eujíenso en Negrín, apéndice XVI), 

Nadie ha dudado ni un momento que el llevar patente delús 
dos adversarios á la vez es la más criminal de las piraterías, 
pero han discutido los autores si era licito llevar varias siendo 
aliados los gobiernos que las expidieron . Parece más segura la 
contestación negativa que da también nuestra Or^t-nan^a d© 
corso, art. 29. «No siendo lícito á mis vasallos armar en gue- 
rra embarcación alguna sin mi licencia ni admitir á este fin 
patente ó comisión de otro príncipe ó Estado, aunque sea ^^^^' 
do mío, cualquiera que se encuentre corriendo el mar co ^ 
mojantes despachos, ó sin alguno, será de buena presa, 1 
capitán ó patrón castigado como pirata.» 

Hay que advertir, finalmente, que eegin la práctica fr ^ 
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i no puede el corsario penetrar en los ríos interiores del ene- 
To, siendo tratado de lo contrario como pirata y no como 
enemigo legaL 

(3) Los requisitos esenciales para ejercer el corso son: 1.^ 
Cener una patente ó autorización del Jefe del Estado en la que 
le autoriza para perseguir, visitar y capturar las naves 

aemigas y llevar selas después á definitiva condena ante el 
Itiez competente de presas. — 2.^ La prestación de una fianza 

16 responda de los abusos que en el ejercicio de su misión 
pineda cometer. En las ordenanzas francesas se apunta aún 
otra condición y ea que la patente sólo se otorga por un tiem- 
po Imitado. 

La nave que apresa un buque enemigo sin estar competen- 
temente autorizada j según la opinión más válida no tiene nin^ 
gún derecho sobre la presa, pero la adquiere indudablemente 
el Estado del cual depende. 

Los requisitos y formalidades necesarias para armar un bu- 
que en corso están determinadas en la legislación española en 
la Ordenanza de matrículas, tratado VI, tít. V, artículos 6.^ 
i 9.^, y en la del Corso de 1801, artículos 1,^ á 3.^ Dicen los 
primeros: «Art. (y.^ Antes de facilitar á un armador la patente 
de corso lia de constar al comandante principal la clase de em- 
barcación que pretendiese destinar al efecto, su porte y demás 
circunstancias de su habilitación, capitán ó patrón á quien se 
confiera su mando y gente que le haya de equipar, así como las 
fians^as abonadas que ofreciere para seguridad de su conducta, 
y de que no faltará á la observancia de las instrucciones que 
se le comunicasen, abusando de sus fuerzas para turbar el co- 
mercio lícito de los demás vasallos, ni el de las oirás potencias 
amigas ó neutrales ¡ todo lo cual deberá expresarse circunstan- 
(dadamente en la instancia del interesado, confirmándose con 
el informe del comandante de marina de la provincia; y sólo 
asi concederá el comandante principal el permiso para el ar- 
mamento y facilitará al del partido la correspondiente Real pa- 
1 te en blanco para que la llene y entregue al interesado, en 
^ tud de decreto que al efecto expedirá al margen de la instan- 
i , si DO hubiese motivo en contrario; avisando de todo al capi- 
general del departamento y al jefe superior de mi armada. 
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» Art. Y. ^ Con la patente Real para el armamento de un cor- 
sario, queda éste facultado á su habilitación, y que se le faci- 
liten en. todos los puertos de mis dominios adonde llegare de 
resultas de sus cruceros, cuantos auxilios necesitare, y sin 
repugnarle el enganchamiento de gente que pudiere ofrecérse- 
le, con tal que no esté embarcada ni convocada para mi servi- 
cio, debiendo no exceder de la cuarta parte de su equipaje el 
número de matriculados que embarcare, y los restantes á su 
dotación, aunque de gente no matriculada, pero útü para el 
manejo de las armas; la que mientras estuviese en semejan- 
te destino gozará el faero de marina con sujeción á los jrfes 
de ella. 

»Art. 8.^ A la partida del corsario le entregará el coman- 
dante del partido un ejemplar de la última Ordenanza de cor- 
so, sus adiciones y las instrucciones particulares que se hubie- 
ren comunicado sobre el manejo de seinejantes embarcaciones. 

»Art. 9.^ En las de tráfico y en las de corso y mercancía, 
además de la patente Eeal, deberá llevar el capitán ó patrón , 
para su salvoconducto las escrituras de pertenencia, contra- 
tos de fletamento, conocimiento de su carga, lista de pasajeros, 
si fuesen muchos, y el rol de su tripulación con la nota de los 
que se trasportasen, siendo pocos, firmada una y otra por el 
comandante de la provincia ó ayudante del distrito.» 

Orden, de Corso: «Art. 1.^ El vasallo mío que quisiera armar 
en corso contra enemigos de mi corona, ha de recurrir al co- 
mandante militar de marina de la provincia donde pretendiese 
armar, para obtener permiso con patente formal que le habi- 
lite á este fin, explicando en la instancia la clase de embarca- 
ción que tuviere destinada, su porte, armas, pertrechos y 
gente de dotación, así como las fianzas abonadas que ofreciere 
para seguridad de su conducta y puntual observancia de 
cuanto en esta Ordenanza se previene, de no cometer hostih- 
dad, ni ocasionar daño á mis vasallos, ni á los de otros princi- 
pes ó Estados que no tengan guerra con mi corona. Satisfecho 
el comandante de las fianzas, que por mayor suma se fijarán 
en 60.000 reales yellón, y que á prudente juicio pueden no fi- 
rarse con respecto á la entidad de la embarcación corsarii 1« 
entregará la patente, y no teniéndola, la pedirá para hac lo 
ai capitán general del .departamento, ó bien á mi secr^ ú) 
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del Despacho de Marina, según laS órdenes con que se halle. 
»Árt, 2 .^ CoD cedido el permiso para armar en corso, facili- 
tará el comandante militar de marina la pronta habilitación 
del buque por todos los medios que dependan de sus faculta- 
deg^ consintiéndole que reciba toda la gente que quisiere, á 
reserva de la que estuviere embargada para mi servicio, ó ac- 
tualmente en él, con prevención de que sólo pueda llevar la 
cuarta parte de k matriculada, y que las otras tres sean de 
individuos hábiles y bien dispuestos para el manejo de las ar- 
mas. Ooncluída la habilitación, entregará al capitán copia de 
esta Ordena iLzía y de las prevenciones que se les comunicaren 
por la vía reservada de Marina sobre el modo con que deba 
comportarse en algunos casos con las embarcaciones neutra- 
les, especialmente con las de las naciones cuyas banderas go- 
zaren de inmunidades ó privilegios fundados en los tratados 
ó convenios hechos con ellas, para su puntual observancia en 
h parte que le tocare. 

sArt. '¿.^ Para el más pronto apresto de los tales armamen- 
tos, es mi voluntad, que si los armadores y corsarios pidieran 

, artillería, armas, pólvora y otras municiones, por no hallarlas 
en otros parajes^ se les franqueen de mis arsenales y almace- 
nes á costo y costas, con tal que no hagan falta para los baje- 
les de mi armada j y que si no pudieren pagar al contado, s© 

[ les conceda un plazo de seis meses para satisfacer su importe, 
haciendo antes constar la existencia del buque y todo lo demás 
preciso para su habilitación, y dando fianza competente del 
valor de las municiones que se les suministren. Si concluido 
sn corso, ó el referido plazo, las devolviesen en todo ó en par- 
te, se recibirán sin cargarles más que las que hubieren consu- 
mido; y si naufragare ó fnere apresada la embarcación, queda- 
rin libres de responsabilidad, y de la fianza, presentando jus- 
tificación que no deje duda de la pérdida ó del apresamiento.» 

I 

(4) Si ha sido objeto de duda entre los autores, trasladán- 
donoíg al terreno científico, la legitimidad de la captura de la 
propiedad privada, no lo ha sido menos la del corso, y aunque 
no mu ambos derechos (el fin y el medio) inseparables (buen 
ejei ,plo es la declaración de París) hay que confesar que los 
deíi sores del uno lo son también del otro. 
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Opinan por la licitud del corso Philliinore, Hall (en teoría, 
por supuesto, ya que reconoce el valor legalmente obligatorío 
de la declaración de París de 1856), Wbeaton y Halleck, etc., 
entre los ingleses y americanos; los franceses Ortolán, Haute- 
feniUe y Carón, el alemán Fonseca, etc. Nuestros autores están . 
unánimes en este punto como en la defensa del derecho de cap- 
tura marítima; Riquelme y Bello no hacen la menor objeción al 
armamento en corso y Negrin le destina una calurosa defensa, 
sólo comparable con la que hace del apresanúento de la propie- 
dad privada. Testa también demuestra la perfecta licitud con 
la que procede el armamento de los voluntarios del mar. Has- 
ta el mismísimo Pando, que aquí confiesa sigue de ordinario i 
Bello, se limita á pedir que «los gobiernos exijan garantías 
eficaces de aquellos -que, movidos por un espíritu de codicia, 
se arrojan á la carrera de corsarios arrostrando grandes pena- 
lidades á trueque de despojar á traficantes pacíficos, inermes é 
industriosos. Sea lo que se quiera empero de nuestra opinión, 
á los ojos de las naciones extranjeras son combatientes legíti- 
mos. Delinquen, pero no contra la ley universal de las nacio- 
nes, sino contra la de su patria. Toca, por lo tanto, á esta sola 
castigarles por ello si lo cree conveniente, y privarles de todo 
derecho sobre los efectos apresados, que es lo que cománinente 
se hace, y en nuestro sentir con sobrada razón>. Son en cam- 
bio adversarios acémmos del corso, defendiendo la abolición 
del mismo, ya entre los antiguos Mably, GaHani y, por sn- 
puesto, Franklin, los contemporáneos Calvo, Fiore, Martens 
(F. de), Gessner, Bluntschli, Bulmerincq, y entre los ameri- 
canos Woolsey (que duda pueda reportar á su pais ventaja 
alguna el armamento en corso, aun siendo capturable la pro- 
piedad privada) siguen también este modo de pensar. Perels 
nos parece se muestra indeciso, aunque lo creemos más favo- 
rable al corso que al derecho de captura (h). 

(6) Franklin, al negociar con Prusia la inviolabilidad de la 
propiedad privada en la guerra marítima, hizo comprender 
(veáse nota 2 al § 102) en el tratado la promesa mutr- de 

(1>J Como trabajo reciente donde se recopila el derecho vigente en Esp- • en 

esta materia merece citarse la obra del Sr. D. Francisco de Francisco, Elooi •« <> 

dAfensa úe loa costas y el material de la marina de guerra, Valladolid, 1899 ótfl 
68 decir lo considera legitimo y conforme al derecho internacional. 
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que ninguno de los dos Estados expediría letras de marca en 
el caao de declararse la guerra reciprocamente. 

El éxito de tal estipulación fué tan escaso que al renovarse 
en 1799 el tratado, ya no se la incluye en el nuevo. 

Después del tratado de 1785 entre Prusia y los Estados Uni- 
dos aigiien en la historia del corso, el decreto de la Asamblea 
francesa en 1792 decidiendo su abolición y las tentativas que 
para lograrla en 1823 hizo el presidente Monroe sin resultado 
alguno. En el miymo año y durante la guerra, ó mejor dicho, 
la expedición firancesa en España, el gobierno francés manifes- 
té la intención de no armar corsarios, pero el español no dejó 
de espedir patentes ó Inglaterra reconoció el perfecto derecho 

I con qne procedía el último. Prescindiendo de las deliberaciones 
del Congreso de Panamá, hasta 1854 no ocurre variación im- 
portante. En aquel año, si bien Rusia había expedido ya una 
orden auza para el corso, renunéió á armarlo viendo que sus 
enemigos habian manifestado su intención de no emplear cor- 
sarios durante la guerra. 

Decían Inglaterra y Francia en 29 de Marzo de 1854 que ü 
Í9 n&i her PEE SE NT INTENTION to üsue Utters of marque for the 
mmmmoning of prioateers. Se trataba de una concesión mera- 
mente temporal y de jcircunstancias; dos años después el tra- 
tado de París la hacía definitiva. Lord Clarendon defendió su 
oljra en el Parlamento británico alegando que la marina ingle- 
sa , de vela en su mayoría, hubiera estado al arbitrio de cual- 
qmer corsario de vapor enemigo, pretendiendo (contra lo que 
engeñan la Historia y la opinión pública de aquel país) que la 
abolición del corso era de tanto interés para aquella nación 
que debía sacrificar para obtenerla la antigua y tradicional 

[ máxima de qoe el pabellón no cubre la mercancía. Más de 
cuatro veces ha sido atacada la famosa declaración en el Par- 
lamento británico í los gobiernos sólo han podido defenderla 
cou la excusa de que en su observancia estaba empeñado el 
liouor nacional. 

Se adhirieron á la declaración de París (prescindiendo de 
las siete potencias que en ella definieron el derecho interna- 
cional marítinao de... las grandes naciones, Inglaterra, Aus- 
tria Francia^ Prusia, Eusia, Cerdeña (Italia) y Turquía), en 
fet í^aa fechas, según consta en las instrucciones envia- 
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das á lord Lions por el conde ETiasell en ] 8 de Mayo de l^l 
(T. Twiss, n, pág. 165): Badén, Bayiera, Bélgica, Brfli 
Brasil, Brunswick, Chile, la República Argentina, la Coi 
deración ^ifermánica, Dinamarca, lan Dos Sicilias, el Ecuador^ 
los Estados Pontificios, Grecia, Guatemala, Haiti, Hambí 
go, Hannover, los dos Hesses, Lubeck, Meeklenburgo-Strelil 
Mecklenburgo-Schwerin, Oldenburgo, Parma, Holanda, P* 
Portugal, Sajonia, Sajonia-Altemburgo, Sajania-Meininj 
Sajonia-Coburgo-Gotta, Sajonia- Weimar, Suecia y Ñor 
Suiza, Toscana, Wurtemberg, Anbalt-Deasau, M6dei5a,li 
Granada y Uruguay. 

Mientras que nuestra patria y Méjico negaron precisamente 
su adhesión porque querían conservar el corso, los Estadoa 
Unidos la rehusaron porque querían cora o premisa iudbpeiiafc» 
ble la inviolabilidad de la propiedad privada. 

Si en la guerra de 1859 no expidió ninguno de los 
rantes patentcjs de corso, no sucedió asi en la americana 
secesión. Los Estados del Sur las dieron inmediatamente 
principiar la lucha, y entonces, atemorizados loa del Noria, 
dieron á Europa que se les dejado acceder á la declaración 
París. Las cortes europeas comja'en dieron el iuego oculto ds^ 
tras de tan inexplicable cambio y i>usieron por condición «I 
gobierno de Washington que la aquiescencia de los Estados 
Unidos al tratado no había de infei^r cambio alguno en el dt- 
recho de los sudistas á emplear corsarios. Vistas las cartaa, 
desistió de adherirse al tratado de París la Ke pública norte- 
americana. 

Ocurridas entre signatarias do la declaración no se expidifr * 
ron patentes de corso en las guerras de 1864 entre Prnsia, 
Austria y Dinamarca, de 1860 éntrelas dos primeras ó ItaÜA, 
de 1870-71 entre Francia y Alemania, y en la do JH77 entra 
Turquía y Rusia. Pero en la penúltima ocurrió un Iieclio im- 
portantísimo que demuestra al menos, como Geffcken confia^ í 
sa, que no se resuelven las cuestiones aboliendo sobre el papel 
de golpe y porrazo instituciones tan perfectamente ajustadaí 
al derecho y conformes á la naturaleza de las cosas. 

En 24 de Julio de 1870 el gobierno federiil de !a confe ^ 
ción de la Alemania del Norte publicó un decreto creand* ^ 
marina voluntaria compuesta de butines armados y tripi 
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por p articulare g, cuya misión había de ser combatir al igual 
^ue los de la armada á los buques de guerra enemigos. Reci-. 
bian también estos corsarios embozados sus premios de captu- 
ra como lo 3 auténticos. Este decreto promovió gran indigna- 
ción en Prancia, viéndose en él una violación de lo convenido 
I quince años antes en París. Los Abogados de la corona britá- 
j nica opinaron que no existía tal violación, en cuanto tales vo- 
luntarios iban á formar parte de la marina federal y que por 
otra parte no tenían por único objeto atacar propiedad privada 
alguna. Aunque los autores alemanes Bluntschli, Perels, Hef- 
fter defienden la misma salida, los demás, Calvo, Hall, Philli- 
móre, Nogrin, etc., la encuentran opuesta, si no en sus literales 
términos , en su intención á la Declaración de París ; el hecho 
de dedicarse sólo á operaciones de guerra era natural desde el 
momento que había principiado el gobierno prusiano la lucha 
respetando las propiedades privadas; pero si hubiera conti- 
nuado ésta después de Enero de 1871 , fecha en que desistió 
dp ello, dichoíi auxiliares, si hubiesen existido, habrían captu- 
rado buques de comercio y obrado como todos los corsarios. 

En 1879, durante la guerra entre Chile con Solivia y Perú, 
eatas dos expidieron patentes de corso contra los buques chi- 
lenos, á pesar de estar la última adherida á la Declaración de 
' París (Martens, E. de, tr, al., II, 534). 

¿Es la abo Lición del corso un verdadero progreso del dere- 
cho de gentes? La declaración de París ¿constituye realmente, 
como pretenden sus defensores, un principio inconcuso del de- 
recho internacional moderno? 

Los adversarios del corso se fundan principalmente, para 
combatirle , en los abusos que de él se han originado. Citan con 
horror la formación en los pasados siglos de sociedades para ex- 
plotar ol corso y la hazaña del capitán del Shenandoah en el xix, 
que quemó 15 presas al saber la terminación de la guerra. 
Pintase con los niás negros colores los atropellos y las rapiñas 
de loa corsarios, y haciendo de la excepción regla, se les trata 
co-io infames piratas, atentos sólo á enriquecerse á costa de 
d€ Las inielices naves que en sus manos caen. Como en la ma- 
te a del derecho de intervención y en tantas otras, olvídanse 
lo sentimentales de examinar impar cialmente si existe ó no 
al TQa razón jurídica que legitime la institución combatida. 
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Si hubiesen de suprimirse todos los dereolioaf capacas de al^u- 
80, ¿cuál quedaría en pie entre los hombres? Y que el am»-. 
mentó en corso tiene fundamento, ¿quién puede dudarlo? Co- 
mo dice Riquelme, el corso es licito, porque el Estado tiene 
derecho á utilizar todos los medios que estén á su alcanoepaja 
hostilizar á su enemigo. Si un ciudadano le ofrece su persona 
é intereses para lograr la victoria de la patria, dando la delji- 
da garantía de que cumplirá los deberes que el derecho inte- 
naeional le impone, ¿por qué motivo debe rehusar este servi- 
cio? ¿No se admiten voluntarios en la guerra terrestre si ofre- 
cen las debidas garantias? Pues ¿|mr qué no puede haberlos en 
la marítima? No se cansan nuestroi^ adversarios de declamar 
que deben ser completamente iguales ambas guerras; pues 
¿por qué ha de ser lícito en la tierra lo que ea iKcito en el 
mar? Y como apunta en preciosa coofesión el mismo Calvo, ú 
se comparan ambas clases de volmitarioS| ¿no resulta la venta^j 
ja á favor de los corsarios? ¿Tienen que prestar fianza al 
los de tierra? ¿Se les somete al riguroso examen qne á loa 
madores en corso? ¿Tienen obligación alguna de lle?i^arsu 
tín antes de apropiárselo á tribunal alguno? ¿Su pasi e¡ 
otorgado por el jefe del Estado en persona, como lo tienen 
corsarios ? 

Pero sucede precisamente aquí lo mismo que en la gnei 
terrestre. Las grandes potencias que cuentan en sus ejército! 
los hombres á millones procuran limitar en lo posible con re- 
quisitos las más de las veces imposibles el único recurso de loe 
débiles, para poder resistir los atropellos d© los fuertes con d 
heroísmo de sus hijos que sabrán en aras de la patria le?antai 
partidas por doquiera que opondriln la infranqueable barrera 
del patriotismo y del conocimiento del terreno á las inertes 
masas del poderoso invasor. Lo miámo sucede en la guerra xMr 
rítima: las naciones con potente y numerosa escuadra (la ven- 
cedora en Trafalgar la primera) i>odnlTi muy bien prescindir 
del corso y dar esta prueba de liberalismo y generosidad á los 
filántropos dsl siglo xx; pero los pueblos que como nuestra u- 
tria poseen para vencer á sus enemi^^^os muchos Barcelói aro 
pocos barcos de guerra, habían de protestar contra u Jtó 
internacional destinado á probar una vez más el etern. ra- 
dominio de los fuertes contra los débiles. Si han obrado ^' na 
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; con prudencia, con razón y con patriotismo nuestros go- 

ernos ha sido, á no dudarlo, cuando se negaron á acceder á 

^inaigne declaración de 1856. Muy bien hace Negrin al invo- 

' el testinionio de Hefffcer, hombre al cual su profundo saber 

. espíritu de justicia le arrancan más de una vez preciosi- 

aaa confesioDea, <cEl comercio no conoce por enemigo sino al 

i lo perjudica en aus intereses, y tiene por único móvil de 

AS SUS acciones un egoísmo sin patria.» Esta es la verda- 

ka causa de la agitación contra las capturas marítimas, y el 

es quQ nada tiene que ver con ella el espíritu de justicia 

respeto á los eternos derechos de los pueblos. 

J'iore y con él (triste compañía para autor tan insigne) todos 

t publicistas de paco tula, pretenden que la declaración de 

rls no es ya solamente un tratado que obliga á más ó menos 

ioneSj sino parte esencial y constitutiva del actual derecho 

f gentes. La pretensión es completamente infundada é injus- 

Para nosotros, que creemos que los tratados sólo tienen 

raa de fuente de derecho como expresión del consuetudina- 

p, la declaración de París no há sido ni puede ser confirma- 

I por la costumbre. En tres grandes guerras á ella posterio- 

\ ha sido desconocida, en una de ellas por una de las mis- 

; potencias que la formuló (Prusia); está en verdadera con- 

iicción con el derecho de propia defensa de las naciones, y 

ahílente su misma iniciadora aguarda con ansia ocasión en 

! dejando á salvo su amor propio pueda dignamente denun- 

rla. 

. niáSj tratándose de un punto de derecho marítimo, ¿quién 

ede negar que la Mta de adhesión de dos grandes nacio- 

i marítimas como España y los Estados Unidos, equivale á 

f protesta cuyo valor es incalculable? La pretensión de 

Marcy ¿no puede ser realmente un irónico argumento ad 

ido con más 6 menos buena fe se intenta introducir en 
tlierecho un principio generoso en la apariencia, sí, pero per- 
*'i5Íal á los intereses de terceros, es inútil la empresa: suce- 
'^mpre lo que decía Boileau en su Poética: 

ÜMssez le naturel, ü remeni au galo^p. 

len ejemplo el decreto prusiano de 24 de Julio de 18701 
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(A) En el Boletín del Ministerio de Kstudo Be publicó en 183& 
el texto de la nota española de IG de Mayo de 1S57^ por k cual 
nuestra patria rehusó adherirse á la primera de li^s declaracio- 
nes del Congreso de París (veáse g 113). En ella, síe otro razo- 
namiento, se dice «que habiendo visto con satisfacción d go- 
bierno de S. M. el acuerdo que ha recaído sobre los tres pnn' 
tos..., no puede, sin embargo, en la actaalidad, por oonsideri- 
ciones que le son peculiares y que no debe ni puede desatender, 
admitir el principio de que el corso está y qir^a abolidoi. Es 
absolutamente inexacto lo que se añade en una nota del mismo 
Boletín (pág 696), que sin embargo do esta Nota^ España reca- 
noció sin limitación alguna el acuerdo de Parí^, tanto en b 
que ella llama declaración de 1859 (guerra da Italia), como en 
las posteriores de 1861, 1870 y 1877, por la sencilla razÓE de qift 
como en ninguna de ellas fué belif^erante ni aliada nuestra pa- 
tria, no tenía para qué reservarse el derecho de armar corsa- 
rios. Sus preceptos de prohibir á los españoley aceptar patenUs 
y regulando el tiempo que podrían permanecer los corsarios en. 
los puertos españoles se fundan en los principios del dereclio 
de la neutralidad, existentes antes y después de la declaracldñ 
de París (c). 

(B) Apenas comenzada la guerra con los Estados Unidos, d 
art. 4** del Real decreto de 23 de Abril mantuvo el derecho ex- 
presamente reservado en la nota de Mayo de 1857, y sin reann- 
ciarse á dar patentes en su día (oyendo los clamores de la opi- 
nión y de la prensa, que estaban persuadidas de que nue^^tros 
corsarios sabrían obligar á los Estados Unidos á una paz en U 

Ajy Bonfils, después de menciouar el reaoltailo áa Us discusiones en la .K'-^'^f^ 
nila de Ciencias Morales y Políticas de Fruncí fi en l^m y í*q i 866^ de Itis ■'.:- 
resultó la censura más severa déla Declaración y \a torpeza de Fíanciiiüü uÓul" 
rirse á ella, opiua, con Mr. Carón, que la tal abolición tío respoüdtí ni i los inte* 
reses generales de la civilización y de la humanídail ni ¡li los especiales do Fraa- 
cia, y que lógica consecuencia del derecho de eaEitura de la. í>topiedad priva^Wi 
la guerra marítima, mientras aquél exista lo linSco que debe hac^ree es r^" 
mentar el corso. En 1876 declaró lord Derby qtve no teniendo este pacto íntein*" 
cional ni la ratificación de la Corona ni la del Pd-rlaimeato^ únicamente oblJj!»tt 
á su cumplimiento el honor y la buena fe de la (ímn Urtitaña. Lój^coa con lí ifr 
serva hecha en 1856, ya que la determiuuciúu tnmada en 18iiS fué sólo ()Cil£Íw^' 
y limitada al efecto de la guerra con nuestro inits, los Ettados Unidos ae n? ?•■ 
el derecho de expedir patentes de corso en su Código de la guecra navft *i* 
así el art. 0.®: «Son beligerantes, además de laa fuer^ías armada^p debida ^ 
organizadas para la guerra: 1) Los oficiales y bombroá do la Marina, d© la i ^ 
naval, de la milicia naval y sus auxiliares.— 2) Los oücialesj y ht>mbre-a d ^^ 
los otros buques armados que hagan el coieo ¿"crucmuj coa autorizacií '^* 
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I que habriaa tenido que cedernos la mitad por lo menos de su 
territorio), se limitó á consignar su propósito de «organizar por 
ahora un seryicia de cruceros auxiliares con cruceros de la ma- 
rina mercante, que cooperará con la de guerra á las necesida- 
des de la campaña y estará sujeta al fuero y jurisdicción de la 
mariDa de guerra ». En el art. 5.°, al anunciar las instrucciones 
sobre el ejercicio del derecho de visita, se dice que «ejercerán 
ésta los beques de guerra, los dichos cruceros auxiliares y los 
corsarios en su día, en el caso de que se autoricen». Por su- 
puesto, que ni este día ni el otro de la formación de la escua- 
dra auxiliar llegaron, y á su mero anuncio quedó reducida la 
imitación de la marina voluntaria alemana de 1870. Los Esta- 
dos Unidos declararon desde luego que no emplearían corsa- 
rios y que se adherían en todas sus partes á las reglas de la 
Declaración de París [proclama del presidente de 26 de Abril 
(§114)]. 

Grecia también tuvo su idea de crear una marina volunta- 
ria, pero se contentó igualmente con el propósito; el giro que 
desde luego tomó su campaña, tan parecido al de la nuestra, le 
persuadió de que con tal refuerzo no iba, ciertamente, á cam- 
biar de fortuna. 



ARTICULO 11, — Ocupación militar, 

§104. Ocupación militar'^. — Llámase ocupa- 
ción militar el estado de hecho en que se encuentra 
un territorio enemigo determinado poseído de un 
modo exclusivo durante la guerra, posesión que si se 
ve confirmada por la paz se convierte en definitivo 
dominio internacional (1). El primer efecto de la ocu- 
pación militar es que queda suspendida desde el pri- 
mer momeato de su existencia la autoridad del Esta- 
do enemigOj nudo propietario, y, por lo tanto, dejan 
de tener fuerza de obligar, mientras la ocupación 
dure, todas laa nuevas órdenes que para el territorio 
qu realmente posee dictare aquél en lo sucesivo. De 
eU también resulta que cesan naturalmente en sus 
ca ^os las representaciones diplomáticas allí residen- 

• Il5tí. 

Tomo III, 16 
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tes de otras naciones, pero no en modo alguno las con- 
sulares (2). Los funcionarios públicos de índole políti- 
ca bajo cualquier concepto, deben terminar en sus 
funciones; ni es decoroso en ellos continuarlas, ni 
siendo su cargo de confianza le conviene al ocupante 
él usar de sus servicios (3) . No sucede así con los em- 
pleados meramente administrativos, y muchísimo me- 
nos con las autoridades municipales; nadie mejor que 
unos y otras para servir de intermediarios entre los 
habitantes del país ocupado y el gobierno que de he- 
cho le rige (4). Como le es ilícito al mero ocupante 
alterar para nada las leyes civiles vigejites en el 
país, éstas continúan en su pleno vigor y efecto y en 
sus cargos las autoridades judiciales . Como la ley 
existe necesariamente en toda sociedad que esté en 
cualquier modo organizada, pudieron los tribunales 
de Nancy y de Laon, en la guerra franco-prusiana, 
haber dado sus fallos en el nombre abstracto de la 
ley en vez de negarse á pronunciarlos (5). Con res- 
pecto á las propiedades del Estado enemigo, hay ple- 
no derecho á apropiárselas por completo en cuanto 
sean de utilidad directa para la guerra. En los de- 
más bienes del fisco (bosques, minas, etc.), tiene el 
ocupante un derecho parecido al del usufructuario 
(§ 101). Los habitantes del país ocupado son sus sub- 
ditos temporales. En este sentido, aunque no puede 
exigirles un juramento de fidelidad y aun menos obli- 
garles á combatir positivamente á su patria y á su 
rey (B), tiene derecho el ocupante á reprimir las in- 
surrecciones de los mismos aplicando los consejos de 
guerra la ley marcial, oyendo siempre la defensa del , 
acusado, conforme exigen los principios naturales ■ 
de justicia (7). Ven los habitantes del país ocuj lo 
mermada su fortuna y actividad por el derecho i- 
sado (como todos los de la guerra) en la neces' d 
que tiene su actual poseedor de imponerles co^ ¡" 
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buciones j requisiciones. Pueden usarlo solamente los 
comandaiites en jefe, consignando el recibo del dine- 
ro ó efectos y la prestación de servicios en vales que 
puedan después ser indemnizados por uno ú otro Es- 
tado en la conclusión de la paz, y suelen ser repar- 
tidos por las autoridades municipales indígenas (8), 
En las requisiciones pueden sólo pedirse aquellos ob- 
jetos y servicios que se deben por las leyes nacio- 
nales al propio ejército y aquellas cosas que sean de 
verdadera necesidad para las tropas, no objetos de 
lujo ó de capricho W. Las contribuciones (que no de- 
ben confundii'se con la indemnización que al fin de 
la guerra^ en el tratado de paz, se exige al vencido) 
no ae pueden cobrar hoy como rescate que pague un 
pueblo invadido para verse libre del pillaje, siempre 
ilícito, sino como equivalente de los impuestos que 
cobraba el gobierno nacional, como requisiciones en 
metálico ó, ñnalmente, como multa por una infracción 
grave de las leyes de la guerra. Durante la de 1870-71 
^busó Alemania de su derecho de imponer contribu- 
ciones y requisiciones, cobrando de los franceses en 
tal concepto más de 327 millones de francos, y lle- 
gando á exigir á los mismos, no sólo cigarros y lico- 
res^ sino escobas y funciones de teatro (lOj (A). He- 
chos recientes han ilustrado el concepto genuino de 
la ocupación militar. La de los Estados Unidos en 
Cuba desde el 1.° de Enero de 1899, día en el cual 
España^ cumpliendo el Protocolo de paz, abandonó en 
ella su soberanía, hasta el 20 de Mayo de 1902, fecha 
en la cual entregaron la isla al gobierno de la Repú- 
blica ^ no pudo ser considerada como tal por faltarle 
un elomcuto esencial: el carácter hostil, ó sea el de 
c tentación temporal de un territorio perteneciente 
É in enemigo (a), Y por lo mismo que esta amovible 
f r su naturaleza no puede nunca ser tenida por de- 
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finitíva hasta el fin de la guerra, La Historia y el De- 
recho condenarán por igual Lia anexiones del Cabo 
proclamadas por los boers y orangeses en sus prime- 
ras campañas y las del territorio de los miamos por 
Inglaterra en la última fase de la lucha; la final rot* 
hizo vanas las primeras; las segundas sólo pudieron 
consolidarse por la debelación completa de los ven- 
cidos y por esta misma razón son doblemente crimí- 
nales en las últimas los juramentos de fidelidad im- 
puestos á los boers, la quema de sus granjas y el ex- 
terminio de sus familias, hechos con los que ha man- 
chado su historia de nación civilizada y cristiaiía la 
Gran Bretaña (b). 



(hj Como decimos en el texto, la conducta ^k ambo3 bE^ll^QmntQs en '. 
rra boer declarando duiante la lucha la aDoxLóu dü los territodoR eonqn 
fué absolutamente contraria al derecho IntcruacíonfiL Los !ioerg y orang^' 
clararon en Noviembre de 1898 la incorporacifiu ti huj* EepúblicaB de los ij i 
que invadieron de la colonia del Cabo, y en 24 <]« Slayo a© 1300 loidíLoberta pro- 
clamaba la anexión de la República de Oran ge ttajt> el uvJmbtie de Cülcmííi M 
rio Orange, y en 1.® de Septiembre y en virtud i3e uu re&criptc* real de 4 de Joíio 
anterior la Sudafricana, dándol» el titulo de Colonia del rio YaaL Y en Tlrtad 
de esta doctrina absurda, que confunde la ocupación cod la conquista, que sote 
puede existir terminada la guerra (véase § 1^0)^ los j^euGrales lugleaei oon 'á^^ 
mo criminal hicieron gala de olvidar las prescripciones que sobre \m d^reíib™ 
del ocupante consagran como expresión del denjcho internacional moderno la 
Convención de El Haya y la Declaración de Bmselíka aunque no rigiem allí coa^ 
tratado la primera. Peor aún, antes de las referidas proclamas el general íretty* 
man, en Marzo de 1899, disponía que los bursíliefs que no se sometieran liune- 
diatamente al gobierno británico verían coullscadoa todos sus bienea^ urden ib 
cual respondió el presidente Steijn mandando que oqu^UoíJ que no qtiislBnn hft'- 
cer armas contra los ingleses serían tenidos por traído ms á la patda y fuidlAdeL 
En 25 de Junio de 1900 la Oajceia del OoMcmo publicaba la fónmila del Jartiuen' 
to de fidelidad que debían prestar los habitfinte^ de los territorios aiiexioo*á'*i 
conteniendo la promesa de entregar todas las ai'mas) y municiones y la dedaia* 
ción de no tener otras que las entregadas y de no conocer persona que laa tarf*- 
re ú ocultare, incluíase además la obligación da no tomar durante la actn&l Iq^^ 
las armas contra el Gobierno de la Gran Breutím ni de prestar auxilio tú ittf'W^ 
mación alguna á las fuerzas republicanas acerc;ti el número, movímientoi y ritsJ*^ 
ción de las tropas de S. M. El juramentado se cometía, ñnalmentc, en cíis* ^ 
Incumplimiento, á las penas sumarias y gransímas que le qüialerfia ünooner 
las autoridades británicas. Otra circular de VJn^ei mismo mes hacia reapeí 1^ 
á los pueblos y á sus principales vecinos de l&s asecbansus cometidas con * 
líneas férreas, ordenando la destrucción do lus quintas inmediatas al sitio * 
se «ometierau aquéllas. En 22 de Agosto ae prometía pasaportes y licea ^ 
aquellos que hubiesen prestado el juramento úti fidelidad ó se hallanici dJ '' 
tos á efectuarlo; pero además en otra disposíelóu de 14 de Agosto se coudí 
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(1) La ocTipación militar se distingue de la conquista como 
la propiedad de una cosa de la mera posesión; la invasión es 
una mera delentio, en la que no existen el Corpus de un poderío 
excluaivo en el territorio que momentáneamente se atraviesa, 
ni el animu^ de permanecer en él para ejercer de heclio la so- 
beranía que de derecho conserva el gobierno nacional. , 

El arfc. 871 del Reglamento español quiere expresar, sin 
duda alguna, osta doctrina, pero emplea unos términos y pa- 
labras que le hacen embrollar de tal modo la cuestión que re- 
sulta indicado todo lo contrario á la verdad. Dice así: 

*A1 invadir un territorio enemigo es necesario distinguir 

muertíí á. todos los que quebrantaren el dicho juramento y se consideraba á 
■aquellos iiu(j no lo hubiesen prestado como prisioneros de guerra, cuya suerte 
detona I naria el comandante general en su día, disponiéndose, finalmente, el 
arrasamiento do Idlí} quintas donde se albergara el enemigo y de aquellas cuyos 
duenos no señalasen á las tropas inglesas su preseucia. Y en virtud de estas or- 
dene?, íicíiño Junio íie 1000 hasta Enero de 1901 fiíeron destruidas 634 granjas 
agrícolas, según nu TAbro azul inglés publicado en 14 de Mayo de 1901. 

Y i^oa ser esto horrible resulta aún nimia ligera consecuencia de los males de 
la gruerr& si FO compara con la inhumana suerte de la población de los territo- 
rios octipíuto6j exterminada, fría, bárbara y lentamente en los campos de eon- 
eeniración. ¡Providencial castigo á aquella opinión anglo-sajoua que había mo- 
tívado y excusadlo uüa conquista para poner término á medidas análogas en la 
forma, ftunqtie de; fitro modo legítimas en el fondo, de nuestros generales en 
Cuba! IxiH decretos de Wpyler se daban en un territorio indudablemente propio 
j disponían la roimfón en ciudades y no en corrales improvisados en el cam- 
po, abFWlutaments privados de toda condición higiénica, según confesaron los 
informes ofldalea técnicos Ingleses. En brutal franqueza se reconoció que se 
busc&ba de esto modo el exterminio de la raza heroica, y puede decirse que ante 
ta Europa torrorlísada se logró tan cruel deseo. En Agosto de 1901 había en di- 
cboa campos 110,723 refugiados, 16.829 hombres, 38.568 mujeres y 55.326 niños. La 
mortalJiiad meuísnal fué en Mayo de 110,76 por 1.000 y en Jhnio del 109,10. Pron- 
to el s^íiramplóti y la pulmonía completaron la triste obra de los Herodes del si- 
•bId :£XX, y en los últimos meses del mismo año las defunciones alcanzaban á la 
terrible proporción del 392 por 1.000. Con tanta justicia como tristeza confesaba 
en una carta pública lord Ripon, virrey que había sido de las Indias y uno de 
lOB máa ilustres católicos Ingleses, que se estaba cometiendo por su patria uno 
do los más Abominables crímenes de la Historia. 

Pus^o el final sello á este inicuo modo de guerrear la proclama del general 

Kltqhoner de 6 de Agosto do 1901, en la cual se ordenaba el destierro de todos 

loa habitantes de las dos colonias que no prestaban juramento de sumisión á la 

'^Tan Bretaña autes del 15 de Septiembre, haciendo á los mismos responsables en 

LB hlenee muebles é inmuebles del costo de la manutención de sus familias que 

t bailaban Qu los campos de concentración. Esta disposición, opuesta termi- 

i.atemente á la prescripción del art. 46 del Convenio de El Haya, que prohibe 

. conflscftciiün de la propiedad privada aun á los B^ismos combatientes, ftié la 

fial del principio de la lucha de exterminio y de desesperación con la cual 

rmlíi^ hí resistencia de los boers. 
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entre la ocupación puramente militar ó transitoria y la pose- 
aión legal ó definitiva. 

>Esta última es de derecho adquirida j consolidada por un 
tratado ó convenio, mientras que aquélla no es más que un po- 
der de hecho, conferido temporalmente por la suerte variable 
de las armas. 

»La soberanía temporal por la ocupación militar da al inva- 
sor, en el territorio que materialmente domina, los mismos b 
más derechos sobre los habitantes enemigos que sobre lo» 
propios.» 

Como se ve, la confusión es deplorable; la invasión es nir 
acto meramente militar y. material que se distingue claramen- 
te de la ocupación y de la conquista, que son verdaderos esta- 
dos* La conquista no es una mera posesión legal, sino un legi- 
timo título de transmisión de la propiedad. 

La Conferencia de Bruselas, después de una seria discusión 
en la que los delegados de las potencias de primer orden sos- 
tuvieron una doctrina muy parecida á la del blocus sur kpapier 
y que llevaba naturalmente á poder considerar como insurrec- 
to á todo patriota que intente librar á su patria del yugo ene- 
migo, en los momentos en que éste se apoya solamente en la 
presuntuosa tenacidad del jefe del ejército invasor, define la 
ocupación «el territorio que de hecho se halla situado bajo la 
autoridad del enemigo. La ocupación no se extiende más que 
á los territorios donde esta autoridad se halla establecida y 
puede ser ejercida realmente» (art. 1.^). Mucho más clara y 
concreta es la que da el Instituto en su Manual, art. 41: Ün 
territoire est consideré comme occupé lorsque, á la suite de son inva- 
sión par des f orces ennemies, VEtat dont ü releve a cessé en faiti'if 
€wercer une autorité regulOre, et que VEtat emahisseur se trowe 
étre seul a méme d'y maintenir Vordre . Les limites dans lesque- 
lies ce fait se produit déterminent Pátendue et la durée de Vocat- 
pation. 

Y como dice el Manual francés, pág. 87: Un territoire est 
consideré comme occupé: 1 ,^ Si le gov/oemement legal est, par U f^ü 
de Venvahisseur, mis dans VimpossiUlité é^y exercer puMiq%e'i. i 
son autorité; 2.^ et si Penvahisseur se Irouve en mestkre d'y su • 
tVfCr Vewercice de sa propre autorité, 

Voccupation commence aussitót que ees deux condiUons de fa ^ 
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tfúyivent rempíies; elle ne cesse que le jour ou ees deux conditions 4 
Ia fots mennent i /aire d^aui, 

IJ'osotroá creemos que puede decirse simplemente que la 
ocupación militar es la posesión actual bélica del territorio 
eaemigo en cnanto y mientras es sostenida por las armas. 

Mientras la ocupación tiene el carácter de tal (y continúa 
así hasta que concluyen ella ó la guerra), es imposible trans- 
mitir ai enajenar una soberanía que aunque materialmente se 
detenta en derecho no se tiene. El rey de Dinamarca no podía 
transmitir el territorio adquirido en ocupación bélica de Sue- 
ck al d© Inglaterra en 1719 (Calvo, § 1.908). 

¿Ea necesario que se proclame la ocupación? No dicen nada 
i Conferencia de Bruselas ni el Reglamento español, pero no 

aede doBconocerse que dicho acto ayuda mucho á solventaor 

I dificultades que para reconocer la existencia de tal estado 
podrían existir. El Manual del Instituto dice en su art. 42: 
^i? est du demir de Vautorité militaire occmpantej d'informer le pli^ 

^ possíbie les haUtants des pouvoirs qu'elle exerce, ainsi que de 
^tétendm tertitoriale de Voccupation, 

Y el Manual francés, pág. 88: Pour prevenir toute incertitude, 
et dans l'inter^ méme des populaíions, Venvahisseur fait bien de 
proc lamer r ctahlissement de Voccupation sur tous les points oü il 
prétend em ¿tendré les effets. Ce sera V oh jet de proclamations affí- 
chées dans les communes, d'avis adressés aux municipalités et ¿i»- 
sertiom dans la presse lócale, Dans ees publications seront indiquées 
mmíímirement les oUigations résuUants du nowoel éíat de chosás, 
mee les sancHoHS qui y sont attachées. 

(2) E^ una disputa de importancia sólo escolástica el tratar 
de averiguar si el poder del ocupante sustituye realmente en 
»u soberanía al Estado propietario ó si éste la conserva real- 
mente, pero hallándose sólo en una imposibilidad material de 
ejercerla. Fíore sostiene que existe una suerte de contrato tá- 
cito entre la población y el ocupante; éste asegura á aquélla 
el orden y i a protección de todos sus derechos y ésta le ofrece 
£ resignación ante las ventajas obtenidas de hecho por el ad- 
1 rsario da su soberano. Lo indudable y cierto es que haUáxi- 
i m realmente sustituido el ocupante en los deberes de pro- 
1 ;ci6n y orden que son el ñn de la soberanía^ tiene loa dece* 



248 PABTB SSPBCIAL 

chos á ella anejos y que mientras tanto no puede ejercerlos el 
desposeído principe. Los representantes diplomáticos, pero no 
los consulares de las terceras naciones cesan en sus funciones. 
Sin embargo, estas últimas deben reconocer el estado de he- 
cho que en aquel territorio existe. Así, con respecto á él y por 
el tiempo que dure, pueden contraerse acuerdos internaciona- 
les, como observa Fiore, con el poseedor. 

Dice la conferencia de Bruselas en su art. 2.^: «Estando 
suspendida la autoridad del poder legal y habiendo pasado de 
hecho á manos del ocupante, éste tomará todas las medidas 
que de él dependan, á fin de restablecer y asegurar, en cnan- 
to sea posible, el orden y la vida púbHca.i 

En lo que se demuestra una completa ignorancia del dere- 
cho internacional por no decir del político, es en el párrafo 
final del art. 871 del Reglamento español. «La soberanía tem- 
poral por la ocupación militar da al invasor, en el territorio 
que materialmente domina, los mismos ó más derechos sóbrelos 
habitantes enemigos que los propios.» O este párrafo no sig- 
nifica nada (ya que es una fatuidad decir que el ocupante, so- 
berano constitucional, puede mandar despóticamente en el te- 
rritorio de su adversario, monarca absoluto, del mismo modo 
que éste lo haría) ó quiere suponer equivocadamente que la 
facultad que tiene el invasor de proclamar la ley marcial (que 
como luego veremos no es cierto sea inseparable de la ocupa- 
ción militar, como parece deducirse del E,eglamento) suspen- 
diendo todo derecho constitucional, no existe en el soberano 
territorial. 

Tal idea es completamente falsa. En tiempos aciagos y re- 
vueltos declaran los gobiernos á sus propias ciudades en esta- 
do de sitio. Jamás pueden ser mayores los derechos del deten- 
tador que los del propietario; lo más que puede admitirse es 
que tenga menos escrúpulos para violar las leyes. 

(3) El mantener en sus atribuciones á todos los funciona- 
rios públicos le sería al ocupante más perjudicial que fa-^'v 
ble; los políticos (gobernadores, policía, etc.) vacilarían k i- 
pre en su conducta entre dos traiciones: ó hacerla al gob: lo 
nacional que los nombró para servirle ó á aquel que depi * 
en ellos torpísima confianza. 
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Así, deben resinar sus cargos, y mejor que nada, como 
dice Antome en sus notas á Fiore, aguardar las órdenes de 
sus superiores jerárquicos. 



(4) Con respecto á los funcionarios del orden judicial, ad- 
ministrativo y y sobra todo, del municipal (prescindimos de los 
del eclesiástico; entonces es cuando les corresponde precisa- 
mente ejercer su misión de paz) la cuestión muda completEj,- 
mente de aspecto- Hu cargo es puramente local do orden y ad- 
ministración j pueden seguirlo prestando al país durante la ca- 
lamidad terrible de la ocupación enemiga. ¡ Cuan peor para 
éste no sería que pasasen sus cargos á extranjeros enfurecidos 
y ávidos, ignorantes de la lengua y las costumbres! ¡El inva- 
sor cuántas dificiiltades tendría para establecer un nuevo ser- 
vicio de nacionales suyos ! Pero de un lado el honor y el pa- 
triotismo, del otro la prudencia y la natural desconfianza pue- 
den diíicnltar, ya individual, ya generalmente, esta permanen- 
cia en sus funciones de los empleados indígenas. Así, plena 
libertad en el uno para proponer, en los otros para aceptar. 
Deben tenerse en cuenta las sensatas observaciones del Ma- 
nual francés; para hacerles cesar en sus escrúpulos el ocupan- 
te puede principiar declarando que no perturbará en nada el 
servicio regular de la administración pública y que no pedirá 
una adltesión formal ni juramento (pág. 98). 

El Manual del Instituto dice sus artículos 45 y 46: Zes/onc- 
Uonnaires €i employés civils de tout ordre, qui consentent á continuer 
leurs fonctioTiSj joument de la jprotection de Voccupant, 

lis sont toujours revocables et ont toujours le droit de se demettre 
de leuT charge. 

lis ne doitent iíre pmis disdjplinairemeni que sHls manquent a%x 
oMigaHons lihrement acceptées par eux^ et livrés á la justice que 
íHU les írahissent. 

46, Bn cas d^urgencé, Voccupant peut exiger le concours des ka- 
Mtants api de pourmir aux nécessités de Vadmmistration lócale, 

No está mal el art. 875 del Regí, esp.: «Aunque el territo- 
con quistado se gobierne durante cierto tiempo exclusiva- 

>nte según las leyes de la guerra, está en el interés del mis- 

\ invasor no suspender ni embarazar las ftmciones de las 

^lOridades adminiBtrativas y judiciales, limitándose á regu- 
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larizar ó modificar su acción con las instrucciones que juzgue 
necesarias.» 



(5) Durante la guerra &anco-edemana suscitóse la cuestión 
en qué fórmula debían encabezarse las sentencias y actos ju- 
diciales. En el nombre de la Eepública no lo consentían los 
ocupantes, que no la habían reconocido; en el del emperador no 
lo querían los franceses, que ya lo habían destronado; en el de 
las potencias aliadas enemigas era imposible para el patriotis- 
mo de los magistrados franceses. Ante la imposibilidad de un 
acuerdo cerraron sus estrados los tribunales de Nancy y Laon; 
en Estrasburgo se adoptó el criterio de prescindir por com- 
pleto de toda fórmula. Antes que estos piques ridículos está 
el interés de la administración de justicia. Podía también ha- 
berse dicho, como aconsejan Calvo y Fiore, au nom de U loi. 

La Cour de Cassation consideró nula una requisición hedía 
por un guardabosque, porque necesitando para verilear actos 
de su cargo, según el Código penal francés (art* 164), k pre- 
sencia de un representante de la fuerza pública, Uamó en m 
ayuda á un gendarme prusiano. Tal decisión fué, como obser- 
va riore, notoriamente injusta. 

Dice el art. 872 del Regí, esp.: «De hecho todos los poderes 
políticos y administrativos -de la autoridad gívü enemiga pasan 
á la militar, que puede, en consecuencia, publicar el estado de 
sitio, suspender los derechos coristitucionales, como libertad 
de la prensa, de reunión y de asociación.» 

Dice el Manual del Instituto, art. 44: Voccupant doit mom- 
teñir les lois qui étaient en vigue%r dans le pays, et ne les mod^r 
ne les stcspendre ou ne les remplacer que s'ü y a necessité. 

Con respecto á la legislación debe distinguirse entre la po^ 
lítica y la civü. Acerca la primera puede el ocupante, como el 
mismo gobierno propio, suspenderla en sus efectos; alterada» 
únicamente tratándose de una reconquista, como en la guerra 
de la Independencia, en la cual al expulsarse á los franoesee 
no se hacía más que restaurar al gobierno legítimo. Con res- 
pecto á la civil el caso es muy distinto, ya que nada le mv 
ta al ocupante alterarla, y sería una arbitrariedad inútil e 
tentar tal cambio. Lo mismo sucede con la legislación p< 
si bien ésta entra ya más directamente bajo el imperio ( 
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marcial y ea por ella sustituida ó modificada. Si bien se 
itaba de tm país aliado, pero anteriormente ocupado por el 
emigOj Portugalj Wellington, quiso que fuese juzgado por 
I tribuaalea y por las leyes portuguesas un oficial inglés que 
hí& robado mía doncella (Tovey, Martial Law, pág, 164). 



[ (e) Perderia el tiempo en inútiles amplificaciones (propias 

lo de un pretencioso retórico) el autor que aquí intentase 

Qparar las bárbaras matanzas de griegos y romanos con la 

itud (más aparente que real, sin embargo) de las moder- 

\ guerras. Lo que no importa olvidar es que los concilios de 

ouen (Rotormigeyms, 1096) y segundo de Letrán prohibieron 

, bajo pena ele oscomunión, maltratar á los habitantes inde- 

asoa y que en Victoria se encuentran, como puede ver el lec- 

eostenidas y fundadas teológicamente tan humanitarias 

ctrinas. En ol núm. 34 de la Relectio de Jure Belli se dice que 

tica, per se el cj) intentione, es lícito matar á los inocentes, y 

tal doctrina en el Éxodo (cap. 23): Insontem et justum non 

Íes. El fundamento de la guerra, dice, es la injuria recibi- 

. Esta no puode sor causada por el inocente; luego j^ro injuria 

alorum non Ikd mterjicere innocentes aptd hoste [véase § 100, 

l»ta (2)]. Ki siquiera es lícito, dice en el núm. 37, matar á los 

los ni á las mujeres en las guerras contra los infieles. Con- 

ae á la misma doctrina no puede dañarse en las guerras en- 

\ cristianos á los inofensivos agricultores ni á la gente toga- 

\€t pacijica^ ni á los viajeros (peregrini), clérigos y religiosos. 

• Manual francés, pág. 106: Dans ees rapports avec la poptílation 

\ioI<ht est úhligé á la mane reserve que s'il tenait gamison dans son 

fp. U doit s'absUnir, comme d'uncrimey de tout attentat contre la 

r des indimdiis et de ioute violence contre leur personne, C*est pour 

i une oUigatwn ahsolue de respecter Vhonneur et les droits de la fa- 

%U^ de mpofter tiucune atteinte á la pudeur des/emmes, a la pu- 

í" des e^fants, d la faíblesse venerable des vieillards. Le mewrl/re, 

\ menaces sous candition, les blessures, les molences, les aitentats 

mmurs, les arrestations ou séquestrations arbitraires, PenlSve^ 

t de mineurSj k rapt, sont des crimes, en temps de guerre com- 

m temps de paij¡, enpays ennemi comme sur le territoire naiional. 

)urante la guerra franco-prusiana confiesa el coronel Pre- 

, citado por Tovey: «Tiene que hacerse esta justicia á los 
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soldados alemanes: en medio de sus más grandes excesos res- 
petaron siempre á las mujeres.» 

Pero si al gobierno ocupante le incumbe el respetar al habi- 
tante en sus faenas y creencias, protegerle en sus ocupacio- 
nes y en el ejercicio de su religión, deber es del pacífico papisa- 
no no abusar de los privilegios que le da su carácter inofená- 
vo para perjudicar al otro á mansalva; en tal caso puede éste, 
en virtud de la legítima defensa, castigarle. Dice muy bien el 
Reglamento, art. 873: «Por su parte, los habitantes deben 
obediencia á la autoridad militar, teniendo muy en cuenta que 
el derecho de la guerra permite el empleo de medidas coerciti- 
vas de extremado rigor , qu^ puede llegar hasta la pena de 
muerte en ciertos casos, singularmente en los de rebeldía.» 
• No puede exigir el general enemigo á la población adversa- 
ria ni á los funcionarios indígenas que le presten juramento 
de fidelidad; como no tiene aún la soberanía que le dará en su 
caso la conquista no puede pedir que se le reconozca un dere- 
cho que no tiene. Era, por lo tanto, la conducta de Napoleón 
y de los aliados durante las guerras de principios del pasado 
siglo, como dice Hall, completamente inicua. Si dicen lo con- 
trario las Instrucciones americanas débese á que en la guerra de 
secesión (para la cual fueron principalmente redactadas) se 
trataba de la restauración de un gobierno legítimo. Ni tampo- 
co puede exigirse que tomen parte diroQta ó indirectamente 
en la lucha contra su patria. Conforme está con toda esta doc- 
trina el Reglamento español, menos en dos puntos, en los qne 
claudica en absoluto. Mientras que niega el derecho á servirse 
de los habitantes como guías, lo que es falso (véase nota 4 al 
§ 98), concede, en cambio, sin razón alguna, el de emplearlos 
en trabajos de fortificación, acuartelamiento y transporte. Dice 
así el art. 874: «El invasor no puede obligar á los habitantes 
á entrar en su servicio mientras no haya tomado posesión le- 
gal del país. No puede tampoco exigir con violencia que le den 
informes ó noticias, que sirvan de espías, de guias, de rehe- 
nes; pero puede emplearlos como prestación personal en tra- 
bajos civiles ó de obras públicas y en los militares de f( fi* 
cación, acuartelamiento y transporte.» 

En cambio, expresan completamente la verdad en este n- 
to los artículos 47 á 49 del Manual del Instituto: La popí' í* 
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pmt étre cüniramte de pr^er sermení á la puissance ennemie, 
is les Jiahitanis qwicommetent des actes hostiles contre Voccupartt 
i pums sables. 

Art, 48. Zes kahiíünts d'un territoire occupé, qui ne se soumeU 
í pas wuo) orares de Voccupant, peuvent y ñre contraints. 
Voccupant ne peiU toutefois contraindre les haUtants á Vaider 
dans ses travaux d'attaque et de défense, ni á prendre partaux opé- 
rati&ns militaires coníre leur propre pays, 

Art. 4í>, Z^honneTtr et les droits de la famille, la me des indivi- 
iusj ainsi que leur& convictions religieuses et Vexercice de leur cuite 
ddvent éíre respectes, 

BecL de Bms,, art. 36: «No puede obligarse á la población 
ie un territorio ocupado á tomar parte en las operaciones mi- 
litares contra su propio país. 

»Art. 37. No puede obligarse á los habitantes de territorios 

ocupados á prestar juramento de fidelidad al poder enemigo. 

s^Art, 38. Debo respetarse el fionor y los derechos de fami- 

iKa, la vida y la propiedad de los particulares; así como sus 

convicciones religiosas y el ejercicio de su culto. 

»La propiedad privada no puede ser confiscada jamás.» 
Hay en el correspondiente párrafo de nuestro Manual (§ 250) 
una. comparación de Calvo que podría inducir á sostener la 
vejatoria idea de que es criminal en los habitantes del país 
tpado el escaparse á aquel que no lo está para desde allí 
éombatir al enemigo, pues los asimila á los prisioneros de 
guerra ¿íoltados bajo palabra. Si se reserva, como luego vere- 
mos (véase § 130j, el derecho de opción á los nuevos subditos 
en las anexiones y conquistas, en los que el titulo es definitivo, 
¿cuánto más en la ocupación que es mera posesión? Por esto 
é altamente injusta é inicua la orden dada por los prusia- 
s durante la guerra de 1870, que imponía la pena de muer- 
civil y destierro á todos los habitantes de los departamen- 
a ocupados que desapareciesen de sus domicilios. 

(7) Puede el ocupante sustituir toda la legislación política y 
ninal del pais ocupado por la ley marcial é instituir conse- 
de guerra encíirgados de aplicarla. Las Instrucciones ame- 
iuas la definen; el acto por el que la autoridad militar ocu- 
lte suspende las leyes civiles y criminales, con la adminis- 



L 



254 



PÁRTB BSPECIAL 



tración y gobierno indigena (domesík) del territorio 6 lugar que ] 
ocupa y los sustituye por el gobierno j autoridad miUtar (tM% 
tary rule and forcé) dictando también disposiciouea generaba, y I 
teniendo en cuenta al suspender, sustituir y ordenar lo que 1& 
necesidad exija. En la ley marcial se fíja claramente qué hechos 
se tendrán por criminales y cuáles por permitidosj la organi* 
«ación y atribuciones de los consejos de guerra, etc. Eespacto 
á éstos debe tenerse en cuenta el art. 548 de Bluntscbli^ que 
dice así: Leí conseils de guerre ne doidenl pas proceder arhilTom- 
ment et avec passion; ils sont tenus de rc&pecíer Un Ims füfd^wnHt^ 
les de la justice, 

lU doicent en particulier laisser « «¿^ acmséi la facuUé de v í 
fendre libremente ne point recourir á la violence^ étaUir ame soii^ 
qiLoique sommairement, le corps du délilj et ne prouúncer conira i 
coupable qu*une peine proportionné á <if.s Actes. Mais ils ne sont pM 
tenus de respecter strictement les lois ordinaires de la procédure. 

Es evidente, como hemos dicho poco ha, que la legítima de* 
fensa autoriza á castigar con penas severas áloa revoltosos, pero 
jamás á imponer responsabilidades colectivas por actos indi- 
viduales, como hacían los alemanes amenazando á los ayunta- 
mientos por los actos de los franca -tireurs que aparecieaen ea 
su jurisdicción, ni á' faltar en modo alguno á loa deberes de 
humanidad cristiana, de los que no pueJe dispensar niugnjia 
ley marcial. Así fué inicuo también en los prusianos hacsr ir i 
los notables del país (viejos y jóvenes) en las locoraotoras dfl 
los trenes para evitar que intentasen descarrilarlos los patrie- 
tas. El procedimiento era tan bárbaro como inútü, 

(8) El derecho del beligerante á exigir preatacíones, ya en 
especie, ya en metálico, de los habitantes del pais queocupa^ no 
es puesto en duda hoy por ningún escritor serio que no quiera 
echárselas de filántropo y sentimental. Como dice muy bien al 
>Eeglamento español, art. 881: «Por el anti^o y constante 
principio que la guerra debe alimentar ¿ la guerra, por la nao- 
derna movilidad délos ejércitos que, no se puede alcanzar sina 
viviendo en gran parte sobre el p ais, el general en jefe ji ^ 
imponer contribuciones militares en dinero ó en especie, ft i 
lo que va demasiado lejos en los términos, si no en la inten f J 
es al añadir que su objeto no sólo puede ser el manteni ^ 
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jér*iito, sino también aun como indemnización de guerra. El 
atisfacer ésta no corresponde á los subditos sino al gobierno 
ttemigo en el trfttado de paz. 

La reíiuisiciüu puede definirse: la exigencia hecha al súbdi- 
í enemigo por la autoridad competente de que le preste ser- 
idoa á objetos determinados con retribución ó sin ella. De 
, definición se deduce que la requisición puede también con- 
atir ea metálico y que, por lo tanto, las contribuciones de 
ierra pueden incluirse en ella su sentido amplio. 
Reglas comuiieg para las requisiciones y contribuciones son: 
' ^ Que Be deben pedir por escrito y darse, de las que consis- 
en una prestación, el oportuno recibo al que la entrega, 
les do<3umentos, como dice el Manual francés, deben ser cla- 
a, consignar muy bien la calidad y autoridad del oficial que 
otorga y el precio del objeto entregado. No constituyen ni 
onocüniento de la deuda ni promesa del pago; sirven sólo 
, hacer constar en su día el hecho de la entrega y con ello 
ra el habitante no sólo salvar su responsabilidad para con 
[ gobierno patrio^ sino también moderar las exigencias del 
aemigo que deja con él un testigo escrito de las mismas. — 
^ ° El modo do repartirlas debe dejarse al cuidado de las auto- 
ides municipales (á loa gravados mismos les es aún má^ 
^itajoso) j que seguiráft en ello la proporción ordinaria de los 
Bmás impuestos. He aquí los artículos referentes á contribu- 
lea y requisiciones de la Declaración de Bruselas: 
«Árt, 40» Debiendo respetarse la propiedad privada, el ene- 
^0 no pedirá á los municipios ni á los habitantes más que 
reataciones y ¡servicios en relación con las necesidades de la 
iierra generalmente reconocidas, y conformes también con los 
rsos del país, y que no impliquen para las poblaciones la 
nación de tomar parte en las operaciones de la guerra con- 
patria. 
*Árt, 41. Al percibir el enemigo contribuciones [ya como 
juivalent© de impuestos (véase art. 5.^) ó de prestaciones en 
«speciGj ó como multa], no procederá á ello, mientras sea po- 
a, sino según las reglas de repartimiento y cobranza de los 
uestos vigentes en el territorio ocupado. 
Si laB autoridades civiles del gobierno legal han quedado 
"iiongaido, deben ayudarle en tal objeto. 
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>No podrán imponerse con tr ib aciones más que por orden y j 
bajo la responsabilidad del general en jefe ó de la autoridad su- 
perior civil establecida por el enemigo en el territorio ocupado. 

»En toda contribución se dará recibo al que la satisiaga. 

>Art. 42. Las requisas no se barán más qiie con la autori- 
zación del comandante de la localidad ocupada. 

>En toda requisa se concederá una indemnización ó ss en- 
tregará recibo.» 

(9) Las requisiciones pueden ser, pueSi de las siguiQui&s 
clases: 

1.° Personales. Prestación de servicios al ejército 6 admi* 
nistr ación enemiga. Como vimos en su lugar, no pueden con- 
sistir en hacer participar á loa habitantes eu las bostilidadea 
combatiendo contra su patria ^ ni menos aún en exponerlas al 
fuego en los combates (Manual francés, páginas 111 y 112). 

2.^ Prestaciones gratuitas de objetos determinados sin pro- 
mesa ni pacto ninguno de indemnización. Aceptando la regk 
propuesta por Bluntschli, consideramos que se puede exigir 
con tal carácter los objetos que según los reglamentos naciona- 
les vienen obligados los habitantes á prestar á sus propias tro- 
pas, V. gr., alojamiento, sal, carbón, fuego, bagajes, etc. 

3.° Prestaciones de objetos quo sean de necesidad impres* 
cindible para el ejército ocupante, que se pagarán al contado 6 
de los que se dará el recibo antes mencionado. Los alemanes 
en Francia pedían cafó, tabacos, vinos de Champagne, etc. Tal 
carga era evidentemente injusta. 

4.^ Eequisiciones en metálico como equivalente de las que 
se habrían de efectuar en especie. Es preciso no confundirlas 
con la contribución de guerra en su sentido estricto. 

Las requisiciones, según loá Manuales francés y el del Ins- 
tituto, puede únicamente exigirlas el jefe de mayor gradua- 
ción que se halla en el país ocupado. 

He aquí las disposiciones referentes á requisicionea del Ma- 
nual del Instituto: 

Art. 56. Zes p'estations en uattire (reqimitiúns) reclamét Ut 
communes ou des hahitantSy doivcnt ñre en rappoH apee les né lí- 
tés de guerre généralement recamiwes^ e¿ en proporiton avec Ir f^ 
souixes dupays, , 



BERÜCHO FORMAL.— ESTADO DE GUERRA 



r 

f Lis requisitims ne feuvent itre faites quavec V autúrisation du 
cúMTmndant iam la localité occupée, 

Art. 59, Dans le repartition des charges rélatives au logemcmt des 
troupes et au^ contrihniions de guerre, il est tenu comete aux JiaU- 
tmU du zéle Ghariiable deploye'par euío envers les hlessés. 

Art, 00. Les presíaíions ennaturey quand elles ne sont pas pa- 
y ees comptantj et les contriJmtions de guerre sont constatées par des 
quiUances, Des mesures doivent étre prises pour assurer k caracíiré 

tsirieux et la régnlariié de ees quittances, 
Efgl, esp,, art. 882 á 885: «El conquistador, por loa raesiios 
d© contribución ó requisición, se provee de víveres, caballos, ca- 
rros y de cuanto necesite y no traiga consigo, entregando siem- 
pre bonos, reciboB ó documentos que den derecho á los propieta- 
rios á reclamar la indemnización legal del gobierno de au país, 

»Los tratados de paz algunas veces estipulan la obligación 
de reembolsar estos gastos. 

>Art, 883. Este derecho moderno y admitido condena, sin 
embargo, toda violencia inútil ó injusta, prohibe amenazar á 
IftB poblaciones indefensas con el bombardeo ó el saqueo para 
obtener el pago de contribuciones ó requisiciones. 

s>Artj 884. Actualmente se tienen por más ventajosas las 
contribuciones en metálico, por las facilidades de exacción, 
tanto para el mismo vencedor como para los habitantes, que 
pueden hacer entre sí el reparto con mayor equidad y alguien* 
do sus reglas y procedimientos usuales. 

»Art. 885, Las amenazas, las represalias, la responsabili- 
dad exigida á las dependencias oficiales, á los Ayuniamientos ó 
Corporaciones populares, nunca deben rebasar el limito de la 
conveniencia y de la discreción; de otro modo puede producir- 
te la exasperación violando quizás sin necesidad el principio 
moderno de ejercer la menor violencia posible sobre el que no 
toma parte activa en la guerra. » . 

(10) Los alemanes en Francia Uevaron hasta la exageración 
rmá^ cruel el ejercicio del derecho de pedir requisiciones á loa 
jdei i,rtamentos invadidos. Según documentos oficiales frauce- 
í'seÉ prescindiendo de impuestos directos é indirectos, requisi- 
' cío iron durante su ocupación por más de 327 millones de fran- 
cos "^e hablan llevado sin formal requisición por valor de 267 
Tomo III» XI 
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mülones. En Versalles exigieron diariamente 120.000 libras de 
pan, 80.000 de carne, 90.000 de avena, 27.000 de arroz, 7.000 
litros de cafó, 4.000 libras de sal, 20.003 litros de vino y 
500.000 cigarros (Guelle, pág. 203). Hasta se requirió una 
función de teatro, cinco kilos de bujías y tres escobas para el 
Gran Duque de Sajonia Weimar (id., pág. 204). Quizá los 
franceses exageren algo, pero el mismo Blunstchli confiesa que 
fué bárbaro el proceder de sus compatriotas. 

Las contribuciones de guerra, dice Martens (Jorge Fed. de), 
sustituyen al pillaje y á la devastación; es decir, que eran en- 
tonces por decirlo así el precio del rescate de la propiedad pri- 
vada. El actual derecho de la guerra no tolera ya procederes 
semejantes al de Napoleón, que después de la batalla de Jena 
hizo pagar á Prusia cien millones de francos. El mismo Bona- 
parte confiesa que su mal éxito se debió en España á que sus 
generales sostuvieron con tan irritante medio sus ejércitos, 
acarreándose así la animosidad de los españoles (HaUeck, obra 
citada, pág. 110). 

E/cfiriéndose á esta guerra, y nadie más que los grandes cri- 
minales necesitan se les restituya un poco la fama, dice Ha- 
Ueck y lo copia Tovey que Suchet en Valencia cobró 200 millo- 
nes de francos. No fué así ni es cierto. Napoleón manaó que se 
reuniesen á su dominio extraordinario de España bienes de los si- 
tuados en Valencia por valor de dicha cantidad (sin especificar 
si debían ser de los llamados nacionales y de donde debía su- 
plirse lo que faltase) para recompensar á sus generales, oficia- 
les y soldados (Conde de Toreno, ed. Rivadeneira, pág. 379). 

Hoy día la contribución sólo puede considerarse lícita: 1. 
Como equivalente y en lugar de los impuestos que percibía el 
gobierno legítimo. — 2.^ Como multa, pero sólo en virtud de 
una infracción grave de las leyes de la guerra. Los alemanes 
impusieron una de 10.000 francos á Dieppe porque desde un 
buque francés se les había hecho fuego. Baker censura con ra- 
zón el que se castigase con multas á ciudades cuyo único delito 
era haber hecho una heroica resistencia. (En Halleck, Ü, pá- 
gina 109, nota). — 3.^ Como equivalente de prestaciones f s* 
pecie. (Véase Eegl. , art. 884, y el 50 del Convenio de El 1 »• 
Conforme con estos tres casos está el Manual del Instit 

Art. 58. L'^occupant ne peut prélever des contribuúions exti ^* 
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mires en argent, que comme équivalent d'amendes ou dHmpóts non 
payées ou de preslations non livrées ennature. 

Les contributions en argent ne peuvent étre imposées que sur Vordre 
et sous la responsabilüé du general en chef ou de Vautorité civile su- 
périeure établie dans le ierritoire occupé, autant que possible cCaprés 
les regles de la repartition de Vassiette des impots en vigueur. 

Tanto el uno como el otro exigen que las contribuciones sólo 
pueda imponerlas el general en jefe ó la superior autoridad 
«i vil establecida por el enemigo en el territorio ocupado (Ma- 
nual, art. 58, Decl. art. 41), ya que siendo de más gravedad 
y no tan urgentes como las requisiciones, no puede autorizarse 
para imponerlas á todo jefe de destacamento. 

Decl. Brus., art. 5.^: «El ejército de ocupación no percibirá 
más que los impuestos, contribuciones, derechos y peajes ya 
establecidos á favor del Estado, ó sus equivalentes, si es im- 
posible obtenerlos en metálico, y, en cuanto sea posible, en la 
forma y siguiendo los usos existentes. Los empleará para pro- 
veer á los gastos de la administración "del país, en la misma 
medida en que el gobierno legal estaba obligado á ello.» 

(A) La sección tercera del Convenio de El Haya trata de la 
autoridad militar sobre el territorio del Estado enemigo (ar- 
tículos 42 á 56), reuniendo distintos epígrafes de la Declaración. 
Define como ésta la ocupación militar, «el territorio colocado 
actualmente bajo la autoridad del ejército enemigo y extendién- 
dose únicamente adonde se halla establecida y puede ser ejer- 
cido realmente> (art. 42^ Decl., art. 1/^). Suspendida la autoridad 
del poder legítimo y hallándose en manos del ocupante, éste de- 
berá tomar todas las medidas oportunas para restablecer y ase- 
gurar la vida pública, respetando en cuanto le sea absoluta- 
mente posible las leyes vigentes (art. 43, Decl., 2.** y 3.®). No 
puede forzarse á la población á tomar parte en las operaciones 
militares contra su patria (art. 44, Decl., 36), ni á prestar jura- 
mento de fidelidad al invasor (art. 45, Decl., 37), debiendo res- 
petarse el honor, derechos de familia, vida y propiedad de los 
particulares, así como las convicciones religiosas y el ejercicio 
de culto; no puede confiscarse la propiedad privada (art. 46, 
Di 1., 38) (véase § 101). Si el ocupante percibe los impuestos, de- 
re aos y peajes establecidos en favor del Estado, lo hará siguien- 
do las reglas de reparto y cobranza ya establecidas, y con la 
oh ' pación de proveer con ellos á los gastos de la administración. 



260 PABTB B8PBCIAI. 

de] territorio en la misma medida 4 que estaba obligado el go- 
bierno legal (art. 48, Decl., 5.® y 41). Si además el poder ocupante 
(la Declaración usa en estos artículos el término más impropio 
de ejército) quiere percibir otras contribuciones en metálico, ha 
de ser sólo para dichas necesidades administrativas ó para las 
del ejército (art. 49, conforme con DecL, art. 40). No puede impo- 
nerse penalidad alguna colectiva, en dinero ó de otro género, á 
una población por hechos i^dividuales de los cuales no sea res- 
ponsable la totalidad (art. 50, nuevo, destinado á evitar la repe- 
tición de los abusos cometidos en 1870-71 por los alemanes). Las 
contribuciones serán sólo pagaderas en virtud de orden escrita 
del general en jefe, bajo su responsabilidad, y se verificará su 
reparto y cobranza según los formas vigentes en el país, de- 
biendo entregarse recibo de cada una de ellas (art. 51, conforme 
con la DecL, art. 41). Las requisiciones en especie y los servi- 
cios personales se podrán pedir únicamente á las poblaciones y 
á los habitantes para las necesidades del ejército de ocupación. 
Estarán acomodadas á los recursos del país, y nunca deberán ir 
dirigidas á obligar á tomar parte en las operaciones contra la 
patria. Sólo podrán pedirse con la autorización del comandante 
de la localidad. En cuanto sea posible, las entregas en especie 
deberán pagarse, pero si no se satisfacen, se certificarán con un 
recibo (art. 52, conforme con DecL, artículos 40 y 42). El ejército 
que ocupa un territorio únicamente puede confiscar el numera- 
rio, fondos y efectos pertenecientes al Estado como propieta- 
rio, los depósitos de armas, medios de transporte, almacenes, 
vituallas, y, en general, toda la propiedad mueble del Estado 
enemigo, útil por su naturaleza para las necesidades de la gue- 
rra. El material de ferrocarriles, telégrafos terrestres, teléfo- 
nos, buques, excepto en los casos determinados por el derecto 
marítimo, como también toda clase de municiones y material 
de guerra, aunque pertenezcan á compañías ó á particulares, se 
encuentran también en este caso; pero deben ser devueltas, 
otorgándose una indemnización por el uso hecho de los mismos, 
al celebrarse la paz (art. 53, DecL, 6.^), El material de ferroca- 
rriles procedentes de Estados neutrales ó de compañías ó parti- 
culares que pertenezcan á los mismos, será devuelto tan pronto 
como sea posible (art. 54, nuevo y justísimo). El Estado ocu- 
pante debe considerarse únicamente como administrador 7 "^tt» 
fructuario de los edificios públicos, propiedad inmueble ^s- 
ques y fincas poseídas por el enemigo en el territorio ocl lo» 
Debe respetar la substancia y administrar, como haría u: i^' 
fructuario (art. 55, DecL, 7.®). Las propiedades de los ff ci' 
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pios^ esUTblecimientos religiosos, benéficos, de enseñanza, artís- 
ticos y científicos^ aunque pertenezcan al Estado, se tratarán 
^jomo si fuesen de propiedad particular, y todo despojo, daño, 
destrucción 6 degradación de dichos establecimientos, monn- 
ii[ientDs históricos y de las obras del arte ó de la ciencia, es ilí- 
cita, y deberá ser perseguida (art. 56, Decl., 8.®). 

Poca enseñanza práctica sobre esta materia nos ofrece nues- 
tra última guerra, debido por una parte á que la ocupación mili- 
tar precedió en muy pocos días en Cuba y Puerto Rico á los pre- 
liminares de pazj que consagraban ya de hecho como definitivo 
él dominio enemigo^ y por otra á que las poblaciones de uno y 
otro punto veían en él la libertad y su triunfo y no la opresión 
de la conquista, estando más los apuros de los norteamericanos 
en proteger á los españoles de la embriagada satisfacción de los 
indígenas por su fácil victoria que en imponer su yugo, tan 
deseado por los últimos. Por lo general, se cumplieron las ins- 
trucciones dadas por Mac-Kinley al estallar la guerra y las es- 
peciales que edicto para Santiago (13 de Julio de 1898), confor- 
mes en su general sentido, como redactadas por un ilustre ju- 
risconsulto, Hoore, a los principios del derecho internacional. 
Se respetaron las leyes y tribunales españoles, permitiéndo- 
se á éstoa dictar sentencias en nombre de su soberano (c). 

(^) Por referirse á uno de los más recientes ejemplos de ocupación militar y el 
bíteres hiatórico que para nosotros reviste, traducimos íntegro este notable do- 
cumento: 

'Pofatrio dtl I^jecutivo. Washington 13 de Julio de 1898. —<áí secretario de la 
Otutra, SeAorr Jja Crtpitiilación de Santiago de Cuba y de la parte oriental de la 
proYincla de Satittago.y U ocupación de este territorio por las fuerzas de los Es- 
tíMloe Unidos hacen necesario dar instrucciones al comandante militar de los Es- 
tados UülGoB acerca la cüuducta que debe observar durante la ocupación militar- 
»E1 primer efecto do ésta es la interrupción de los deberes políticos de los ha. 
"bítanteB y el estaUecUníeuto sobre ellos de un nuevo poder público. En este cam- 
t>io de laa cíjndlcTonee Ó© las cosas los subditos, mientras cumplan sus deberes, tie- 
nen derecho á la seguridad en sus personas y bienes y en todos sus derechos y re- 
ladoucs privadas. Ea mi deseo que los que viven en Cuba se persuadan que la 
intencií^n de los Estados Unidos es cumplir todos sus deberes en este particular. 
Beiáj por eonaiguíents, un deber del jefe del cuerpo de ocupación anunciar y pro- 
«lajnOir del modo mág público posible que nosotros no llegamos para hacer la 
guerra á loa habi tantea de Cuba, ni á partido, ni á fracción alguna de los mismos, 
alno Á pTOtegcrloB oii sua hogares, en sus quehaceres y en sus derechos personales 
3 lijosos, TodoH aquellos que por una ayuda positiva ó por su honrada sumi- 
1 cooperen á los Instados Unidos en sus esfuerzos para dar efecto á este fin be- 
i 10 recibirán La debida recompensa. Nuestra ocupación será tan poco dura y 
osa como a^v posible, 

.1 iiíual que los jtoderes del ocupante militar son absolutos y supremos é in- 
latamente cfectl fos sobre la condición política de los individuos sujetos á 
'ae leyes naelonales del territorio conquistado en cuanto se refieren á lo» 
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La ocnpación de Manila debe juzgarse por muy distintos prin- 

derechos driles de personas y propiedades y proveen al castigo de los delitos se 
consideran en pleno vigor en cuanto son compatibles con el nuevo orden de cosas, 
mientras no son suspendidas ó reemplazadas por el beligerante ocupante y en la 
práctica no lo son nunca, pues éste prefiere respetarlos y que cuiden de su cum- 
plimiento los tribunales existentes, como sucedía antes de la ocupación. Este modo 
de proceder tan inteligente y previsor es el que debe seguirse en cuanto sea posible 
en el presente caso. Los jueces y demás funcionarios que intervienen en laadminis- 
tración de justicia podrán continuar administrando ésta según la ley del país, en 
el supuesto que acepten la supremacía de los Estados Unidos y bajo la inspección 
del comandante en jefe, en los pleitos entre particulares. Se mantendrá en cuanto 
sea posible la policía indígena. La libertad de la población para dedicarse á sos 
ocupaciones ordinarias se limitará únicamente en lo que sea indispensable. 

•Aunque la conducta del comandante en jefe americano debe ajustarse á estos 
principios, tal como acaban de exponerse, será su deber adoptar medidas de bien 
distinto género, si por desgracia el proceder de la población las hace indispensa- 
ble para la conservación de la ley y del orden. Entonces tendrá derecho á desti- 
tuir y expulsar en todo ó en parte á los funcionarios del país, á reemplazar por 
tribunales erigidos por su autoridad los antiguos y nombrar otros nuevos ó su- 
plementarios. En el ejercicio de estos altos poderes han de guiar al comandante 
en jefe su buen criterio y experiencia y su amor á la justicia. 

•Uno de los más importantes y prácticos problemas que habrán de resolverse 
son los relativos al trato de la propiedad privada y á la recaudación y administra^ 
ción de los impuestos. Se da por supuesto que todos los fondos públicos y garan- 
tías pertenecientes al gobierno como á tal, las armas, provisiones y demás pro- 
piedad mueble del mismo pueden ser apresados por el ocupante y destinados á su 
uso. Igualmente tiene derecho á detentar y administrar los inmuebles públicos, 
percibiendo sus frutos, poro sin destruirlos, salvo el caso de necesidad militar. Los 
medios públicos de transporte, como líneas telegráficas, cables, ferrocarriles y 
barcos pertenecientes al Estado pueden asimismo ser empleados, pero tampoco 
hay derecho á destruirlos, salvo el caso de necesidad militar. Las iglesias y edi- 
ficios destinados al culto religioso ó á las artes y ciencias y las escuelas públicas 
deben ser, en cuanto sea posible, protegidos, y toda destrucción intencionada, de- 
gradación ó deterioro de tales sitios, de monumentos históricos y archivos ó de 
obras de ciencia ó de arte, queda prohibida, á no ser que la exija una necesidad 
militar urgente. 

»La propiedad privada, pertenezca á particulares ó á corporaciones, debe so- 
respetada y sólo puedo ser confiscada mediante justa causa. Iios medios de trans- 
porte, como líneas telegráficas, cables, ferrocarriles y barcos pueden ser embarga- 
dos por el ocupante, aunque sean de propiedad particular ó corporativa, pero no- 
es lícita su retención definitiva, salvo los casos en los cuales aconseje su destruc- 
ción la necesidad militar. 

•Aunque es indudable el derecho del conquistador de exigir al enemigo contri- 
buciones de guerra en los puertos marítimos, ciudades y provincias que se ballaii 
en su posesión militar por la conquista y aplicar el producto de las mismas á sa- 
tisfacer los gastos de la guerra, esta facultad no debe usarse en forma que tenga 
el aspecto de una confiscación. A consecuencia de la ocupación militar, los im- 
puestos y contribuciones debidos al anterior gobierno deben ser satisfec 
ocupante, á no ser que él considere más oportuno buscar otra manera de v 
ción para lograr cubrir los gastos del gobierno. El dinero logrado por est 
dios debe dedicarse á satisfacer los gastos de ocupación militar, como, po 
pío, los sueldos de los miembros de la magistratura y de la policía y p 
tisfacción de los gastos del ejército. 



DERECHO F O HMAL.— ESTADO DB GUERRA 263 



r 

I cipioSj pues píidieBdo fundarse únicamente en el protocolo del 

II 13 de Agosto y no en la capitulación, como veremos lueg-o, no 
* teDÍa bajo nm^iiii concepto el carácter de militar, sino de emi- 
nentemente pacííicaj no pudiendo, por lo tanto, usar en dícha 
ciudad los Estados Unidos los derechos que el apoder amiento 
hostil otorga al invasor. Por esto fué fundadísima la protesta 
Itecha por el general Jáudenes al exigírsele la entrega de todo» 
los fondos pertenecientes al Estado el día 16^ después (¿ue el 
mismo Merritt le Labia notificado la conclusión del armisti- 
cio (d) (e). (Kerritt in The American Spanish War^ pág. 278). 

'La propiedad privada que se conflsque para las necesidades á^l ejército debe 
ser satisfejLíha en el a^to en efectivo, después de una equitati Vfii valoración, y si no 
pudiera vedñcafse este pago al contado se librarán los oportunos r<ítjibos. Todos 
loa puertos j plaaaa de Cuba que se hallen en nuestro poder se Abrirán al comer- 
tiio de todüs las nacíoneB neutrales y del nuestro propio, mientra ü se pítguün loB 
debidoe dorechfia de aduana, según los aranceles vigentes en el actoíle la Impor- 
tación, De esta franquicia se exceptúa el contrabando de guerra, — Wii.r4iAM Me, 
Ki.'fLBr. — Por orden del h>ecfeiario de Guerra, H. C. Coeein, (tyudanie geiíeraL' 

Por punto general se cumplieron estas instrucciones religlosameute y eo el bre- 
viBÍifi,ü tiempo que dnró esta, ocupación militar, un mes üscaso, pnea el 12 da 
Agosto f!.e ñrinaba ya el Protocolo, no ocurrió conHicto serlo alguno que meress- 
ca apuntarse. Preclaamente fueron los cubanos, sus aliados y protegidos los que 
íJJeron más que hacer á loa ocupantes; el general Shafter ttivo Herios di&guatoa 
con Calixto Garcia, que quería enarbolar en Santiago la bandera cubana al lado 
de U Oc la unión. En la misma villa los americanos, con perfecto dorccho, pu- 
nieron deade lüc|ro en libertad los presos políticos que en número de 2& se halla- 
ban eu Itifl cárceles. 

fúj Eü Manihv se recaudaron los derechos de Aduana en provecho de los Esta- 
dos Üuído* desde el momento de la destrucción de la escuadra española y con el 
carácter de contribución de guerra. Como no existia entonces la ocupación quo 
tuvo lui^r sólo por la rendición tres meses y medio después (13 de Agosto), eate 
ptoeeder ha sido universalmente censurado como contrario al derecho interna^ 
tíonal. Para la admíoistradón de justicia se siguieron laa mismas foglas adopta- - 
das eu Cuba, pero la proclama del general Merritt ordenaba *para asegurar la au- 
premttcia de los astados Uuidos» el nombramiento de prebostes j aubpreboEtes 
con facultad de detener á los delincuentes tanto 6i viles como militaren. 

/"ej En Isa otras guerras recientes, mientras que la ocupación japonesa aereali^ 
Eó en China conforme i los usos de la guerra de los pueblos civilizados (las re- 
qulfi] clones fueron moderadas y pagándose el importe de los objetos iKíclidcTs, y 
Bolo p&ra responder á abusos cometidos se publicó una tarifa de los mismos^ i la 
cual debían Eujetajrse loa vendedores forzosos, y se publicó un reglEimento para 
la admluistraci^m de justicia), la de Tesalia por los turóos dio lugar á varioíi 
abusos. No sólo exigieron los otomanos nuevos exequátur g á los cónsules extran- 
jeros, ea lo cual estaban en su derecho, sino que hicieron cesar en sus fuucioneía 
á los los tribunales griegos, haciendo absoluto el imperio do sn ley marcial y 
« ios Jefes militares encargados de aplicarla, lo cual permitió A los turcos real- 
d ^ en Tesalia misma ó en otras partes del imperio otomano ganar cuantos 
p x>s quisieron á los habitantes del país invadido. Se restablederou los impuea- 
t *3cieteut09 antes de la anexión á Grecia y se cobró además el de la sal y el de 
Ii ~ ^w^9. Pero donde ll«gaioir los abusos á la barbarle fué en materia de reqni- 
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MI y contrlbatloneB. Verlflcábanse Im primerai iin dañe recibo alguno, poi sim- 
plee acidados machas reces y otras á titulo de multa. En Trikkala los nizamos 
aaesinaron á doce infelices cristianofl por haberse negado á pagar una contrlba- 
ción de guerra. 

La doctrina acerca la situación de los ferrocarriles de Ck>mpañiu enemigas 
ó neutrales durante la guerra ha tenido una ilustración práctica en la sudafri- 
cana. La Comisión inglesa nombrada para decidir acerca los peijuicios sufiridos 
por loe extranjeros resolvió en 1901 que la Sociedad holandesa de los Caminos de 
hierro del Sur del Transwaal, que disfrutaba de la concesión de éstos por el Go- 
bierno de dicha República, era responsable de la ayuda prestada al mismo con- 
tra el de la Gran Bretaña, y, por lo tanto, que si por equidad debía darse algún 
socorro á los accionistas perjudicados, la Sociedad en si misma no tenia derecho 
á indemnización alguna, y que aquéllos debían concederse sólo á los que hablan 
adquirido sus acciones antes de.la ruptura de las hostilidades. Esta resolución, 
de la cual parece quiso protestar el €K>biemo alemán, contradice plenamente loe 
principios Tigentes sobre la ocupación militar y el derecho que tiene el belige« 
rante de servirse de las lineas férreas que existen en el territorio X&rt. 53 antes 
citado del Convenio de El Haya) y mucho más cuando el que lo exige es el Go- 
bierno que ha dado la concesión del ferrocarril de que se trata y en cuyas eláa- 
solas se pacta la obediencia al Estado que la otorga. Gomo observa Despagnet 
fJxk guerre eud-ajricaine, pág. 319), no puede equipararse al caso al del trans- 
porte itLcito de contrabando de guerra por un buque neutral, pues éste obra vo- 
luntariamente y la Compañía de ferrocarriles nacional ó extranjera sirve en yii* 
tud de requisición forzosa é ineludible. Como observan dicho autor y yanfríiann 
fZwr Transwaalbahnfraget Berlín, 1901), el fallo de la Comisión inglesa lleva al 
resultado absurdo de que la propiedad privada enemiga y la neutral sita enp&is 
enemigo pueden ser destruidas y perjudicadas sin derecho alguno á indemniza- 
ción cuando han servido á las operaciones militares del adversario obedeciendo 
á las requisiciones del mismo. 
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SECCIÓN CUARTA 



lECHO VOLUNTARIO Ó CONVENCIONAL EN LA GUERRA 



§ 105. Conven ciones durante la guerra: sal- 
voconductos, salvaguardias, licencias, trem- 
ías y armisticios'^. — Los autores antiguos que 
tasideraban la guerra 'como suspensión absoluta de 
, ley y derecho entre los enemigos, tenían mayor 
icultadj en buena lógica, para afirmar, como lo ba- 
%n unánimemente, que es posible la estipulación de 
avenios obligatorios entre los beligerantes; pero hoy 
ie^ comprendida mejor la naturaleza de la persona 
Jternacional, se sustenta como doctrina palmaria é 
concusa que el hecho de estar en guerra dos Esta- 
la no les priva de voluntad libre y capaz de obligar- 
í recíprocamente, se justifica mejor el deber moral 
í jurídico de cumplir al enemigo la prometida pa- 
bra (1). No son propiamente convenciones interna- 
anales celebradas durante la guerra, porque no res- 
mden á las condiciones en otro lugar indicadas para 
le los actos jurídicos tengan el carácter de tales 
: 55), las renuncias por parte de un Estado belige- 
ite á capturar, detener ó apresar á un subdito, cosa 
>ertcncneia enemiga, pero este es el único lugar en 
le pueden cómodamente explicarse y comprenderse, 
remos j pues, que se suspende el uso de los derechos 
ae la guerra concede en los salvoconductos, autori- 
fcciones dadas á una persona enemiga para atrave- 
sin molestia de ningún género los territorios ocu- 
pas por el que las expide, que se llaman pasapor- 
cuando el con ellos favorecido no es un enemigo, 
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sino un subdito neutral ó propio (2), en las Ucencias 
que permiten un comercio de transporte prohibido (3) 
y en las salvaguardias que son ya reales ó personales 
según consistan en banderas ó señales que distinguen 
á los objetos que por ellas se hacen inviolables, ó se 
designe bajo este nombre á los soldados enemigos en- 
cargados de custodiar aquéllas y tan inviolables como 
lo mismo que guardan y protegen (4). También es 
ejemplo de contratos celebrados por los gobiernos 
enemigos con los subditos de su adversario el rescate 
de las naves capturadas, ya que los referentes á los 
prisioneros de guerra han caído, como en su lugar 
dijimos (§ 97), en completo desuso. Llámase contrato 
de rescate (Eansom's bilí, charle de rangon) aquel por 
el cual el dueño de una nave apresada ó el capitán 
de la misma en su nombre se compromete á entregar 
una cantidad determinada al captor tan pronto como 
el buque llegue libre y salvo á su patria (6). Así como 
los embajadores y plenipotenciarios son los represen- 
tantes que se mandan las naciones en su pacífico co- 
mercio para convenir pactos internacionales, se sir- 
ven para ellos durante la guerra de parlamentarm en 
la terrestre y de naves de cartel en la marítima (^). 
Puede un beligerante mandar á su adversario parla- 
mentarios siempre que le parezca útil, pero éste está 
en plena libertad, sobre todo en el fragor del comba- 
te, de negarse á recibirlos, y en caso de que los acepte 
á condicionar el paso para que el enviado enemigo no 
descubra los secretos de su posición y movimientos. Si 
es delito gravísimo é imposible de concebir entre pue- 
blos cultos cualquier atentado contra la inviolabilidad 
personal del parlamentario, tanto á su ida como á su 
regreso, no lo es menor el que éste abuse de lo s£ si- 
do de su persona para convertirse de mensajei le 
paz en alevoso y traidor espía (7). Las convenc^* ís 
durante la guerra pueden consistir en acuerdos a- 
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iucentea al mejor modo de realizar las hostilidades^ 
'T* gr,; sobre la cobranza de las requisiciones, canjes 
de prisioneros^ ete, (8), ó en la suspensión de las mis- 
mas por un tiempo más ó menos largo y definido, ó 
también en la sumisión j entrega de una fuerza beli- 
gerante á la disposición de su vencedor. Van compren- 
didas en las segundas las suspensiones de hostilidades 
y las treguas y armístieioSj distinguiéndose las prime- 
ras de las dos ultimas, no sólo por su menor duración, 
siendo casi siempre de pocas horas, la mayor parte 
de las voces para recoger los heridos y enterrar los 
muertos (aj^ sino también por las personas autorizadas 
para concluirlas, ya que las treguas ó armisticios ge- 
nerales sólo pueden firmarlos los generales en jefe de 
los ejércitos combatientes ^ y cuando se extiende á todo 
el teatro de la guerra necesita como verdadera spon- 
m la ratificación del jefe del Estado (O). Estas últi- 
mas son las que se llaman propiamente armisticios que 
acostumbran á preceder k la celebración de los preli- 
minares, como estos mismos después á la paz (§ 129). 
Pueden ser las treguas y los armisticios por un tiempo 
determinado ó indefinido (recuérdese que hasta el tra- 
tado de París de 1856 celebraba únicamente la maho- 
metana Turquía con las potencias cristianas, sus per- 
petuas enemigas^ armisticios por tiempo indefinido, 
Bunca verdaderos tratados de paz) (10). La tregua co- 
mienza en sus efectos y carácter obligatorio desde el 
momento en que se firmó para los que la concluye- 
roEj y para los ejércitos respectivos desde el instante 
que llegó oficialmente á su noticia. Acostúmbrase mu- 
chas veces, para evitar rozamientos peligrosos, á fijar 



fí at^ en íermr lG& muertos hnbo uua suspensión de armas en Ladysmlth^ el- 

tlad ^>or loa taoerii, an 27 de Febrero ^e 1900, durante el cual se comunicar üh 11- 

lírea lute amboí* beUgcraiittóS- Durante iiuestra guerra los comandantes de Saoj- 

Hfij y Manila pMleroíi y obtuvieron otra de los sitiadores para consultar A &um 

I «api ires jtííáríi^lcog. 

\ 
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una zona neutral que separe ambos ejércitos durante 
la suspensión de hostilidades. Muy discutido es entre 
los autores lo que sea lícito hacer durante el armisti- 
cio; parece ser la fórmula más aceptable la de que no 
debe un beligerante realizar empresas que si no esis- 
tiese el armisticio tendría interés justo su adversario 
en impedir. Aplicada esta teoría á los sitioSj es ilícito 
reparar las brechas y mucho más aprovisionar de 
nuevo la cercada plaza (H). Concluyen los armisticios 
y treguas indefinidas cuando se denuncian formal- 
mente con la debida anticipación, aviso que si no es 
necesario en las concluidas por un plazo fijo^ es siem- 
pre prueba de cortés atención (12), Hay derecho i 
considerarlas como anuladas cuando las infríngela 
autoridad misma que las contrajo; bien distinto es el 
caso cuando la violación es acto aislado de partícula 
res ó soldados sueltos sin orden y responsabilidad de 
sus superiores ó jefes: basta entonces obtener el cas- 
tigo de los culpables (13). Se equivocan aquellos que 
llaman á las treguas y armisticios paces temporales, 
ya que bajo los muchos é importantes respectos que 
no se refieren directamente ¿'i las hostilidades conti- 
núa en su vigor el estado de guerra (14) (A), 

(1) El cumplimiento de la palabra empeñada ptiede en tiem- 
po de paz encontrar fuerza y apoyo en la utilidad que de ello 
reporten los que la dieron; en tiempo de guerra y al vencedor 
poderoso sólo le obligan á cumplirla su honor y el respeto que 
debe á la justicia y al derecho internacional, Bluntschli (ar- 
tículo 679) abandona sus declamaciones de costumbre para re- 
producir el inmortal texto de San Agustín, que es la base caí- 
dinal de toda esta materia. Graciano lo reprodujo en su Decre- 
to y dice así: Fides enim, guando 2i^^0MÍt¿Uurj etiam kosii se"-"'^^ 
est, contra guem bellum geritur, quanío magü amico, pro ffnú ^ *' 
tur? Pacem haber e dehet voluntas, hellum necesdtaSj u¿ liberta ^ 
á necesítate et conservet in pace, Nmi enimpax gu<sr¿tui% ui * 
eacitetury sed bellum geritur, utpaw acguiratur. 
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(2) No deben confundirse los pasaportes y los salvoconduc- 
tos con las licencias; estas últimas sólo se dan en principio á 
loa subditos enemigos para realizar comercios considerados ta- 
les; aquéllos á los propios y á los neutrales. 

El pasaporte y el salvoconducto pueden considerarse tácita- 
mente como prorrogadas en caso de que por enfermedad ó cau- 
aa mayor no haya podido hacerse el viaje. 

Puede sólo concederlos el jefe del Estado ó el general en je- 
fe. El Hope^ buque americano, fué capturado en su viaje á los 
puertos de nuestra península á pesar de llevar salvoconducto 
del cónsul inglés en Eoston, con copia certificada de una carta 
del Almirante de Halifas. Lord Stowell les rehusó todo efecto, 
fundándose en que el cónsul no tiene autoridad para dar li- 
cencias, ea re íion propomíur^ y que el almirante Sawyer sólo 
tenía autoridad sobre los buques de su mando (Dodson, Admi- 
raltif Reporls, pág. 229) (h). 

(3) Kuestro Ma^nual de Derecho internacional, § 224: «El indi- 
viduo ó individuos que trafiquen á su amparo (de las licencias) 
podrán ser castigados si no se atienen en un todo á su contex- 
to, esto es, á la jurisdicción en que deben extender su tráfico, 
á la clase de éste y al tiempo de su duración. 

»En ciertos países se dan licencias generales, que son la sus- 
pensión completa ó parcial del ejercicio de los derechos de la 
guerra, cuya concesión corresponde al soberano ó á una per- 
sona delegada por él al efecto: general en jefe ó almirante de 
la escuadra. 

sEn los Estados Unidos se expiden por un decreto del Con- 
greso, y en casos perentorios por el presidente de la república 
en su calidad de general en jefe de las fuerzas militares y 
navales. 

:&De la misma autoridad, y por idénticas razones, emana la 



fTíJ CMígo t!o la guerm rw-val norteamericano, art. 13, inserto en la nota ^gj 
id 1 102 (pág. 223). 

jnpLo de salvoconducto decretado por expreso pacto entre los beligerantes, 
concedido á los buqties de la Compañía Transantlántica para el transporte 
[>{Lña dé log heridos y euíermos de Santiago de Cuba. Los Estados Unidos ga- 
Lzaron la altaoltita inviolabilidad de los mismos en su viaje de ida y vuelta y 
¡lOGÍación áe esto acuerdo se hizo por mediación de la Gran Bretaña {Foreign 
% lSDfi> pig. ÍÍ89 y siguientes.). (Véase nota ^/J al § 97, pág. 132). 
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concesión de licencias especiales para viajar ó para la importa- 
ción ó exportación de determinadas mercancías. 

»Esta regla admite excepciones que permiten que su expedi- 
ción pueda hacerse por el gobernador de una provÍQcia, el je- 
fe de un ejercito ó el de una escuadra, bien entendido que ea 
este caso no son válidas más que dentro de los limites de ju- 
risdicción de la autoridad que las ha concedido. 

)>No basta, para que una licencia sea válida, que esté expe- 
dida en toda forma; es preciso que la persona á quien se lia 
concedido no la haga nula por actos anteriores ó posteriores á 
su conc^esión. En efecto: si el poseedor de un documento de 
este género traspasa las facultades que por él se le confieren, 
ó si para conseguirlo ha ocultado calidades ó supuesto otras, 
podrá el beligerante anularlas ó retenerse su propiedad y has- 
ta confiscarla, ya que aquél se habrá hecho acreedor á las pe- 
nas señaladas al fraude que envuelve su conducta. 

» Cuando no es negociable y fué obtenida en propio nombre 
y no en calidad de representante ó agente de otros, esto es, 
para ellos mismos, sus agentes ó tenedores de sus conocimientos, no 
puede dispensar protección á la propiedad de aquellos para 
quienes los concesionarios obran como agentes. Por ejemplo, 
una licencia concedida k L, M, y sus agentes protege á los de» 
más que entren en la misma operación; pero no sucedería así 
si se hubiese expedido k L, M, y compañía, 

» Desde el momento en que se confiere una licencia á un ex* 
tranjero enemigo, cesan todas sus incapa6idades personales, 
y será considerado para los efectos de ella como subdito del 
Estado que se la concede, y como tal, puede sostener, si llega 
el caso, pleitos y demandas ante sus tribunales para defender 
su derecho. 

»En principio la licencia tiene por objeto poner al abrigo de 
toda captura y asechanza la mercancía y el navio que la lleva; 
pero se entiende que esta doble exención no es absoluta é in- 
divisible si so prueba que el buque es realmente propiedad de 
otra persona que la que se quería proteger al conceder la licen- 
cia, que supone en cambio lo contrario; ésta será nula ao 
podrá, por consiguiente, protegerlo. En este caso proc< r¿ 
su condenación, pero no las de las mercancías si sus di os 
©ran ignorantes del hecho. 
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>> Menester es también cumplir exactamente con las condicio- 

í impuestas en todo lo que se refiere al curso y rumbo del ma- 

, Si se establecen escalas en uno ó más puntos, con tal ó 

al objeto^ deberán hacerse, so pena de anular los efectos de 

i ucencia obtenida. 

I »Ijft protección que resulta de la licencia cubre al buque en su 
aje redondo, esto es, en la ida y vuelta del punto en que se 
aba al de su destino, siempre que regrese en lastro, pues 
tao lo hiciere y tomase en su bordo nuevas mercancías, ni 

ni aquál estarían exentas de confiscación. 
^»La licencia solo es válida para el período de tiempo y para 
LolDJeto especial en ella mencionado; aun con mayor raaón 
pibe negársele efecto retroactivo. Su fin es hacer lícita una 
oración comercial determinada y no de legitimar á parle pos- 
\ una especulación, condenable ó ilegítima según las leyes de 
[guerra. 

i >Como fácilmente se comprende, una licencia para comerciar 

un puerto enemigo no da derecho á forzar un bloqueo, ni 

icede el de trancar en contrabando de guerra y oponerse á 

visitas y registros establecidos por el derecho. Las prohi- 

ciones generales que existen sobre estos particulares se con- 

sran como de interés púbHco, vigentes por sí mismas y no 

iendo ser jamás objeto de tácitas derogaciones.» 

FHaUeck, en el capitulo XXX (t. II, pág. 364), trata estén- 

aente de esta materia, siendo el autor de quien Calvo ex- 

I el párrafo qtie precede. 

fÜgunas vece!^ la expedición de las licencias es aconsejada 

el mismo interés del beligerante. Así en la guerra de los 

ios Unidos con Méjico, necesitando los buques americanos 

üvisiones j siendo escasas en California, el comandante de 

^-escuadra del Pacífico y el gobernador militar de aquel terri- 

io ocupado autorizaron la importación de aquéllas de país 

lemigo (Hallj pág. 510). 



MA) Llama Keumann salvaguardias vivas á las personales 
.^ertas á las escritas. Emplóanse las primeras en los sol- 
os dedicados á guardar edificios, hospitales ó monumentos 
Tminadoa. Tales hombres son absolutamente inviolables, 
'^soritas ó simbóHcas son signos que indican la inviolabi* 



272 PARTE BSPECIAL 

lidad del obíeto á que están adheridas; y. gr., la cruz roja d» 
la Convención de Ginebra. 

Ya en su lugar vimos cu¿n gravísima in&acción de las le- 
yes de la guerra era hacer uso de las salvaguardias para es- 
conder fines hostiles. 

£1 art. 115 de las Instrucciones dice que las banderas de 
salvaguardia acostumbran á ser amarillas. La ley ameriouia 
castiga al que no la respete bajo pena de la vida y lo misioola 
inglesa si está en activo servicio (Tovey, pág. 136). 

Véanse §§ 96 y 98. 

(5) El rescate de las naves enemigas y neutras entró en 
uso á fines del siglo xvn. Hautefeuille ha negado la licitud de 
este contrato, pues se ignora si el tribT:^nal de presas confor- 
mará ó no la captura. Gessner y Calvo opinan que en caso 
que se anulase la presa debe volverse la entregada soma, 
pero nosotros creemos, con Ferels, que desde el momento en 
que se accede libremente por el capitán del apresado baque, 
este acuerdo hace ya inútil la sentencia del tribunal. 

En Inglaterra el Naval Prize Act de 1864 dice que corres- 
ponderá al rey en Consejo (in Council) el decidir si será licito á 
los buques de S. M. B. admitir ó no el rescate de las naves 
enemigas y su carga. Pero PhiUimore opina que aun en caso 
de 'estar prohibida es siempre licito en caso de necesidad ab- 
soluta. 

Los autores extranjeros, al citar á España entre las nacio- 
nes que prohiben el rescate, se refieren á las antiguas Orde- 
nanzas de 1748. En las vigentes de 1801, en su art. 56, se 
permite, pero únicamente en caso de necesidad, cuando no es 
posible la conservación de la presa. Dice así: «En caso de ha- 
llarse imposible la conservación de una presa hecha sobre el 
enemigo, y que por esta razón sea preciso venderla, tratar de 
su rescate con el dueño ó maestre, ó bien quemarla, ó echarla i 
pique, cuando no haya otro arbitrio, se proveerá á la segun- 
dad de los prisioneros, ya sea recogiéndolos el apresador ásu 
bordo, ó disponiendo su embarco en algunas de las pres, si 
exigiere esta resolución la falta de otro medio.» Hay k is* 
tumbre de quedarse con una ó más personas de la tripu' ^ 
en rehenes, como prenda del cumplimiento del cod trato p' ff" 
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te del rescatado. La muerte ó faga del rehén no libra del cum- 
püniiento del contrato, pues no constituye la esencia y vínculo 
deés6e; es sólo una mayor seguridad, a collateral ohligation, como 
dicen loa autores ingleses. Como hemos visto ya, el art. 56 de 
ks Ordenauzas de! Corso exige que queden dos oficiales de la 
tripulación del buque rescatado á bordo del captor español; 
otra Beal orden de 22 do Octubre de 1804 repite expresamen- 
te esta prescripción: «Cuando no puedan conservárselas pre- 
saSj deberá el apresador, para justificar su conducta en el caso 
de venta, recoger todos los papeles y documentos pertenecien- 
tes á la presa y su cargamento, y conducir á lo menos dos de 
los principales oficiales de ella, según está prevenido en el 
art. 57, Si hubiere de quemar ó echar á pique el buque apre- 
sado j cuidará igualmetite de la recolección de los papeles y de 
proveer á la seguridad de los prisioneros, como prescribe el 
art. 56- Habiendo de rescatar la embarcación tomada al enemi- 
go, omitirá la percepción de los papeles que hagan falta á los 
rescatados para navegar libremente y entregar los afectos á 
Bua dueños Ó conaignatítrios, pero sin dejar de conducir los 
dos oficiales principales de la presa, como queda advertido, 
para prueba de su procedimiento. Y tanto en este caso como 
en el d© venta, se tomarán declaraciones de algunos indivi- 
duos del buque apresador para justificar completamente los 
hechos.» 

Aunque se baya pactado que en caso de naufragio en el via- 
je al puerto patrio qiiedará perdonado el precio del rescate, 
ao tendría lugar esta dispensa si aquél fuese parcial ó pudiese 
probarse que sucedió por mala fe. 

En caso que el buque rescatado se apartase de la ruta en el 
salvoconducto prefijada, puede ser capturado, quedando sus 
propietarios libres de todo pago, y la nueva presa es válida, 
pero del importe do la misma debe pagarse al primer captor 
el reácate y sólo si algo quedase debe percibirlo el segundo. 
La jurisprudencia británica, partiendo del principio que el 
Jj^nemigo es incapaE de presentarse en juicio, niega el derecho 
M captor de reclamar ante los tribunales ingleses el pago 
c precio convenido. Sólo puede lograrse éste de un modo 
i irecto, y es reclamando los rehenes su libertad, la cual no 
*de decretarse sin que el dueño del buque pague lo esti- 
Tomo in* 18 
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palado. Los tribunales y autores americanos ( Wheaton, Ha- 
lleck, etc.) reconocen más acertadamente que el rescate, sien- 
do uno de los lícitos commercia helli, suspende en todo lo que 
á ellos toca el carácter hostil y, por lo tanto, la incapacidad 
legal que atribuye el carácter enemigo al captor . 

(6) Las convenciones que obligan durante la guerra pueden 
ser 6 anteriores á ella y generales, v. gr., las declaraciones de 
San Petersburgo (véase § 96) y París (véase § 113), las con- 
venciones de Ginebra (véase § 98) y del Haya (véase § 94), ó 
posteriores á su declaración y especiales á la misma. Aquí nos 
referimos á estas últimas. 

Se distinguen de las convenciones en tiempo de paz en que 
pueden concluirlas los jefes de los cuerpos de ejército en vir- 
tud y hasta donde alcanza su autoridad, y no excediéndose és- 
tos de ella no necesita lo que estipulen la ratificación del sobe- 
rano. Pero no pueden ajustaría paz y se comprende; los sol- 
dados tienen por misión hacer la guerra, no terminarla. 

(7) Es buena definición del parlamentario la de Lentnor: la 
persona autorizada por un beligerante para abrir negociacio- 
nes con el otro. Del mismo modo lo hace la Declaración de 
Bruselas : 

«Art. 43. Es considerado como parlamentario el individuo 
autorizado por uno de los beligerantes para negociar con el 
otro, presentándose con la bandera blanca, acompañado de un 
corneta (clarín ó tambor) ó también de un abanderado. Tiene 
derecho á la inviolabilidad, lo mismo que el corneta (clarín ó 
tambor) ó el abanderado que le acompañen.» 

El Manual del Instituto, que cuando participa de la doctri- 
na de aquélla la copia textualmente , dice en sus artículos 27 
y 28 : 

Art. 27. Est consideré comme parlementaire el a droit a Viwoio- 
labilité, rindividu autonsé par Vun des helligérants á entrer enpour- 
parlers avec Vautre, et se présentant avec un drapeau blanc. 

Art. 28. U peut étre accompagné d'un clairon ou d'un tarnt 
iun portedrapeau et méme^ sHl y a lieu, d^Mbn guide et d'un i 
préte qui ont droit aussi á VinviolaUlité. 

Nuestro Reglamento comete el mismo error que Ca,lvo (f 



\ 
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úú Manual) amplificando peligrosamente la definición. Dice 
asi el art. 901: «En campaña se entiende por parlamentario el 
oficial enviado al enemigo con órdenes y poderes formales para 
negociar convenios, capitulaciones, pedir suspensión de ar- 
mas, tregua ó armisticio, exponer reclamaciones ó raparos 
sobre violación de convenios.» 

DecL Brus-, art. 44: «El íefe á quien se manda un parla- 
mentario no está obligado á recibirlo en todas las circunstan- 
ciaa y condiciones. 

»Le es licito tomar todas las medidas necesarias para im- 
pedir al parlamentario que se aproveche de su permanencia 
en el radio de las posiciones del enemigo en perjuicio de este 
último, y si el parlamentario se ha hecho culpable de este 
abuso de confianza, tiene el derecho de retenerlo temporal- 
mente, 

Tí Igualmente puede declarar con anticipación que no recibi- 
rá, parlamentarios durante un tiempo determinado. Los par- 
lamentarios que después de semejante notificación se presen- 
tasen^ perderían el derecho á la inviolabilidad con respecto la 
parte que Ioíí hubiese recibido.» 

El Manual del Instituto, en su art. 29, adopta concierta ti- 
midez las decisiones de la Conferencia (Ze chefauquel tm parla- 
nentaire esl e^tedié vDest pas obligé dé le récevoir en touies circons- 
iances)^ mientras que nuestro Reglamento expone, siguiendo 
la3 Instrucciones americanas (112 y 113), los resultados y 
con secuencia tí de esos principios. 

*Art. 903. Se puede rehusar la admisión de un parlamen- 
tario, singularmente en casos de perjuicio inmediato y mani- 
fiesto para las operaciones, y cuando se recela que el enemigo 
aólo se propone ganar tiempo y dar largas para mejorar su 
situación ó esperar refuerzos. 

3 Art. 904. En combate, por la aparición de un parlamenta- 
rio, no debe suspenderse el fuego hasta recibir órdenes supe- 
riores,» 

Esta doctrina, que es aceptada por Bluntschli (art. 684), 
¡toe explicarse en el sentido propuesto por Landa y el Manual 
mcéaj no debe cesar el combate por la llegada del parlamen- 
rio y éste debe procurar apartarse en su camino de las Kneas 
nde está empeñado el fuego; si insiste en pasar á su través 
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Ó yendo lejos de ellas le alcanzase ana bala perdida, ninguna 
responsabilidad tiene el ejército qne lo hirió. 

Por supuesto que en la pr^tica la cuestión carece de im- 
portancia. Generalmente el parlamentario es recibido en las 
avanzadas; el oficial que las manda le detiene allí con los ojos 
vendados y los oídos tapados hasta saber si su jefe quiere 
admitirlo; en caso. afirmativo los que le acompañen al Estado 
mayor serán su meior guía y defensa; en caso negativo regre- 
sará seguro á su campo. 

Incumbe al parlamentario portarse lealmente con el enemi- 
go que lo ha admitido. Abusar de la inviolabilidad que se le 
concede por la alevosía que contiene es diez veces peor que el 
espionaje. 

Dicen los artículos 30 y 31 del Manual del Instituto: 

Art. 30. Le ch^ qui recoit un parlamentaire a le droit de pretídre 
toutes les meswref nécéssaires pour que la présence de cet ennemi dans 
ses liffnes ne lui cause pas de préjudice. 

Art. 31. Si un parlamentaire abuse de la confÁince qu'on lüi 
accorde, on peut le reteñir temporairement, et s'il est prouvé qu'il a 
proJUéde saposition privilegiée pour provoquer une trakison, il perd 
son droit á l'inviolabilité. 

Docl. Brus., art. 45: «El parlamentario no tiene derecho á 
la inviolabilidad si se prueba de una manera positiva é irre- 
cusable que él ha aprovechado de su posición privilegiada 
para provocar ó cometer un acto de traición.» 

El art. 902 de nuestro Reglamento dice muy correctamente: 
«La persona del parlamentario es inviolable. Pero si abusa de 
este carácter con actos sospechosos que inspiren desconfianza 
se le podrá despedir. Si se le coge en el acto de tomar infor- 
mes ó ?ipuntes, de violar por cualquier media las reglas y^ 
costumbres de la guerra, pierde su carácter y pueden aplicár- 
sele penas graves, incluso la de muerte. En ellas incurre tam- 
bién si se permite instigar á los prisioneros para que se su- 
bleven ó incitar por cualquier medio á las poblaciones al le- 
vantamiento contra el ejército de ocupación.» 

Según el Código de justicia militar, art. 232, incurrirá e. 
pena de prisión correccional á prisión mayor el militar que 
metiere el delito de «ofender de obra ó de palabra á un pp 
mentar io» . 
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Bísmarck acusó á los francetses de haber faltado al derecho 
ioternai'iúrial nada menos que en veintiún casos, no respetan- 
do los parlamentarios que enviaban los alemanes para lograr 
laa rendiciones. Guelle excusa á su patria, pero en el tono tí- 
mido y receloso que emplea se conoce que no está muy con- 
vencido de la inocencia de su causa. 

(8) Lo3 convenios que concluyen los beligerantes durante 
la gtierra pueden ser de naturaleza positiva ó negativa, es de- 
cir, ó se refieren á la manera cómo deben usarse los derechos 
que la guerra concede, v. gr., la manera de cobrar las contri- 
buciones y de percibir las requisiciones, regular las comu- 
nicaciones entre los habitantes de los territorios ocupados y los 
canjes de prisioneros de guerra (véanse §§ 97 y 104), ó nega- 
tivas, es decir, pactándose la cesación temporal de las hostili- 
dades (suspensiones, treguas ó armisticios) ó la sumisión de 
una fuerza enemiga, cuerpo de ejército ó plaza fuerte (capitu- 
laciones), 

(O) Los convenios que suspenden las hostilidades son sus- 
pensiones de armas, treguas ó armisticios. Muy bien define 
los tres el Reglamento español, art. 939: «Las hostilidades 
pueden ser interrumpidas: 

sPor una tregua, que siempre supone algo más general ó me- 
nos provisional que el armisticio. 

»Por armisticio, que es una suspensión temporal de hostili- 
dades ^ sin que por esto concluya la guerra, aunque á veces la 
tregua y el armisticio pueden preludiar la paz. 

»La suspensión de armas «s de término más breve, gene- 
ralmente por pocos días ó pocas horas para cumplir ciertos 
deberes muy indispensables , como recoger heridos y sepultar 
muertos* 

» Capitulación es un convenio por el cual una tropa ó una pla- 
'za fuerte se obliga á rendirse bajo ciertas condiciones.» 

DecL Brus., art. 48: «El armisticio puede ser general ó lo- 

!. El primero suspende en todas partes las operaciones de 

erra de los Estados beligerantes; el segundo en un radio 

terminado.» 

La suspensión de armas puede ser algunas veces tácita; así 
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se hizo en la guerra civil de 1870 del gobierno francés con la 
Commune para permitir á los habitantes de Nemlly abandonar 
sus hogares durante el bombardeo de París. 

Dice el art. 940 del Eeglamento español: «En lo8 tres casosr 
primeros, la suspensión de hostilidades tiene lugar general- 
mente por medio de contrato ó convenio expreso; pero en al- 
gunos casos, por ejemplo, después de un asalto, paraentenar 
muertos ó extinguir incendios, la suspensión puede ser tácita, 
sin acuerdo ni negociación previa por ambas partes, y enton- 
ces vuelven á romperse las hostilidades sin aviso anterior.» 

Claro es que pueden concluir las suspensiones de armas io- 
dos los jefes de cualquiera fuerza beligerante que esté en k- 
oha con el enemigo. 

Las suspensiones de armas y armisticios ó treguas deben 
pactarse por escrito, sobre todo los últimjos, como previenen 
las Instrucciones americanas, y no pueden referirse para nada 
á la condición política ó internacional del territorio ocupado y 
mucho menos en aquel en el cual no ejerce jurisdicción algnna 
el general que las pacta. 

Eegl. esp., artículos 941 y 42: «Las treguas y armisticios 
por un tiempo determinado ó indeterminado generalmente se 
acuerdan entre enviados especiales de las potencias beligeran- 
tes, con demarcación precisa de las lineas que haya de ocupar 
cada ejército, de las zonas neutrales y otras condiciones. 

» También pueden estar autorizados para concluir un armis- 
ticio los generales en jefe por medio de sus jefes de estado 
mayor general. 

»Art. 942. Las suspensiones de armas, como másbreresy 
accidentales, pueden pedirlas y acordarlas los gobernadores 
de plazas, los comandantes de ejército sitiador, y, en general, 
los jefes de cuerpo ó unidad.» (c). 

(c) Se halla muy bien definida esta materia en el proyecto delOongieso militar 
de 1892 en sus articules 9.<* á 14. Helos aqui: 

«Art. 9.® Los gobiernos beligerantes pactarán los armisticios. Las consiguienteí 
suspensiones de hostilidades comprenderán á todas las fuerzas qué se hallen en 
el teatro de la guerra. 

>Art. 10. Los jefes de las fuerzas beligerantes estipularán las treguas. Ia8< 
siguientes suspensiones de hostilidades obligarán á las tropas que mande^ ^ 
contratantes. 

•Las treguas de larga duración se someterán á la aprobación de los Gobio' 

9Art. 11. Los Jefes de tropas beligerantes, cualquiera que sea la importam 
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(10) Cnaado un Estado no cree decoroso á sus derechos 6 

iá su honra hacer la paz con el enemigo, concluye con él una '\ 

•tregua por tiempo indeterminado; asi lo hizo nuestra patri^i ,^ 

' eon Portugal, Holanda y las colonias americanas, salvando ^ 

t\«ií por sJgÚB tiempo la integridad de sus derechos. á 



(11) 'Regí, esp., art. 946: «La conclusión de un armisticio 
81 avisará con la posible rapidez á los cuerpos separados ó 
destacados, sin que la hostilidad de las tropas que todavía lo 
i|íioren dé motivo á la rescisión del convenio, sino en todo 
0i3o á la renuncia de ventajas adquiridas, como devolver pri- 

' iiDneroSj plazas ó fuertes tomados.» 

Dech Brus., art. 49: «El armisticio debe notificarse oficial- 

I mente y blii demora á las autoridades competentes y á las tro- 
pas. Las hostilidades se suspenden inmediatamente después 
de tal notificación» (d). 

éfltae^ podrán suspender parcialmente, y por corto tiempo, las hostilidades, para 
recibir pe-rlajnentarios, retirar heridos y enterrar muertos. La suspensión que se 
Gitípule ob]1g>xrá únicamente á las tropas colocadas bajo el mando directo é in- 
» tuedíato áa. los contratantes. 
. ■Art. 12. Al estipularse armisticios, treguas ó suspensiones de hostilidades, se 
fijará con toda precisión el momento de su principio, y si fueran por tiempo limi- 
tado^ el do su principio y el de su terminación. 

iCuaiido no atí hubiere Ajado plazo para renovar las hostilidades, el gobierno ó 
Jefe beligerante que se proponga continuar la lucha está obUgado á comunicar 
al enemigo^ eon la antelación necesaria, lafecha precisa del comienzo de las ope- 
TBC^ionea, 

«Art. 13, El quebrantamiento de armisticio, tregua ó suspensión de hostilida- 
d«a poi cualquiera de los beligerantes autoriza al otro á renovar Inmediatamente 
3a lucha. 

»Art. 14. Firmado un armisticio, una tregua ó una suspensión de hostilidades, 
lu fueríífti líñLigerantes dejarán libre el paso á los emisarios encargados de trans- 
mitir lo convenido.» 

Código do la guerra naval norteamericano, art. 51, in fine [el resto del articulo 
^üL la nota ía/ del párrafo siguiente]. «Un armisticio general puede sólo condulr- 
ie por el acuerdo entre los gobiernos respectivos de los Estados beligerantes.» 

/^ Es cvldento é indiscutlda la nulidad de las conquistas hechas después de la 
firma del armisticio, aunque en eUas haya procedido en plena buena fe (la cual 
ha de ser muy rara dado el fácil y constante contacto que pueden tener hoy los 
fBaerales con ana gobiernos) el jefe que la realiza. 

LlSKt, ob. t;[t., pág., 316: «Durante el armisticio quedan suspendidas toda» la« 

í raciones bo&tlles. En el caso que en lugares apartados del teatro de la guena 

t eaeu Ingar algunas después de su conclusión (v. gr., toma de plazas, apresar- 

nlcm d« hombres), por ignorarlo el comandante de las fuerzas que los verifica- 

deben ser anuladas y rescindidas.» El Código de la guerra naval norteameri- 

[> acepta, como no puede menos, esta doctrina; pero para no condenar el pío- 
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Es dificil ieterminar bien qué actos son lícitos durante un 
armisticio, y la discrepancia de los autores es grandísima en 
este punto. Heffter es el que sostiene la tesis más amplia: ü 
est loisihle á chacune d'éxécuter dans les lieux occupés par elle tout 
ce fue peut contrihuer áfortiJUT sa posüion et á la rendre plus soli- 
de. Otros autores sostienen, debiéndose la fórmula á Pinbeiro 
Ferreira, que puede el beligerante hacer todo lo que haría en 
tiempo de paz, á excepción de las operaciones militares que po 
dría impedir el enemigo si la lucha durase aún (BluntschU 
§ 691). Aunque esto parece ser lo más cierto en teoría, en K 
práctica creemos con el Manual francés (que tiende, sin en- 
bargo, á la tesis de Heffter) y con Tovey (ob. cit., § 79), qiie 
corresponde á las partes fijar concretamente qué actos serán 
lícitos y cuáles no. 

Hay algunas cosas cuya injusticia es evidente durante un ar- 
misticio, por ejemplo, el reparar las brechas el sitiado. Con res- 
pecto al aprovisionamiento de las plazas cercadas, es la mejor 
solución que el enemigo mismo se cuide do entregar los víve- 
res que durante los días del armisticio necesite el sitiado. Una j 
libertad absoluta haría inútiles los esfuerzos de mucho tiempo ! 
del sitiador. Así se hizo en el armisticio de Treviso de 1801. 
En Noviembre de 1870 no se realizó el armisticio entre fran- I 
ceses y prusianos porque no hubo acuerdo sobre este punto. ! 

Regí, esp., artículos 948 á 950: «Publicado el armisticio, ^ 

toda hostilidad debe cesar en el acto, hasta interrumpir un 
combate empeñado. 

»Las avanzadas no deben intentar ganar terreno ni practi- I 

car reconocimientos fuera de las líneas que ocupen. | 

» Todas las tropas conservan en general las posiciones que i 

ocupaban en el momento de la suspensión, ó las líneas que se 
acuerden en el convenio. \ 

»En sitios de plaza las baterías callan, los trabajos de trin- 
chera cesan; y aunque no sea dable especificar las medidas de- 
ceder de su patria con respecto la capitulación de Manila, del cual hablaremos 
luego, nota (A), hace partir el efecto del armisticio de la notificación. cArt. «^^ 
Para dar cumplimiento á la suspensión de las hostilidades necesita el comanda 
de una fuerza naval haber recibido comunicación oficial de la misma. Si n< 
ordena lo contrario, son nulos y sin efecto los actos de guerra yerifícados desp 
de haberse recibido la noticia oficial de la conclusión de un tratado de paz ( 
un armisticio.» 
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usivas que el sitiado deba suspender, algunos opinan que 
o se deben reparar las obras que aumenten la resistencia, ni 
tncbo menos construirse otras nuevas. 
»Arí;. 949. Pueden, sí, durante el armisticio, los beligeran- 
continuar concentraciones, recluta, abastecimiento, cons- 
cción de armas y organización, en general, del ejército de- 
as de aus respectivas lineas... [El resto en la nota (14)]. 
sArt. 950. El lionor militar prohibe aprovecharse de las 
«ntajas que se pudieran obtener por la ignorancia del enemi- 
aobre la conclusión del armisticio; 'pero á no haberse estipula- 
otra cosa, los bfligera^ites deben quedar en posesión de las venta- 
* adquiridas de bueria fe después de firmarse aquél y antes de ha- 
\er sido notiflmdo,y^ Contradictorio con el 946 antes citado (e), 
Decl. Brus., art, 50: «Depende de las partes contratantes 
ir en las cláusulas del armisticio las relaciones que podrán 
er lugar entre las poblaciones.» 

El armisticio, una ves concluido, debe ponerse en inmedia- 
conocimiento de aquellos que deban cumplirlo. El general 
nchant, jefe del ejército del Este, no sabiendo que sus tro- 
cas estaban de ól exceptuadas, creyó que debía guardarlo; por 
ita motivo pudo envolverle Manteuffel y obligarle á inter- 
arse en SuLaa (f). 

(12) Conformes con esta doctrina los artículos 47 de la De- 
claración de Bruselas y 944 del Regí, esp.: 

«Art. 47. El lirmisticio suspende las operaciones de guerra 
por un acuerdo mutuo de las partes beligerantes. Si no se de- 
termina au duración, las partes beligerantes pueden volver á 



f€j Los plenl poten eiaríoa yanqulí ignoraron, por fortuna, este desdichado ar- 
ticulo en las áÍ5<::uslones de ParÍB [véase nota (A)]. 

fjj El art, 15 del proyecto del Congreso militar de 1892 define muy concreta - 
ixtente los actos qaii son Ucitoa durante los armisticios. 

€Art. 15. No se quebranta un armisticio, tregua ó suspensión de hostilidades; 
Ao. Recibiendo cualquiera de loa combatientes refuerzos ó auxilios cuya llega- 
da no hubiera podido impedir ó estorbar con las hostilidades el otro beligerante 
9 las posiciones que ocupaba al firmarse el convenio. 
~ . CoBStruyeudo ó reparando obras que no estén en primera línea ó en para- 
;Ufi pueda batir el enemigo desde sus posiciones. 

, sgecutttQdo movimientos Ue tropas que no alteren la fuerza y constitución 
A linea más avanzada. Podrán ser, sin embargo, relevadas las tropas de esta 



A<?ogtendo desertorsii procedf^ntes del ejército enemigo. • 
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emprender sus operaciones en cualquier tiempo, siempre cob. 
tal que se advierta al enemigo en el tiempo convenido, confor- 
me con las condiciones del armisticio.» I 

Regí, esp., art. 944: cSi la tregua es por tiempo determina- ] 
do, no hay obligación de notificar anticipadamente la ruptura j 
de las hostilidades. ^ j 

»Si es indeterminada, por lo común se estipula que no po- I 
drán aquéllas reanudarse sino avisando ó denunciando la ter- I 
minación cierto tiempo antes, veinticuatro horas por lo re- 
gular.» 

(13) La infracción del armisticio ó tregua cometida ó con- 
sentida por el enemigo da derecho á tenerlo por nulo ó pedir, 
si se quiere limitarse á ello, la reparación debida; cuando es 
un mero particular obrando por su cuenta y riesgo, hay dere- 
cho sólo á pedir su castigo; si se niega, existe ya una culpa- 
ble complicidad. 

Decl. Brus.: «Art. 51. La violación del armisticio por una 
parte da derecho á la otra á denunciarlo. 

»Art. 52. La violación de las cláusulas del armisticio por 
particulares, por su iniciativa personal, solamente da dere- 
cho al castigo de los culpables, y en todo caso, si hay lugar á 
ello, á una indemnización por las pérdidas experimentadas.» 

Eegl. esp., art. 951: «Cuando una tropa falte á los debe- 
res y obligaciones contraídas, el enemigo puede considerarse 
libre de su compromiso y reclamar que sea destruido lo hecho 
por aquélla, con el correspondiente castigo del jefe que ha vio- 
lado el armisticio, ó romper desde luego las hostilidades. 

»Los generales y jefes deben velar por el cumpHmiento es- 
tricto y leal de lo pactado, castigando con rigor á los infrac- 
tores.» 

Los armisticios más célebres de la presente época son: 1.^ 
El de París de 28 de Enero de 1871 (Mart. N. R. G. xix, 
626); zona intermedia de 10 kilómetros, limite en el mar el me- 
ridiano de Dunkerque. Restitución de las presas hechas entre 
la conclusión y la notificación del mismo. Continuación d 
lucha en Doubs, Jura y la Cóte-d'Or y en el sitio de Bel:" 
Su fin era permitir la reunión de la Asamblea nacional. ( 
cluia en 19 de Febrero, pero se prorrogó hasta el 12 de J 



i 
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zo- Ed 26 de ÍFebroro se firmaron los preliminares. — 2.^ El de 
Ándrinópolis de U de Enero de 1878 (Mart. N. E. Gr. II, m, 
pág, 241). Duración hasta el fin de las negociaciones de paz, 
ya fructuosas ó infructuosas, debiendo denunciarse tres días 
antes con indicación de la hora. Designación de zona neutra. 
Libre circulación de pasajeros y efectos (pero no materiales de 
guerra) en los ferrocarriles. Cesación del bloqueo en los puer- 

■ tos del mar Kegro. En 3 de Marzo se firmaron los prelimi- 
ires de San Estéfano. — 3.^ El de Pirot de 21 de Diciembre 
de 1885 entre Servia y Bulgaria (Mem, Dipl, 1885, pág. 828^ 

^hasta 1.^ de Marzo, prolongándose tácitamenten hasta la con- 
Insióa de la paz, debiendo denunciarse diez días antes si que- 
ría romperse después de 1.^ de Marzo. Vuelta dj9 cada belige- 
rante á su territorio reocupándolo el otro á los cinco días. Zona 
iLeutra de 3 kilómetros á cada lado de la frontera. La paz se 
firmó en 3 de Marzo de 1886 fff). 



(14) El estado de guerra continúa del mismo modo á pesar 
Je la conclusión del armisticio, y como dice un autor antiguo 
antináa el eslado de hostilidad aunque cesen los actos hostiles; 
por eato está prohibida en principio la comunicación de los sub- 
ditos beligerantes entre si, aunque si la duración de la tregua 
^ és larga y con mayor razón si es indeterminada no es raro se 
convengan lo^ beligerantes en permitirla (Manual francés, pá- 
gina 61). Ho aquí los artículos concordantes del Reglamento 
español; art. 945: «El armisticio no implica suspensión de las 
fcyes de la guerra. Se acuerda para dar descanso á los ejérci- 
[>B ó por los rigores de la estación. Puede ser general si se 
extiende al teatro entero de la guerra, ó parcial, si á una sola 
rea ó localidad determinada. 

fgj El de 30 de Marzo de 1895 en la guerra chino-japonesa seguido por la paz 
de 17 de Abril»— Eu Vú j 20 de Mayo de 1897 en la turco-griega, el primero para los 
^érdtoB del Eplro y el segundo para los de Tesalia, ambos indefinidos; la paz se 
«OQclayó el 4 de Diciembre.— El Protocolo de 12 de Agosto de 1898 con los Estados 
XJnidoi, después de ser en sus cinco primeros artículos preliminar de la paz^ cu- 
yas fundamentales condiciones abarcaba, en el sexto y último fué un verdadero 
ktído de dumcióu indefinida. Dice asi en su traducción oficial española: «Una 
bezmlnado y ñrmado este Protocolo deberán suspenderse las hostilidades en- 
as úoñ páis^, y á etste efecto se debían dar las órdenes oportunas por cada 
de ios dos gobio ruoa á los jefes de sus ejércitos de mar y tierra tan pronto 
o sea poRlble.» Como tanto sabemos, el tratado de paz se firmó el 10 de Di* 
"^ire de 1638. 
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»Art. 949. [El principio en la nota (11)],*. El comercio ál 
que se dediquen los habitantes durante la tregua ó armisticial 
puede también ser objeto de cláusulas eapecialea,» 

(A) Segán el art. 32 del Convenio d© El Ha ja (43 de la Decla- 
ración), es parlamentario el individuo autorizado por uno de los , 
beligerantes para negociar con el otro. Presentándose coii ] 
bandera blanca, tiene derecho á la inviolabilidad con el corneal 
ta, clarín ó tambor, el abanderado j el intérprete que quiza Isi 
acompañen. El jefe al cual se envíe un parlamentado no est&l 
obligado á recibirlo en todas circunstancias, j si lo hace pued&J 
tomar todas las precauciones para evitar aproveche su misiéii| 
para adquirir noticias. En caso de que abusara de sus privile-^ 
gios puede detenerle temporalmente (art. 33, conforme Decla-1 
ración 44). El parlamentario pierde todo derecho á la inviolabi-i 
lidad en el caso de que se pruebe do un modo positivo é irrecu*' 
sable que ha aprovechado sus privilegios para cometer un acto] 
de traición (art. 34, Decl. 45). 

El vil asesinato del teniente coronel Rtiiz, com^etido por los 
insurrectos cubanos (Diciembre 1897),coníitituje un hecho inca- 
lificable y sin precedente por fortuna. La excusa alegada por la 
Junta de que el Gobierno revolucionario había conminado ya 
con semejante pena á cualquier delegado español que se presen- 
tare no sirve, pues además que tal acuerdo no fué nunca comu- 
nicado oficialmente, la humanidad y la justicia habrían exigido 
una notificación especial del mismo al infeliz militar j tan sólo 
si, despreciándola, hubiese querido ponetrar por la fuerza en el 
campo insurrecto, se habría podido rechazarle en igual manera. 

Los armisticios suspenden las operaciones de la guerra por 
un mutuo acuerdo de las partes beligerantes. !Si no se ha fijado 
su duración pueden volver á ellas en cualquier tiempo, median- 
te que se avise al contrario dentro del plazo convenido al ajus- 
tarse el armisticio (Convenio, art. 36, DecL, art. 47). Son gene- 
rales cuando abarcan todas las operaciones, y locales cuando 
se refieren á ciertas divisiones de las tropas y dentro un radio 
determinado (art. 37, Decl. 48). Deben notificarse oficialmente 
y dentro el tiempo oportuno á las ti, iit cridad es competentes y & 
las tropas. Las- hostilidades quedan suspendidas desde est^ 
tificación ó del tiempo convenido (h) (art. 88, conforme Beo] 

flij Mejórase así el texto de la Declaraííión tle Bragelaa, qufl al íifiblar »61*_ 
notificación daba margen á discusiones de tuala fe, análogas á la scHsteaf'*'" 
respecto la capitulación de Manila. 
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Incumbe ¿ las partes contratantes fijar en las cláusulas del ar- 
misticio las relaciones que guardarán durante el mismo, tanto 
f entre sí como con respecto á las poblaciones que se hallan en 
el teatro de la guerra (art. 39, Decl. 50). Toda violación grave 
del armisticio por una parte da el derecho á la otra de denun- 
ciarlo, y, aun, en casos urgentes, de volver en seguida á las hos- 
tilidades (art. 40, conforme Decl. 51). Cuando la cometa un par- 
ticular por su propia iniciativa, existe tan sólo el derecho de 
pedir el castigo del culpable y de solicitar una indemnización 
por los perjuicios, si se sufrieron (art. 41, Decl., art. 52;. 

Hasta ahora había sido doctrina incontro vertida que los 
efectos del armisticio, cuando no se especifica un plazo ulterior 
para su principio, comienzan en el instante de su firma. Que- 
daba reservado á los Estados Unidos desconocer este principio, 
cometiendo con ello la más grave de las violaciones del dere- 
cho internacional ocurridas durante la guerra, al sostener an- 
' tes y durante la negociación del tratado de París la validez de 
la capitulación de Manila verificada un día después de la firma 
del protocolo, y únicamente puede comprenderse tal empeño, 
te con o cien do que ai fin y al cabo esa conquista era el único tí- 
tulo posible para la exigencia inaudita de la soberanía de las 
Filipinas. 

La imposibilidad de hallar una razón sólida se demuestra en 
qQ.% cambiaron sucesivamente de argumentos para defenderse, 
frente la unanimidad de los autores, de Grocio á Halleck, y de 
^s mismas Instrucciones americanas de Lieber, conformes con 
las inconcusas reglas que les presentaba el gobierno español* 
Primero el secretario de Estado afirmó que la tregua sólo prin- 
cipió en sus efectos hasta que la conocieron sus generales, des- 
pués de la toma (el día 16 según el mismo Merrittj, j que en 
Ltodo caso era lo mismo ocupación militar que ocupación en ga- 
Irantía; luego la comisión americana se redujo á defender que 
plaza estaba ya antes del 12 de Agosto en poder de sus tro- 
is, porque éstas tenían la intención de tomarla y podían ha- 
berlo logrado, no liaciéndolo por razones de humanidad (teoría 
falsa y análoga á la de Italia con respecto á la no ocupación 
'del YatícanOj que hemos combatido en otra parte, y que con- 
cierte los derechos de un beligerante en indulgencia de su 
jiarioj, y a la postre invocó que también el protocolo había 
>tma capitulación militar (!). La única razón fué la de su 
mdíwTTi,.., qiae si no nos convencíamos era preciso acudir á 
nueva guerra. Nada tenía que ver la mayor ó menor dili- 
f^ia del gobierno americano en comunicar el ajuste del pro- 



k 



286 PASTB BSPECIAL 

tocólo á sus subordinados; el español, al aceptarlo, quería con- 
servar la integridad de sus derechos en aquél entonces, evitar ] 
precisamente que Manila sucumbiese á su situación, y daba | 
sólo la posesión de ésta, como pudo hacer en una estipulación 
ajustada en plena paz, cual £anza de que en el tratado se ha- 
blaríOj digámoslo así, de las Filipinas; aceptada su oferta, todo i 
acto de guerra posterior al momento de la firma era nulo ante j 
el derecho y la moral y lo será siempre ante la Historia (véa- 
se § 129) (¿). 

§ 106. De las capitulaciones*.— Junto cenias | 
treguas y armisticios, son los más frecuentes y comu- | 
nes de los pactos que concluyen entre sí los belige- ; 
rantes las capitulaciones, que consisten en la sumi- | 
sión de una fuerza enemiga (cuerpo de ejército, forta- i 
leza, buque, etc.) que reconoce su insuficiencia para j 
un ulterior combate. La necesidad de las mismas se 
comprende desde el momento en que el heroísmo no j 
es acto obligatorio, sino simplemente virtud moral, á ! 
la cual no es posible llegar á todos. Ya por la urgen- 
cia de resolver un asunto que importa á la salvación 
de muchas vidas, ya porque se encuentra en cierto 

^ij En la guerra de Italia con Abisinia fué notoria infracción de las leyes de U 
fierra la prisión del mayor Salsa en Antalo (Marzo, 1896), que Iba como parla- 
mentario á negociar la paz. La excusa dada por el Negus de que lo quería guar- 
dar como rehén para lograr la devolución de unas cartas dirigidas al general Bal- 
dlsera no sirve para dispensar este atentado al derecho de gentes. 

Durante los armisticios que pusieron fin á la lucha turco-griega uno y otro be- 
ligerante se acusaron mutuamente de haberlos infrigido; los otomanos reconitra- { 
yeron las baterías de Stafídaki, demolidas durante la guerra, y enviaron refaefzos { 
á Tesalia; sus enemigos en cambio alzaron nuevas fortificaciones en las Termo- 
pilas. 

Por una verdadera excepción y repugnando con el proceder caballeresco del 
cual hicieron notoria gala los boers, sufren éstos la acusación de los ingleses de no 
haber respetado durante la lucha los derechos de los parlamentarios y de haber 
abusado de ellos. Seis infracciones de este género citaron los corresponsales in- 
gleses; las más importantes, las ocurridas én el sitio de Ladysmith. En 11 de 
Mayo de li)O0 lord Roberts dirigió una protesta oficial á Kruger y Steijn y éste 
contestó negando los hechos y replicando que habían sido los británicos los le 
en varias ocasiones no habían hecho caso de la bandera blanca. En otros < « 
dieron los sudafricanos por explicación de los errores cometidos que el < *r 
blanco de los trajes de sus clérigos y del pabellón del Orange pudo dax '• ¿ 
BUS enemigos á tomarlo como bandera parlamentaria. 

(*) C. § 159. 




ÜBRECaO FORMAL.— ESTADO DB GUERRA 287 

modo de hecho independíente y abandonada la fuerza 
armada que se rinde, es ésta libre de estipular las con- 
diciones que le convinieren. Por esto puede pedirla el 
jefe de la fuerza que se somete y concederla el supe- 
rior jefe de la enemiga, sin ser sponsio que necesite la 
ratificación de ninguno de los dos soberanos (l). Pero 
aunque convenio de naturaleza internacional, sólo 
puede referirse en su contenido á la suerte de los ca- 
pitulados, jamás contener estipulaciones de carácter 
político ó constitucional que necesitarían siempre, ju- 
rídicamente al menos, la aprobación de un soberano, 
el del vencedor. Por esto se excedió en sus atribucio- 
nes lord Bcntínck, al prometer en la capitulación de 
Genova que ésta volvería á recobrar su antigua li- 
bertad é independencia (2) y no significa la de Roma 
la debelación del Estado pontificio. Dado el carác- 
ter humano de la guerra moderna, es condición tácita 
de las capitulaciones del presente siglo, aunque lo ha- 
yan sido á discreción, el respeto á la vida y libertad 
natural de los vencidos (3). Dejando aparte que en su 
forma es lo más conveniente se estipule por escrito la 
fendiciónj acostumbra á ser el contenido de las capi- 
'tulaciones, ya el quedar prisionera la fuerza rendida 
y apropiándose el vencedor los materiales de guerra 
y plaza ^ ya que adquiera sólo la última, quedando en 
^leiia libertad la guarnición, concesión rara pero su- 
lamente honrosa. Lo más común, en el caso de que- 
rerse rendir tributo al heroísmo de la defensa, es de- 
volver la libertad bajo palabra á los oficiales capitu- 
lados. Es inicuo y alevoso el no cumplir, después de 
conseguida la entrega, las pactadas condiciones, como 
también es injusto, por parte del capitulado, deterio- 
i^ en el espacio que media entre el acuerdo de la 
titulación y su definitiva firma y cumplimiento, el 
terial que debe ceder al enemigo; esto no quiere de- 
que considerando su desgracia no deban interpre- 
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tarse á favor del vencido los pactos obscuros^ de la 
capitulación W. (A). 

(1) El Reglamento español define la capitulación, art. 939c 

« Capitulación es un convenio por el cual una tropa ó una 
plaza faerte se obliga á rendirse bajo ciertas condiciones.» 

La del Manual francés (pág. 64) es preferible: Une capitula- 
Uon est une convenHon miUtaire qui met Jin, avec ou satis conditums, 
á la resistance d'un corps de troupes enfermé dans une place ou cemé 
en rase campagne. 

Decl. Brus., art. 46: «Las condiciones de las capitulaciones 
80 debaten entre las partes contratantes. 

»Ko deben ser contrarias al honor militar. 

»Una vez fijadas convencionalmente, deben ser escrupulosa- 
mente observadas por ambas partes.» 

Esta facultad se comprende muy bien: abandonados á su 
suerte, tienen los rendidos derecho natural á estipular lo que 
crean conveniente; el soberano debe permitir su cumplimiento, 
aunque después castigue á los que firmaron una capitulación 
deshonrosa para su patria. Si no fuese asi, ¿qué beligerante 
admitiría capitulación alguna? 

No deben ser contrarios los compromisos que en ellas se con- 
traigan al honor militar de los rendidos (Decl. Brus., art. 46) 
y entregarse los efectos que en ellas se estipulan en el estado 
en que estaban al firmarse la convención. 

Regí, esp., art. 953: «Una capitulación que comprenda so- 
lamente á una tropa en campo raso, ó á la guarnición de una 
plaza ó punto fuerte, es obligatoria sin ratificación del sobera- 
no, á menos de exceso manifiesto en las atribuciones. 

» Art. 954. La capitulación á veces se acuerda bajo la condi- 
ción de rendirse si no Uega el socorro en un plazo fijo. 

» Art. 956 . Los beligerantes pueden también acordar entre sí 
la evacuación pura y simple, sin capitulación ni destrucción de 
una ciudad abierta ó murada ó de un campo atrincherado (a). 



faj Congreso militar de 1892, artículos 17 y 18: «Art. 17. El comandaí 
una fuerza, plaza ó puesto fortificado que se halle en la precisión de capi 
podrá incluir entre las condiciones de la rendición la forma en que har 
tratados los habitantes del tenitorio sometido á su jurisdicción. 

>Art. 18. Las estipulaciones de una capitulación obligarán á las fuer 
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(2) EegL esp., art. 955: cAl jefe que firme una capitulación 
está vedado abusar de sus poderes comprometiéndose, por 

ejemplo, á que se incluya esta ó la otra condición, política ó 
milit^ir, eti el futuro tratado de paz.» 

El Manual francés, al confirmar esta regla (pág. 65), recuer- 
da la capitulación de Verdun, en la que se estipulaba la vuel- 
ta á Francia^ después de la guerra, de la plaza y su material. 
El Conseü d*mqnéie declaró nulo este articulo, en el que se ex- 
cedió de BUS atribuciones el comandante que lá firmó. Lord Ben- 
tinck al tomar á Genova prometió á esta ciudad y su república • 

la restauración de su independencia. El gobierno inglés, á pe- 4 

Bar del elocuente discurso de Mackintosh cedió Genova á Cer» 
deña en el tratado de Viena (h), ■% 

(3) Hoy la capitulación incondicional (á discreción, avf Gnade i 
wüd Üngnade) no da derecho á pasar á ouchiUo las tropas capi- ^ 
tuladas ni á los habitantes del país (Declaración de Bruselas, í 
art. 46, Manual del Instituto, art 9.^, letra h). Regí. esp. 957: 
«Las tropas ó plazas pueden rendirse á discreción. Antes el * I 
vencedor podía y solía pasar á cuchillo á todos ó muchos de los i 
rendidos. Hoy el derecho internacional no permite más que j 
hacer prisioneros.» \ 

Sólo la rudeza de los tiempos hace comprensible que el mar- \ 

qués de San Felipe ensalce la clemencia del primer Borbón al i 

%Q mandar pasar á cuchillo los heroicos defensores de Barce- I 

üa en 1713, | 

Phalsbourg capituló en 12 de Diciembre de 1870, después .1 

cuatro meses de resistencia; destruyó su comandante todo | 

que hubiera podido servir dQ trofeo á los prusianos y se rin- | 

\ 
fl 

i üiaDda do los lefes contratantes, hubieran tomado parte directa y esencial en | 

V Uechoa de armas que motivaron aquélla. J 

aFo compren (3 eran, por lo tanto, á las tropas y fortificaciones que en el mo- 1 

ati> de la rendición puedan continuar las hostilidades, por no estar bajo la | 

don lameü ía t» de dichos Jefes. » 

Código de la guerra naval norteamericano, art. 61: «La suspensión de armas ó 

^Itulüííón puede ser pactada por el comandante de una fuerza naval de los 

Job Huidos con el Jefe de una fuerza enemiga; pero sin autorización especial 

^llo no t;2iidrá efecto sino con respecto las fuerzas sometidas á su mando.» 

Congreso militar de 18Q2, art 19: «Los Jefes que contraten una capitulación 

. Irán Cü-der, sin estar autorizados para ello, los derechos inherentes a la so- 

& dol Estado ni prejuzgar los términos en que haya de ajustarse la paz.» 

Tomo IIJ. 19 
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dio á discreción [véase nota (A)]; tan noble conducta mereció 
los elogios del Conseil d*enqu^e (c). 

(4) Como capitulaciones notables de estos tiempos pueden 
citarse la de Sedán (2 de Septiembre de 1870) en la que se esti- 
puló que todos los oficiales quedarían en libertad bajo palabra, 
conservando sus armas, pero entregándose el material de gue- 
rra á los alemanes; la de Metz (27 de Octubre de 1870), en la 
que quedaron los oficiales prisioneros de guerra, pero conser- 
vando sus armas. Más favorables fueron aún la de Belfort en 
la misma guerra (16 de Febrero de 1871), pues quedó en ple- 
na libertad la guarnición, secuestrándose sólo el material de 
las fortificaciones; y la de Nisch en la lucha servio-turca (10 
de Enero de 1878) por la cual los soldados y oficiales turcos, 
una vez desarmados, pudieron volver á su patria sin condición ' 
alguna. En la de Plewna (10 de Diciembre de 1877) se rindie- 
ron los turcos á los rusos á discreción (d) (e). 

(A) Muy lacónico es el artículo del Convenio de El Haya re- 
ferente á las mismas. «Las capitulaciones ajustadas en los tér- 
minos que convengan las partes contratantes deben tener en 
cuenta el honor militar. Una vez pactadas, deben ser escrupu- 
losamente cumplidas por ambas partes > (art. 35, Decl. art. 46). 

Al decirse que debe entregarse el material de guerra en el 
estado que se halla, se entiende en el momento que se estable- 
ce el acuerdo; nada impide que antes de él y de manifestarse 
la decisión de rendirse se procure hacer inútil su trofeo al ven- 
cedor. Así lo hizo la guarnición de Phalsbourg en 1870 después 

t'cj lia guerra anglo-boer ofrece varios ejemplos de entregas á discreción* La 
más célebre fué la del ejército del general Kronje anunciada por un parlamen- 
tario al campamento inglés de Parderberg el 27 de Febrero de 1900. Antes, ea 
cambio, hubieron de entregarse dos batallones ingleses en Nicholson Neck (30 
de Octubre de 1899), y en 1.® de Enero de 1900 la ciudad de Kuruman después 
de un sitio de dos meses. 

t'dj En la guerra civil del Brasil, el general Peixoto se negó á admitir la ren- 
dición del almirante Grama y sus oficiales (Marzo de 1894); el oportuno asilo ofire- 
cido por dos buques de guerra portugueses libró á los vencidos del fusilamiento 
que les preparaba el bárbaro dictador. 

^e^ Código de la guerra naval norteamericano, art. 52: «Después de 1 r- 

mado ó consentido una convención de entrega, el comandante que ha cap i- 
do no puede deteriorar ni destruir los barcos, objetos ó provisiones que se m 
en su poder y debe entregar, á no ser que se haya reservado expresamer e- 

recho de hacerlo en la capitulación.» 



DERECHO FORMAL.-— ESTADO DE GUERRA 291 

de xm sitio de cuatro meses; agotados los víveres, su coman- 
dante destruyó su artillería, municiones y fusiles y después 
Abrió las puertas de la plaza anunciando al enemigo que se 
rendía á discreción. Los alemanes honraron este heroísuK) de- 
jando á los oficiales sus espadas y á los soldados sus mochilas, 
autorizándoles á escoger el sitio de su internación; el Consejo 
de información en 1872 elogió como merecía un proceder que 
es viva lástima no haya encontrado imitadores en más recien- 
tes tiempos. 

Tristes son para nosotros las dos principales capitulaciones 
que registra la historia de la guerra hispano-americana: las de 
Santiago de Cuba f/^ y de Manila. La primera (16 de Julio de 1898) 
pacta el término de las hostilidades, la entrega de todo el ejérci- 
to de' Santiago, situado al Este de una línea de Aserraderos á 
Sagua de Tánamo (no comprendiéndose, por lo tanto, las fuer- 
zas del general Luque que se hallaban en Holguín) (g)^ y el com- 
promiso de los Estados Unidos de transportarlo á España. Los 
oficiales conservarán sus armas personales y los soldados su pro- 
piedad particular. Las autoridades españolas se obligan á remo- 
ver todos los obstáculos que impidieren la entrada en el puerto 
de Santiago, y á facilitar la lista de todo el material de guerra 
existente en el distrito, así como el cuadro de las fuerzas de su 
mando. Los capitulados podrán llevarse los archivos militares 
de sus tropas. Las fuerzas españolas conocidas bajo el nombre 



/7y Gracias á los buenos oficios del cónsul inglés, los sitiadores permitieron á 
principios de Julio salieran de la ciudad y se refugiaran en El Caney niños, mu- 
jeres y no combatientes en número de 20.000. 

fgj En el cumplimiento de este pacto se suscitó la cuestión gravísima de si el 
Jefe puede incluir en su capitulación las fuerzas que, aunque sometidas á su 
autoridad, no se encuentran dentro de la plaza sitiada. En efecto, el art. 9.** de la 
oapitalación disponía que todas las tropas del distrito (en juntos unos 23.000 
liombres, encontrándose fuera de la plaza más de la mitad), se concentrarían en 
Santiago para verificar su entrega. Si hubiera resultado cierto que la capitulación 
se hizo con autorización expresa del capitán general Blanco y del Gobierno, la 
cuestión no habría ofrecido duda, pero negando ambos haberla concedido al ge- 
neral Toral, los jefes de dichos cuerpos de la provincia de Santiago, fundándose 
en el Reglamento de campaña que autoriza y ordena á las fuerzas aisladas á con- 
tinuar la resistencia á pesar de la entrega de su superior jerárquico, si" lo creen 
conveniente para su honor militar, se negaron en un principio á cumplir lo pacta- 
do. Pero comprendiendo cuan inútil iba á ser su heíbísmo y persuadidos de que 
pltulación entera de España iba á ser cosa de pocos días, antes de fines de 
I cesaron en su resistencia y se dieron al vencedor. Pero en teoría y dentro de 
rincipios del derecho militar no puede desconocerse era justificada su repug- 
na á considerarse-obligados por el acto del general sitiado, que por el hecho 
itarlo había ya perdido la autoridad sobre ellos. [Véase el art. 18 del Congre- 
■'^tar de 1892 citado en la nota/^o>]. 
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de voltmtarios, moyilizados y guerrillas qne quieran continuar 
en Cuba podrán hacerlo á condición de dar palabra de no to1~ 
rer á tomar las armas contra los Estados Unidos durante la 
actual guerra. Las fuerzas rendidas saldrán de Santiago con los 
honores de la guerra, depositando sus armas en un punto con- 
venido para esperar la disposición del gobierno de los Estados 
Unidos, comprometiéndose los parlamentarios de éstos á reco- 
mendar al mismo que puedan los soldados españoles volver á 
su patria con las armas que tan valientemente defendieron. 

La capitulación de Manila (13 de Agosto) fué mucho más fa- 
vorable: <1.^ Las tropas españolas, tanto europeas como indí- 
genas, capitulan con todos los honores de la guerra, entregan- 
do sus armas en el depósito que se indique. Permanecerán en 
los cuarteles bajo las órdenes de sus oficiales y sujetas á la vi- 
gilancia (control) de las autoridades de los Estados Unidos 
hasta la conclusión del tratado de paz entre las dos naciones. 
Los oficiales conservarán sus armas personales, caballos y pro- 
piedad particular. — 2.® Los caballos que sean propiedad del 
gobierno, y, en general, todo lo que pertenezca á éste, se entre» 
gara á los oficiales de Estado mayor designados por los Esta- 
dos Unidos. — 3.® Las cuestiones relativas á la repatriación de 
los rendidos y sus familias y gastos de la misma serán decida- 
das por el gobierno de Washington. Las familias españolas po- 
drán salir libremente de Manila. La entrega de las armas ren- 
didas por las fuerzas españolas se verificará (según el caso), 
cuando evacúen la ciudad los españoles ó salgan de ésta las 
fuerzas americanas. — 6.? Los oficiales y tropas incluidas en la 
capitulación, serán socorridas por los Estados Unidos, como si 
fueran prisioneros de guerra, hasta la conclusión de la paz. — 
6.^ Se entregarán á las autoridades de los Estados Unidos todos 
los fondos existentes en la Tesorería española y todas las demás 
rentas públicas. — 7.*^ La ciudad, sus habitantes, iglesias y es- 
tablecimientos religiosos y de enseñanza y la propiedad par- 
ticular de todo género quedan colocados bajo la especial salva- 
guardia de la buena fe y honor del ejército americano.» Tal 
generosidad, que llega hasta el punto de dejar libre en cierto 
sentido á la guarnición, se comprende, por la prisa que tenía 
Merritt, obedeciendo órdenes superiores, de anticipar á la firma 
del protocolo el hecho consumado. Para menor gloria y juf**'*'" 
de los Estados Unidos, se había realizado ya el término 
lucha. 
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LA GUERRA MARÍTIMA 

§ 106 ^^. De las especialidades de la g^ue- 
rra marítima'^. — Uno y el mismo el derecho de la 
guerra no modifica esencialmente sus prescripciones 
el elemento en que se ejerce, pero esto no obsta á 
que entrando en juego distintos principios y desarro- 
llándose más algunos por las condiciones del lugar y 
de los intereses que se hallan en conflicto presenten 
diferencias y especialidades las leyes de la guerra 
realizada en el mar y las de la verificada en tierra 
firme. Codificaciones nacionales é internacionales re- 
cientes, de las cuales hablaremos luego, han ensan- 
chado una distinción en la teoría; que antes exponía 
en conjunto los principios comunes y sólo en cada ca- 
pítulo especificaba las aplicaciones que en la lucha te- 
rrestre y marítima tenían aquéllos, tomando siempre 
la primera como regla y principal punto de mira. 
Dos son las razones de este diferente aspecto de la 
lucha en el mar, y diciéndolo mejor, una sola: la im- 
i^^ibilidad de la ocupación exclusiva frente al ene- 
jo y al imparcial, al contrario de lo que sucede en 
continentes. Ni el Océano, ni siquiera el mar te- 
r^rial enemigo, pueden sujetarse á un constante y 

!.. § 146 y 150. Párrafo nuevo; yéaae más abajó nota (10). 
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no interrumpido imperio; los pueblos flotantes enemi- 
gos sólo pueden reducirse por la captura y el amari- 
namiento, sustituyendo forzosa y necesariamente las 
presas á las requisas y contribuciones de la ocupa- 
ción militar. Constituye el agua, por otra parte, la 
calle y plaza donde se encuentran en su comercio y 
en su tránsito las naciones todas. Las ajenas á la lu- 
cha tienen derecho á que ésta no estorbe su uso en 
lo que es común y á que él combate no se verifique 
con lesión de su dominio en sus aceras, constituidas 
por los mares territoriales. En la casa propia ó en la 
la del contrario, dentro de los pisos de un mismo edi- 
ficio ó entre las residencias que componen una man- 
zana, pero siempre de puertas adentro, tiene lugar la 
guerra terrestre; en la vía pública de los pueblos tie- 
ne lugar la marítima, de aquí que la teoría de la neu- 
tralidad (§ 108) halle su casi total desarrollo en esta 
última. Y á más de este contacto con los derechos de 
los terceros Estados, que influye también necesaria- 
mente en la licitud de ciertos medios de lucha, ésta 
en sí misma presenta en el mar caracteres que la se- 
ñalan. Una rápida vuelta al terreno que acabamos de 
visitar nos permitirá recordar las instituciones pecu- 
liares de la guerra marítima que la separan de su con- 
tinental hermana, pero puntualicemos bien antes que 
la calidad de una ú otra se halla en el medio donde es 
sufrida la acción hostil, no en aquel desde el cual se 
efectúa. La hostilización de unas costas por el bom- 
bardeo y asalto, seguidos quizá por la ocupación, ve- 
rificados por una escuadra, son actos de guerra te- 
rrestre; la captura de una nave neutral ó enemiga, 
mercante ó de guerra obtenida por los disparoe '^^ 
una fortaleza, está sujeta á las reglas de la gv 
naval (l). El teatro de la guerra (§ 100) está en la 
rítima en las aguas territoriales de los combatir 
y en alta mar, nunca en el territorial de los ^ 



DERECHO FORMAL.— ESTADO DE GUERRA 295 

I dos neutrales ni en las partes del mar libre, conven- 
I cionalraente neutralizadas (2). De hecho, por las cir- 
kcunstancias del combate, queda el teatro circunscrito 
tá determinadas aguas, como sucedió en la nuestra 
con los Estados Unidos (3); de derecho y expresamen- 
^te puede pa catarse así entre los beligerantes (4). Gom- 
iaiienies (§ 96) son, á más de la fuerza armada, las 
escuadras y la marina auxiliar, los corsarios en los 
^países donde no se ha renunciado el derecho á comi- 
' Bionarlos {§ 103); pero hay que advertir que éstos no 
Ueyan por fin principal hostilizar al enemigo ni con- 
seguir ventajas militares, sino el de capturar la pro- 
piedad enemiga que se ponga á su alcance. Los me- 
dios lícitos de lucha (§ 96) son los mismos que en la 
guerra terrestre, tanto en los de hacer un material 
daño (armas^ proyectiles) como en los de perjudicar 
moralmento (ardides, estratagemas). Deben, por lo 
tanto, observarse en el mar el acuerdo de San Peters- 
burgo aceren los proyectiles de inferior calibre, y los 
de la Conferencia de El Haya, relativos á los disparos 
hechos desde globos aerostáticos (éste temporal) y 
acerca las balas que causan sufrimientos innecesarios 
y las que esparcen gases deletéreos. La misma dejó 
para la ulterior resolución de los gobiernos el deci- 
dir acerca de la legitimidad de nuevas formas de ca- 
ñones y proyectiles (S). La invención de los torpedos 
y de las embarcaciones destinadas á lanzarlos, así 
como la de los submarinos^ medios peculiares y re- 
I cientes de la lucha acuática, ha hecho discutibles en 
derecho de gentes la cuestión de los límites de su li- 
citud , dudosa especialmente , no sólo ya en lo que se 
refiere a los intereses de los neutrales, cual sucede 
Qbién con respecto al uso de otro moderno progre- 
. los cables submarinos (§ 101), sino también como 
ma de destruir á mansalva y sin justificación po- 
de la pi^opiedad naval enemiga (6). También dis- 
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Otttió la Conferencia de 1899 el uso de los torpederos 
submarinos y de los buques con espolén^ y aunque más 
dispuesta á prohibir la construcción de nuevos de los 
últimos que el empleo de los primeros, nada decidió 
en concreto sobre ambos puntos (7). El bombardeo 
(§ 100) que en las campañas continentales es mero 
incidente ó consecuencia de los sitios de las plazas 
fuertes, se presenta en las del mar como hecho aisla- 
do de abrumadora presión sobre las ciudades abier- 
tas é indefensas de la costa enemiga, y por esto es 
que con referencia al de ellas hemos visto discutida 
su legitimidad. De parecido modo, aunque como suer- 
te de cerco, sin ninguna acción positiva, es concebi- 
ble también el bloqueo de una ciudad del interior i)or 
fuerzas terrestres; se entiende por tal comüimiente la 
prohibición, mantenida por medios navales suficien- 
tes, de la comunicación de un puerto ó litoral con el 
exterior, y es, por lo tanto, este modo de combate 
principalmente marítimo. Pero como á quienes atafie 
el deber de respetarlo es á los neutrales, en cuanto es 
notificado y efectivo (ya que los enemigos lo han de 
hacer por serlo, y tenga ó no tales condiciones el blo- 
queo, se hallan siempre expuestos á la acción hostil 
que tienen enfrente), con la teoría de la neutralidad 
hemos de detallar las condiciones y efectos jurídicos 
de esta forma de guerra (§ 120 y 121) (8). Iguales son 
los derechos en las personas de los beligerantes, y por 
no ser tales, la doctrina mejor exceptúa, cuando no 
hay otra razón que lo abone, de detención y prisión 
de guerra á los viajeros inermes de las embarcacio- 
nes de comercio apresadas (§ 125) (8). Heridos (§ 98) 
j prisioneros (§97) gozan, pues, de los mismos dere- 
chos en el mar que en la tierra, si bien la circí 
tancia de verificarse el cuidado de los primeros 
medio de buques á ellos destinados por los mis^ 
beligerantes, ó por la caridad privada ó la neul 
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fué origen de los no ratificados artículos adicionales 
de 1868 que aplicaban los principios de la Conven- 
ción de Ginebra á las guerras marítimas, los cuales 
han alcanzado pleno vigor en su fundamental sentido 
por el Convenio de El Haya de 1899, que lleva igual 
título. En el llamado derecho convencional durante la 
guerra (§§ 105 y 106) no hay otra diferencia que la 
de ser almirantes y buques en lugar de generales y 

E ejércitos ó plazas fuertes los que otorgan ó reciben 
§alfíoconductos y licencias , envían y admiten parta- 
mentarlos^ pactan treguas y se rinden en las capitula- 
mones. Como antes apuntamos, la ocupación militar 
(§ 104) y la captura de la propiedad privada enemiga 
(§ 102) son las dos instituciones que respectivamente 
caracterizan una y otra clase de guerra; la necesidad 
de aquUatar, tanto los buques de la marina pública 
como los corsarios, la legalidad con la cual han hecho 
uso del derecho á la última y de que el Estado belige- 
rante sancione por tribunales, al efecto instituidos, 
el apresamiento, funda el llamado derecho de presas 
(§§ 125-28), parte final del de la guerra marítima, el 
cual decide también en las capturas hechas á los sub- 
ditos neutrales, reos de actos de hostilidad privada 
y objetiva (lo). Las ordenanzas sobre la constitución 
y procedimiento de dichos tribunales y las instruccio- 
nes sobre el ejercicio del derecho de visita (§ 122) y 
de planteamiento de bloqueos (§ 121) constituyen pre- 
ciosas y útiles fuentes parciales y positivas del dere- 
cho de la guerra marítima tal cual es practicado por 
las naciones (H); el haber logrado ya la terrestre por 
el Convenio de El Haya un texto internacional que 
unifica BUS prácticas hace desear tengan las hostili- 

I~ ^es en el mar igual norma internacional. Hoy sólo 
iten en tal sentido como definición de reglas ge- 
lles, más ó menos aceptables, la Declaración de 
■te de 1856, y como capítulo suelto el Convenio 
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antes citado de El Haya sobre el trato á los heridos, 
y es primer modelo de una codificación sistemática y '- 
completa el Código de la guerra naval para el uso del 
servicio marítimo de los Estados Unidos, promulgado 
por el presidente de dicha república el 27 de Junio 
de 1900, trabajo por lo general acabado y sensato (12). 
Con muy buen sentido se reconoce en su art. 54 que 
el derecho de la guerra terrestre es y ha de ser su 
legislación supletoria en los casos en él no determi- 
nados (13). ¡Quiera Dios que realizándose las prome- 
sas hechas en El Haya en 1899, nuevas conferencias 
decidan los puntos discutidos del. derecho de la guerra 
naval que dejó allí en suspenso el areópago de las na- 
ciones marítimas! 

(t) Según Liszt (ob. cit., pág. 317), á la guerra de costas pue- 
de llamársele también guerra mixta, 

(2) Entre los mares y sus estrechos que no pueden ser tea- 
tro de operaciones hostiles figuran hoy el canal de Suez [§ 39, 
nota (A)], los ríos Congo y Níger y el Danubio hasta la Puer- 
ta de Hierro [§ 40, notas (3)y(5)]. Es evidente que en las 
aguas territoriales de los Estados neutralizados [véase § 108, 
nota (4)] la imposibilidad de verificarse en ella actos de gue- 
rra tiene un doble fundamento: la soberanía de los mismos y 
el pacto internacional en el cual se pacta. 

El art. 4.^ de las reglas del Instituto sobre el régimen del 
mar territorial [§ 40, nota (B)] faculta á los Estados neutra- 
les á fijar, por su declaración de neutralidad ó por- notificación 
ad hoc, más allá de las seis millas la zona neutral hasta el al- 
cance del cañón de sus costas. 

(3) Siendo su objeto la conquista de Cuba primero y des- 
pués la de Puerto Eico y Filipinas, el Atlántico y el Pacífico 
fueron el teatro exclusivo de la guerra, y para evitar ^ 
ladaran los Estados Unidos al Mediterráneo y en las c 

la Península, como amenazaba ya la escuadra del a^ 
Watson, se apresuró nuestro gobierno á ajustar el '^ 
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ie Agosto y deí?pués la paz definitiva de Diciembre. Aun el 
amo derecho de presas fué eíercidó exclusivamente por los 
lorfceamericanaa en las aguas de las Antillas. 

(4) Durante el siglo xvm, primero en 1759 por tratado en- 
re Hui^ia y 8aecia, después, en 1780, por otro entre Dina- 
larca y Rusia, y finalmente, en 1794, por acuerdo entre Di- 
namarca y Suecia, se convino en que en el mar Báltico queda- 
sen excluidos todos los actos de hostilidad. 

Durante la guerra franco -prusiana se encontraron en un 
puerto del Japón, en Nagasaki, dos barcos de guerra, -francés 
el uno y alemán el otro, y el capitán del primero propuso al 
del segundo, y éste aóeptó, no hostilizarse, en consideración 
al prestigio de Europa en los mates del extremo Oriente. Pero 
al indicar después los ministros de ambos beligerantes en To- 
kio á sus gobiernos la utilidad de un acuerdo general y expre- 
so sobre este punto, el de París se negó á ello, fundándose en 
la importancia del comercio prusiano en aquellas aguas (Tau- 
cMLIe en Bonfils, núm. 1.271*). 

(5) Hay qtie tener también presente la aspiración 3.^ de la 
conferencia determinando que las cuestiones relativas á los 
fusile 3 y cañones de marina sean estudiadas por los gobiernos 
á fin de llegar á un acuerdo acerca el uso de nuevos tipos y 
calibres [véase §96, nota (A), pág. 108]. Este acuerdo nega- 
tivo y la declaración prohibiendo los proyectiles que difundan 
gases asfixiantes y deletéreos fueron los únicos resultados de 
los trabajofi de la subcomisión de marina. 

Acerca las armas nuevas y los nuevos proyectiles había 
propuesto el capitán Schéine, delegado ruso, que los gobier- 
nos se obligaran durante cinco años: 1.^ A que los cañones no 
pasasen de 431,7 m. en toda clase de los mismos. — 2.^ No 
constrtiii'loa de mayor largo que de 45 calibres. — 3,^ Que las 
pólvoras no pudiesen tener una fuerza inicial superior á la de 
3.000 pies, ó sean 914 metros. — 4.^ Que las corazas no pu- 
I an tener un espesor superior de 35 7i cm., último tipo 
I \a casa Krupp. El almirante francés Péphau propuso en 

t.bio una fórmula más general, el compromiso de no hacer 
^^r en los tipos una transformación radical, como la suce- 
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dida en el cambio de los cañones de boca por los de recámara 
y qne no sufriesen aumento los calibres. No se aceptó lo pri- 
mero por demasiado concreto, lo segundo por harto vago. El 
delegado español convenía con la última parte de la proposi- 
ción Péphaa y los Estados Unidos y la Gran Bretaña manifes- 
taron por telégrafo su oposición á la de Schéine. Fué el único 
término de avenencia la consulta á los gobiernos respectiyos 
indicada en el voto del acta £nal. 

(O) El torpedo, esta terrible máquina (inventada precisa- 
mente por un norteamericano, Turtle, durante la guerra de la 
independencia), ha demostrado ya con los hechos la revolución 
que ha ocasionado en la naval estrategia. En la guerra de sece- 
sión los confederados echaron á pique con ellos más de 20 na- 
ves de la marina federal y en la guerra civil de Chile (1891) el 
torpedero Lynch hizo lo propio en tres minutos con el acorazado 
insurrecto Blanco Escalada. Los éxitos más recientes de esta 
invención tuvieron lugar en la guerra chino-japonesa de 1895. 
Si al principio de ella los torpederos fijos lograron, puestos por 
los chinos, diferir la tpma de Port-Arthur, en Wei-Hai-Wei, 
el Ting-Yuen y otras dos naves fueron al fondo del mar por la 
obra de los torpederos del Japón, siendo dicha batalla el epi- 
logo de la lucha. 

Si su empleo en defensa de las costas y puertos es absoluta- 
monte licito [evitando, sin embargo, dificultar con ello el co» 
mercio neutral (véase § 114)], no lo es menos cual legitimo 
medio de ataque de ]a flota beligerante enemiga; no hay que 
decir lo mismo de su uso para destruir las naves de. comer- 
cio y la propiedad privada enemiga (véase Eivier, t. ü, pá- 
ginas 335 y 36). Con razón observa Martens que si existiera 
un gobierno capaz de autorizar á sus torpederos para echar á 
pique barcos, durante la noche y sin haber comprobado su 
nacionalidad, se encontraría bien pronto en estado de guerra 
con los demás gobiernos (T. III, traducción francesa; T. DI, 
§ 110). «No puedo concebir, añade Mr. Dupin de Saint *~ 
dré (Revíie des Deux Mondes, 1886), que las naciones euro 
sean tan bárbaras y desprovistas de sentido para enviar 
tra las naves de comercio torpederos que no pueden hace^ 
cosa que hundirlas, en vez de detenerlas por medio decr^ 
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qii6 las amarinen en ventaja de los captores y de su país.» 
Geffcken propone que por un acuerdo internacional se regule 
el derecho de colocar torpedos en alta mar. 



(7) En la circular del conde.Mouravieff convocando la asam- 
blea de la paz de El Haya figuraba como cuarto tema la prohi- 
bición da emplear en las guerras marítimas torpederos sub- 
marinos ó sumergibles fplongeurs) y otros artefactos de des- 
trucción de semejante naturaleza y el compromiso de no cons- 
truir en lo sucesivo barcos de guerra con espolón. En la deli- 
beración de la Subcomisión de marina, de la cual hemos ya 
hablado en una nota anterior, no mereció gran favor la prime- 
ra parte de esta proposición, juzgando la mayor parte, y esp^- 
oialmeD te los delegados de los Países Bajos, Suecia y Norue- 
ga y Turquía, que los torpederos submarinos significaban una 
defeufía preciosa de las costas, á la cual no podía renunciarse 
y menos que nadie los pequeños Estados. Más favorables se 
mostraron acerca la condena de los buques con espolón, aun- 
que haciendo constar que no. debiera aplicarse á los ya cons- 
truidos ó en curso de construcción, y que no debía entenderse 
por tales los barcos que tuvieran la roda (étrme) reforzada en 
forma ti a poder dar un choque y recibirlo. Pero llevadas am- 
bas cuestiones al seno de la Comisión en pleno, resultó impo- 
sible el acuerdo. Acerca los torpederos submarinos, sólo cinco 
Estados (Bélgica*, Ghrecia, Prusia, Siam y Bulgaria) votaron 
por la prohibicióu. incondicionada, otros cinco lo hicieron si se 
acordaba por unanimidad (Alemania, Italia, Gran Bretaña, 
Japón j'-Eumanía), nueve opinaron en contra (Estados Uni- 
dos, Austria-Hungría, Dinamarca, España, Francia, Portu- 
gal, Suecia y Noruega, Países Bajos y Turquía), abstenién- 
dose tres (Rusia, Servia y Suiza). Sobre los buques con espo- 
lón y aun con las salvedades antedichas, siete la rechazaron 
en absoluto (Alemania, Austria-Hungría, Dinamarca, Espa- 
ña, Portugal, Suecia y Noruega y Turquía), otros siete si no 
se admitía por unanimidad (Estados Unidos, Gran Bretaña, 
-a, Japón, Persia, Países Bajos y Rumania), cuatro úni- 
_Bnío aprobaban la interdicción (Francia, Grecia, Siam y 
garia), absteniéndose otros cuatro (Bélgica, Rusia, Servia 
"^za). Propúsose también á la Subcomisión que se tomaran 



902 PABTB BSPIBCIAL 

medidas para que en tiempo de paz se enmascararan los espo- 
lones para evitar las tremendas consecnencias de sus choques, 
pero aquélla se consideró incompetente para decidir esta cues- 
tión, teniéndola por de régimen interior. 

Hay que tener presente que lo que discutió la Conferencia 
y es asimismo objeto de debate en la teoría es el uso de los 
submarinos, que son á la vez torpederos; los que no reúnen 
esta cualidad son tan indiscutiblemente lícitos como los tor- 
pederos que navegan en la superficie de las aguas. 

(8) Nuestro Diccionario de la Academia define el bloqiieo como 
un acto exclusivo de la guerra marítima, diciendo que es blo- 
quear f cortar todo género de comunicaciones á uno ó más puer- 
tos y con frecuencia á una parte determinada del litoral enemi- 
go.» Es cierto que la da antes como sinónima de asediar, pero 
en este artículo envía pura y simplemente á bloqtiear, Claro es 
que el bloqueo marítimo es el más frecuente y común, pero déla 
misma etimología del antiguo alemán bloch, que significa masa 
grande y pesada, se deduce que bloquear contiene sólo la idea 
de obstruir con un estorbo la comunicación de un lugar deter- 
minado, y esto es posible lo mismo en tierra que en el mar. En 
francés tiene este sentido general; sirva de ejemplo el nuevo 
diccionario Larousse: «Cerco de una ciudad, campo, piierto ó cual- 
quiera otra posición enemiga realizado con el objeto de intercep- 
tar toda comunicación entre el puerto bloqueado y el exte- 
rior.» Barcia, en su Diccionario etimológico, también lo define: 
«Cercar una plaza fuera de tiro de cañón y de manera que se 
intercepten los pasos, ó algún puerto, etc.» Los escritores mi- 
litares usan también las dos acepciones, y en sus tratados de 
estrategia detallan las formas y medios de los bloqueos terres- 
tres ^ prólogo, por lo común, de los sitios, de los cuales se sepa- 
ran, como decimos en el texto, en que se trata de impedir la 
salida, mientras que en los últimos se quiere obtener la entra- 
da y rendición. Pero tales bloqueos en tierra no necesitan re- 
gla especial alguna del derecho internacional, ya que en ellos 
se aplican pura y simplemente las ordinarias reglas de L 
pación militar y de la ley marcial que la regula (véase § 
á las personas y propiedades privadas que se encuentr 
las líneas donde se establece. La presencia de un ner"^ 
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actor, cnya buena fe requiere especiales consideraciones, sólo 
ie ocurrir y ocurre en el bloqueo marítimo. 

(8) Reglamento de presas del Instituto (artículos 52 y 53): 
«De las personas encontradas á bordo de la presa gólo serán 
[-consideraílas como prisioneros de guerra las que forman par- 
Ite de la Juerza militar del enemigo ó que lo han asistido ó se 
f BOBpeciía de ello . El patrón , el sobrecargo , el piloto y las 
[demás personas cuya deposición pueda ser útü para compro- 
I1>ar los hechos serán retenidas provisionalmente á bordo, de 
Idottde no podrán marcharse, después de declarar, sino en vir- 
i#iid de una orden del tribunal.» Más claro y categórico el ar- 
l'tlculo II del Código norteamericano de la guerra naval: «El 
personal do un buque mercante enemigo apresado puede ser, 
á diacreciÓR del captor, detenido en concepto de testigo ó como 
prisionero de guerra, si á consecuencia de sus conocimientos 
ó de su inscripción en la marina enemiga es inmediatamente 
mtili^able para el servicio naval del adversario, ó dejado en 
plena libertad y libre de toda internación. Tiene derecho á sus 
efectos personales y propiedad individual que no pueda ser 
tenida por contrabando de guerra ni como parte del buque ó de 
su equipo, y no sea dinero, objetos de plata ó cargamento del 
navio. Todos los pasajeros que no estén al servicio del enemi- 
go y lai^ mujeres y niños deben soltarse y ser desembarcados 
en el puort o oportuno ala primera ocasión. La persona al ser- 
vicio naval de los Estados Unidos que pille ó maltrate en algún 
modo á individuos que se^encuentren á bordo de un buque mer- 
cante apresado será castigada severamente.» Conforme á estos 
hutnanitíirios sentimientos, durante nuestra guerra de 1898 
loa Estados Unidos dejaron desde luego en libertad á los pa- 
sajeros paisanos que hallaron en los buques apresados, guar- 
dando solo como prisioneros á los militares. Así se hizo á pri- 
^, meros de r^Iayo con los que iban en el Argonauta; quedáronse 
ólo con un coronel, un médico, seis oficiales y tres subalter- 
b; los demás \^iajeros se marcharon libres en unas lanchas, 
cnanto á las tripulaciones, se guardaron como testigos á 
dñoialeií de las naves; la simple marinería fué dejada en 
"tad, aunque algunos fueron alojados provisionalmente en 
^/eles para evitarles manifestaciones hostiles. 
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Durante la guerra franco-prusiana, f andándose en qtxñ el 
reglamento prusiano de 1864 también lo disponej loa france- 
ses consideraron como prisioneras las tripulaciones de las na- 
ves apresadas, lo cual motivó una protesta enérgica de Bis^ 
mark, y que éste, como represalias^ hiciera mandar á Alema- 
nia 40 habitantes de Gray, Vesaoul j Dijon. EesuUado de 
esta controversia es que los autores fran ceses , Bonfils^ por 
ejemplo, defiendan este derecho, que, á pesar de su naciona- 
lidad, admite también Liszt, con la única salvedad de que iean 
el capitán ó tripulantes subditos enemigos* A nosotros nos 
parece más humana la solución del Instituto j, en último caso^ 
el término medio del Código norteamericano. Pero en todo 
caso es indudable la libertad de lod subditos neutrales j de 
los viajeros que no sean culpables de actos de hostilidad. 

(10) Meros editores de nosotros mismos, hemos tenido que 
renunciar con harta pena á hacer en esta nueva impresión 
las radicales mudanzas que una mejor concepción del sistema, 
tal cual resulta del desarrollo actual de la ciencia d© las reía- 
dones jurídicas internacionales, habría exigido. Es, pues, el 
presente párralo simple indicación de la necesida^d de tratar 
de otro modo el derecho de la guerra; el querer hacerlo desde 
luego nos habría llevado al libro nuevo^ que no quiaimoa acó* 
meter al principiar esta revisión, con un acierto del cual duda- 
mos ahora recorridas las tres cuartas partes del insoportable 
camino. Pero para significar bien obedecemos sólo al criterio 
adoptado hemos de exponer brevemente el método con el cual 
creemos ha de tratarse el capítulo del derecho de la guerra. 
Ha de empezarse con una parte general, determinando la no- 
ción de la misma, sus clases, qué Estados pueden hacerla, cómo 
se declara y cuándo concluye. Ha de seguir otra coman que 
determine los efectos de la misma en las relaciones de loa Es- 
tados beligerantes y sus bienes, asi como en lo que ae refiere 
á los intereses y personas de sus subditos y la suspensión de 
dichos efectos por el derecho convencional durante la lucta. 
Aunque el concepto general de la misma, en sus medios li- 
les y materiales, reducidos éstos á lograr lo antea y co] 
menor daño posible el abatimiento del enemigo, y la nr 
del herido y del prisionero deben quedar incluidos en es*^» 
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* te, han de pertenecer á las dos secciones de la especial la apli- 
cación de los mismos á la guerra terrestre y nlaritima. Corres- 
ponden al estudio de la primera el detallado estudio de la pri- 
fiión de guerra de la Convención de Ginebra de 1864 y, sobre 
todo y singularmente, el de la ocupación militar; son de la se- 

¡.giinda la crítica del corso y de la marina auxiliar que ha de 
sustítuirlej la consideración de los nuevos medios de la guerra 

. naval, torpederos, submarinos, buques con espolón, etc.; la si- 
tuación de los embarcados en la presa, el trato de los heridos 
©n el mar, según el Convenid de El Haya, y la captura de la 
propiedad privada enemiga, otorgada por el derecho positivo 
sin escrúpulo. Aunque el derecho de presas marítimas (forma de 
la captLirii, juicio de la misma y tribunales que deben efectuar- 
lo) podría colocarse también, como hemos hecho en este libro, 
despuÓH de la doctrina de la neutralidad, ya que afecta asimis- 
mo á loa aábditos de terceras naciones, pensamos hoy que, te- 
niendo por principal razón el derecho que la guerra da á las 
cosas del subdito enemigo que se hallan en el mar, ha de figu- 
rar á un lado como éorolario del miámo. A más, reflexionan - 
dolo bien, el subdito neutral que es condenado en sus intere- 
ses (buque ó cargamento) lo es por haber cometido, infringien- 
do su deber j un acto de hostilidad personal, ya dedicándose- á 

'mn transporte ilícito, ya surtiendo al enemigo de efectos de 
contrabando, ya formalmente violando un bloqueo. 

(11) En este concepto pueden citarse entre los textos de 
nuestro derecho positivo el reglamento concerniente al blo- 
queo de puertos y captura de buques sospechosos para su apli- 
cación en la guerra del Pacifico, de 26 de Noviembre de 1864 
(T. lY, 1 04) y las instrucciones para el ejercicio del Derecho 
de vií^ita, de 24 de Abril de 1898 (Gaceta de Madrid de 25 del 
mismo mes y año). Correspondiendo á estas últimas, el go- 
bierno de los Estados Unidos promulgó en 20 de Junio del 
dicho año otras instrucciones para los buques y cruceros blo- 
queadores. 



12) El Naval War Code, obra del capitán Carlos H. Stock- 
, de la Armada de los Estados Unidos, bajo la dirección del 
iretarío de la Armada, fué aprobado por el Presidente, para 
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el oso de la Armada é información de todos los en ellas inte- 
resados por decreto de 17 de Junio de 1900. Lleva el subtí- 
tulo de leyes y usos de la guerra en el mar y consta de nueve 
secciones que son: I. Hostilidades (artículos 1.^ á 8.^). — 
n. Beligerantes (artículos 9.® á 12). — IH. Buques belige- 
rantes y neutrales (artículos 13 á 20). — IV. Buques-hospita- 
les, náufragos, enfermos y heridos (artículos 21 á 29). — 
V. Ejercicio del derecho de visita (artículos 30 á 33). — ^VI. Con- 
trabando de guerra (artículos 34 á 36). — Vil. Bloqueo (ar- 
tículos 37 á 45), — VJJUL. Envío de la presa (artículos 46 á 
50). — IX. Armisticios, treguas, capitulaciones y violación de 
las leyes de la guerra (artículos 51 á 55). 

El art. 55 dice así: cLas reglas precedentes se edictan con 
la probación del presidente de los Estados Unidos paraa go- 
bierno de todas las personas que intervienen en el servicio na- 
val, sujeta, sin embargo, su aplicación, á lo que dispongan las 
leyes y tratados de los Estados Unidos que están en vigor ó 
pudieran estarlo en lo sucesivo.» 

(13) cCuando las circunstancias lo permitan y en lo que no 
estén en desacuerdo con las reglas que preceden, las leyes de 
la guerra en tierra para los ejércitos de los Estados Unidos se 
aplicarán también á la marina americana. » Se reñere á las ins- 
trucciones del Doctor Lieber, que nosotros hemos citado con 
tanta frecuencia con el nombre de Instrucciones americanas [véa- 
se § 94, nota (12), páginas 73 y 74], 
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